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Resumen	 En términos generales, como práctica, la evaluación ha logrado avances significativos 
en México en las últimas dos décadas. Sin embargo, su consolidación sistemática ha 
constituido un desafío mucho mayor en el ámbito municipal que en los ámbitos estatal 
y federal porque no todos los municipios cumplen con sus obligaciones en materia 
de evaluación del desempeño. De acuerdo con esta premisa, existe una ventana de 
oportunidad para que los municipios trabajen en la valoración, institucionalización y 
consolidación de sus respectivos sistemas de monitoreo y evaluación. Ello permitirá 
que los evaluadores municipales cuenten con herramientas que les permitan retroali-
mentar el desempeño alcanzado por la gestión municipal, a fin de que las autoridades 
locales tomen decisiones sobre una base de información sólida y confiable. 
Palabras  c lave:  evaluación, monitoreo, plan de desarrollo municipal, presupuesto ba-

sado en resultados. 
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Evaluation of municipal management. 
Proposal for strengthening evaluation schemes 
in Mexican municipalities

Abstract	 In general terms, performance evaluation has made significant progress in Mexico 
over the last two decades. However, its systematic consolidation has been a much 
greater challenge at the municipal level than at the state and federal levels because not 
all municipalities comply with their performance evaluation obligations. Given this, 
there is an opportunity for municipalities to work on assessing, institutionalizing, and 
consolidating their respective monitoring and evaluation systems. This will provide 
municipal evaluators with tools to provide feedback on the performance of municipal 
management, enabling local authorities to make decisions based on solid and reliable 
information.
Key words :  evaluation, monitoring, municipal development plan, results-based bud-

geting.

Introducción

En el marco de la gestión para resultados en el desarrollo (g p r d), la evaluación ha 
hecho avances significativos en México en las últimas dos décadas por su utilidad a 

corto plazo en generar información relevante para la toma de decisiones en el ámbito pú-
blico, y a largo plazo, para sentar las bases de una mejora progresiva en la gestión pública 
de la federación, las entidades federativas y los municipios del país. 

De manera puntual, los procesos de evaluación de la gestión pública han permitido 
detectar grandes áreas de oportunidad que suelen presentarse en la operación cotidiana 
de los programas presupuestarios de la administración pública. En consecuencia, se han 
dado facilidades para que la estructura, los actores y los responsables que intervienen y 

1 Autores como Grindle (2007, p. 17) han trabajado el concepto de «Estados frágiles», el cual parte 
del reconocimiento de que los Estados (en realidad cualquier ámbito de gobierno) difieren en sus 
niveles de institucionalización, organización y legitimidad. En términos generales, los Estados débiles 
o colapsados se caracterizan por una estabilidad estructural e institucional baja o muy baja, una capa-
cidad organizacional limitada y una legitimidad fuertemente cuestionada o inexistente. En contraste, 
los Estados sólidos presentan más altos niveles de estabilidad institucional, capacidad organizativa y 
legitimidad.
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operan en el ciclo presupuestario cuenten con información que retroalimente el desem-
peño de su trabajo.

Sin embargo, aunque se han presentado dichos avances, la consolidación sistemática 
de la evaluación aplicada a la planeación estratégica del plan de desarrollo y la planeación 
operativa del presupuesto basado en resultados (del p br) han constituido un desafío 
mucho mayor en el ámbito municipal que en el estatal y el federal, fundamentalmente por 
la heterogeneidad de las capacidades directivas, institucionales, administrativas, financie-
ras y tecnológicas de los municipios mexicanos. Debido a ello se pueden diferenciar los 
municipios frágiles de los consolidados.1

De acuerdo con esta panorámica, existe una gran ventana de oportunidad para que 
los municipios puedan trabajar en instaurar, consolidar y mejorar progresivamente sus 
sistemas de evaluación, a fin de que sus autoridades tomen decisiones públicas basadas 
en información sólida y confiable. En este artículo se proponen algunas consideraciones 
teóricas al respecto.

Antecedente histórico de la g p r d  en México

De forma inercial, durante muchos años la administración pública ha sido juzgada du-
ramente por el escrutinio público debido, entre otras razones, al uso de esquemas poco 
autocríticos e imprácticos de evaluación del desempeño en su gestión. Esta tendencia ha 
marcado la pauta para que la percepción social de la actuación pública sea en general ne-
gativa, de gasto sin control o fundamento, opacidad, corrupción, ineficacia e ineficiencia, 
sin que ello sea necesariamente cierto.  

Como una alternativa para revalorizar la actuación pública, surgió el modelo mana-
gement by results (m br) o gestión para resultados (g p r) (Drucker, 1999). Se trata de un 
modelo racional que busca reorientar el enfoque tradicional de la administración pública 
(que pone énfasis en los procesos institucionales) hacia un enfoque estratégico en el que 
predominan los valores, las técnicas y los métodos organizacionales que promuevan la 
consecución de resultados y la generación de valor público.2  

La g p r  es producto de diversos enfoques que provienen principalmente de la aca-
demia y la iniciativa privada y han sido trasladados al ámbito público, así como de la vi-
sión de organismos internacionales (García y García, 2010). El éxito de este modelo en 

2 El concepto de valor público se puede entender como la realización de acciones con una alta renta-
bilidad para la sociedad.
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América Latina y el Caribe se debe en gran medida al trabajo del Banco Interamericano 
de Desarrollo (bi d)3 ya que si bien la g p r  fue pensada para funcionar en países con un 
alto nivel de desarrollo, este modelo se extendió rápidamente en la región por medio de 
una variante conocida como gestión para resultados en el desarrollo (g p r d), adaptada 
para su incorporación en países con un grado de desarrollo medio, como México. 

De hecho, se podría decir que a inicios de este milenio existía en el ámbito interna-
cional el interés genuino de promover la adopción de dicho modelo en diversos países. 
De acuerdo con la o cd e , «La g p r d  se basa en varios años de trabajo de instituciones 
del sector público y agencias de desarrollo que refleja un consenso mundial emergen-
te sobre la importancia de la medición del desempeño en el desarrollo internacional» 
(o cd e , 2008, p. 24), como se observa en el diagrama 1. 

Como se aprecia en el diagrama 1, la g p r d  basa su funcionamiento en el «ciclo de 
gestión». A través de éste interactúan cinco grandes campos interdependientes llamados 
«pilares», cada uno de los cuales representa un elemento básico para la obtención de 
resultados en distintas esferas del quehacer público, que suelen ser por demás complejas. 
Dichos pilares son: 1) planificación para resultados; 2) presupuesto por resultados; 3) 
gestión financiera, auditoría y adquisiciones; 4) gestión de programas y proyectos, y 5) 
monitoreo y evaluación. 

La consolidación de la g p r d  en México ha sido gradual, aunque se debería admitir 
que los avances alcanzados por las instituciones mexicanas en los años anteriores a las 
reformas facilitaron que dicho modelo no partiera de cero en su instrumentación.4 Sin 

3 Lo anterior fue posible gracias al uso de varios instrumentos fundamentales: 1) el pilar externo del 
Programa de Mediano Plazo para la Efectividad en el Desarrollo (Prodev), un programa de apoyo 
técnico y financiero del bi d  para la instrumentación de la g p r d  en países miembros de la Organi-
zación de Estados Americanos (o e a), y 2) el sistema de evaluación Prodev (denominado s e p), que 
tuvo la finalidad de proporcionar elementos para que los gobiernos que adoptaron la g p r d  realizaran 
un autodiagnóstico en la instrumentación de los pilares del ciclo de gestión, a fin de conocer el grado 
de avance alcanzado en el marco de dicho modelo. De manera complementaria, en los inicios de este 
milenio, el b i d  impulsó la adopción de la metodología pm 4 r  o Project Management for Results para la 
certificación de profesionales en gestión de proyectos enmarcados en la g p r d.
4 Por ejemplo, en lo referente a la planeación, la ley en la materia data de 1983, por lo que los cambios 
en el marco de la g p r d  no fueron instaurativos, sino de mejora, pues introdujeron metodologías y 
técnicas de planeación estratégica en la estructura de la planeación para el desarrollo. De igual forma, 
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embargo, también se puede señalar que de los cinco pilares de la gestión sólo dos no con-
taron con estas bases institucionales previas, haciendo referencia concretamente al pre-
supuesto por resultados (p p r) y el monitoreo y evaluación (m & e), que fueron creando 
condiciones sobre la marcha. 

Respecto al primer caso, en 2006 la Administración Pública Federal puso en marcha 
en todas sus dependencias el modelo de presupuesto basado en resultados y sistema de 
evaluación del desempeño (p p r-s e d); sin embargo, esto no implicó un desarrollo uni-
forme y escalonado en los ámbitos estatal y municipal. Para ello tuvo que darse un pro-
ceso institucional arduo y complejo que transitó por diversas reformas5 y cuyo resultado 

en el pilar de gestión financiera, auditoría y adquisiciones México partió de una base institucional ya 
hecha porque, por mencionar algo, la Auditoría Superior de la Federación data de 1999 (aunque entró 
en funciones en 2001) y el sistema Compranet de 2002, por lo que la g p r d  no hizo sino fortalecer 
lo ya existente. En este sentido, como señala Grindle (2007), las intervenciones públicas no se ins-
trumentan en el vacío, sino que se apoyan en alguna base de capacidad preexistente, aunque ésta sea 
limitada. La pregunta sobre qué se puede construir permite identificar con mayor precisión qué inter-
venciones resultan más adecuadas en contextos específicos. 
5 La reforma constitucional del 13 de noviembre de 2007 al contenido del artículo 134 de la ley fun-
damental, complementada con la expedición de la Ley General de Contabilidad Gubernamental de 
2008 y las reformas de 2012 y 2013, a través de las cuales se instituyó formalmente dicho modelo en las 
modificaciones al artículo 61 fracción i i , inciso c), de la Ley General de Contabilidad Gubernamental.

D IAGRAMA 1. Funcionamiento de la Gp RD

 

  Fuente: Elaboración propia.
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permitió que dicho modelo quedara formalmente establecido en una ley general, que 
dispone su uso obligatorio en los procesos de planeación programática y presupuestal en 
los tres ámbitos de gobierno.6

En cuanto al segundo caso, la Administración Pública Federal sólo tenía intentos, y 
en el mejor de los casos, sistemas muy básicos de monitoreo y evaluación (m & e) de la 
gestión pública vigentes.7 Pero el 20 de enero de 2004 se publicó en el Diario Oficial de la 
Federación la Ley General de Desarrollo Social, cuyo Título Quinto. De la evaluación de 
la política de desarrollo social, instituía los procesos de evaluación que se llevarían a cabo 
por medio de un organismo público descentralizado denominado Consejo Nacional de 
Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval).8  

6 En América Latina y el Caribe no todos los países han decidido consolidar un modelo en el que los 
gobiernos municipales participen activamente en los procesos de evaluación. El caso de Chile es par-
ticularmente relevante. Debido a su carácter centralista, la evaluación de programas gubernamentales 
(e p g) es conducida desde el nivel central por la Dirección de Presupuestos del Gobierno de Chile. 
En este esquema no participan directamente los gobiernos regionales ni las municipalidades (a dife-
rencia de México, donde existe la autoevaluación), pues la valoración del desempeño subnacional se 
realiza principalmente por medio de mecanismos de monitoreo de carácter presupuestario, más que 
mediante evaluaciones de gestión, como sucede en nuestro país. Entre ellos destacan la supervisión 
permanente de la Contraloría General de la República y el seguimiento continuo de la situación finan-
ciera de los gobiernos locales.
7 El trabajo de Castro, López, Busjeet y Fernández (2009) es muy puntual en el análisis histórico de 
los esfuerzos de evaluación de la Administración Pública Federal. Llega a identificar hasta tres etapas 
en el desarrollo de los sistemas m & e . Sin embargo, dada la antigüedad del trabajo, posiblemente con 
los esfuerzos hechos por el Coneval y la Unidad de Evaluación del Desempeño de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público en los últimos años, aunados a los avances en los portales institucionales y de 
transparencia, posiblemente nos encontremos en una cuarta etapa; sin embargo, debido a los cambios 
planteados por el gobierno federal para la desaparición del Coneval (recordemos que era un organismo 
descentralizado en proceso de constitución como un órgano constitucional autónomo desde 2014, 
pero que en el marco de reformas constitucionales de 2024, el gobierno federal optó por desincorpo-
rarlo y trasladar sus funciones al Instituto Nacional de Estadística y Geografía [Inegi]), quizá se pueda 
hablar de una quinta etapa que no necesariamente refleje una madurez del sistema de evaluación pú-
blica en nuestro país.
8 El artículo tercero transitorio de la Ley General de Desarrollo Social estableció un término legal para
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Inmersos en esta dinámica de conformación de bases legales para el funcionamien-
to de instituciones enfocadas en el seguimiento y la evaluación, el siguiente punto en la 
agenda llegó en 2006 con la expedición de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria (Coneval, 2018), que introdujo la figura del Sistema de Evaluación del 
Desempeño (s e d), vinculando de esta manera el pilar de gestión de la p p p  con el de la 
m & e .

Sin embargo, en este recuento histórico aún faltaba consolidar un elemento crucial 
en torno al desarrollo de la evaluación del desempeño en México, que llegaría de forma 
contundente con la publicación de la Ley General de Contabilidad Gubernamental en 
diciembre de 2008, específicamente en lo correspondiente a su artículo 79, el cual esta-
blece la obligación concurrente (para los tres ámbitos de gobierno) de crear un Programa 
Anual de Evaluación (pa e). 

El pa e  y la evaluación municipal

¿Qué es un pa e? Es una obligación legal que tienen todos los entes fiscalizables del país 
de evaluar el desempeño de sus programas presupuestarios.9 Dicha evaluación tiene que 
ser necesariamente por medio de técnicas (denominadas términos de referencia o t d r) 
y metodologías específicas avaladas en su momento por el extinto Coneval.

Por la complejidad de algunas de estas técnicas empleadas en el pa e , las evaluaciones 
pueden ser hechas por agentes externos, expertos o de forma directa,10 con la finalidad de 

que tanto el Coneval como la Comisión Nacional de Desarrollo Social y la Comisión Intersecretarial 
de Desarrollo Social quedaran formalmente instituidos en un plazo no mayor de 180 días naturales a 
partir de la entrada en vigor del decreto de ley.
9 Particularmente de los programas que operaron con alguna fuente de financiamiento federal, como 
las Aportaciones Federales para Entidades Federativas y Municipios (Ramo 33) y las aportaciones 
federales sujetas a convenios de descentralización, reasignación o subsidios, también llamadas Trans-
ferencias Federales Etiquetadas (t f e) (ramos 4, 11, 12, 23 y 25, entre otros).
10 Los lineamientos para la evaluación de los programas presupuestarios federales, que son la base para 
los lineamientos estatales y municipales existentes, establecen la posibilidad de que la evaluación que 
se haga en el marco del pa e  la realicen agentes externos a la administración pública, ya sean consul-
torías, empresas prestadoras de servicios de evaluación o personas físicas con actividad empresarial 
y el perfil profesional adecuado, entre otras; o la haga directamente la administración pública si tiene 
personal técnico y calificado para realizarla.
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realizar análisis minuciosos de diversos aspectos del comportamiento de los programas 
presupuestarios. Algunos de estos análisis son la evaluación del diseño del programa, el 
desempeño alcanzado, los procesos realizados, el impacto social logrado, la consistencia 
de los resultados obtenidos o algún otro aspecto específico de interés general.11

A pesar de lo anterior, en algunos contextos el pa e  suele verse como un simple re-
quisito de ley, dejando de lado su enorme potencial para generar utilidad pública. Con-
cretamente, en el ámbito municipal, el pa e  contribuye a fortalecer los siguientes aspectos 
( Juárez, 2023): contribuye a la evaluación del desempeño de la administración pública 
en el marco de la g p r d, a la evaluación de los avances de la política de desarrollo social 
en el país y a la evaluación de la gestión del gasto federalizado en los gobiernos subnacio-
nales.

 
Contribuye a la evaluación del desempeño 

de la administración pública en el marco de la g p r d 

A través del pa e , las administraciones municipales pueden identificar aspectos sus-
ceptibles de mejora en el diseño, la instrumentación y los resultados de sus programas 
presupuestarios. Estas áreas de oportunidad se suelen trabajar mediante «convenios de 
mejora» que se establecen entre el evaluador, los sujetos evaluados y la contraloría inter-
na municipal. El fin que persigue esta dinámica es establecer un compromiso formal de 
mejora continua de la gestión de programas presupuestarios municipales, con el objeto 
de fortalecer progresivamente el desempeño programático y presupuestal. 

Contribuye a la evaluación de los avances de la política de desarrollo social en el país 

El pa e  contribuye a atender la necesidad de estimar los avances de la política de desarro-
llo social en el país,12 lo que le confiere una gran utilidad pública para evaluar el resultante 
de los procesos de descentralización de recursos y facultades que comenzaron a inicios de 

11 Por ejemplo, en una evaluación de impacto el evaluador debe emplear métodos estadísticos para 
estimar el factor «contrafractual», es decir, aquello que habría sucedido con los beneficiarios del pro-
grama de no haber recibido los bienes o servicios otorgados por el mismo.
12 Tal como lo dispone el Título Quinto, Capítulo I , de la Ley General de Desarrollo Social, cabe seña-
lar que desde 2025 las mediciones de pobreza que realice el Inegi y antes realizaba el Coneval deben 
hacerlas al menos cada dos años las entidades federativas, y cada cinco años, con información desagre-
gada, los municipios.
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la década de 1990 como parte de una estrategia integral de combate a la pobreza, pero que 
no tuvieron un seguimiento directo que permitiera referir el grado de avance en el tema.13

Los resultados que se obtienen en la evaluación de programas presupuestarios esta-
tales y municipales de naturaleza social en el marco del pa e  proporcionan información 
relevante a la autoridad evaluadora para la emisión del Informe de Evaluación de la Política 
de Desarrollo Social, que analiza el comportamiento de la pobreza multidimensional en 
México.

Contribuye a la evaluación de la gestión del gasto federalizado 

en los gobiernos subnacionales 

Una regla no escrita del pa e  es que la evaluación que se haga debe aplicarse a al menos 
uno de los programas presupuestarios que operaron con recursos provenientes de la fe-
deración. 

A nadie sorprende que la dependencia de ingresos de los municipios de recursos 
federales provenientes de aportaciones, subsidios y convenios de descentralización y re-
asignación sea muy alta, por lo que los programas presupuestarios municipales suelen 
operar con diversas fuentes de financiamiento propias, estatales y federales.14 

El Consejo Nacional de Armonización Contable (Conac) ha establecido un formato 

13 La descentralización permitió conferir la gestión de servicios como salud y educación al ámbito 
estatal; aunque las competencias de dirección quedaron a cargo de la federación, este proceso sirvió 
para hacer partícipes a los gobiernos locales de estos aspectos de la vida pública del país. En materia 
presupuestal, se creó el ramo «solidaridad», que se convertiría en el ramo de desarrollo social y pro-
ductivo en regiones de pobreza, y finalmente en el Ramo 33 Aportaciones Federales para Entidades 
Federativas y Municipios, con el objeto de incluir la participación de los estados y municipios en la 
política nacional de combate y superación de la pobreza.
14 En esta dinámica, los programas presupuestarios utilizan tales ingresos para fondear sus acciones 
en el marco del p b r , transformándolos en gastos para el cumplimiento de los fines, propósitos, com-
ponentes y actividades del programa de que se trate. No obstante, es preciso señalar que, como lo 
dispone la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, la ministración de recursos 
federales y su ingreso en las arcas municipales no implica que pierdan su carácter federal, por lo que 
particularmente en las aportaciones federales y de algunos programas con reglas de operación muy 
específicas, éstos están etiquetados y destinados única y exclusivamente al objeto del gasto para el 
que fueron transferidos.
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como requisito para que los municipios puedan informar a la federación los resultados 
de evaluaciones de recursos federales ministrados. Asimismo, mediante el Sistema de 
Recursos Federales Transferidos (Sistema rt f),15 los municipios están obligados a re-
portar periódicamente información sobre avances físico-financieros de obras realizadas 
con recursos federales dentro del Portal Aplicativo de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público (pa s h).16

Áreas de oportunidad en evaluación municipal 

Como se ha expuesto, la utilidad del pa e  es múltiple; sin embargo, también se debe pre-
cisar que se trata de un instrumento que presenta diversas áreas de oportunidad, que 
deben ser atendidas diligentemente para mejorar su alcance en el ámbito municipal. Son 
cuestiones que demandan voluntad pública y que, de llegar a establecerse soluciones 
oportunas, podrían generar cambios sustantivos en el desarrollo, la aplicación y el alcan-
ce de las evaluaciones en el ámbito municipal, tal y como se menciona a continuación. 

No existe ninguna instancia local que revise el cumplimiento y contenido del p a e

A diferencia del ámbito federal, en el que actúan directamente instancias específicas de 
revisión, en los municipios no existe ninguna instancia que demande el cumplimiento de 
la obligación del pa e . 17 Si bien es cierto que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
(s h cp) requiere información muy puntual a los municipios de evaluaciones realizadas 
a programas financiados con recursos federales a través de mecanismos consolidados 
(de forma directa mediante el sistema r f t  e indirectamente por medio del Sistema de 

15 Antes denominado Sistema de Formato Único (s fu).
16 Ambos instrumentos contribuyen a que la autoridad hacendaria pueda valorar el desempeño de la 
gestión de gasto federalizado en los municipios; sin embargo, aunque este instrumento tiene muchas 
ventajas en el ámbito público, hasta la fecha sigue siendo subutilizado.
17 Aunque el pae se ha consolidado en la cultura administrativa del ámbito federal, a nivel local aún 
hay una resistencia muy evidente a llevar a cabo la evaluación. El hecho de que a nivel federal el pae 
sea revisado por el Coneval (respecto a los programas presupuestarios de orden social, mientras que 
los programas no sociales son revisados por la Unidad de Evaluación del Desempeño de la shcp) ge-
nera certidumbre y la necesidad de trabajar en los aspectos susceptibles de mejora. Pero en el ámbito 
municipal no sucede así, ya que es común que los municipios no cumplan con la formulación del pae 
porque no cuentan con incentivos legales ni institucionales para hacerlo.



Evaluación de la gestión municipal… | | Gerardo Roldán Ceballos, Carlos Jair Juárez Sánchez 

| 15

Evaluaciones de la Armonización Contable [s e vac]), por conducto del Conac, ello no 
garantiza que las unidades responsables realicen el pa e  en cumplimiento al marco nor-
mativo, pues no existe quién se los requiera. 

En este sentido, podría resultar funcional que fueran las propias entidades superiores 
de fiscalización locales (e s f l) las que solicitaran el envío de los informes de evaluación 
del pa e  en el marco de la presentación de la cuenta pública municipal.18 Con ello se 
incrementaría la cantidad y calidad de las evaluaciones que realicen los gobiernos muni-
cipales a los programas presupuestarios clave en su gestión de gobierno.  

Aunque siempre es honesto destacar que se habrá de cumplir con dos aspectos. El 
primero de ellos es que los servidores públicos de los órganos fiscalizadores cuenten 
con la capacitación correspondiente. El segundo es que el pa e  evalúa programas presu-
puestarios ejecutados con recursos federales, por lo que correspondería a la ya saturada 
Auditoría Superior de la Federación, que también habría de contar con el personal debi-
damente capacitado para esta labor en atención a que la naturaleza social, económica y 
jurídica del municipio es diferente de la que tienen los otros dos ámbitos de gobierno. 

Técnicas de evaluación diseñadas para el ámbito federal 

No se puede dejar de señalar que el Coneval surge como una instancia federal,19 por lo 
que las técnicas evaluatorias y los t d r  emitidos fueron pensados para operar en dicho 
ámbito de la administración pública. Estas técnicas llegaron paulatinamente a los gobier-
nos locales; sin embargo, inclusive en este contexto, los gobiernos estatales cuentan con 
mayores opciones de evaluación instituidas que los propios municipios.20 

18 Actualmente, las entidades superiores de fiscalización y las contralorías internas municipales (u ho-
mólogas) sólo requieren esta clase de información cuando hacen auditorías como parte de su progra-
ma anual en la materia. Es indispensable que esta información se requiera de oficio mediante un pro-
ceso de entrega estandarizado, como lo es la entrega de la cuenta pública municipal (considerando el 
principio jurídico de anualidad), con la finalidad de vivificar el espíritu de la norma y que la integración 
de los informes de evaluación del pa e  no terminen en el archivo de la burocracia municipal.
19 Inicialmente como organismo público descentralizado y actualmente en proceso de transición a un 
organismo constitucional autónomo.
20Además de las técnicas evaluatorias aplicables al ámbito municipal, los gobiernos estatales pueden 
realizar evaluaciones de desempeño o de coordinación a los fondos de aportaciones (Ramo 33), con 
el objeto de generar información que les permita mejorar el funcionamiento y la operación de éstos.
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Aquí vale la pena hacer una reflexión: los t d r  deben ser instrumentos que delimiten 
clara y específicamente los distintos aspectos de los servicios o programas que se han de 
valuar bajo su régimen, con la finalidad de que pasen a ser una constante y no una variable 
en el análisis de la evaluación. Para ello deben considerar las características propias de 
cada actividad que se somete a este escrutinio y deben ser muy claras y aplicables para 
poder identificar con precisión el procedimiento y los resultados obtenidos en el marco 
de la evaluación.21 

Insuficiencia de nivel técnico para la realización de evaluaciones

En el marco de lo que establece el artículo 80 de la Ley Federal de Presupuesto y Respon-
sabilidad Hacendaria, la s h cp  emite anualmente un informe del avance alcanzado por 
las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de 
México en la implantación y operación del p b r-s e d. 22

Para 2024, la s h cp  evaluó una muestra de 47 municipios y dos demarcaciones te-
rritoriales de la Ciudad de México. Los resultados son contrastantes pues del total de la 
muestra sólo 30 municipios cuentan con un pa e  y cumplen con la difusión del informe 
de evaluación para conocimiento de la ciudadanía. Por otro lado, destaca el hecho de 
que la mayoría de los municipios de la muestra no contaban con un sistema puntual de 
seguimiento a las acciones de mejora del desempeño, y la mayoría de ellos no se ajustaban 
a los cronogramas de ejecución del pa e , lo cual implica una desatención a su propia pro-
gramación de actividades, y esto hace que el instrumento no sirva o se genere sólo para el 

21 Por mencionar algunos ejemplos, se debería considerar algún t d r  que permita identificar la calidad 
de la planeación y ejecución de un programa presupuestario (valorando el grado de improvisación que 
se tenga y contemplando elementos más detallados que los que ofrezca una evaluación de consistencia 
y resultados), la gestión presupuestal detallada de un programa (valorando los ingresos y egresos, así 
como cantidad, destino y comportamiento de traspasos presupuestarios) o la contribución del progra-
ma presupuestario municipal al cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (o d s) de la 
Agenda 2030 para el Desarrollo.
22 La metodología empleada por la s h cp  en el apartado de «evaluación» estima, en una muestra 
de municipios, si la administración municipal cuenta con un pa e , y si es así, cuántas evaluaciones se 
realizaron, su apego al cronograma de ejecución, el tipo de evaluación empleada y si el proceso cuenta 
con t d r , el tipo de contratación, la documentación soporte del informe evaluatorio, los mecanismos 
de difusión de los resultados y la formalización del convenio de mejora (s h cp, 2024).
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impacto político de hacerlo y no para el beneficio social que ello implica ni para impulsar 
la mejora continua de la administración pública.

El informe de la s h cp  revela que existen aspectos del pa e  que siguen sin ser aten-
didos por los responsables de las evaluaciones. En concreto, los instrumentos técnicos del 
pa e , y específicamente el convenio de mejora, resulta ser un paso que los evaluadores 
suelen no llevar a cabo. Este asunto no es menor, pues de nada sirve una evaluación tan 
profunda sobre aspectos concretos de la gestión de un programa presupuestario si no se 
compromete a sus ejecutores a fortalecer la gestión realizada mediante la facilitación de 
observaciones y alternativas de mejora.

Propuestas a las limitaciones detectadas

Una alternativa para atender estas problemáticas es fortalecer la capacitación de los ser-
vidores públicos mediante instancias especializadas. Existen avances relevantes, como el 
diplomado en línea tipo m o o c  sobre evaluación de programas públicos impulsado por 
la Unidad de Evaluación del Desempeño de la s h cp ; las capacitaciones y los materiales 
técnicos del Instituto para el Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas (Indetec) en 
finanzas públicas, y los programas de formación municipal de la Universidad Nacional 
Autónoma de México (una m), particularmente de la Facultad de Estudios Superio-
res Acatlán (f e s  Acatlán), que además desarrolla iniciativas de apoyo a la investigación 
en seguimiento y evaluación municipal. No obstante, se requiere una mayor participa-
ción académica y científica para consolidar estos esfuerzos y ampliar su alcance al nivel 
nacional.

A partir de lo anterior, no se puede dejar de señalar que, aun cuando dichas instancias 
coadyuven en la capacitación del servicio público municipal en materia de evaluación, la 
instancia que debería asumir directamente la responsabilidad en la materia es el órgano 
que llegue a asumir las funciones que realizaba el Coneval, en el marco de las reformas de 
simplificación administrativa realizadas en 2024.

Esto debe ser así porque el contexto en que se desarrolla esta problemática demanda 
que sea de inmediato, pues fenómenos como la alta rotación de personal, la politización 
de puestos públicos, y sobre todo la ausencia de sistemas profesionales de carrera, se con-
vierten en factores que juegan en detrimento de la formación de cuadros técnicos capaces 
de realizar este tipo de trabajos en el ámbito municipal.
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Otros instrumentos de evaluación de la gestión municipal

En este punto, debemos analizar otro de los pilares de la gprd que tiene que ver con la 
planificación para resultados. En México, la planeación para el desarrollo se sustenta en lo 
dispuesto por el artículo 26 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
y la regulación concreta de esta materia data de 1983, cuando se expidió la Ley de Planea-
ción, reformada en mayo de 2023. 

El sistema de planeación democrática para el desarrollo, en sus distintos ámbitos, 
ha cambiado. Los planes de desarrollo han dejado de ser visiones discursivas del gobier-
no en turno para transformarse progresivamente en documentos técnicos de previsión y 
proyección de acciones públicas concretas. La incorporación de mecanismos estratégi-
cos de seguimiento y evaluación de estos instrumentos ha permitido determinar el grado 
de avance y cumplimiento de obras, proyectos, acciones y recursos planeados en el marco 
del desarrollo. En el ámbito local, el seguimiento y la evaluación del plan de desarrollo 
municipal se realiza mediante mecanismos muy puntuales, dos de los cuales a analizare-
mos continuación. 

El informe de gobierno

El informe de gobierno es una figura clave para la rendición de cuentas en el ámbito del 
municipio. Se trata de un informe detallado que rinde el presidente municipal, en sesión 
solemne de cabildo, del estado que guarda la administración pública municipal y de las 
labores realizadas durante el año de que se informa. 

Dependiendo de la entidad federativa, el informe del gobierno municipal se presen-
ta en los últimos meses del año.23 Por ejemplo, en Chiapas, Hidalgo, Guanajuato, Cam-
peche, Tamaulipas, San Luis Potosí y Guerrero los municipios rinden su informe en sep-
tiembre, mientras que en Baja California y Puebla lo hacen en octubre. En los municipios 
de Sinaloa, Tabasco, Estado de México y Jalisco el informe se presenta en diciembre.

En algunos casos, como ocurre en los municipios de Puebla y Sonora, sus respecti-
vas leyes orgánicas señalan que no sólo se trata de un ejercicio de rendición de cuentas, 
sino de un informe pormenorizado del cumplimiento del plan de desarrollo municipal 
(p d m). Esto lo convierte en un ejercicio de evaluación de la gestión del municipio, con 
lo cual se limita el ritual político y se trabaja formalmente en un documento técnico de 

23 El caso de los municipios del estado de Michoacán es sui géneris, ya que éstos presentan su informe 
de gobierno en agosto. Cuando se trata del año de renovación de ayuntamientos se presenta en julio.



Evaluación de la gestión municipal… | | Gerardo Roldán Ceballos, Carlos Jair Juárez Sánchez 

| 19

transparencia, control y evaluación para el escrutinio no sólo de los órganos fiscalizado-
res, sino de la sociedad en su conjunto.24

En este sentido, es preciso señalar que, en lo fundamental, la base del informe de 
gobierno es el propio plan de desarrollo municipal, pues en la mayoría de los casos se 
integra a partir del uso de la estructura y el contenido de este último. Por ejemplo, en 
los municipios del Estado de México dicho informe se realiza observando la estructura 
programática utilizada en el p d m , lo cual vincula el contenido de dicho instrumento (en 
su función estratégica) con la función operativa del presupuesto basado en resultados 
municipal (p b r m).

El informe de ejecución del plan de desarrollo municipal

Los informes periódicos de ejecución del plan de desarrollo municipal son instrumentos 
concretos de evaluación de la gestión municipal, y se realizan para determinar el avance y, 
en su caso, para instrumentar los ajustes necesarios para cumplir con el contenido estra-
tégico del plan de desarrollo municipal vigente. 

La estructura del documento, los parámetros de evaluación, las fechas de presenta-
ción, las técnicas y la metodología que emplear, los mecanismos de difusión y las instan-
cias de revisión de dichos informes varían en la mayoría de los municipios; sin embar-
go, su común denominador es la utilidad de dicho instrumento para los tomadores de 
decisiones en el ámbito municipal,25 pues permite contar con un panorama general del 
avance y comportamiento del plan de desarrollo municipal, el desempeño alcanzado por 
las dependencias de los municipios durante el año y el comportamiento de los programas 
presupuestarios evaluados.

En cada entidad se presentan dinámicas diferenciadas. Por ejemplo, los municipios 
de Puebla aplican metodologías del Coneval para evaluar no sólo los programas presu-
puestarios municipales, sino también el p d m  en su conjunto, mediante procesos que cul-
minan en un documento integral con información sustantiva para la toma de decisiones. 
Por otra parte, en la Ciudad de México los programas de gobierno de las alcaldías (p g a) 

24 Sin embargo, en sentido estricto, el informe de gobierno es un documento de rendición de cuentas y 
no de evaluación con parámetros concretos. En este sentido, lo que está pendiente aún es el desarrollo 
de métodos y técnicas que permitan completar el tránsito de lo político a lo técnico.
25 Dicho informe no es exclusivo del ámbito municipal, ya que el artículo sexto de la Ley de Planeación 
establece el Informe Anual de Ejecución del Plan Nacional de Desarrollo.
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se monitorean y evalúan mediante el Sistema de Seguimiento a Indicadores de Desem-
peño y Avance Presupuestal (s s i a p), el cual vincula funcionalmente el p g a  con el pro-
grama operativo anual (p oa). Asimismo, los municipios del Estado de México elaboran 
anualmente su informe de ejecución, que actualiza el diagnóstico del p g a  y evalúa su 
desempeño programático, financiero y estratégico.26

Sin embargo, como ocurre con el pa e , los informes de evaluación del p d m  suelen 
caracterizarse por ser instrumentos técnicamente complejos. Si a ello se suma que en al-
gunos contextos se ha dejado de exigir su elaboración por la autoridad estatal, es frecuen-
te que los municipios opten por no elaborarlos.

En resumen, existen por lo menos tres instrumentos concurrentes que permiten lle-
var a cabo la evaluación de la gestión municipal en el país.

C u a d r o  1. Principales diferencias de los Instrumentos Evaluatorios de la Gestión Municipal

Parámetro / 

Instrumento

pa e Informe de Gobierno Informe de Ejecución 

del p d m

Objeto: Evaluar aspectos con-

cretos de los Pp

Rendir cuentas de las 

acciones realizadas 

durante un año

Evaluar los avances 

alcanzados en la imple-

mentación del p d m

Alcance: Programático Estratégico Programático-Estratégico

Instrumento Base: p b r p d m p d m

Periodicidad: Anual Anual Anual

Complejidad Técnica: Alta Media Alta

Obligatoriedad Si Si Si

Fuente Metdologica: t d r s de Coneval Guías y lineamientos 

Estatales (solo en algu-

nos casos)

Guías y lineamientos 

Estatales

Utilidad Pública: Identificar áreas de 

mejora en la ejecución 

de los programas

Rendir cuentas a la ciu-

dadanía y autoridades 

locales

Contar con información 

estratégica para la toma 

de decisiones

Fuente: Elaboración propia.

Propuesta para el fortalecimiento de los esquemas de evaluación 

en el ámbito municipal de México

Hasta este punto se ha mencionado cómo se ha desarrollado la evaluación de la gestión 
municipal en el marco de la g p r d, sus alcances y limitaciones, así como sus principales 
instrumentos. A continuación se presenta una propuesta para el fortalecimiento de los 
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esquemas de evaluación municipales, tomando como referencia el autodiagnóstico, la 
instrumentación de acciones estratégicas y la consolidación de la evaluación municipal.

Autodiagnóstico

Los sistemas de evaluación del desempeño en el ámbito federal, y en muchos casos los es-
tatales, cuentan con un desarrollo institucional bastante sólido (Coneval, 2018). En con-
traste, los avances que presentan los sistemas de monitoreo y evaluación a nivel municipal 
no son tan sobresalientes, sobre todo porque dependen en gran medida del apoyo y los 
incentivos que ofrezca la autoridad estatal en la materia, lo cual los vuelve dependientes 
de factores externos.

Sin embargo, comprender que en la medida en que los municipios fomenten la con-
solidación de sistemas de monitoreo y evaluación eficaces y con capacidad para captar, 
procesar y generar información valiosa para retroalimentar la gestión municipal les per-
mitirá a las autoridades municipales contar con datos precisos para la toma de decisiones 
(o e i , 2023).

Con base en lo anterior, un primer paso para fortalecer los esquemas de evaluación 
en el ámbito municipal es elaborar un autodiagnóstico de las capacidades institucionales 
con las que se cuenta, el cual deberá valorar aspectos esenciales como los siguientes:
• 	 Identificar si se cuenta con personal suficiente, capacitado, con experiencia y 

que satisfaga los perfiles de puesto del área administrativa municipal encargada 
de evaluar la gestión municipal.

• 	 Identificar el grado de desarrollo del marco normativo alcanzado. Es decir, si las 
normas jurídicas y las técnicas aplicables favorecen la instrumentación de la 
evaluación, vista como un proceso sistemático en el ámbito público.   

• 	 Identificar el grado de avance en la instrumentación del modelo pbr-sed con base 
en valorar la pertinencia, utilidad e idoneidad de los procesos de integración, 
seguimiento y evaluación programática.

• 	 Valorar si el contenido del pdm satisface los requisitos mínimos indispensables (por 
lo general suelen ser los establecidos por una autoridad revisora del ámbito es-
tatal). De no ser así, valorar la pertinencia de una reconducción estratégica. 

• 	 En el factor tecnológico, identificar si se cuenta con un sistema informático que 
apoye las tareas de la administración pública relacionadas con la gestión progra-
mática y presupuestal del pbr-sed. Si no es así, validar la pertinencia, la relación 
costo-beneficio y la capacidad presupuestal para adquirirlo o contratar uno.
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• 	 Validar la calidad de elementos estratégicos del desarrollo, como las matrices de 
indicadores de resultados (mir) utilizadas en el proceso de planeación progra-
mática, los indicadores de seguimiento de la gestión municipal y las metas em-
pleadas en la programación anual del pbr. 

• 	 Validar la complejidad, flexibilidad y pertinencia de los mecanismos establecidos 
para la realización de ajustes, traspasos y reconducciones programático-presupuestales 
en el marco del p b r  o reconducciones estratégicas al p d m .

• 	 Valorar el grado de cumplimiento respecto a la integración de los informes, reportes o for-
matos de seguimiento al pd m  y el p b r , que por lo general son requeridos directamen-
te por las entidades superiores de fiscalización de los estados. 

• 	 Valorar si se efectúa la integración de los instrumentos concurrentes de evaluación de la 
gestión municipal. Considerando básicamente la elaboración del pa e  y sus instru-
mentos técnicos, el informe de gobierno y el informe anual de ejecución.
Estas recomendaciones para el autodiagnóstico no son limitativas, por lo que están 

sujetas a contextualización y adiciones que pudieran sumar los interesados para deter-
minar el nivel de desarrollo institucional alcanzado en materia de evaluación. Todo ello 
tiene como finalidad identificar áreas de oportunidad en la gestión de los sistemas de 
evaluación a nivel municipal para que, una vez que se tengan, se puedan atender a partir 
de los enfoques que se señalan en el siguiente apartado.  

Instrumentación de acciones estratégicas

Con base en las facultades reglamentarias establecidas por medio del artículo 115, frac-
ción i i , de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los municipios 
cuentan con alternativas para atender las áreas de oportunidad identificadas en el auto-
diagnóstico que realicen.26 Para ello se propone la realización de las siguientes acciones:
• 	 Regulación. A partir de los hallazgos y las áreas de oportunidad detectadas en la 

fase de autodiagnóstico, se sugiere atender dichos aspectos mediante el desarrollo 
normativo en el ámbito municipal. Una posible solución sería establecer un «regla-

26 Cabe señalar que en muchos casos habrá elementos que ya estén normados y regulados en el 
ámbito estatal, como puede ser la estandarización de formatos y la emisión de manuales, guías, 
metodologías o lineamientos rectores en materia de planeación, programación, presupuesta-
ción, seguimiento, control y evaluación, ante lo cual se sugiere identificar estos elementos a fin 
de no trasgredir la esfera de competencias de dicha autoridad. Ello implica, por ejemplo, que
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mento municipal de planeación»27 que norme y permita orientar los procesos de 
planeación, programación, seguimiento y evaluación con base en las disposiciones 
normativas generales y estatales aplicables.

• 	 Institucionalización. La institucionalización se perfila como una herramienta eficaz 
para dotar a la administración pública municipal de las instancias y los aspectos ne-
cesarios para su óptimo funcionamiento. En este punto es preciso identificar, me-
diante la realización del autodiagnóstico, si las áreas de oportunidad se centran en el 
plano tecnológico, administrativo, presupuestal o en el factor humano.

	 Algunos municipios han llevado a cabo procesos de institucionalización pragmáti-
cos muy eficientes. Por ejemplo, ante la falta de ello, los gobiernos municipales han 
formalizado instancias propias de planeación y evaluación, llegando incluso a insti-
tuir organismos públicos en la materia.28 Han reajustado sus procesos operativos me-
diante reformas a sus manuales de procedimientos, desarrollado sistemas de moni-
toreo y evaluación con base en sus propias necesidades de información y contratado 
licencias para el uso y aprovechamiento de softwares especializados;29 inclusive han 

si en algún ordenamiento la autoridad establece fechas de entrega de informes de seguimiento 
del pbr, la autoridad municipal, en uso de su facultad reglamentaria, no podrá modificar esta 
fecha, pues la misma obedece a un proceso de mayor jerarquía llevado a cabo en el marco de la 
actividad legislativa de la soberanía estatal, y lo mismo sucede para procedimientos estandari-
zados, cauciones y limitaciones que establezca la legislación aplicable.
27 Por ejemplo, el programa federal Guía Consultiva de Desempeño Municipal requiere en el 
módulo 1 que los municipios presenten, como parte de su evidencia, la aprobación de un or-
denamiento en materia de planeación estratégica. Aunque la mayoría de los estados ya cuentan 
con ordenamientos que cumplen esta función; el propósito de esta iniciativa no es sobrerregu-
lar una materia, sino incorporar las necesidades locales específicas de la planeación municipal 
a un ordenamiento que facilite esta tarea. 
28 Ello se ha dado, por ejemplo, con la creación de institutos municipales de planeación por de-
creto mediante el procedimiento legislativo en el ámbito estatal, constituyendo así organismos 
públicos municipales con autonomía presupuestal, técnica y de gestión sujetos a los requeri-
mientos y con las facultades que establezca el decreto de ley por el que se creen.
29 Hoy en día existen diversos proveedores en el mercado de software especializados en gestión 
gubernamental, contabilidad y finanzas, administración de proyectos, seguimiento programa-
tico, etc. Inclusive, algunas instancias públicas ofrecen servicios relacionados con la gestión
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llegado a desarrollar y documentar los procesos exitosos, para constituir «buenas 
prácticas» en materia de gestión de información, planeación estratégica, monitoreo 
y evaluación de la gestión municipal.30

• 	 Rediseño. Se trata de un supuesto en el que, como resultado del autodiagnóstico, la 
autoridad municipal se plantea la posibilidad de modificar aspectos ya existentes o 
de instrumentar cambios muy puntuales con el objeto de consolidar el proceso eva-
luatorio de la gestión municipal. Algunos de estos cambios parciales pueden ser la 
incorporación de algún elemento no considerado anteriormente,31 la sustitución de 
información, procedimientos o herramientas poco útiles en el marco de la evalua-
ción municipal,32 e incluso la redefinición de estructuras administrativas.33

de dichos sistemas; por ejemplo, el Indetec cuenta con un sistema muy accesible denomina-
do Sistema Automatizado de Administración y Contabilidad Gubernamental.net (saacg.
net), que opera la información municipal en materia presupuestal y contable. Los gobiernos 
municipales pueden elegir entre una gran variedad de servicios, precios y productos al optar 
por el que más se ajuste a su dinámica y sus necesidades.
30 El experto en evaluación Michael Q. Patton refiere una serie de razonamientos que apuntan 
al abuso que existe del reconocimiento y la divulgación de «mejores prácticas» en el sector 
gubernamental. Advierte que estos procesos suelen pasar por alto la contextualización de las 
mismas prácticas que elogian, y que existe muy poca profundidad en el análisis de la evidencia, 
calidad de la información, opiniones secundarias y probabilidad de éxito en la valoración de 
«mejores prácticas en el ámbito de gobierno». No desestima estos elementos; por el contrario, 
los asume como valiosos, pero hace énfasis en el hecho de tomar con mayor seriedad el tema y 
de no convertirlo en un fenómeno político (Patton, 2018).
31 Un claro ejemplo puede ser el caso de un municipio que, inercialmente, no estuviera realizan-
do su pae, pero que ahora lo incorpora a sus tareas de evaluación; o el de otro que no cuente 
con un sistema estandarizado de valoración del desempeño de metas e indicadores del pbr, 
que ahora lo instrumente con el objeto de homologar los resultados de las evaluaciones realiza-
das a dicho instrumento.
32 Un ejemplo de ello puede ser una revisión integral del contenido de la programación anual 
del pbr a efecto de contar con un programa anual en forma para el ejercicio fiscal entrante. En 
este supuesto, se tendrían que depurar y desincorporar metas e indicadores que no contribuyan 
a dimensionar el grado de eficacia, eficiencia, efectividad y economía de la gestión municipal,



Evaluación de la gestión municipal… | | Gerardo Roldán Ceballos, Carlos Jair Juárez Sánchez 

| 25

• 	 Asistencia técnica externa. Cuando no se cuente con personal suficientemente capaci-
tado en la administración pública municipal para realizar los procesos anteriormente 
expuestos, siempre existe la posibilidad de contratar algún agente externo, despacho 
o consultoría que pueda llevar a cabo esta encomienda.

Consolidación de la evaluación municipal

Una vez efectuados los cambios necesarios para que los sistemas de evaluación de la ges-
tión municipal operen en condiciones aceptables, con base en las necesidades racionales 
de la administración pública municipal, lo siguiente será consolidar dicho sistema. Por tal 
razón, se recomienda que la etapa de diagnóstico y cambios sea hecha durante el primer 
año de gestión, a efecto de que en los años subsecuentes el sistema se consolide de forma 
adecuada y dé los resultados esperados. Con el propósito de consolidar dicho objetivo, se 
propone la instrumentación de un esquema basado en las «cuatro C »: 
• 	 Continuidad. Como ya se ha señalado en el presente trabajo, el talón de Aquiles de 

la evaluación de la gestión municipal es la falta de continuidad y consistencia impe-
rante en el tema.34 Si bien la instrumentación de sistemas civiles de carrera en este 

como pueden ser metas e indicadores duplicados, irrelevantes o poco prácticos, con ausencia de clari-
dad y hasta inaplicables o poco realistas.
33 Puede darse el caso de que la unidad administrativa encargada de llevar a cabo los procesos 
de evaluación de la gestión municipal no esté dando resultados, por lo que se puede optar por 
la sustitución de personal, la reorganización de la estructura administrativa o la contratación 
de asesoría externa. En este último caso las universidades públicas tendrán que desempeñar 
un papel muy importante y protagónico para vincular su quehacer con las necesidades del 
servicio público.
34 Es común escuchar en el ámbito municipal que en el primer año de gestión los servido-
res públicos llegan a aprender, en el segundo consolidan sus proyectos y en el tercero, justo 
cuando ya dominan sus respectivas áreas de influencia, se deben retirar, para repetir el ciclo 
de forma indefinida. Por ello es imperativo impulsar el servicio civil de carrera en el ámbito 
municipal, lo que no sólo facilitará la profesionalización de las funciones que desarrollan los 
servidores públicos municipales, sino que también permitirá regular la rotación de personal, 
e inclusive mejorar la relación laboral del municipio con sus trabajadores en función del dere-
cho constitucional al trabajo, pues al no existir movimientos masivos trianuales de personal,
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ámbito se posiciona como una propuesta viable para solucionar esta problemática 
(por lo menos en lo concerniente al factor humano), en realidad se trata de un tema 
que se discute desde hace varios años y en el que ningún gobierno local ha querido 
asumir los costos políticos de una iniciativa de esta naturaleza.35

	 Aunque la evaluación del desempeño lleva ya más de dos décadas de existencia en 
el ámbito público subnacional, su consolidación institucional sigue siendo limitada. 
Los casos de éxito sostenido son relativamente escasos, y con frecuencia los avances 
logrados durante una administración se interrumpen ante los cambios de gobierno. 
La falta de continuidad, apropiación institucional y mecanismos que trasciendan los 
ciclos políticos ha impedido que muchos esfuerzos en materia de seguimiento y eva-
luación se conviertan en prácticas permanentes de gestión pública.36

	 Por ello, la continuidad no puede depender enteramente de la voluntad política del 
presidente municipal o las autoridades con capacidad de decisión en turno, sino del 
trabajo administrativo con buenos resultados; es decir, en la medida en que las admi-
nistraciones municipales consoliden los elementos del modelo p b r-s e d, inviertan 

los laudos laborales no impactarán con la misma intensidad que hoy lo hacen las finanzas 
públicas municipales.
35 Dicho costo no es en absoluto rentable desde el enfoque político. Seguramente se tendría que 
enfrentar resistencias internas y paros sindicales, presiones de grupos políticos externos, costo 
financiero de la instrumentación, cabildeo legislativo local o supresión de compromisos políti-
cos, entre otros factores que los presidentes municipales no están dispuestos a asumir.
36 Por ejemplo, destaca el caso del municipio de Tlalnepantla de Baz, Estado de México, que 
desarrolló en 2022 un sistema propio denominado Sistema de Evaluación del Desempeño Mu-
nicipal (sedem), mediante el cual articuló los procesos de seguimiento y evaluación tanto del 
pdm como del pbrm. Este sistema integraba diversos instrumentos de monitoreo, reportes 
periódicos e informes de evaluación, y era operado permanentemente por la Unidad de In-
formación, Planeación, Programación y Evaluación (uippe) para medir el desempeño de las 
dependencias municipales. En 2025, con el cambio de administración, el sistema desapareció 
a pesar de que fue reconocido en 2024 por el Instituto Nacional para el Federalismo y el De-
sarrollo Municipal (Inafed) como una buena práctica municipal e incorporado a su Banco de 
Buenas Prácticas. Véase Banco de Buenas Prácticas Municipales de Tlalnepantla de Baz, http://
siglo.inafed.gob.mx/siguia/docs/BancoBuenasPracticas/Banco%20BBPP %202024%20M1%20
Organizacion%20-%20Tlalnepantla%20de%20Baz%20Mex.pdf
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una mayor cantidad de recursos humanos, financieros y tecnológicos en sus sistemas 
de m & e , regulen e institucionalicen sus procesos de evaluación clave para retroali-
mentar la gestión municipal y cumplan con las obligaciones de ley en torno a la inte-
gración del pa e , el informe de gobierno y el informe de ejecución del p d m , sólo así 
se podrá influir positivamente en la cultura administrativa municipal en beneficio de 
la continuidad. 

• 	 Corresponsabilización de los servidores públicos municipales. Para hablar de corres-
ponsabilización en el ámbito de la evaluación municipal se requiere necesariamente 
hablar de la utilidad pública de las evaluaciones. De poco o nada sirve contar con 
esquemas de evaluación de primer nivel si los productos y la información resultante 
de los procesos evaluatorios no se emplea para mejorar la gestión municipal. 

	 En este orden de ideas, la corresponsabilización implica, por una parte, la labor que 
deben desempeñar las unidades administrativas responsables de realizar las evalua-
ciones y, por otra, los compromisos que asuman los sujetos evaluados para mejo-
rar progresivamente su planeación programática y presupuestal en el marco de la 
g p r d.

	 En este punto es preciso señalar que para algunos autores la evaluación forma parte 
de una dinámica en la que intervienen múltiples actores, que condicionan el alcance 
y la efectividad de las intervenciones públicas (Peters y Pierre, 2016). Por ello, para 
generar una auténtica corresponsabilidad en el plano de la evaluación se debe reco-
nocer que existen intereses legítimos de los actores involucrados, los cuales pueden 
ser desde contar con un salario competitivo, e inclusive con instalaciones e insumos 
suficientes para realizar su trabajo, hasta cuestiones no onerosas, como el reconoci-
miento público de los logros alcanzados.

• 	 Coordinación intergubernamental. En esta área de consolidación lo que deberán pro-
curar los gobiernos municipales es llevar a cabo acciones estratégicas con otras ins-
tancias y ámbitos de gobierno que les permitan documentar, certificar, cooperar o 
coordinar sus funciones de evaluación municipal.  

	 Por ejemplo, los municipios del Estado de México pueden suscribir un convenio 
marco, a través del Comité de Planeación para el Desarrollo del Estado de México 
(Copladem), para trabajar en conjunto dentro del Sistema Integral de Monitoreo y 
Evaluación del Desarrollo (s i m e d -Edomex), con diversos beneficios, como la asis-
tencia técnica para instrumentar el plan de desarrollo municipal y la capacitación 
para la evaluación respectiva. 
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	 De igual modo, el Gobierno del Estado de Puebla, por medio del s e d, cuenta con 
el Sistema a s p e c, uno de los componentes más avanzados y tecnificados a nivel es-
tatal, a través del cual procesa sistemáticamente los aspectos susceptibles de mejora 
del pa e . Con ello en perspectiva, los municipios de dicha entidad podrían adoptar 
este modelo coordinarse o convenir con la autoridad estatal para establecer esque-
mas de trabajo que les permitan fortalecer considerablemente sus procesos evalua-
torios en el marco del pa e . 

• 	 Cultura de la evaluación. Quizás se trate del aspecto más difícil de llevar a cabo en la 
consolidación de la evaluación municipal, debido a que implica una transformación 
general de la percepción que se tiene sobre la utilidad y las aplicaciones prácticas de 
la evaluación y sus alcances.

	 La cultura de la evaluación pasa necesariamente por entender que evaluar no es sim-
plemente una etapa del proceso administrativo público o una fase más del ciclo pre-
supuestario, sino que se trata de un elemento imprescindible para la mejora continua 
de la gestión pública municipal.37 Por ello, hablar de este tema no es fácil, y mucho 
menos influir positivamente en su adopción en el ámbito municipal. 

	 Realmente se trata del punto culminante de todo lo ya analizado en el presente tra-
bajo. Implica evaluar y hacerlo de la mejor manera posible, de tal forma que se cons-
tituya en una actividad institucional e impersonal para que, independientemente del 

37 En este sentido, el estudio y la práctica de la evaluación en el ámbito privado tiene una ven-
taja considerable con respecto a estos mismos aspectos en el ámbito público. Para la iniciativa 
privada, evaluar se ha constituido en un referente previo de cara a invertir su capital en pro-
yectos e iniciativas, por más prometedores que aparenten ser. Asimismo, las más importantes 
escuelas de negocios del continente, como Harvard, Chicago y Wharton, ofrecen programas 
muy completos de gestión empresarial, de entre los cuales han surgido grandes exponentes, y 
han desarrollado modelos de gestión, promovido herramientas operativas para el día a día y 
podido estructurar corrientes de pensamiento en torno a la evaluación, lo cual nos da una idea 
de los alcances de la «cultura de la evaluación» en un ámbito tan competitivo. Con base en esta 
lógica, la evaluación en el ámbito municipal apenas comienza a dar muestras de efectividad, y 
en los próximos años, académicos, administradores y la sociedad civil deberán trabajar ardua-
mente no sólo para no retroceder en lo ya alcanzado, sino para mejorar progresivamente en la 
capacidad de evaluar la gestión pública y efectuar los cambios necesarios para una actuación 
eficaz.
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C u a d r o  2. Resumen de la propuesta de fortalecimiento de los Esquemas de Evaluación Municipal

Autodiagnóstico Alcances

• Personal

• Desarrollo Normativo

• Modelo p b r - s e d

• p d m

• Tecnología

• MIR

• Traspasos y reconducciones

• Informes de seguimiento

• Informes de evaluación

Determinar el grado de desarrollo institucional del 

municipio para la implementación de esquemas efec-

tivos de evaluación de la gestión municipal e identifi-

car áreas de oportunidad.

Implementación de Acciones Estratégicas Alcances

• Regulación

• Institucionalización

• Rediseño

• Asistencia Técnica externa

Se utilizan las herramientas institucionales, metodoló-

gicas y jurídicas existentes para atender las áreas de 

oportunidad detectadas en el autodiagnóstico.

Consolidación de la Evaluación Municipal: Alcances

• Continuidad y consistencia

• Corresponsabilización

• Coordinación Intergubernamental

• Cultura de la evaluación

Se afianzan los resultados obtenidos en la etapa de 

consolidación y se fortalecen los procesos de segui-

miento y evaluación de la gestión municipal. 

Fuente: elaboración propia.

periodo de gobierno de que se trate o del servidor público que suceda en el cargo, la 
evaluación de la gestión municipal tendrá que estar sujeta a los estándares más altos 
de eficacia, eficiencia, efectividad y calidad.
Con este análisis en perspectiva, está claro que los desafíos para la evaluación en el 

ámbito municipal son bastante complejos. Sin embargo, si algo ha distinguido a los go-
biernos locales es que suelen desafiar las expectativas y lograr cambios verdaderamente 
significativos, y no tenemos la menor duda de que quizás más pronto que tarde la evalua-
ción municipal se constituya en un tema de alta prioridad para el ámbito público, con las 
ventajas y perspectivas que ello implica. 
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Resumen 	 Este artículo analiza la tensión entre el derecho humano al agua y las capacida-
des jurídicas de los gobiernos municipales mexicanos. Se parte del supuesto de 
que este derecho, establecido en el artículo 4º constitucional, no se materializa 
con plenitud mediante la prestación de los servicios públicos y el uso soste-
nible del recurso hídrico debido al régimen jurídico involucrado. Primero, se 
describe la trayectoria del derecho al agua en el ordenamiento constitucional 
de México y después se analiza su alcance como derecho humano en el marco 
de los Objetivos del Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030. Posteriormente, 
se describe el régimen jurídico del agua, en particular las obligaciones de los 
gobiernos municipales de gestionar los recursos hídricos. Por último, se identi-
fican los nudos normativos conflictivos, y se concluye con unas propuestas de 
enfoques analíticos que permitan encontrar con mayor tino vías de solución de 
la problemática.
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Pa labras  c lave:  derecho humano al agua, gobiernos municipales, régimen jurídico 

del agua, derechos humanos, Objetivos de Desarrollo Sostenible.

Legal capacity of the Mexican municipality to guarantee the 
human right to water

Abstract	 This article analyses the tension between the human right to water and the le-
gal capacities of Mexican municipal governments. It assumes that this right, 
established in Article 4 of the Constitution, is not fully realized through the 
provision of public services and the sustainable use of water resources, due to 
the legal framework involved. First, it describes the trajectory of the right to 
water in Mexico’s constitutional order and then analyses its scope as a human 
right within the framework of the 2030 Agenda for Sustainable Development. 
It then describes the legal framework for water and details the obligations of 
municipal governments to manage water resources. Finally, it identifies con-
flicting regulatory issues and concludes with proposed analytical approaches 
that may allow for more accurate solutions to the problem.
Key words :  human right to water, municipal government, legal regime of water, human 

rights, Sustainable Development Goals.

Introducción

La prestación de servicios públicos es una evidencia para evaluar si los gobiernos tie-
nen una buena administración pública y, por ende, si se corresponde con un Estado 

de derecho fehaciente en el cumplimiento de buena parte del contrato social establecido 
con sus ciudadanos. Lo anterior se intensifica cuando la prestación de un servicio público 
materializa un derecho humano, como es el caso del derecho al agua, establecido en la 
Constitución Política de México desde 1983 y que asigna a los gobiernos municipales el 
suministro de agua potable y el servicio de alcantarillado. Esta obligación municipal se 
incrementó en 1999 con la de prestar los servicios de drenaje y de tratamiento y disposi-
ción de sus aguas residuales.

A más de cuarenta años de establecida esta obligación constitucional de los gobier-
nos municipales, no es necesario demostrar las deficiencias en la prestación del servi-
cio público de suministro de agua, que han sido abundantemente documentadas por la 
literatura sobre el tema, reportes técnicos y datos oficiales. Tampoco es útil ya reiterar 
que los organismos públicos responsables de prestarlo tienen un déficit de capacidades 
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institucionales; es indudable que no cumplen los gobiernos de los tres niveles su función 
de garantizar el derecho humano al agua. Parece, entonces, más interesante partir de pre-
guntarse cuáles son las causas que les impiden adquirir las capacidades necesarias para 
cumplirla o si estamos ante unos deberes que no es posible cumplir. Este artículo tiene la 
intención de abonar a la discusión académica buscando responder esta pregunta y abor-
dando varios aspectos.

Primeramente, se describe la evolución de las normas constitucionales relativas al 
vital líquido, que culminan con su categorización como derecho humano al agua. Después 
se revisa tal derecho en el contexto del cumplimiento o no de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible de la Agenda 2030 de la Organización de la Naciones Unidas (o n u). En los 
siguientes apartados se hace un repaso breve del régimen jurídico del agua, para luego 
analizar las obligaciones de los gobiernos municipales en materia de gestión hídrica. Las 
últimas secciones se dedican a identificar los nudos conflictivos normativos y proponer 
unas perspectivas de análisis que contribuyan a desenmarañarlos.   

Trayectoria constitucional del derecho al agua

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (cp e u m) es una norma ju-
rídica en sí misma, por lo que establecer un derecho humano en ella tiene un efecto de 
eficacia directa y no se debe considerar como un principio para su desarrollo en norma 
inferior (Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2020, p. i x). Por otra parte, puesto que 
el agua es un recurso importante en todo el mundo, la o n u  ha impulsado instrumentos 
internacionales que han propiciado cambios para que la cp e u m  conciba el agua como 
un derecho humano. En este sentido, Flores y Gutiérrez (2025, p. 37) señalan que «Las 
leyes van siguiendo los signos de las épocas y las comunidades van adaptándose en la me-
dida de lo posible». Y la concepción jurídica del agua es importante en la configuración 
de las relaciones «hidrosociales» y la gobernanza del recurso hídrico (Perreault, 2016). 
Por lo anterior, es conveniente describir la evolución que ha tenido el agua como objeto 
de norma constitucional a partir de la cp e u m  de 1917 y, al mismo tiempo, observar los 
acuerdos internacionales. La figura 1 resume ambos recorridos en dos líneas paralelas, 
que si bien no coinciden completamente, sí se vinculan, como se explica más adelante:

En 1917, en el marco de la Revolución Mexicana y de acuerdo con el ideal consen-
suado de la redistribución de tierras y recursos, el agua se vinculó a la reforma agraria 
para fortalecerla, y se construyeron en la época postrevolucionaria grandes presas y se 
tomaron decisiones públicas en tal sentido. Debido a lo anterior, el agua quedó regula-
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da en el artículo 27 constitucional, precepto que hasta la fecha se ha reformado en 24 
ocasiones (Cámara de Diputados, 2025). En aquel momento las tierras y las aguas eran 
concebidas como recursos propiedad de la nación, que tiene el derecho a transmitir el 
dominio de las tierras a particulares para constituir la propiedad privada de éstas; asimis-
mo, la nación puede otorgar derechos a particulares mediante concesiones de extracción 
de agua.

Pedroza (2020a) refiere que, aun cuando la distribución de la tierra fue relativamente 
sencilla, el acceso al agua fue desigual y con problemas de contaminación, y que la regula-
ción fue confusa debido a las diferentes clasificaciones de ella (superficial, subterránea, de 
mares, de lagunas, etc.). Aunque el artículo 27 fue reformado en 1945 y 1992 en aspectos 
relacionados con el agua, se le siguió considerando un bien o recurso económico.

En el ámbito internacional, en 1966 la Asamblea General de la o n u  aprobó el Pac-
to Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que establece en su 
artículo 11 el derecho de toda persona al nivel de vida adecuado para sí. Si bien este pacto no 
incluía específicamente el agua, fue la base para que después en la observación 15 a ese 
pacto, emitida en el 2002, se estableciera expresamente el derecho humano al agua, como 
se observa en la figura 1. Enmedio de estos dos momentos jurídicos importantes, la o n u 
llevó a cabo la Conferencia del Agua en 1977, en 1980 se estableció el Decenio del Agua 
y en 1992 se celebró la Conferencia de Dublín. Todo ello evidencia el entendimiento 

F IGURA 1. La constitucionalización del agua en México e instrumentos internacionales

 

  Fuente: Elaboración propia con base en Domínguez y Flores (2016, pp. 16-17) y Pedroza (2020a, 2020b, 2020c).
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internacional del agua como un recurso transversal a diversos derechos de las personas e 
indispensable para el desarrollo de los países.

Mientras sucedía lo anterior a nivel internacional, en 1999 se realizó en México una 
gran reforma para establecer un nuevo régimen jurídico para los municipios, a los que se 
dotó de autonomía, y se les asignó en el inciso a) de la fracción i i i  del artículo 115 cons-
titucional la prestación del servicio público de suministro de agua potable, drenaje, alcan-
tarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales. Con esta reforma, el sistema 
jurídico mexicano mantiene el agua como un recurso que puede utilizar el sector privado, 
pero también como un servicio público municipal, es decir, como una obligación de la 
administración pública de este ámbito de gobierno.

El siguiente gran cambio al concepto jurídico del agua se hizo en 2010 con la Reso-
lución 64/292 de la o n u : El derecho humano al agua y el saneamiento; en ella, como su 
nombre lo indica, adquiere tal carácter. Poco después, en 2011, se reformaron diversos 
artículos de la cp e u m  (como se señala en la figura 1) para colocar los derechos humanos 
como la base de todo nuestro sistema jurídico, incluidos los contenidos en la normativa 
internacional. Aunque se pudiera interpretar con esta reforma que ya había un derecho 
humano al agua, en 2012 se reformó el artículo 4º de nuestra Carta Magna para señalarlo 
expresamente y delimitarlo al acceso, la disposición y el saneamiento del agua para con-
sumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. Por otro 
lado, se estableció la participación concurrente de la federación, las entidades federativas, 
los municipios y la ciudadanía para conseguir tales fines. Por último, el 5 de febrero de 
2024, el expresidente de México Andrés Manuel López Obrador propuso reformas al 
artículo 4º constitucional para dar preferencia al uso de agua en los términos del derecho 
humano al mismo (Carmona, 2024, p. 225).

Para finalizar esta apretada síntesis de la constitucionalización del derecho al agua, 
en años recientes, y ante su categoría de derecho humano, la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación (s c j n) lo ha identificado como un derecho prestacional (s c j n, 2021, p. 4), 
esto es, que se materializa cuando efectivamente se reciben los servicios públicos que 
implica. La s c j n  también ha dotado de contenido material este derecho y ha delimitado 
su alcance mediante sus resoluciones ante la ausencia de una Ley General de Aguas, que 
debió haberse expedido tras la reforma al artículo 4º constitucional de 2012 y que ha 
sido retomada a principios de 2025 mediante los foros para transformar el régimen del 
agua en México, tener una Ley General de Aguas y reformar la Ley de Aguas Nacionales 
(Conagua, 2025).
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De acuerdo con la situación jurídica constitucional del derecho humano al agua des-
crita, México se compromete con los Objetivos del Desarrollo Sostenible (o d s), en los 
cuales el agua tiene un papel protagónico, como se verá en el siguiente apartado.

El agua en los Objetivos de Desarrollo Sostenible

La o n u  aprobó en 2015 la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, con 17 o d s  y metas 
para eliminar la pobreza, proteger el planeta y mejorar la vida y las perspectivas de las per-
sonas en todo el mundo (o n u, 2024). Entre los o d s, el número 6 busca «Garantizar la 
disponibilidad de agua y su gestión sostenible y el saneamiento para todos», y refiere que 
el «acceso al agua potable, el saneamiento y la higiene representan la necesidad humana 
más básica para el cuidado de la salud y el bienestar». Asimismo, se ha señalado que este 
o d s  es transversal para la consecución de las metas de los otros. 

Las implicaciones de que México haya asumido los o d s  son múltiples, pero para 
efectos de este artículo señalaremos sólo tres. Como ya se apuntó, la normativa interna-
cional es fuente de derechos humanos en nuestro país, y para cumplir con las metas de 
los o d s  relacionadas con tales derechos prestacionales se han llevado a cabo diversas 
acciones gubernamentales. Pero éstas pasan por un complejo régimen constitucional de 
competencias y concurrencias de los diferentes órdenes de gobierno y sus administracio-
nes públicas, como se explica en el siguiente apartado. 

Una segunda consecuencia de asumir los o d s  es que implica financiar los servicios 
públicos relacionados con ello, es decir, los presupuestos de egresos en todas las etapas de 
su ciclo. Además de las dificultades inherentes a la insuficiencia presupuestaria, el pago de 
las personas por los servicios públicos que requiere el suministro y la gestión pública del 
agua es polémico desde la perspectiva del agua como derecho humano (Martínez y Var-
gas, 2017, p. 117). Aunque México presenta voluntariamente informes sobre el avance de 
los o d s  (Secretaría de Economía e Inegi, 2025) y existen plataformas informáticas con 
datos pormenorizados desglosados a nivel estatal y municipal (p n ud, 2024), e incluso 
investigaciones al respecto (Centro de Investigación Económica y Presupuestaria, 2024), 
no se sabe cuánto se ha gastado en el o d s  6, relativo al agua; mucho menos si este gasto 
ha sido eficaz.

La medición de las metas del o d s  en comento alcanzadas y la información sobre el 
agua, como un tercer conjunto de implicaciones, han representado un reto para México, 
que concentra y publica datos en páginas de internet en el país, pero que es prácticamente 
imposible encontrar directamente en los sitios web oficiales de los gobiernos municipa-
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les. El acuerdo internacional de una metodología para medir y reportar mediciones no lo 
asimilan fácilmente nuestros sistemas nacionales ni los organismos municipales opera-
dores del servicio público del agua, y puede ser poco conveniente si se confronta con sus 
obligaciones legales, como se analiza en los siguientes apartados.  

El régimen jurídico del agua en México  

Un régimen jurídico es el conjunto de leyes y normas vigentes que regulan un objeto, una 
actividad o una materia. Así, el régimen jurídico del agua se refiere a todo lo relaciona-
do con ella y no únicamente al derecho humano al agua; abarca su normativa como un 
recurso económico-laboral, un derecho personal o colectivo, una función pública o una 
exacción tributaria. Por ello, aun cuando se divida en ámbitos de gobierno, tipologías de 
aguas o usos que se les dé, no es posible enlistar la normativa que constituiría el régimen 
jurídico del agua. 

En México, diversos autores (Loeza y Gutiérrez, 2001; Ortiz, 2008; Domínguez et 
al., 2022, entre otros) han aportado a lo largo de muchos años perspectivas y agrupacio-
nes para dar contenido puntual a lo que conforma el régimen jurídico del agua.  

Para ordenar esta abundante normativa es importante comenzar por establecer 
quién tiene competencia para regular qué en materia de aguas, y aun cuando la respuesta 
a esta pregunta pareciera ser simple porque hay una concurrencia de los tres órdenes de 
gobierno establecida constitucionalmente tanto en el artículo 4º como en las fracciones 
x v i i ,  x x i i i ,  x x i x- g  y x x i x-l  del artículo 73, por otro lado, una cláusula residual 
del artículo 124 establece que las entidades federativas pueden legislar en todo lo no re-
servado a la federación. No es sencillo determinar a cuál le corresponde legislar qué, pues 
cabe recordar que el federalismo mexicano tiende a ser en realidad un centralismo (véase 
Huerta, 2022), lo que no permite a los municipios incidir en el diseño jurídico e institu-
cional de la gestión del agua. A esto se debe añadir que el artículo 115 constitucional les 
atribuye la prestación de servicios públicos en materia de agua y toda la normativa inter-
nacional que les corresponda.

Así las cosas, hay leyes generales, federales y estatales que regulan a los municipios, 
reglamentos de leyes e instituciones públicas responsables del agua, acuerdos de diversa 
índole y jerarquía y una ilimitada normativa interna de cada institución.

Esto representa una enorme dificultad para los operadores jurídicos y prestadores de 
los servicios públicos del agua, desde los responsables del suministro en los domicilios 
hasta los trabajadores de instituciones responsables de las concesiones de derechos de ex-
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tracción, por poner dos ejemplos. A este régimen, que se pudiera denominar «del agua», 
se le debe sumar el relativo a la propia administración pública, que tiene otra gran lista de 
leyes y disposiciones reglamentarias y de aplicación interna en cada organismo público. 

El régimen jurídico del agua es en sí mismo importante; pero además es indispensa-
ble para el actuar de los servidores públicos, ya que el principio de legalidad les exige no 
actuar si no hay una norma expresa que los habilite para ello; en caso contrario, incurren 
en responsabilidades y sus consecuentes sanciones. Por eso el régimen jurídico del agua 
debiera ser lógico, armónico entre los órdenes de gobierno y preciso en sus alcances y 
consecuencias. Lejos se está de este ideal normativo, y ante una ausencia legislativa grave, 
como es la pospuesta expedición de una Ley General de Aguas.

A continuación se identifican y analizan las principales obligaciones de los munici-
pios en materia de gestión del agua, en particular las relacionadas con el derecho humano 
a ella. 

Obligaciones municipales en materia de gestión hídrica

La cp e u m  les asigna a los municipios de México diversas funciones relacionadas directa 
o indirectamente con la gestión hídrica, entre ellas las establecidas en los artículos 4º y 
115, ya mencionadas. Algunas de tales funciones versan sobre el cuidado del medio am-
biente, la planeación urbana, el cuidado de parques y jardines, o las de protección civil en 
los casos de incendios o desastres naturales. Otra función que tiene este ámbito de go-
bierno en la materia es la coordinación con otros municipios, sobre todo la indispensable 
entre los que conforman zonas metropolitanas; pero también la coordinación con la en-
tidad federativa a la cual pertenecen, y con la federación en lo referente a fuentes de agua 
que sean de esta jurisdicción. Nicolás Pineda y otros autores (Pineda y Briseño, 2012; 
Pineda et al., 2014; Pineda y Salazar, 2016) han documentado diversos casos de gestión 
municipal del agua, en los cuales destacan más yerros que aciertos.

En cuanto a las obligaciones, los gobiernos municipales suelen tener una coordina-
ción o dirección responsable de gestionar el agua, además de un organismo para el sumi-
nistro del agua potable, servicio que en la mayoría de los casos está unido al de alcantari-
llado y saneamiento. En zonas metropolitanas o municipios conurbados también pueden 
existir organismos o sistemas intermunicipales, como es el caso de la zona metropolitana 
de Guadalajara, y en particular del municipio de Zapopan, Jalisco, que utilizaremos como 
ejemplo para enmarcar las obligaciones municipales de salvaguardar y hacer efectivo el 
derecho humano al agua.



Capacidad jurídica el municipio mexicano… | | Aimée Figueroa Neri 

| 41

En el actual gobierno municipal de Zapopan1 existe una Coordinación General de 
Servicios Municipales, que a su vez tiene una Dirección de Gestión Integral del Agua y 
Drenaje, y el municipio también cuenta con una Dirección del Medio Ambiente (Go-
bierno de Zapopan, 2025). Pero el suministro de agua a la mayoría de los domicilios está 
a cargo del Sistema Intermunicipal de Agua Potable y Alcantarillado (s i a pa), un orga-
nismo público descentralizado (o p d) dependiente del Poder Ejecutivo del Gobierno de 
Jalisco, por lo que existe una relación entre el estado y los municipios metropolitanos y 
no sólo entre éstos.2 

El s i a pa  presta este servicio público al municipio de Guadalajara y buena parte 
de los de Tonalá, Zapopan y San Pedro Tlaquepaque. Según ha señalado la s c j n, este 
tipo de organismos son «autoridades responsables en casos de posibles violaciones al 
derecho humano al agua…» (s c j n, 2022, pp. 91-96), aun cuando sean dependencias 
del poder ejecutivo estatal. Siendo así, ¿cuál gobierno es el responsable de salvaguardar el 
derecho humano al agua, el estatal o el municipal? Para reflexionar acerca de una respues-
ta a esta pregunta hay que recordar tres aspectos: 1) el titular de un o p d, en este caso el 
s i a pa  de Jalisco, es nombrado por el gobernador del estado; 2) hay un director de Ges-
tión Integral del Agua en Zapopan, y probablemente un cargo homólogo en los demás 
municipios involucrados, y 3) el gobierno de Jalisco tiene una Comisión Estatal del Agua, 
que es la autoridad de la materia en el estado en cuanto a la cantidad y calidad de las aguas 
y su gestión en la entidad, por lo que para ejercer tales atribuciones dispone de una ley 
para la ejecución de actos de autoridad en materia hídrica en el ámbito de su competencia 
(artículo 23 fracción i i  de la Ley de Aguas para el Estado de Jalisco y sus Municipios).   

En el cuadro 1 se observa la maraña normativa que tiene que cumplir el s i a pa . Los 
datos fueron tomados de su página de internet (s i a pa , 2025).

Los responsables del cumplimiento efectivo del derecho humano al agua deben 
actuar y prestar los servicios públicos que involucra respetando esta gran cantidad de 
normas, que se puede presumir es similar para los demás organismos operadores del su-
ministro de agua en México.

1 En Zapopan fue reelecto el presidente municipal Juan José Frangie Saade para el periodo del 1º de oc-
tubre de 2024 al 30 de septiembre de 2027, por lo que hay continuidad en la estructura y organización 
de la administración pública.
2 Flores y Gutiérrez (2025, pp. 46-47) relatan los antecedentes de la creación del s i a pa  y resaltan su 
buen reconocimiento a finales del siglo pasado.
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Cuadro 1. Marco normativo del Sistema Intermunicipal de los Servicios 

de Agua Potable y Alcantarillado de Jalisco

Categoría Nivel Cantidad

Constitucional

Federal 1

Estatal 1

Tratados y convenciones internacionales 6

Leyes
Federales 8

Estatales 17

Reglamentos

Federales No disponibles

Estatales 10

Municipales No disponibles

Otros

Lineamientos 1

Acuerdos 11 (8 del i t e i * y sobre covid-19)

Criterios -

Políticas y programas 3

Reglas de operación -

Otras normas 2 (Código Penal y Código Civil)

Ordenamientos vigentes en años anteriores 

(2019, 2020, 2021)

27

Total 85

* Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco.

Fuente: Elaboración propia con base en información del s i a pa  (9 de julio de 2025). https://www.siapa.gob.mx/trans-

parencia#accordion-section-ii 

Como se ha señalado, la s c j n  (2022, p. 1) es la que ha dotado de contenido material 
al derecho humano al agua y delimitado su alcance, pues señala que:

El derecho humano al agua reconocido en el artículo 4º. párrafo sexto de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos implica que todas las personas, en 
condiciones de igualdad y no discriminación, pueden contar con agua suficiente, segura 
y asequible para usos personales y domésticos, incluyendo el consumo para bebidas y 
alimentos, la higiene personal y doméstica, y la preparación de alimentos en el hogar.

En la figura 2 se desglosan los atributos que debe tener el agua como derecho hu-
mano.

Los factores de la figura 2, a su vez, tienen parámetros específicos. Por ejemplo, la 
cantidad del agua por persona debe ser entre 50 y 100 litros al día, según las directrices de 
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la Organización Mundial de la Salud, y la accesibilidad física implica que esté disponible 
a un kilómetro de distancia o 30 minutos de trayecto como máximo (s c j n, 2021, p. 20 
y 98-99). Cumpliendo con los requisitos anteriores, en el marco del artículo 115 consti-
tucional, los gobiernos municipales deben prestar los servicios públicos de: 1) agua pota-
ble; 2) drenaje; 3) alcantarillado; 4) tratamiento, y 5) disposición de sus aguas residuales. 
En ello están involucradas instancias y dependencias de los tres ámbitos de gobierno; es 
decir, no sólo el gobierno municipal debe controlar y prestar el servicio, aun en la imposi-
ble situación de que cuente con presupuesto suficiente. 

En el siguiente apartado se analiza la normativa sobre el agua que ocasiona proble-
mas de interpretación y aplicación, y en consecuencia actos legislativos o administrativos 
inadecuados y reclamables.

Nudos normativos conflictivos

Potestades normativas

Como ya se señaló, hay concurrencia de los diferentes órdenes de gobierno para garanti-
zar el derecho humano al agua; sin embargo, aunque ésta aparenta una cobertura mayor 
de tal derecho, en realidad ocasiona centralización legislativa, imprecisión e incluso su 
ausencia. En un análisis detallado del sistema jurídico mexicano en el actual federalismo, 
Huerta (2022, p. 36) señala que la concurrencia no está regulada en la cp e u m  y que, aun 
cuando se usan reiteradamente las técnicas legislativas de concurrencia, coordinación y 
armonización, no aportan claridad al sistema jurídico, y por ende tampoco a la gestión 
pública. Prueba de lo anterior es el Acuerdo Nacional por el Derecho Humano al Agua y 
la Sustentabilidad, que impulsa la actual presidenta, Claudia Sheinbaum Pardo, y se pu-
blicó en el Diario Oficial de la Federación el 19 de diciembre de 2024, en el cual se muestra 
la intención de impulsar una coordinación que no ha tenido éxito, según se admite en el 
diagnóstico que plantea dicho acuerdo.

En el mismo sentido, la s c j n  (2021, p. 3) reconoce la complejidad del régimen 
constitucional de competencias y concurrencias en torno al derecho humano al agua. 

Por último, aunque esto es más de forma que de fondo, el uso del vocablo «parti-
cipación» en el artículo 4º de la cp e u m , en lugar de «concurrencia», no abona a dar 
claridad sobre el reparto de responsabilidades entre los tres órdenes de gobierno.

En dicha complejidad cabe resaltar la carencia de facultades legislativas de los ayun-
tamientos, de conformidad con lo que establece la fracción i i  del artículo 115 constitu-
cional. Por lo tanto, no pueden concurrir en la creación de normas con rango de ley en la 
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materia que les compete. Los municipios siempre dependerán de las leyes estatales y, en 
su caso, de las leyes generales, que en sentido estricto no son para regular una materia sino 
que sientan las bases y determinan los alcances del ejercicio de la competencia (Huerta, 
2022, p. 37). Esto nos lleva a que, aun en el supuesto caso de que se expidiera una Ley 
General de Aguas, sólo habría leyes estatales vinculadas, pero ninguna propia y adecuada 
a las necesidades y la realidad de cada uno de los municipios responsables de prestar los 
servicios públicos del agua. Esta limitante jurídica confirma lo mencionado arriba ya que 
les impide participar directamente en el diseño institucional del federalismo y no propi-
cia su actuación en la gobernanza del recurso hídrico en una escala supramunicipal bien 
sea metropolitana o regional, como sería deseable (Simões, 2023; De la Peña y Mondra-
gón, 2022; Perreault, 2016; Torres, 2017).

Orden jurídico único versus diversidad municipal 

Aun cuando es ya un lugar común, no se puede dejar de señalar que la existencia de leyes 
de aplicación e interpretación en forma idéntica para todos los municipios no garantiza 
que exista igualdad y no discriminación en el derecho al agua. Al contrario, obstaculiza 
que cada organismo responsable de los servicios públicos de agua cuente con una base 
jurídica ad hoc a sus necesidades para prestarlos adecuadamente y materializar así el goce 
efectivo del derecho humano al líquido.

Pocas leyes en México han separado o graduado las obligaciones para los diferentes 
tipos de municipios. Una de ellas es la Ley General de Contabilidad Gubernamental, que 
permite tener sistemas simplificados para los municipios de menos de 25 000 habitantes 
(artículo 9 fracción x i) y otorga consideraciones a aquellos con personas de pueblos y 
comunidades indígenas y afromexicanas (artículo 14).

Con esta reflexión no se pretende disminuir el derecho humano al agua, sino darle 
cierta flexibilidad a la normativa para que los organismos prestadores del servicio puedan 
cumplir con su función pues, como señala Garza (2022, p. 3), aunque a todos los munici-
pios los une un mismo orden jurídico constitucional y legal, hay una disparidad evidente 
en su cumplimiento. En el mismo tenor, Serna apunta que los municipios están regulados 
por una gran cantidad de leyes generales que no les fueron consultadas (2022, p. 137), lo 
cual confirma lo defectuoso del federalismo mexicano.

Autonomía operativa

A la estrechez de potestad normativa que tienen los gobiernos municipales para cumplir 
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con sus obligaciones hay que sumarle la falta de autonomía operativa de sus organismos 
responsables de prestar los servicios públicos hídricos que les corresponden. La mayoría 
de estos organismos tienen la naturaleza, como ya se dijo, de o p d, la cual acarrea una 
forma de operar con varias limitaciones. Merece la pena recordar el origen y la naturaleza 
de los o p d  antes de exponer tales limitaciones.

Los o p d  son parte de la administración pública paraestatal, la cual surge debido a 
la transformación del Estado y a su necesidad de prestar servicios públicos para satisfacer 
necesidades colectivas (Fernández, 2021; Tamayo, 1987), y hoy día, como ya se asentó, 
para materializar efectivamente los derechos humanos, al ser derechos prestacionales. 

En la década de 1980 hubo en México un crecimiento excesivo de o p d  y empresas 
públicas, lo que ocasionó problemas para controlarlos, pues desde su origen se les otorgó 
autonomía de gestión para que prestaran los servicios públicos con eficacia. Pese a los 
esfuerzos realizados y a la tendencia manifiesta a extinguirlos, todavía no hay un control 
eficaz de la administración pública paraestatal. Muestra de ello es que cada año la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público (s h cp) da a conocer una lista de las entidades 
paraestatales de la administración pública federal (s h cp, 2024) para tener la certeza de 
cuántas y cuáles son. 

Otra evidencia de la necesidad de controlar estos organismos y estas entidades fue la 
expedición en 1986 de la Ley Federal de Entidades Paraestatales, con la cual se regulan las 
bases para su constitución, organización y funcionamiento, y desde entonces se estable-
ció la obligación de la s h cp  de tener un registro de ellas. En este aspecto es importante 
señalar que no todos los estados contaron con una ley homóloga a la federal, pero sí han 
tenido los mismos problemas para controlar y determinar un régimen jurídico común 
para dichas entidades.

En el caso que nos ocupa, los o p d  operadores del servicio del agua tienen cier-
to grado de autonomía, pero no de independencia del poder ejecutivo, pues aunque no 
existe subordinación jerárquica strictu sensu, la tutela del servicio público mantiene la 
vinculación vía «sectorización» del o p d, esto es, que se relaciona y coordina con la se-
cretaría de Estado o dependencia similar estatal o municipal dedicada al agua o el medio 
ambiente, el desarrollo municipal u otro sector involucrado. Otros retos que enfrentan 
los organismos operadores del agua han sido clasificados por Flores y Gutiérrez (2025, p. 
43) en cuatro categorías: administrativos, técnicos, de fortaleza institucional y políticos.   

Volviendo al caso del s i a pa  para ejemplificar esta autonomía de gestión formal, 
pero en verdad poco real, este organismo tiene una Junta de Gobierno que autoriza las 
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propuestas que haga el director del s i a pa . Integran esta junta 20 personas, y la preside 
el gobernador de Jalisco (Ley que crea el Organismo Público Descentralizado del Poder 
Ejecutivo denominado Sistema Intermunicipal de los Servicios de Agua Potable y Alcan-
tarillado, artículo 6).  

Por otra parte, en su Junta de Gobierno están ocho representantes del Poder Ejecu-
tivo de Jalisco, de diversas secretarías y de la Comisión Estatal del Agua, lo que les da un 
peso significativo a las opiniones y una clara alineación de sus votos con el del gobernador.

El s i a pa , según su ley y su página de internet, también tiene una Comisión Tarifa-
ria, integrada por otras 17 personas y el director del o p d.

Cabe señalar que los integrantes de los anteriores cuerpos colegiados y otras figuras, 
como el Consejo Técnico Ciudadano de Transparencia (cinco miembros nombrados por 
la Junta de Gobierno), tienen suplentes. 

Tan sólo por el número de personas, podemos suponer las dificultades para que to-
das asistan a las sesiones y se lleve a cabo una auténtica discusión con la perspectiva de los 
municipios que reciben los servicios públicos que presta el s i a pa . En sentido contrario, 
Flores y Gutiérrez (2025, p. 48) consideran la pluralidad de la Junta de Gobierno como 
una ventaja para la gestión intermunicipal.

Aunque en su origen los o p d  fueron concebidos para prestar de mejor manera y 
más rápidamente los servicios públicos, y para ello se les dotó de personalidad jurídica 
y una mayor autonomía, en realidad siguen siendo instituciones dependientes del poder 
ejecutivo, como ya se dijo, y con una complicada y atrofiada organización para la toma 
de decisiones. Los organismos operadores de los servicios públicos del agua no son la 
excepción.

Financiamiento del servicio público

Toca ahora señalar otro nudo normativo complicado: cómo se deben financiar los servi-
cios públicos con los que se materializa el derecho humano al agua. En este tenor, hay la 
postura extrema de que el usuario o consumidor pague la totalidad del costo que implica 
el servicio, y las otras posturas, que señalan que ese pago debe ser sólo una porción y el 
resto del costo se cubra con el gasto público.

No es el espacio aquí para debatir sobre el deber de contribuir, establecido a nivel 
constitucional, ni sobre el fracasado federalismo fiscal que tenemos en México, la lite-
ratura al respecto es abundante (Garza, 2022; Rabell, 2022; Novelo, 2020). Pero cabe 
preguntarse ¿a cuál gasto público debemos contribuir, el de la federación, el del estado 
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o el de los municipios que acordaron la prestación del servicio público, como es el caso 
de los municipios jaliscienses que lo reciben del s i a pa? ¿Por qué se paga diferente el 
servicio de agua potable en los distintos municipios o estados del país? Esta situación 
no es exclusiva de México, diferentes estudios dan cuenta de esta problemática en otras 
latitudes (Suárez, 2020; Alzate, 2006; Colomé et al., 2003).

En México se han hecho intentos de sistematizar y transparentar la información so-
bre las tarifas del agua. Actualmente la Conagua tiene un «Registro de tarifas de agua 
potable y saneamiento locales», en el cual sólo se encuentran datos hasta 2023, año para 
el que aparece el precio del metro cúbico de únicamente 39 municipios (consultado el 10 
de julio de 2025). Según esta base de datos, en la ciudad de Zacatecas el cobro es de 42.79 
pesos por metro cúbico, mientras que en Mérida es de 5.90. 

En una investigación publicada en 2023, el Instituto Mexicano para la Competitivi-
dad, A.C. (i m co) señala que «la definición de tarifas para el suministro de agua potable 
en México carece de una metodología uniforme a nivel nacional», y que es necesario 
«Fortalecer a los municipios para mejorar los sistemas de cobro y de monitoreo por parte 
de los estados y la federación» (i m co, 2023, pp. 1 y 24.).

Hasta aquí se ha supuesto que el agua potable es proporcionada por organismos 
prestadores de este servicio público, pero esto no es verdad. Según Montero y Hernández 
(2022, p. 174) e i m co  (2023, p. 2), México es el país donde más agua embotellada se 
consume, y un hogar paga 62.4 pesos mensuales por concepto de agua natural embotella-
da (Inegi en i m co, 2023, p. 15). Otras investigaciones señalan que son 150 pesos al mes 
o cuatro litros de agua embotellada diarios, y al menos 80 garrafones al año por familia 
(García y Guerrero, 2018).

Adicionalmente, los mexicanos gastamos en promedio 136.93 pesos mensuales por 
el servicio de agua potable (Inegi en i m co, 2023, p. 2), lo cual nos lleva a reflexionar si 
estamos o no en condiciones de pagar realmente por un agua bebible que llegue a nues-
tros hogares y sea suministrada por la administración pública municipal. Esto nos con-
duce a otra gran área de la gestión pública del agua, que son las concesiones de ella a 
particulares, problemática que abordamos a continuación como último nudo conflictivo 
en la normativa sobre el agua.

Las concesiones

Los municipios enfrentan la incapacidad legal y material de incidir en las concesiones de 
extracción de agua y evitar el abuso por parte de grandes embotelladoras documentado 
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por la literatura (Martínez y Vargas, 2017; Montero y Hernández, 2022; Pacheco, 2015) 
y organizaciones como Mexicanos contra la Corrupción (2024) que han evidenciado, 
por un lado, que no hay una política nacional para considerar el agua como un derecho 
humano o un bien de uso común, inalienable e imprescriptible y transformarlo en un 
recurso apropiable y mercantil; y, por otro lado, que el gobierno federal ha privilegiado 
las concesiones a particulares frente a los gobiernos municipales, o bien éstos no son vigi-
lados para que, en lugar de ceder el agua a embotelladoras, la resguarde para organismos 
operadores municipales.

De lo anterior se desprende que coexisten en el régimen jurídico del agua dos nor-
mativas, la que regula el organismo operador municipal y la que concede a embotellado-
ras del líquido su extracción y venta como agua para beber. Los intereses jurídicos tute-
lados son contradictorios por la propia naturaleza y los fines de una empresa y los que 
tienen los servicios públicos municipales. En el siguiente y último apartado presentamos 
unas propuestas de análisis jurídicos para abordar las problemáticas planteadas y tener un 
punto de partida más certero para ofrecer soluciones.

Propuestas de perspectivas analíticas

Primera. Utilizar un enfoque mixto en los análisis jurídicos que identifiquen las lesiones 
del derecho humano al agua y la forma de fortalecerlo, pero que también valoren el uso 
del recurso en los derechos del desarrollo económico. Esto implica que los juristas aban-
donen estudios basados únicamente en el derecho constitucional o de derechos huma-
nos y en lugar de ello aborden el problema o estado de la cuestión desde al menos tres 
ramas o especialidades del derecho: constitucional, económico y administrativo. Y, por 
otra parte, la interdisciplinariedad en la gestión y las políticas públicas es necesaria para 
analizar las problemáticas planteadas, en particular la gobernanza como un eje articula-
dor de la acción social que se requiere en la problemática hidrosocial.

Segunda. Poner como centro del objeto de regulación los servicios públicos y dotar-
los de una naturaleza y estructura normativa que les permita funcionar con autonomía de 
operación, pero también vigilando la correcta prestación del servicio y sin que sea nece-
sariamente un o p d. En tal sentido, lo relevante no es el ámbito de gobierno que preste 
el servicio, que puede ser estatal o nacional, para un mejor control y una mayor homo-
geneidad de éste, y de preferencia evitar la concurrencia competencial de los gobiernos, 
salvo que estén definidas las funciones y conlleven esquemas de implementación desde 
la perspectiva de la gobernanza a escala metropolitana y regional.
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Tercera. Valorar a la luz de los principios constitucionales y bienes jurídicos tutelados 
si el financiamiento de los servicios públicos relativos al derecho humano al agua debe 
estar a cargo del gasto público general, o bien si su tratamiento será el de un servicio pú-
blico que deba autofinanciarse y en qué medida. En ambos tratamientos el principio de 
solidaridad soporta la diferenciación de tarifas por grupos o categorías económicas de los 
usuarios de los servicios. Asimismo, el principio de que el que contamina paga también 
sirve de fundamento, como se ha hecho en otras latitudes, a los cobros adicionales para 
el saneamiento del agua.

Cuarta. Observar el marco jurídico de las concesiones de extracción de agua a la luz 
del derecho preferencial de las personas a su consumo y uso personal, y con los límites 
que el derecho ambiental ha establecido para garantizar la sostenibilidad en el contexto 
de los compromisos internacionales de la Agenda 2030.
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Resumen	 El objetivo de este artículo es presentar en el análisis el insumo de la percepción local 
del riesgo de los residentes de San Cristóbal de las Casas, Chiapas. Esto forma parte 
de los resultados de investigación para desarrollar el Atlas de peligros y/o riesgos 2021 
de San Cristóbal de las Casas. La metodología, en su tercer momento, provee la des-
cripción lógica para obtener el grado de vulnerabilidad social, que es un componente 
clave para evaluar la magnitud y el impacto de futuros eventos naturales en este pueblo 
mágico de Chiapas. Mediante este instrumento se planean estrategias y planes de pre-
vención.
Palabras  c lave:  evaluación, percepción, riesgo, San Cristóbal de las Casas.

Social perception of risk in the municipality 
of San Cristóbal de las Casas, Chiapas

Abstract	 The objective of this paper is to present input into the analysis of the local risk per-
ception of residents of San Cristóbal de las Casas, Chiapas. This is part of the research 
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results for the development of the 2021 Atlas of hazards and/or risks of San Cristóbal 
de las Casas. The methodology, in its third stage, provides a logical description for 
obtaining the degree of social vulnerability, as it is a key component of assessing the 
magnitude and impact of future natural events in this magical town in Chiapas. This 
instrument is used to develop prevention strategies and plans.
Key words :  evaluation, perception, risk, San Cristóbal de las Casas.

Introducción

Puesto que San Cristóbal de las Casas es un territorio y una población eje, conocida 
en el ámbito internacional y con formas sui géneris en la conformación del estado de 

Chiapas, en este artículo se plantea, con respaldo científico, una investigación sobre los 
riesgos y peligros presentes en esta ciudad.

La investigación se basa principalmente en datos obtenidos, a la par que en la reali-
zación del proyecto del atlas de riesgo para el municipio de San Cristóbal de las Casas. 
Por ello, los investigadores agradecen las facilidades otorgadas, y ahora está disponible 
como un instrumento de uso público en el portal de transparencia del municipio y de 
protección civil.

En este artículo, la percepción social del riesgo se presenta como un factor relevante 
entre los riesgos naturales, pues permite incorporar estas subjetividades y encontrar solu-
ciones más realistas ante los desastres (Cid et al., 2012).

El tema de la percepción del riesgo cobra importancia debido a los sucesos inespe-
rados ocurridos a lo largo de la historia en cada asentamiento humano, y para la toma de 
decisiones con respecto a la forma como la ciudadanía percibe los fenómenos naturales.

En tal sentido, además de las acciones que deben llevar a cabo los gobiernos y las 
dependencias de protección civil en distintos órdenes, es necesario que los ciudadanos 
asuman parte de la responsabilidad de su propia protección (Onuma et al., 2017).

Por lo anterior, es necesario que los habitantes de localidades, comunidades o ciu-
dades vulnerables, así como, lógicamente, el binomio gobierno-sociedad, sean más cons-
cientes de ello. Realizar un estudio de la percepción del riesgo significa que las personas 
hagan un examen de conciencia con base en las situaciones que se hayan presentado an-
tes y, desde luego, de su propio comportamiento con respecto a las amenazas. 

En la presente investigación se trabaja con un enfoque cuantitativo. El instrumento 
de la encuesta se utiliza como un medio para obtener información fidedigna que permite 
el abordaje metodológico idóneo del tema en cuestión. En lo que respecta al presente 
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artículo, el proceso corresponde a los Términos de referencia para la elaboración de atlas de 
peligros y/o riesgos (Sedatu, 2018). 

Para conocer la percepción que tiene la población de San Cristóbal de las Casas res-
pecto a los peligros existentes se utilizó un cuestionario elaborado por el Centro Nacional 
de Prevención de Desastres (Cenapred).

Marco de referencia y legal  

El Cenapred (2014) define la vulnerabilidad social como el conjunto de características 
sociales y económicas de la población que limitan la capacidad de desarrollo de la socie-
dad, junto con su capacidad de prevención y repuesta ante un fenómeno y la percepción 
local del riesgo. 

En lo correspondiente a la percepción del riesgo ante ciertos fenómenos naturales, la 
mayoría de las personas tienen una noción fragmentada o incompleta del mismo. Es de-
cir, eventos pocos probables, pero mayormente sensacionales, tienden a percibirse como 
más peligrosos que eventos más frecuentes pero poco reconocidos, por lo cual, desde una 
perspectiva técnica, se elaboran definiciones como referentes de la percepción del riesgo.

La percepción se entiende como un proceso a través del cual los sujetos adquieren, 
procesan y evalúan la información (física y comunicativa) del entorno (Renn, 2005). Con 
base en esto, la percepción del riesgo puede ser concebida como el proceso que permite 
a los sujetos reconocer los peligros e identificar sus capacidades para enfrentarlos (resistir 
y recuperarse), así como evaluar su situación de seguridad en función de ambos aspectos 
(estiman la probabilidad de efectos negativos, daños y pérdidas) (Ley et al., 2019, p. 74).  

Ley et al. (2016) consideran que la percepción del riesgo, como escenario hipotético 
que construyen los habitantes urbanos sobre los efectos probables de los peligros del en-
torno, no puede coincidir con el conocimiento técnico-científico sobre él o con el riesgo 
«objetivo» estimado por expertos. Estos desfases se gestan en el proceso de aprendizaje 
de las amenazas urbanas, en el cual interviene una serie de heurísticas mentales y cultura-
les que simplifican la realidad para hacerla accesible al entendimiento común.

Según Pérez (2006), la percepción del riesgo se vincula con el enfoque utilizado para 
explicar el proceso de comprensión y análisis de las relaciones causa-efecto. Lo anterior 
permite advertir la relación con el riesgo, es decir, lo que implica construir una imagen 
completa e instantánea de una situación en la cual se relacionan los peligros, la víctima y 
el contexto con posibles daños y pérdidas. Por lo tanto, es importante para analistas del 
riesgo, toda vez que la conducta humana es orientada por la percepción. 
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En tal sentido, conocer la percepción del riesgo desde lo local es relevante para la 
toma de decisiones de gobernabilidad, en razón de las acciones que los gobiernos y orga-
nismos de protección civil deben llevar a cabo en distintos ámbitos. Dicho de otra forma, 
los esfuerzos del gobierno y los ciudadanos tienen que estar sincronizados, considerando 
que éstos asumen parte de la responsabilidad de su propia protección.

En materia de alineación legal, la Agenda 2030 pretende, en la meta 11.5 de sus 
Objetivos de Desarrollo Sostenible: Una oportunidad para América Latina y el Caribe 
(2018), reducir significativamente de aquí a 2030 el número de muertes causadas por 
desastres —incluidos los relacionados con el agua— y de personas afectadas por ellos, 
así como reducir considerablemente las pérdidas económicas directas que provocan en 
comparación con el producto interno bruto mundial, haciendo hincapié especialmente 
en la protección de los pobres y de personas en situaciones de vulnerabilidad. Lo anterior 
se contiene en la meta 11 de dicho documento, que refiere el logro de que ciudades y 
asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles.

En este orden de ideas, el Marco de Sendai para la reducción del riesgo de desastres 
2015-2030 (o n u, 2015) establece como uno de sus principios que para reducir el riesgo 
de desastres es necesario que las responsabilidades sean compartidas por los gobiernos 
centrales y las autoridades, los sectores y los actores nacionales pertinentes, como corres-
ponda según sus circunstancias y sistemas de gobernanza nacionales. Por ende, dicho 
marco es el instrumento de planeación internacional específico de la agenda de la Organi-
zación de las Naciones Unidas, que para tal efecto responsabiliza a todas las autoridades, 
incluidas las municipales.  

De acuerdo con el Sistema Nacional de Protección Civil (Sinaproc), la fundamenta-
ción jurídica para llevar a cabo estudios como el presente es la Ley General de Protección 
Civil (Cámara de Diputados, 2012). Los cambios efectuados a esta ley fortalecen las ca-
pacidades de los mexicanos para prevenir los riesgos y desastres derivados de fenómenos 
naturales.

Antecedentes de desastres en San Cristóbal de las Casas

Como antecedentes en materia de peligros o riesgos, Aubry (2008) encuentra que desde 
su fundación el 31 de marzo de 1528, según el Comité Estatal de Información, Estadísti-
ca y Geografía de Chiapas (ce i e g, 2021), San Cristóbal de las Casas se localiza en una 
zona susceptible de inundaciones por su relieve montañoso de difícil acceso, situación 
que causó que tuviera un ritmo de crecimiento lento, e incluso en ocasiones regresivo, 
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durante la época colonial y en el siglo x i x . En la segunda mitad del siglo x x  la población 
aumentó y la ciudad se expandió espacialmente, sobre todo a partir de 1970, cuando se 
desecó buena parte de la cuenca para evitar las frecuentes inundaciones que sufría (Gar-
cía, 2005).

En 1973, los barrios San Ramón, La Merced y San Diego resultaron fuertemente 
afectados, así como las áreas destinadas a la agricultura y la ganadería. Cientos de damni-
ficados se quedaron sin vivienda, por lo que se organizó un programa de reconstrucción 
y reubicación de la población afectada; de esta forma se construyeron las colonias Luis 
Echeverría y Manuel Velasco Suárez, dentro de dichos barrios. Estos hechos indujeron 
la construcción de un túnel en 1974 para evitar las inundaciones periódicas que sufría la 
ciudad (s e c, 1984). Este tipo de asentamientos en los márgenes de arroyos y ríos trajo 
como consecuencia la excesiva acumulación de sedimentos en el área denominada El 
Sumidero, que era la salida por filtración natural de las aguas del valle de San Cristóbal. 
Dicha acumulación bloqueó El Sumidero y causó la inundación histórica de 1973, que 
alcanzó un metro de altura en la zona de La Merced y de nueve a diez metros en la parte 
más baja, donde se ubica El Sumidero.

El hecho de que San Cristóbal sea un centro regional y turístico se refleja en su ace-
lerado crecimiento urbano. Esto ocasionó el surgimiento irregular de nuevas colonias en 
el valle, que rebasó a las autoridades encargadas de poner orden en el proceso de urbani-
zación para que se apegara al Plan de Desarrollo Urbano de San Cristóbal (Gobierno del 
Estado de Chiapas y H. Ayuntamiento de San Cristóbal, 1997).

De esta manera, con la ocupación de tierras urbanas de reserva y el desarrollo caótico 
de la ciudad se fueron rellenando paulatinamente los pocos humedales remanentes, que 
permitían recargar los mantos freáticos. Su eliminación ha contribuido a que en tiempos 
de lluvia las corrientes de agua tengan mayor fuerza y constituyan una amenaza que incre-
menta la vulnerabilidad y el riesgo para las colonias construidas en las orillas de los ríos.

Esto coloca a gran parte de la ciudad en riesgo cíclico, ya que en tiempo de lluvias 
pueden desbordarse tres ríos (Amarillo, Fogótico y Chamula) y sus afluentes (Navajue-
los, La Albarrada y Mercaltos) que la atraviesan.

Las pendientes en las zonas serranas, la abundancia de lluvias en la zona y el hecho 
de que la ciudad se localiza en cuencas endorreicas hacen que el municipio de San Cris-
tóbal de las Casas en los últimos años haya sufrido inundaciones, como las ocurridas en 
2010 (Atlas de riesgos naturales del municipio de San Cristóbal de las Casas, 2011).

Montoya et al. (2008) hacen un resumen histórico de los fenómenos naturales (hu-
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racanes y tormentas) que el municipio afrontó de 1973 a 2005. Los principales daños 
provocados por ellos fueron inundaciones y encharcamientos.

En 2020, el Diario Oficial de la Federación incluye en la declaratoria de desastre natu-
ral a San Cristóbal de las Casas, que aparece como uno de los municipios afectados por la 
inundación fluvial y pluvial de los días 5 y 6 de noviembre. 

Otro fenómeno que ha perturbado San Cristóbal de las Casas son los tornados, que 
se han reportado a partir de 1758. No obstante, Henríquez (2014) menciona que en 1735 
ya se registraban estos fenómenos, a los que se describe como «trombas de esa época».

Por otra parte, aunque hasta la primera mitad de 2017 este municipio no había sido 
catalogado como vulnerable a sismos, después del ocurrido el 7 de septiembre de dicho 
año es evidente que sí lo es, sobre todo si se considera que después de este evento la po-
blación, 38 viviendas y diversas edificaciones de valor cultural resultaron afectadas. En 
consecuencia, el municipio fue declarado en emergencia por desastre natural (Sedatu, 
2018; Segob, 2017).

Metodología para evaluar la percepción local

Los términos de referencia de la Sedatu (2018), en los que se contempla para la evalua-
ción de la vulnerabilidad física y social la percepción local de riesgo, es decir, el imaginario 
que tiene la población acerca de las amenazas que existen en su comunidad y de su grado 
de exposición frente a éstas, constituye la tercera parte de la metodología. 

Tal percepción se mide por medio de una encuesta, que utiliza como instrumento 
un cuestionario de 25 preguntas. Las respuestas a ellas permiten conocer la percepción 
local del riesgo que existe en una región (estado, municipio, etc.), y a partir de ésta se 
pueden elaborar procedimientos y tomar medidas de prevención que sean aceptados y 
lleven a cabo tanto la población como las dependencias responsables.

El área que comprende el presente estudio es el municipio de San Cristóbal de las 
Casas (mapa 1), localizado en el centro-norte del estado de Chiapas, en la región Sur-Su-
reste de la República Mexicana. Este municipio colinda al norte con los de Chamula y 
Tenejapa, al este con el de Huixtán, al sur con los de Totolopa, San Lucas y Teopisca, y al 
oeste con el de Zinacantán. Los anteriores, junto con nueve municipios más, conforman 
la región socioeconómica V, denominada Altos Tsotsil-Tseltal, de la que San Cristóbal de 
las Casas es cabecera regional (ce i e g, 2021).

El municipio de San Cristóbal de las Casas ocupa el 0.5% de la superficie del estado 
de Chiapas y el 10.6% de la regional. La cabecera municipal se ubica a 16°44’12” de latitud 
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norte y 92°38’18” de longitud oeste, con una altitud de 2 119 metros sobre el nivel del 
mar. De los 393.87 kilómetros cuadrados de la superficie municipal, 34.3 (8.7% del total) 
están ocupados por el área urbana (ce i e g, 2021).

Con base en la población total de San Cristóbal de las Casas, se determinó el tama-
ño de la muestra general de la encuesta, que fue calculada con la fórmula de máxima de 
Cochran (1976) y resultó de 197 personas (con un margen de error de 5% y un nivel de 
confianza de 95%). No obstante, para una mayor objetividad, la muestra se distribuyó de 
manera proporcional por grupos de edad. El número de cuestionarios por aplicar a cada 
uno de ellos se indica en la cuarta columna del cuadro 1.

Las cuestionarios fueron aplicados con un criterio pragmático, en visitas a domicilio 
y considerando las manzanas de los principales barrios de la ciudad, a partir de cuatro 
cuadrantes: norte, sur, este y oeste. Fueron seleccionadas cuatro casas por manzana, que 
visitaron a finales en enero de 2021 un grupo de encuestadores capacitados específica-
mente para la aplicación de los cuestionarios, con el fin de garantizar la calidad de los 
datos recabados.

Tabasco

Veracruz

Oaxaca Guatemala

Campeche

Fuente: Elaborado en base a Google Maps .

M APA 1. Localización del municipio de San Cristóbal de las Casas, Chiapas

 

Oceano Pací�co

Chiapas

San Cristobal
de las Casas
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En cada casa seleccionada se entrevistó sólo a una persona de las que vivieran en ella. 
El encuestador le explicó los objetivos y la invitó a participar de forma anónima, confi-
dencial y voluntaria. Le advirtió que requeriría diez minutos de su tiempo y el cuestiona-
rio no le representaría ningún riesgo. Las personas entrevistadas debían ser residentes de 
San Cristóbal de las Casas y su edad estar dentro de los rangos indicados en el cuadro 1. 
Para cada cuestionario se registró su georreferencia de levantamiento mediante la aplica-
ción g p s  Status. 

Como ya se dijo, el cuestionario constó de 25 preguntas —disponible en los tér-
minos de referencia de la Sedatu (2018)—, con cuyas respuestas se buscaba tener un 
panorama muy general de lo que percibe la población acerca del riesgo. En este caso la 
importancia de las preguntas radica tanto en la percepción de los peligros en su entorno 
como en la manera en que consideran las acciones preventivas en su comunidad y la in-
formación o preparación que poseen acerca de cómo enfrentar una emergencia.   

A la respuesta de cada pregunta del cuestionario se le asignó un valor entre 0 y 1. 
El valor 0 se le asignó a la respuesta que mayor percepción local del riesgo presentara 
según las respuestas preestablecidas (sí, no, no sé), lo cual significa que su grado de vul-
nerabilidad sería menor. El valor más alto, que es 1, se le asignó a la respuesta que menor 
percepción tuviera, toda vez que entre menor fuese ésta, el grado de vulnerabilidad se 
consideraría mayor.

Al final del cuestionario se sumaron los valores asignados a cada persona. Una vez 
aplicados todos los cuestionarios, se sumaron los números finales de la totalidad de ellos 
y el resultado se dividió entre el total de 197 personas para obtener un promedio. El valor 
obtenido se situó en el rango que le correspondió (cuadro 2).

C u a d r o  1. Población municipal de San Cristóbal de las Casas, 

porcentaje de ella y número de cuestionarios aplicados por cada grupo de edad

Grupo de edad (años) Población Porcentaje 

de la población total

Número de cuestionarios

15-29 60 258 29 81

30-44 46 120 22 62

45-59 25 955 12 35

60-64 13 773 7 19

Total 197

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la Encuesta Intercensal 2015 del Instituto Nacional de Estadística y 

Geografía (inegi, 2015) y de la encuesta aplicada.
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C u a d r o  2. Rangos de percepción local según condición de vulnerabilidad

Rangos Percepción local Valor asignado según 

condición de vulnerabilidad 

0-5.0 Muy alta 0.0

5.1-10.0 Alta 0.25

10.1-15.0 Media 0.50

15.1-20.0 Baja 0.75

Más de 20.0 Muy baja 1.0

Fuente: Elaboración propia con base en Sedatu (2016).

C u a d r o  3. Rangos de percepción local según condición de vulnerabilidad 

en San Cristóbal de las Casas, Chiapas

Rango Percepción local Valor asignado según 

condición de vulnerabilidad

Calificación

0-5.0 Muy alta 0.0 0.50

5.1-10.0 Alta 0.25

10.1-15.0 Media 0.50

15.1-20.0 Baja 0.75

Fuente: Elaboración propia con base en los resultados de la encuesta.

De una manera muy general, el cuestionario es una primera aproximación para co-
nocer la opinión de la población en esta materia.

Resultados y discusión

Como ya se mencionó, el cuestionario de percepción local de riesgo se aplicó a 197 habi-
tantes de San Cristóbal de las Casas. Los resultados se capturaron en una base de datos en 
planillas de Microsoft Excel® para obtener los resultados.

La suma de las calificaciones de los cuestionarios fue de 2 374, valor que se dividió 
entre los 197 cuestionarios aplicados. El resultado de la división fue 12.05, cifra que re-
presenta el promedio general de la puntuación de las respuestas y se ubica en el rango de 
10.1 a 15.0 (cuadro 3).

La percepción local del riesgo dio como calificación 0.50, toda vez que el promedio 
general fue de 12.05, que en el cuadro de rangos se ubica en un nivel medio, lo cual sig-
nifica que se tiene cierta percepción de los peligros. En el mapa 2 se pueden observar los 
puntos donde se aplicaron los cuestionarios de la encuesta en San Cristóbal de las Casas.
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Al analizar siete de las 25 preguntas se encontró que del total de fenómenos pertur-
badores —disponible en los términos de referencia de Sedatu (2016)— la mayoría de la 
población identifica de uno a cinco fuentes de peligros (gráfica 1), mientras que el 13% 
aseguró identificar de seis a 13.

Los peligros que identificó la población son inundaciones, sismos, heladas, tornados 
y lluvias extremas. Respecto a los principales peligros mencionados, el 71% de la pobla-
ción los identifica (gráfica 2), toda vez que ha habido emergencias asociadas a ellos en los 
últimos años. 

Lo anterior refleja el hecho de que el 65% de la población sabe a quién o adónde 
acudir en caso de emergencia. Al respecto, es notable que una gran proporción de las 
personas (85%) conoce la existencia de la Unidad de Protección Civil (gráfica 2).  

En la gráfica 2 se observa que el 60% de la población puede afrontar una situación de 
desastre y cuenta con la información necesaria ello. Esto significa que las personas saben 
cómo comportarse en caso de emergencia. La percepción arrojó que si la vivienda se en-
cuentra en peligro, el 79% de la población está dispuesta a ser reubicada y sólo el 21% no 

Fuente: Elaborado en base a Google Maps .

M APA 1. Puntos donde se aplicaron los cuestionarios 
para conocer la percepción local del riesgo en San Cristóbal de las Casas, Chiapas
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G RÁFICA 1. Porcentajes de la cantidad y principales peligros que identi�ca la población 
de San Cristóbal de las Casas, Chiapas
 

  Fuente: Elaboración propia con base en resultados de la encuesta.
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G RÁFICA 2. Percepción de riesgos de la población de San Cristóbal de las Casas, Chiapas
 

  Fuente: Elaboración propia con base en resultados de la encuesta.
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lo estaría. Por lo tanto, esto sugiere que, con los debidos apoyos, se podría reubicar a las 
familias que se encuentren en riesgo.
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Conclusiones

Con la calificación final, que resultó de la suma de los valores obtenidos por medio de 
las respuestas a las 25 preguntas del cuestionario aplicado, según la puntuación asignada 
a cada una de ellas, fue posible determinar la condición de vulnerabilidad social con res-
pecto a la percepción local. A partir de ello es posible comenzar a elaborar planes según 
sus necesidades y conforme a los recursos disponibles.

Las respuestas positivas en el sentido de cooperar por parte de la ciudadanía indican 
que existía en 2020 una muy buena disposición en cuanto a la protección civil, lo cual 
facilita las labores que deben llevar a cabo los distintos organismos municipales y locales 
(como son los delegados de las localidades y las diversas dependencias) en respuesta a 
una emergencia.
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Resumen	 Este artículo parte de la premisa de que la planeación para la Ciudad de México 
no es una actividad que corresponda exclusivamente al ámbito gerencial, sino 
que más bien, y siguiendo las orientaciones de la planeación para el desarro-
llo, es deseable incorporar exitosamente las voces de los diversos sectores en el 
proceso de definición de la agenda pública. ¿Cuál es el alcance de los distintos 
mecanismos de participación ciudadana en la planeación general de la ciudad? 
Tras conducir una metodología comparativa entre los alcances del régimen 
de planeación para el desarrollo y el régimen de participación ciudadana en 
la Ciudad de México con motivo de la consulta pública del Plan General de 
Desarrollo (2025-2045), los hallazgos señalan las inconsistencias entre ambos 
regímenes, y se apuntala la necesidad de darle coherencia y sentido al compo-
nente participativo dentro de las estructuras de planeación, no sólo en térmi-
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nos indicativos, sino también en su vertiente del desarrollo humano.
P a l a b r a s  c l av e :  planeación del desarrollo, participación ciudadana, sistema de planea-

ción para el desarrollo, Ciudad de México.

Planning for development in Mexico City 
and the scope of citizen participation

Abstract	 This paper begins with the premise that planning for Mexico City is not an 
activity that falls exclusively within the managerial sphere. Rather, following 
the guidelines of development planning, it is desirable to successfully incorpo-
rate the voices of diverse sectors into the process of defining the public agenda. 
What is the scope of each of the various mechanisms for citizen participation 
during the city’s general planning? After conducting a comparative method-
ology between the scope of the development planning regime and that of the 
citizen participation regime in Mexico City during the public consultation for 
the General Development Plan (2025-2045), the findings highlight inconsis-
tencies between the two regimes and underscore the need to give coherence 
and meaning to the participatory component within planning structures, not 
only in indicative terms but also in its human development dimension.
K e y w o r d s :  development planning, citizen participation, development planning system, 

Mexico City.

Introducción

El derecho al desarrollo es «un derecho humano inalienable en virtud del cual todo 
ser humano y todos los pueblos están facultados para participar en un desarrollo 

económico, social, cultural y político en el que puedan realizarse plenamente todos los 
derechos humanos y libertades fundamentales, a contribuir a ese desarrollo y a disfrutar 
del él» (o n u, 1986, artículo 1). Para hacer viables estas aspiraciones, se ha propuesto el 
enfoque de planeación para el desarrollo, que surge con el propósito de atender algunas de 
las limitaciones de la nueva gestión pública (n g p) en la región latinoamericana y mejo-
rar el diseño y la formulación de políticas públicas. La introducción en nuestro país de la 
n g p  es resultado de un movimiento global que buscó en su momento redefinir el papel 
del Estado y desincorporar sus funciones reguladoras tradicionales. 

De acuerdo con Aguilar-Villanueva (2013), la n g p  está orientada a la conformación 
de nuevas organizaciones públicas más horizontales que las burocracias tradicionales y 
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en las que los ciudadanos se ubican en un ámbito central, pues son ellos quienes solicitan 
actos de autoridad o servicios públicos y, por lo tanto, deben ser vistos como «clientes». 
De esta manera, el funcionario público se distingue no tanto por ser el emisor formal de 
un acto de autoridad determinado, sino por el hecho de saber gerenciar o simplificar los 
pasos administrativos entre la solicitud de un ciudadano y el servidor público responsa-
ble de dar cierta respuesta. A este funcionario intermediador se le conoce como gerente 
público. El objetivo, pues, consiste en que el gobierno sea capaz de responder más ágil-
mente a las demandas ciudadanas. 

La segunda estrategia de la n g p  consiste en flexibilizar las jerarquías burocráticas 
tradicionales —ministerios o secretarías de Estado— y transformarlas en entidades in-
dependientes para aislar las funciones especializadas que desempeñan de las presiones 
del juego político y dotarlas de cierta autonomía para que sus decisiones obedezcan más 
a una racionalidad técnica que a la influencia del poder ejecutivo en turno.  

Durante las últimas décadas del siglo x x  y la primera del siglo x x i , esta noción per-
meó en todo el mundo y se materializó en la creación de un amplio número de organis-
mos que buscaron actuar con estricta autonomía, inspirados en el criterio de eficiencia, 
dotados de una estructura de gobierno y desconcentración funcional para alejarse de los 
vaivenes de la política. Así, proliferaron los bancos centrales, los organismos electorales, 
las defensorías y procuradurías de múltiples causas y derechos de ciudadanos, y consumi-
dores de bienes y servicios públicos, por ejemplo.

Es decir, los pilares más importantes de la nueva gestión pública están principalmen-
te en concepciones de corte gerencial fundadas en una racionalidad instrumental que 
concibe la toma decisiones y la realización de acciones en función de resultados y las 
evalúa frente a diversos cursos de acción posibles. Sin embargo, una de las corrientes re-
visionistas más consistentes de la n g p  apunta a la necesidad de releer sus postulados a 
la luz de la discusión sobre el impacto de la nueva gobernanza en la consecución de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (o d s), toda vez que la planeación para la toma de 
decisiones en la gestión pública es un proceso complejo y crucial para el desempeño de 
las funciones gubernamentales. Las decisiones apropiadas y efectivas pueden traer cam-
bios positivos en la sociedad y contribuir al logro de los objetivos de desarrollo. Estu-
dios recientes indican que la buena gobernanza impacta positivamente en la calidad de la 
toma de decisiones en la gestión pública. La implementación de los principios de buena 
gobernanza aporta diversos beneficios, como una mayor transparencia y participación 
ciudadana, el profesionalismo, el uso de la tecnología, la rendición de cuentas, una mejor 
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calidad de los servicios públicos, el Estado de derecho, el fomento del crecimiento econó-
mico y la creación de paz y estabilidad social (Sari, 2023).

Para la n g p, los procesos de planificación y toma de decisiones en la gestión pública 
son dos aspectos clave para brindar servicios, programas y proyectos públicos eficientes, 
efectivos y equitativos a la comunidad. Tradicionalmente, estos procesos los llevan a cabo 
principalmente funcionarios gubernamentales, sin la participación de la comunidad. Sin 
embargo, entrado el siglo x x i , la participación comunitaria es cada vez más compleja y 
diversa. Por esa razón, la otra línea revisionista de la n g p  tiene por objetivo explorar el 
papel de la comunidad en la toma de decisiones públicas y su impacto en la eficiencia, 
efectividad y equidad en la prestación de servicios públicos. Rijal (2023) advierte que si 
bien la planificación y toma de decisiones de la gestión pública es un principio fundamen-
tal en la gobernanza democrática, la participación comunitaria ayuda a crear un gobierno 
más transparente, responsable, inclusivo y receptivo a las necesidades y aspiraciones de 
la población.

Ante los retos actuales de la planeación, se han reconocido las insuficiencias de los 
modelos gerenciales para hacer frente a los retos que plantea la gobernabilidad de las ciu-
dades en el siglo x x i . Por ejemplo, el objetivo 11.b de la Agenda del Desarrollo Soste-
nible plantea, de aquí a 2030, «aumentar considerablemente el número de ciudades y 
asentamientos humanos que adoptan e implementan políticas y planes integrados para 
promover la inclusión, el uso eficiente de los recursos, la mitigación del cambio climático 
y la adaptación a él y la resiliencia ante los desastres […]». En tanto que el objetivo 16.7 
plantea la necesidad de «garantizar la adopción en todos los niveles de decisiones inclu-
sivas, participativas y representativas que respondan a las necesidades de las personas».

De tal suerte que la participación ciudadana es un ingrediente fundamental en la 
lógica de la planeación para el desarrollo. Aquí se privilegian esquemas influenciados por 
los paradigmas de la buena gobernanza y descentralización que otorgan a las comunida-
des un papel preponderante en las actividades de recolección de información y su análi-
sis, como un ejercicio de reflexión conjunta encaminado a definir proyectos y acciones 
específicas para mejorar el entorno. 

Justamente con la intención de dimensionar la importancia de la participación 
ciudadana en los procesos de planeación de políticas públicas en la Ciudad de México 
(cd m x), se encuentra en marcha el proceso de consulta pública del Plan General de 
Desarrollo de la Ciudad de México 2025-2045. Este trabajo se inscribe en la corriente 
revisora de índole participativa de la n g p. Se parte de la premisa de que el diagnóstico es-
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tratégico y la planeación general para la cd m x  no son actividades que correspondan ex-
clusivamente al ámbito gerencial, como lo plantea la n g p, sino que más bien, siguiendo 
las orientaciones del paradigma de la planeación para el desarrollo, es deseable y posible 
incorporar las voces de los sectores gubernamental y privado y a los organismos civiles 
en el proceso de definición de la agenda pública para tener un mosaico amplio y plural 
de los diversos actores, sus estrategias y frentes de acción, todo ello encaminado a incidir 
decididamente en el rumbo de la planeación de la cd m x . 

¿Cuál es el alcance de los distintos mecanismos de participación ciudadana que con-
templa la normatividad vigente en el proceso de construcción de la agenda pública en el 
contexto de la planeación general de la cd m x ?

Tras recuperar una metodología de corte cualitativo que se fundamenta en la ac-
tualización de las principales disposiciones normativas del sistema de planeación para el 
desarrollo de la Ciudad de México y el papel de la consulta pública, por un lado, y por el 
otro, en la recuperación de las figuras de participación ciudadana en los ordenamientos 
de la cd m x , se comparan los alcances del régimen de planeación para el desarrollo con 
los del régimen de participación ciudadana en la cd m x . Esto nos permite dilucidar cuá-
les son los posibles vasos comunicantes en sus estructuras fundamentales y determinar 
el alcance de los mecanismos de participación ciudadana en la planeación de las políticas 
públicas. Esta estrategia se robustece con la consulta de fuentes bibliográficas especia-
lizadas para la revisión del marco jurídico y administrativo en materia de participación 
ciudadana y planeación en la cd m x .   

Los hallazgos de este trabajo apuntalan la necesidad de articular el régimen en ma-
teria de participación ciudadana, que ha sido un sello emblemático de los gobiernos de 
la cd m x  desde 1997, junto con la legislación sobre el sistema de planeación para el de-
sarrollo, mucho más actual que el marco de la participación ciudadana. Esto para darle 
coherencia y sentido al componente participativo en las estructuras de planeación en 
términos indicativos y en su vertiente de desarrollo humano. En el plano operativo se 
advierte la necesidad de atender y entender la participación ciudadana no tanto como 
un término accesorio que debe acompañar la marcha de la gestión pública, sino como 
un recurso estratégico para que los organismos de la sociedad civil tengan una incidencia 
significativa en los procesos de planeación general de la capital del país. En esta tesitura, 
también se advierte que la planeación para la cd m x  tiene dinámicas políticas inherentes 
que no se pueden sustituir por una forma de tecnificación ni deben ser dirigidas por un 
gabinete de expertos. Este trabajo se inscribe en la agenda del estudio de experiencias de 
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planeación en gobiernos locales que coadyuven al buen gobierno. El punto de partida es 
el estudio del proceso de planeación en la cd m x  y sus componentes. 

Después de la presente introducción, este artículo se estructura de la siguiente ma-
nera. En su primera parte se justifica el abordaje de la planeación para el desarrollo y su 
vertiente participativa en el caso de la cd m x , para estudiar los alcances de la participa-
ción ciudadana en procesos de planeación de ella. En la segunda se plasman los funda-
mentos y el horizonte del sistema de planeación para el desarrollo en sus ordenamientos 
legales en los ámbitos primario y secundario. En la tercera se analiza el diseño de los me-
canismos de participación ciudadana que contempla el régimen correspondiente a partir 
de su dimensión territorial, como los mecanismos que parten de la óptica de la gestión 
y el control de la función pública. En la cuarta se advierte sobre las inconsistencias y la 
desvinculación entre el sistema de planeación del desarrollo de la cd m x  y el desempeño 
de las instancias de participación ciudadana y los mecanismos de cogestión tradicionales 
consagrados en la constitución local y la Ley de Participación Ciudadana, en cuanto a 
la manera como trabaja el régimen de participación ciudadana en la planeación integral 
para el desarrollo de la Ciudad. En la parte final del artículo se reflexiona, a manera de 
conclusión, sobre los retos y las oportunidades para incidir en los organismos civiles du-
rante los procesos de planeación participativa y la necesidad de compaginar el régimen de 
participación ciudadana con el sistema de planeación del desarrollo

El enfoque de la planeación para el desarrollo en América Latina

El proceso de democratización que caracterizó a América Latina en las décadas de 1980 
y 1990 implicó un proceso de liberalización de los regímenes autoritarios y el paso a es-
pacios de pluralidad política (Huntington, 1994), en los que se fueron incrementando 
paulatinamente las exigencias de asegurar la inclusión de los ciudadanos en la toma de 
decisiones y la preocupación por poner en práctica instrumentos innovadores de con-
trol e incidencia ciudadana para acompañar la marcha de la administración pública. Los 
procesos de esta «ola democratizadora» adquirieron una nueva dimensión cuando co-
menzaron a observarse los cambios que estaban ocurriendo no sólo a escala nacional sino 
hasta en los gobiernos locales. En este marco, se originaron los reclamos por el derecho al 
reconocimiento de la pluralidad y la manifestación libre de las ideas individuales y colec-
tivas, y el derecho a participar y decidir conjuntamente los esquemas gubernamentales, o 
a conocer sobre el ejercicio y destino de los recursos púbicos.

Esta ola democratizadora vino acompañada de la introducción en México de la lla-
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mada nueva gestión pública (n g p), como reflejo de un movimiento global que busca-
ba redefinir el papel del Estado y desincorporar sus funciones reguladoras tradicionales 
(Kettl, 2000; Rhodes, 1994). Los pilares más importantes de la nueva gestión pública se 
encuentran principalmente en concepciones de corte gerencial fundadas en una raciona-
lidad instrumental que concibe la toma decisiones y la realización de acciones en función 
de resultados y las evalúa frente a diversos cursos de acción posibles (Christensen y Lae-
greid, 2001). Estos enfoques parten de supuestos como un alto grado de consistencia en 
las preferencias y los eventos causales que obedecen a intenciones premeditadas de los 
actores.

De esta manera, la n g p  también fue permeando poco a poco en el ámbito de los go-
biernos locales con el ánimo de mejorar sus capacidades directivas y las funciones admi-
nistrativas de los órganos de gobierno, desde la etapa de planeación y diseño de políticas 
públicas y su implementación hasta el control y la evaluación (Osborne y Gaebler, 1993). 
Este viraje implicó la transformación de los esquemas de planeación tradicionales, basa-
dos en la capacidad de predicción del Estado nacional del comportamiento de las varia-
bles económicas y que fueron sustituidos por la atención en asuntos específicos, espacios 
concretos y con estrategias definidas a partir de hipótesis causales construidas para ofre-
cer soluciones a problemas públicos con perspectivas de corto, mediano y largo plazo. 

Con el propósito de atender algunas limitaciones de la n g p  en la región latinoame-
ricana y mejorar el diseño y la formulación de políticas públicas, se ha propuesto el enfo-
que de planeación para el desarrollo con el fin de lidiar, por ejemplo, con la dificultad de 
coordinar las acciones de diversos niveles de gobierno (multiescalaridad) o para superar 
la fragmentación entre sectores, lo que muchas veces duplica políticas o causa contradic-
ción entre objetivos y programas (intersectorialidad); o porque las estrategias de corto 
plazo no prestan la atención que requieren las políticas y se necesitan períodos más largos 
de gobierno (pluritemporalidad) (Máttar y Cuervo, 2017). 

La participación es otro ingrediente fundamental en la lógica de la planeación para el 
desarrollo. Aquí se privilegian esquemas influenciados por los paradigmas de buena go-
bernanza y descentralización, que otorgan a las comunidades un papel preponderante en 
las actividades de recolección de información y su análisis, como un ejercicio de reflexión 
conjunta encaminado a definir proyectos y acciones específicas para mejorar el entorno. 
Se dice que nadie conoce mejor su realidad que los propios afectados por una determi-
nada problemática. A este ejercicio de reflexión colectiva se le conoce como diagnóstico 
participativo (De Waal, 2009).
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Justamente para dimensionar la importancia de la planeación para la gestión de po-
líticas públicas en la cd m x , capital y centro político y económico del país, se encuentra 
en marcha el proceso de consulta pública de los dos documentos rectores que habrán de 
encaminar la estrategia y formulación de sus políticas públicas en un horizonte de largo 
aliento. Se trata de las propuestas publicadas por el Gobierno de la cd m x  del Plan Gene-
ral de Desarrollo de la Ciudad de México 2025-2045 (p g d).  

Perspectiva del horizonte de la planeación en la c d m x

En febrero de 2017 se promulgó la Constitución Política de la Ciudad de México 
(cp cd m), en la que se establece que el territorio mantendrá su condición de capital del 
país y seguirá siendo la sede de los poderes de la unión. Entre los principales cambios 
destacan que el centro político y económico más importante del país tiene ahora, además 
de su propia Constitución Política, el estatus de entidad federativa libre y autónoma en lo 
concerniente a su régimen interior y su organización política y administrativa. 

De esta forma, la cp cd m  tutela los derechos y las libertades políticas de las perso-
nas en lo individual y lo colectivo. Asimismo, plasma las aspiraciones y los objetivos que 
perseguirá la cd m x , tales como ser una ciudad garantista (artículo 5), de libertades y 
derechos (artículo 6), democrática (artículo 7), educadora y del conocimiento (artícu-
lo 8), solidaria (artículo 9), productiva (artículo 10), incluyente (artículo 11), habitable 
(artículo 13), segura (artículo 14) y global (artículo 20). La cp cd m  garantiza el derecho 
a la ciudad, que consiste en el uso y usufructo pleno y equitativo de ella, fundado en prin-
cipios de justicia social, democracia, participación, igualdad, sustentabilidad; de respeto 
a la diversidad cultural, la naturaleza y el medio ambiente (artículo 12) (Gobierno de la 
Ciudad de México, 2018).

En este orden de ideas, la cp cd m  descansa en tres ejes fundamentales: la centrali-
dad de los derechos humanos, la participación ciudadana y el cambio en las orientaciones 
de la gestión pública hacia la planeación para el desarrollo (artículo 10. Ciudad produc-
tiva y derecho al desarrollo sustentable). En esta tesitura, se estableció como orientación 
de las políticas la articulación entre las dimensiones social y económica, la primera bajo la 
categoría de bienestar social y la segunda de la economía distributiva (artículo 17. Bienes-
tar social y economía distributiva). Además, a partir de la centralidad del derecho al desa-
rrollo, se incorporó la integralidad de las políticas públicas como eje de la articulación de 
las instituciones y la intersectorialidad de la gestión pública (artículo 17. 3).
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El sistema de planeación para el desarrollo
Este sistema es un proceso articulado en varias etapas y escalas. Contempla dos instru-
mentos de largo alcance, el Plan General de Desarrollo de la Ciudad de México 2025-2045 
(p g d) a veinte años, una agenda política con una visión prospectiva de la capital del país, 
y el Programa General de Ordenamiento Territorial (p g o t), que en desdoblamiento 
con el p g d  establece los instrumentos de la ocupación y el aprovechamiento del suelo 
asociados al desarrollo sostenible y las áreas estratégicas para garantizar la viabilidad de 
los servicios ambientales y el desarrollo urbano. Ambos instrumentos están orientados al 
cumplimiento y ejercicio progresivo de los derechos reconocidos en la cp cd m  (ciudad 
de derechos y derecho a la ciudad). El proyecto original del p g d  consigna las siete líneas 
de política pública o «ejes de transformación» que habrán de orientar las acciones de go-
bierno para los próximo veinte años, a saber: ciudad igualitaria y de derechos, educadora 
y de bienestar; ciudad próspera y dinámica; ciudad sostenible, sana y resiliente; ciudad 
con equilibrio y ordenamiento territorial; ciudad en paz y con justicia; ciudad innovadora 
y basada en el conocimiento, y gobierno honesto, cercano y ciudad global.

De acuerdo con el artículo 15 numerales 3 y 4 de la cp cd m , la Ley del Sistema de 
Planeación para el Desarrollo establecerá el calendario para la elaboración del p g d, el 
p g o t  y los programas de ordenamiento territorial de cada demarcación, el Programa 
de Gobierno de la Ciudad de México y los programas de gobierno de las alcaldías; los 
programas sectoriales, especiales e institucionales, y los programas parciales de colonias, 
pueblos y barrios originarios y comunidades indígenas, sobre la base del p g d. Todos 
ellos deberán armonizarse y elaborarse con participación ciudadana en todas las etapas 
de consulta del proceso de planeación. El Sistema Integral de Derechos Humanos se arti-
culará con el sistema de planeación de la ciudad (artículo 14.4).

El artículo 5 fracción x i  de la Ley del Sistema de Planeación del Desarrollo señala 
que la planeación deberá garantizar la jerarquía, complementariedad e interdependencia 
entre los distintos niveles de gobierno e instrumentos de planeación. En tanto que el artí-
culo 8 del mismo ordenamiento señala que el p g d  entrará en vigor el primero de octubre 
de 2022, el programa de gobierno y los programas de gobierno de las alcaldías lo harán 
el primero de abril de 2023, el p g o t  el primero de octubre de 2022 y los programas 
de ordenamiento territorial de cada una de las demarcaciones territoriales el primero de 
abril de 2023.1

1 Como puede apreciarse, inexplicablemente, la puesta en práctica del plan y los programas se pospuso
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La cp cd m  señala expresamente que el Instituto de Planeación Democrática y Pros-
pectiva de la Ciudad de México será el ente responsable de dirigir el sistema de planea-
ción para el desarrollo de la cd m x , articulándose con otras instancias del gobierno. El 
Instituto será un organismo público con autonomía técnica y de gestión dotado de per-
sonalidad jurídica y patrimonio propio. Tendrá a su cargo la elaboración y el seguimiento 
del p g d  y el p g o t, y garantizará la participación directa de los sectores académicos, 
culturales, sociales y económicos mediante una consulta pública (artículo 15, inciso D, 
numerales 1 y 2). Corresponde a la Jefatura de Gobierno de la cd m x  enviar al Congreso 
de la Ciudad de México los proyectos del p g d  y el p g o t  para su aprobación y posterior 
promulgación. 

Es importante señalar que el propio sistema de planeación prevé un horizonte de 
largo aliento para garantizar la participación ciudadana en todo el proceso de planeación 
para la formulación, actualización y modificación, ejecución y seguimiento, y evaluación 
de los instrumentos de planeación (artículo 65). Mientras tanto, en el ámbito programá-
tico, se reconoce a los pueblos y barrios originarios la facultad de participar en la formula-
ción, ejecución, seguimiento y evaluación de los planes y programas de las alcaldías y de 

para buscar un consenso más amplio con la pretendida consulta pública, que fue de julio de 2022 a ene-
ro de 2023. En diciembre de 2022, la entonces jefa de gobierno capitalina, Claudia Sheinbaum, envió 
una iniciativa al congreso local para posponer la entrada en vigor del Plan General de Desarrollo Urba-
no y el Programa General de Ordenamiento Territorial hasta el primero de octubre de 2023, mientras 
que los programas de gobierno de las alcaldías y de ordenamiento territorial de cada una de ellas hasta 
el primero de abril de 2024, con el argumento de que la planeación para la cd m x  requería mucho 
más discusión, y ante un clima plagado de denuncias por omisiones e irregularidades de parte de di-
versos colectivos y asociaciones vecinales durante la puesta en marcha de la consulta pública puesta en 
marcha en julio de 2022 para definir los instrumentos de planeación de la cd m x  (Arana, 2022). Sin 
embargo, inexplicablemente, en mayo de 2023 circularon dos nuevos documentos del plan y programa 
referidos, que fueron enviados por la Jefatura de Gobierno al Congreso de la Ciudad de México para 
su aprobación entre julio y diciembre de dicho año. Justamente un día antes de que venciera el plazo 
para que el poder legislativo local se pronunciara, la Jefatura de Gobierno retiró los documentos; como 
consecuencia de ello, hasta el día de hoy la cd m x  no tiene un plan de desarrollo ni programa de or-
denamiento territorial, que resultan apremiantes para orientar el crecimiento de la urbe. La nueva jefa 
de gobierno, Clara Brugada, convocó a una nueva consulta pública para el Plan General de Desarrollo 
de la Ciudad de México, que se llevaría a cabo entre el 10 de noviembre 2025 y el 10 de enero de 2026.
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la cd m x  (artículo 66), de acuerdo con los mecanismos de participación y corresponsa-
bilidad social previstos en la Constitución y la Ley de Participación Ciudadana. 

Una vez expuesto el marco de la planeación del desarrollo en la cd m x , en el siguien-
te apartado se profundiza en la naturaleza de los órganos de participación ciudadana y los 
mecanismos de cogestión de la función pública contemplados en la ley correspondiente, 
con el objetivo de disertar acerca del grado de vinculación de las estructuras participativas 
consagradas en dicha ley con los propósitos del sistema de planeación para el desarrollo 
de la cd m x , buscando mantener un horizonte de largo aliento para dicha participación 
en todo el proceso de planeación, posibilidades que se examinan en el apartado final del 
artículo.

El régimen de participación ciudadana en la Ciudad de México   

Uno de los principios rectores de la participación ciudadana consiste en garantizar me-
canismos de intervención en asuntos públicos susceptibles de ser aprovechados por la 
ciudadanía y las organizaciones sociales para transformar su realidad. Aquí es muy impor-
tante hacer notar que la administración pública no sólo debe hacerle saber a la ciudada-
nía sus justificaciones y razones una vez tomadas las decisiones, sino también garantizar 
una efectiva injerencia ciudadana en las tres fases de las políticas públicas; es decir, la 
planeación, la ejecución de los programas y su evaluación, lo que en teoría intensifica 
las capacidades de monitoreo ciudadano y posibilita, eventualmente, la imposición de 
alguna sanción, en caso de ver lacerados sus intereses. De esta manera, en la cd m x , de 
acuerdo con la le ley secundaria vigente en la materia, la participación ciudadana se debe 
entender como: 

El conjunto de actividades mediante las cuales toda persona tiene el derecho individual o colecti-
vo para intervenir en las decisiones públicas, deliberar, discutir y cooperar con las autoridades, así 
como para incidir en la formulación, ejecución y evaluación de las políticas y actos de gobierno de 
manera efectiva, amplia, equitativa, democrática y accesible; y en el proceso de planeación, elabo-
ración, aprobación, gestión, evaluación y control de planes, programas, políticas y presupuestos 
públicos (Ley de Participación Ciudadana de la Ciudad de México, artículo 3). 

Estas nociones coinciden con la definición de Hevia y Vergara (2011), para quienes 
la participación ciudadana es «el derecho que tienen grupos y personas a incidir en el 
espacio público». Como se aprecia en las definiciones anteriores, la participación ciuda-
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dana debe cumplir tres claras exigencias: 1) el reconocimiento de nuevos actores políticos 
que actúan desde la esfera no estatal e irrumpen en la escena democrática; 2) el derecho 
de estos sujetos a incidir en el espacio público a través del voto, prerrogativa que se ejercita 
esporádicamente, y con su intervención permanente en el proceso de toma de decisiones, 
tanto en los momentos ex ante como durante y ex post del ciclo de las políticas y los pro-
gramas públicos, y 3) el requisito en que destaca la importancia del espacio público local 
como «un escenario privilegiado para el desarrollo de la participación ciudadana, debido 
a la estrecha y cotidiana relación entre gobernantes y gobernados» (Di Paolo, 2004). 

La democracia directa en la Ciudad de México 

De acuerdo con la cp cd m , el ejercicio del poder se organizará conforme a las figuras de 
democracia representativa, directa y participativa (artículo 3 fracción 3). La democracia 
directa reúne una serie de dispositivos para hacer valer la doble función que puede asumir 
la ciudadanía, al mismo tiempo, en calidad de representados y representantes. Es decir, en 
la democracia directa la formulación de la voluntad política de la mayoría prescinde de la 
intermediación política, contrariamente a cómo funciona la democracia representativa. 

Entre los instrumentos de democracia directa encontramos, en primer lugar, la ini-
ciativa ciudadana, que faculta a los ciudadanos a iniciar leyes y decretos, así como refor-
mas a la Constitución. En segundo, figura el referéndum, que sirve para que la población 
apruebe o no las reformas a la Constitución. Un tercer momento es el plebiscito, figu-
ra mediante la cual los habitantes de la cd m x  pueden ser consultados para aprobar o 
rechazar decisiones públicas de la Jefatura de Gobierno o las alcaldías. Al amparo de la 
democracia directa, los ciudadanos también pueden ser tomados en cuenta mediante la 
consulta ciudadana, y pedir ser consultados por medio de la consulta popular en temas de 
impacto trascendental para la ciudad. Finalmente, la población está habilitada para deci-
dir si una persona que ostenta un cargo de elección popular debe dejarlo o no de manera 
anticipada mediante la revocación del mandato (cp cd m , artículo 25) (véase cuadro 1).

En lo tocante al régimen de participación ciudadana, la ley de la materia de la cd m x 
reconoce que la injerencia de la ciudadanía en la vida pública se puede dar de dos ma-
neras. La primera tiene que ver con la dimensión espacial de la participación social aso-
ciada a una dimensión orgánico-territorial, en la que se privilegian los vínculos que con-
catenan demandas e intereses comunitarios que promueven los diferentes órganos de 
representación ciudadana, en una lógica de abajo arriba. La segunda es la participación 
ciudadana asociada a la gestión pública, que tiene relación más bien con el desempeño 
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de los diferentes mecanismos de cogestión, control y evaluación de la función pública 
contemplados en el régimen de participación ciudadana, en los que puede inmiscuirse la 
ciudadanía en cualquier etapa de la política, es decir, formulación, ejecución y evaluación. 
Aquí encontramos diversos instrumentos previstos en la normatividad aplicable. En este 
apartado primero hablaremos de los fundamentos de las instancias de representación y 
participación ciudadana en su enfoque orgánico territorial, y en segundo lugar, aborda-
remos la naturaleza de los mecanismos de gestión, control y evaluación de la función 
pública asociados a la tarea de la participación ciudadana. 

El enfoque orgánico-territorial de la participación ciudadana en la Ciudad de México

Como hemos advertido, la lógica de articulación de los órganos de representación ciu-
dadana está pensada a partir de un eje territorial, cuya secuencia lógica y ordenada va de 
la manzana, la colonia y la alcaldía hasta la ciudad. Es decir, la Ley de Participación Ciu-
dadana los nombra en virtud del espacio físico donde actúan. Otra cuestión importante 
es que cuando se habla de «representación» se piensa en estos cuerpos como agentes de 
articulación de demandas e intereses comunitarios. De acuerdo con la ley en comento, 
estos son los tres órganos de participación ciudadana contemplados en ella.

La asamblea ciudadana. El máximo órgano de decisión en cada colonia o pueblo 
originario es la asamblea ciudadana, por lo que sus resoluciones deben ser acatadas por 
la comisión de participación ciudadana. Por ley, esta asamblea deberá ser convocada por 
dicha comisión cada tres meses. Por asamblea ciudadana debe entenderse: 

La reunión de los habitantes de una colonia o pueblo determinado, para abordar temas de interés 
común. Tienen derecho a participar en ella con voz y voto las personas mayores de edad con 
credencial para votar y que demuestren, a través de este documento, residencia en la colonia o 
pueblo. Pueden participar con voz todos los habitantes del lugar, incluidos los menores de edad. 
También pueden participar todas aquellas personas que acudan por tener un interés temático, 
cultural, económico o social en el territorio de la comunidad (i e d f, 2014c:18). 

C u a d r o  1. Mecanismos de democracia directa en la Ciudad de México

Iniciativa Ciudadana Referéndum Plebiscito

Consulta Ciudadana Consulta Popular Revocación del Mandato

Fuente: Elaboración propia con base en i e c m  (2026). 
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Otro aspecto relevante de las asambleas ciudadanas es que no están pensadas única-
mente como órganos consultivos, sino también como espacios de deliberación pública a 
partir del contacto cara a cara. Esta idea parte de la presunción de que la identificación 
entre las personas que componen una unidad territorial facilita la comunicación, el inter-
cambio de ideas y el diálogo civilizado. Además, son espacios pensados para fomentar la 
rendición de cuentas, pues por medio de éstas las comisiones de participación ciudadana 
cumplen puntualmente su obligación de informar acerca de las acciones emprendidas y 
los avances de su gestión frente a la población.

Las comisiones de participación comunitaria. Son órganos de representación ciuda-
dana elegidos cada tres años por voto universal, libre y secreto de los habitantes de un 
espacio geográfico. En cada colonia se elige una comisión, según corresponda, confor-
mado por nueve integrantes, cinco de distinto género a los otros cuatro y su cargo es 
honorífico. El registro será individual y las personas más votadas integrarán la comisión. 
Obligatoriamente, se reunirán por lo menos cada dos meses. El Instituto Electoral de la 
Ciudad de México (i e c m) determinará las causas de remoción y solución de conflictos a 
través de un reglamento (i e c m , 2023). Las comisiones expresan el interés colectivo ante 
la alcaldía donde se ubica la colonia o el pueblo originario y ante el gobierno de la cd m x . 
Entre las funciones más importantes de estas comisiones se encuentra la promoción del 
desarrollo comunitario mediante acciones tendientes a definir los problemas percibidos 
por los vecinos en su entorno inmediato.

La coordinadora de participación comunitaria. La Ley de Participación Ciudadana 
vigente contempla una figura de enlace entre las autoridades de las alcaldías y el gobier-
no de la cd m x  y el total de las comisiones de participación comunitaria que integran 
cada una de las 16 demarcaciones territoriales, atribuciones que recaen en la figura de la 
coordinadora de participación comunitaria, como instancia reconocida que aglutina y 
canaliza las necesidades de todas las colonias y los pueblos enmarcados en una alcaldía. 
Existen tantas coordinadoras como alcaldías hay en la cd m x , y puede ostentar el cargo 
la persona representante designada de cada comisión de participación comunitaria de la 
demarcación que corresponda. «En la primera sesión de instalación de la Comisión de 
Participación Comunitaria correspondiente se seleccionará por insaculación a quien será 
representante ante la Coordinadora, durará en el cargo por el periodo de un año […], no 
podrá reelegirse (Ley de Participación Ciudadana, artículos 113, 114 y 115). Para una 
mejor apreciación de la lógica de los órganos de participación ciudadana en la cd m x , 
véase el esquema 1.
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E SQUEMA 1. Lógica de los órganos territoriales de participación ciudadana en la CDMX.
 

  Fuente: Elaboración propia.

Alcaldes y Gobierno
CDMX

Coordinadora 
de Participación Comunitaria

Comisiones 
de Participación Comunitaria

Asamblea Ciudadana

El enfoque de la participación ciudadana asociado a la gestión, 
el control y la evaluación de la función pública   
Este enfoque no privilegia tanto la dimensión orgánico-territorial para dar cauce a las de-
mandas e iniciativas concernientes a cada nivel territorial de participación ciudadana de 
abajo arriba, más bien retoma la necesidad de entender la gestión pública como un meca-
nismo de rendición de cuentas que implica diversos dispositivos de contacto cara a cara 
con los representantes de gobierno, básicamente en el momento de la implementación y 
el control de la política pública. 

A continuación, se describen brevemente los dispositivos de participación ciudada-
na contenidos en esta clasificación. La audiencia pública es un instrumento «por el cual 
las personas habitantes, organizaciones ciudadanas y los sectores sociales dialogan públi-
camente con la persona titular de la Jefatura de Gobierno y las Alcaldías, respecto de la 
gestión de servicios y ejecución de programas sociales». La consulta pública, por su parte, 
«consiste en un instrumento por el cual la persona titular de la Jefatura de Gobierno o 
Alcaldías consulta de manera directa a las y los habitantes o vecinas y vecinos, su opinión, 
respecto de un tema». Los observatorios ciudadanos son «órganos plurales y especializa-
dos de participación, que contribuyen al fortalecimiento de las políticas y las acciones de 
los órganos de gobierno, en busca del beneficio social». En tanto que la silla ciudadana 
es un instrumento para dotar de voz a la ciudadanía con derecho a voz en el cabildo de 
la ciudad y de los consejos de las alcaldías. Los recorridos barriales son una iniciativa que 
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permite recabar opiniones y propuestas de mejora o solución a problemas de la comuni-
dad, sobre la forma y las condiciones en que se prestan los servicios públicos y se realizan 
obras e instalaciones en que la comunidad tenga interés. Por su parte, la red de contralorías 
ciudadanas «implica una colaboración con la administración pública de la Ciudad, para 
vigilar y supervisar que el gasto público sea implementado de forma transparente, eficaz 
y eficiente» (i e c m , 2023) (véase cuadro 2).

Una vez desentrañada la naturaleza de los mecanismos de participación ciudadana y 
de cogestión de la función pública en la cdmx, es menester pasar al análisis de la manera 
en que trabajan estos instrumentos en la lógica que plantea el sistema de planeación inte-
gral del desarrollo de la capital. 

C u a d r o  2. Instrumentos de participación ciudadana para la gestión, 

el control y la evaluación de la función pública

Audiencia Pública Consulta Pública Difusión Pública

Rendición de Cuentas Observatorios Ciudadanos Recorridos Barriales

Silla Ciudadana Red de Contralorías Ciudadanas

Fuente: Elaboración propia con base en i e c m  (2026).

El régimen de participación ciudadana. Congruencias e inconsistencias 

en el marco del sistema de planeación para el desarrollo

En este apartado se analizan las posibilidades de que el régimen de participación ciuda-
dana trabaje de la mano con el sistema de planeación para el desarrollo de la cd m x . Para 
comenzar, se diserta sobre estas posibilidades, pero primero se retoma la lógica en que se 
desenvuelve el sistema de planeación descrito anteriormente en este artículo.

La planeación integral del desarrollo de la cd m x  tiene dos niveles: uno estratégico 
y de largo plazo, y otro de carácter táctico o programático, al que le corresponde el corto 
y mediano plazo. Así, de acuerdo con la Ley del Sistema de Planeación para el Desarrollo, 
se plantea que de la base del p g d  debe desprenderse, en consecuencia, la formulación 
del p g o t  y los programas de ordenamiento territorial de cada demarcación; el Progra-
ma de Gobierno de la Ciudad de México y los programas de gobierno de las alcaldías, así 
como los programas sectoriales, especiales e institucionales; los programas parciales de 
colonias, pueblos y barrios originarios y comunidades indígenas, los cuales se deberán 
armonizar y elaborar con la participación ciudadana en todas las etapas de consulta del 
proceso de planeación.
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El p g d  definirá las políticas de largo plazo en materias de relevancia estratégica para 
la ciudad como la cohesión social, el desarrollo sostenible, el mejoramiento de la calidad 
de vida de los habitantes, la transformación económica y la reducción de la desigualdad. 
Su vigencia será de veinte años y se podrá modificar conforme a los procedimientos pre-
vistos para su aprobación. Por su parte, el p g o t  está dirigido a regular la ocupación y 
utilización sostenible y racional del territorio como base espacial de las estrategias de de-
sarrollo socioeconómico y la preservación ambiental en la Ciudad (Ley del Sistema de 
Planeación del Desarrollo de la cd m x , artículo 43 fracciones i  y i i). La vigencia del 
programa general, de los programas de ordenamiento territorial de las demarcaciones te-
rritoriales y los programas parciales de las colonias, pueblos y barrios originarios y comu-
nidades indígenas residentes será de quince años y deberán evaluarse y actualizarse cada 
cinco años o cuando ocurran cambios significativos en las condiciones que les dieron 
origen (artículo 43 fracción i x  del ordenamiento en comento).

Por otro lado, la vigencia del programa de gobierno de la cd m x  será de seis años. 
Se podrá revisar, modificar o actualizar después de transcurridos tres años desde su expe-
dición (Ley del Sistema de Planeación del Desarrollo de la cd m x , artículo 43 fracción 
i i i). En tanto, los programas de gobierno de las demarcaciones territoriales comprenden 
los instrumentos que establecerán las metas y los objetivos de la acción pública en el ám-
bito de cada una de dichas demarcaciones, y tendrán una vigencia de tres años. Finalmen-
te, los programas parciales de colonia, pueblo o barrio originario o comunidad indígena 
residente son instrumentos de planeación programáticos que se sujetarán a lo establecido 
en los programas de ordenamiento de las alcaldías correspondientes (artículo 43 fraccio-
nes v  y v i  del ordenamiento referido).

El reto de identificar los niveles de desempeño del régimen de participación ciuda-
dana en el contexto de la planeación de la cd m x  estriba justamente en identificar la co-
rrespondencia entre las diferentes estructuras que comprenden el sistema de planeación 
para el desarrollo, tanto en lo estratégico como en lo programático, con los diferentes ins-
trumentos y mecanismos de participación ciudadana contemplados en la normatividad 
sobre la materia, tanto en su dimensión orgánica territorial como en su dimensión asocia-
da a la gestión y el control de la función pública. Mejor dicho, se trata de verificar de qué 
manera es compatible el régimen de participación ciudadana con los distintos horizontes 
de los procesos de planeación en la cd m x  a corto, mediano y largo plazo.

Ahora bien, tanto las instancias de participación ciudadana reunidas bajo la óptica 
orgánico-territorial como los dispositivos de cogestión, control y evaluación de la fun-
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C u a d r o  3. Desempeño e intensidad de los mecanismos de la participación ciudadana 

en las diversas etapas de las políticas públicas

Fases de la Política Pública / 

niveles (mecanismos) p c

Información Consulta Decisión Delegación Control

Formulación

Plan General de Desarrollo (p g d )

– Programa General 

de Ordenamiento Territorial (p g o t )

– Programas de Ordenamiento 

Territorial de Alcaldías

– Programa de Gobierno c d m x

– Programas parciales:

Colonias, pueblos, barrios originarios, 

comunidades indígenas

Sectoriales

Especiales

Institucionales

Diagnóstico 

Participativo General

Diagnóstico Territorial o 

Diagnóstico comunitario

Consulta pública

Consulta pública

Coordinación

de Participación 

Comunitaria

Copaco’s

Asamblea ciudadana

Coordinación

de Participación 

Comunitaria

Copaco’s

Asamblea ciudadana

Coordinación

de Participación 

Comunitaria

Copaco’s

Asamblea ciudadana

Presupuestación – Presupuesto 

   participativo

– Diagnóstico y plan 

   de acción comunitario

Sí Proyectos específicos 

e Incidencia en el p o a

Sí Sí

Ejecución No No – Colaboración 

   Ciudadana

– Audiencia Pública 

– Recorridos Barriales

– Colaboración 

   Ciudadana

– Audiencia Pública 

– Recorridos Barriales

– Colaboración 

   Ciudadana

– Audiencia Pública 

– Recorridos Barriales

Evaluación: Juicio compartido sobre 

la eficacia de la política y no sólo la 

verificación de la aplicación de nor-

mas administrativas o técnicas

Pendiente Pendiente Pendiente Pendiente Pendiente

Fuente: Elaboración propia con base en la Ley de Participación Ciudadana (2019) y la Ley del Sistema de Planeación para el Desarrollo (2021) de la cdmx.

ción pública contemplados en la Ley de Participación Ciudadana muestran diversos ni-
veles de intensidad. Es decir, es posible prever, por decirlo de algún modo, los diferentes 
«temperamentos» o la intensidad en las actividades que puede denotar el régimen de 
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C u a d r o  3. Desempeño e intensidad de los mecanismos de la participación ciudadana 

en las diversas etapas de las políticas públicas

Fases de la Política Pública / 

niveles (mecanismos) p c

Información Consulta Decisión Delegación Control

Formulación

Plan General de Desarrollo (p g d )

– Programa General 

de Ordenamiento Territorial (p g o t )

– Programas de Ordenamiento 

Territorial de Alcaldías

– Programa de Gobierno c d m x

– Programas parciales:

Colonias, pueblos, barrios originarios, 

comunidades indígenas

Sectoriales

Especiales

Institucionales

Diagnóstico 

Participativo General

Diagnóstico Territorial o 

Diagnóstico comunitario

Consulta pública

Consulta pública

Coordinación

de Participación 

Comunitaria

Copaco’s

Asamblea ciudadana

Coordinación

de Participación 

Comunitaria

Copaco’s

Asamblea ciudadana

Coordinación

de Participación 

Comunitaria

Copaco’s

Asamblea ciudadana

Presupuestación – Presupuesto 

   participativo

– Diagnóstico y plan 

   de acción comunitario

Sí Proyectos específicos 

e Incidencia en el p o a

Sí Sí

Ejecución No No – Colaboración 

   Ciudadana

– Audiencia Pública 

– Recorridos Barriales

– Colaboración 

   Ciudadana

– Audiencia Pública 

– Recorridos Barriales

– Colaboración 

   Ciudadana

– Audiencia Pública 

– Recorridos Barriales

Evaluación: Juicio compartido sobre 

la eficacia de la política y no sólo la 

verificación de la aplicación de nor-

mas administrativas o técnicas

Pendiente Pendiente Pendiente Pendiente Pendiente

Fuente: Elaboración propia con base en la Ley de Participación Ciudadana (2019) y la Ley del Sistema de Planeación para el Desarrollo (2021) de la cdmx.

participación ciudadana. Este plano de actividades 
abarca de alguna manera los niveles de diagnóstico 
o de información, pasa por el momento de la consul-
ta y la participación en la delegación de funciones o 
tareas y, finalmente, abarca las actividades de con-
trol de la función pública.

Ahora bien, el o los momentos cuando puede 
expresarse la participación ciudadana en el desem-
peño de dichas actividades se asocia a las diferentes 
etapas o tiempos del ciclo de las políticas públicas: 
formulación, presupuestación, ejecución y evaluación. 
Para ilustrar mejor esta relación matricial entre la 
intensidad del desempeño de las actividades de 
los diferentes mecanismos de participación ciu-
dadana, tanto los de naturaleza orgánica territorial 
como los de gestión y control en las diferentes eta-
pas de las políticas públicas, véase el cuadro 3.

Consejos de participación comunitaria (Copacos). 
En la etapa de formulación de la política pública 
se contemplan dos conjuntos de instrumentos: 
el p g d, que funge como el documento maestro 
y se ubica en la dimensión estratégica y de largo 
plazo, y el p g o t  y los diversos programas de or-
denamiento territorial de las alcaldías, así como los 
programas en los distintos ámbitos de gobierno de 
la cd m x  ya referidos, que se ocupan del corto y 
mediano plazo.

Durante las actividades para generar informa-
ción (eje horizontal) de la etapa inicial de formu-
lación de la política pública, los diagnósticos par-

ticipativos generales son una herramienta socorrida para recoger las diversas demandas 
y necesidades de la población de la cd m x  de acuerdo con la diversa naturaleza de los 
problemas públicos, económicos, sociales y ambientales. Por otro lado, estos diagnósti-
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cos participativos están directamente vinculados con los momentos en que se realizan las 
consultas públicas en la cd m x , mismas que abarcan un formato y un tiempo determi-
nados. La desventaja de los diagnósticos participativos generales y los formatos de con-
sulta pública consiste en que constriñen la participación ciudadana a dichos ámbitos, lo 
que limita su accionar en los momentos de la decisión, la participación en delegación 
de funciones y el control o la verificación de normas administrativas o financieras de los 
programas y recursos públicos. 

Es importante advertir que tanto los mecanismos de generación de información 
como los de consulta pública pueden funcionar mejor en niveles más modestos de pla-
neación, en el ánimo de captar de primera mano las necesidades y problemáticas más 
apremiantes de la población afectada. Por ejemplo, cuando se plantea la elaboración del 
p g o t, de los programas de ordenamiento territorial de cada demarcación o de los pro-
gramas parciales de las colonias, pueblos y barrios originarios y comunidades indígenas, 
es factible abordar cualquier tema que impacte en su ámbito territorial o relacionado con 
la ejecución de políticas y acciones públicas territoriales, uso del suelo, obras públicas y 
la realización de todo proyecto de impacto territorial, social, cultural y ambiental en la 
demarcación.

Incluso a estos niveles se puede plantear la participación de figuras como las asam-
bleas ciudadanas, los consejos de participación ciudadana y las coordinaciones de par-
ticipación comunitaria como instancias decisorias y de control en función de sus atri-
buciones normativas para proponer programas y proyectos de desarrollo comunitario 
o supervisar el desarrollo y la ejecución de obras, programas y servicios públicos. Aún 
más, sería posible que el ámbito de gobierno adoptara estas herramientas consultivas y 
de diagnóstico para asegurar la participación ciudadana en el Programa de Gobierno de la 
Ciudad de México, los programas de gobierno de las alcaldías y los programas sectoriales, 
especiales e institucionales. 

Cuando llega el momento de la presupuestación en las diferentes etapas de la polí-
tica pública (eje vertical), advertimos que el presupuesto participativo es un diseño que 
procura las acciones de participación ciudadana en distintos planos de acción y con dife-
rentes grados de intensidad. Por ejemplo, el presupuesto participativo de la cd m x  parte 
de la formulación de diagnósticos y planes de acción comunitarios en la generación de in-
formación y consulta pública; sin embargo, el presupuesto participativo trasciende tam-
bién el momento de la decisión pública, pues facilita la participación de las comunidades 
en el diseño de proyectos específicos para las unidades territoriales y sus implicaciones en 
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programas operativos anuales (p oa) que formulan los órganos de gobierno de las alcal-
días. Al mismo tiempo es factible, con la intervención de las comunidades en esquemas 
de delegación de trabajo comunitario, que los beneficiarios de obras o programas aporten 
recursos propios monetarios o en especie, y de esa manera se les puede dar forma a los 
proyectos de las respectivas comunidades. Finalmente, esta figura está en condiciones de 
involucrar a los habitantes en el control mediante auditorías o veedurías para verificar el 
avance programático presupuestal de los programas o las obras, o bien para velar por el 
cumplimiento de las disposiciones administrativas y financieras.

Por otra parte, al ejecutar la política pública se advierten diferentes posibilidades de 
desempeño para la participación ciudadana. Justamente entonces encontramos diversos 
mecanismos que impactan en los campos de la toma de decisiones y la delegación de 
responsabilidades de mecanismos de colaboración ciudadana para coadyuvar con las 
dependencias de la administración pública en la ejecución de una obra o la prestación 
de un servicio. En tal ámbito identificamos la intervención de mecanismos como las au-
diencias ciudadanas para favorecer el diálogo de diversos sectores u organizaciones con 
los alcaldes o el jefe o la jefa de gobierno respecto a la gestión de servicios o ejecución de 
programas sociales, en tanto que los recorridos barriales han fungido como herramientas 
eficaces para echar a andar propuestas de mejora o la solución de problemas de la comu-
nidad asociados a la prestación de servicios públicos o la realización de obras e instalacio-
nes de interés comunitario. De esta forma, tales acciones prefiguran ciertas capacidades 
de control del desempeño de recursos públicos encaminadas a la estricta observancia de 
la normatividad y las diferentes disposiciones administrativas. 

Finalmente, en la etapa de evaluación de las políticas públicas se espera que los co-
lectivos sociales puedan incrementar sus capacidades —como producto del diálogo y la 
deliberación pública— para establecer un juicio compartido sobre los resultados e im-
pactos de las políticas públicas y no la mera verificación de que se aplican las normas 
administrativas o técnicas.

Conclusiones

La participación individual o colectiva resulta crucial en la planeación para el desarrollo 
si se desea dotar de sentido y legitimidad dichos procesos, y al mismo tiempo es un blin-
daje necesario para evitar cualquier tipo de simulación o que las decisiones se tomen a 
espaldas de la ciudadanía. De esta manera, la agenda de participación ciudadana no debe 
ceñirse exclusivamente al ámbito de las consultas públicas, previstas en el marco legal, 
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sino que es una idea vinculada íntimamente a los procesos de deliberación pública que se 
gestan en microespacios o nichos que promueven por antonomasia la discusión pública.

Para cerrar este artículo, es preciso señalar que el desempeño del régimen de partici-
pación ciudadana está ligado a la necesidad de identificar el «momento justo» de echar 
mano de esta participación, en tanto ésta debe considerarse como un recurso estratégico. 
La lección de este trabajo consiste en que la orientación y la participación en las políticas 
públicas deben tener lugar en el momento en que sea más apropiado echar mano de las 
energías sociales para acompañar la marcha del gobierno, sin interrumpir las dinámicas 
institucionales.

Por lo anterior, el régimen de participación ciudadana debe seguir ciertos criterios 
de oportunidad para que los planeadores y formuladores de políticas públicas identifi-
quen cómo, cuándo, dónde y en qué niveles de acción territorial es posible, incluso de-
seable, la participación ciudadana y no represente un riesgo de pérdida de recursos en el 
proceso de planeación estratégica. 

Finalmente, aquí hemos constatado la importancia del horizonte estratégico de cor-
to, mediano y largo plazo con el que trabaja el sistema de planeación para el desarrollo, y 
resaltado la noción de que para que las decisiones de la ciudadanía sean vinculantes en 
cada etapa de las políticas públicas es indispensable que los diversos mecanismos de par-
ticipación ciudadana incluyan dispositivos para que las metas y los objetivos de política 
se puedan monitorear en cada tramo de control de las políticas para aplicar los correcti-
vos necesarios sobre la marcha de los planes y programas públicos. 
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Resumen	 El objetivo es analizar los factores que han contribuido al crecimiento del llamado ca-
pital logístico en la región conocida como Inland Empire. Entre dichos elementos, se 
hace énfasis en la presencia de mano de obra de origen mexicano disponible de pri-
mera y segunda generación, aspecto que ha sido poco tratado en los estudios sobre el 
tema. El punto de partida es el análisis de los cambios que generó en el sur de Califor-
nia la reestructuración de la economía estadounidense, que tuvo como origen la crisis 
de la década de 1970 y propició el crecimiento del sector servicios. La conclusión es 
que el capital logístico se ha instalado en dicha región debido, entre otros factores, a 
la presencia de fuerza de trabajo juvenil de origen mexicano, porque le permite incre-
mentar sus ganancias gracias a las condiciones laborales precarias en las que la incor-
pora.
P a l a b r a s  c l av e :  capital logístico, Inland Empire, condiciones laborales de jóvenes, inmi-

grantes de primera y segunda generación, bodegas.
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Logistics capital and Mexican youth labor force 
in the Inland Empire, California

Abstract	   U. S .  economy, which originated in the crisis of the 1970s and fostered the growth of 
the service sector. The conclusion is that logistics capital has established itself in this 
region due, among other factors, to the presence of a young Mexican workforce, as it 
allows companies to increase their profits by employing them in precarious working 
conditions.
K e y w o r d s :  logistics capital, Inland Empire, working conditions of young people, first 

and second-generation immigrants, warehouses.

Introducción

El Inland Empire (i e) es una región conformada por los condados de Riverside y San 
Bernardino, en el sur de California (González-Toribio, 2014, p. 76), que está crecien-

do demográficamente por la llegada de población latina, principalmente de origen mexi-
cano. Está recibiendo tanto a inmigrantes como a quienes han sido expulsados de Los 
Ángeles (l a), un polo económico que atrajo mano de obra migrante durante la segunda 
mitad del siglo x x  y que, debido a la reestructuración económica, se ha gentrificado y 
desplaza a inmigrantes de menores ingresos.

Esta región se está perfilando como el nuevo polo de concentración de mexicanos 
en Estados Unidos, país que, como sabemos, sigue siendo el principal destino de estos 
inmigrantes. De acuerdo con el Anuario de migración y remesas 2021 (bbva  Research y 
Conapo, 2021), el país vecino del norte recibe al 97% de ellos y es un flujo fundamental-
mente laboral: el grueso de los inmigrantes mexicanos se encuentra en el rango de 20 a 
49 años, es una población juvenil y siete de cada diez migrantes nacidos en México son 
asalariados. La mayoría viven en California (36.7%) y Texas (22.1%), estados a los que les 
siguen de lejos Illinois (6%), Florida (2.4%) y, en el noreste del país, Nueva York (2%). El 
resto de los inmigrantes mexicanos se encuentran dispersos por la Unión Americana. Su 
movilidad en el país tiene como fuerza motriz la demanda de ellos en los mercados labo-
rales, por lo que su ubicación se relaciona principalmente con la búsqueda de los centros 
de trabajo a los que se han incorporado.   

Los mexicanos que viven y trabajan en California se concentran principalmente en 
tres espacios. El más grande y tradicional es la zona metropolitana de l a , que incluye 
Long Beach y Anaheim; el segundo es la región del i e , y el tercero San Francisco. El i e , 
de acuerdo con la Oficina del Censo de Estados Unidos, contaba en 2020 con 4 580 670 
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habitantes, el 51.1% de ellos latinos, entre los cuales predominan los mexicanos con el 
87.2%. Sin duda, dicha región se está convirtiendo en el próximo gran centro de concen-
tración de ellos en el este de l a . 

Actualmente en dicha región también está creciendo de forma impresionante la in-
dustria logística, por lo que la instalación de enormes bodegas de empresas como Ama-
zon, Walmart, FedEx y Target, relacionadas con las ventas por medios digitales, hace que 
se haya vuelto uno de los principales polos de atracción de trabajadores. La región fun-
ciona como un enorme centro de circulación de mercancías que llegan de Asia y deben 
distribuirse en territorio estadounidense.

Este artículo tiene por objetivo dar a conocer las causas del crecimiento de las acti-
vidades del sector logístico en el i e . La revisión de literatura señala que está relacionado 
con la reestructuración económica de la década de 1970, así como con la cuestión geográ-
fica. Nos interesa demostrar que otro factor muy importante para dicho crecimiento es la 
existencia de mano de obra de origen mexicano, llegada ya sea por migración propia o de 
sus antecesores, elemento que poco se ha mencionado en la literatura.

Genoveva Roldan Dávila,1 experta en migración laboral, señala que Estados Unidos 
es el principal país receptor de mexicanos debido a la demanda de ellos en sus merca-
dos laborales, provocada por la reconversión productiva de dicho país como respuesta a 
la gran crisis del capital de la década de 1970. El requerimiento de estos inmigrantes se 
complementa con las condiciones de desempleo y pobreza que existen en México debi-
do a la dependencia estructural que caracteriza la producción y reproducción social del 
capitalismo mexicano respecto al estadounidense. Es pertinente agregar otro elemento 
que explica lo anterior: el proceso de envejecimiento de su población nativa, que la hace 
depender de mano de obra extranjera.  

El papel de los jóvenes inmigrantes de México y de mexicanos segunda generación 
en el i e  sigue siendo el mismo que han desempeñado siempre: ser una mano de obra bara-
ta y flexibilizada que permite consolidar las ganancias del gran capital. En el i e  aumentan 
las ganancias del capital logístico, que les paga salarios muy bajos y, sobre todo, en con-
diciones de explotación realmente extenuantes, que soportan por su vigorosa juventud.

1 Esta autora señala que la migración laboral es determinada por la demanda de mano de obra por 
parte del mercado laboral de Estados Unidos. Las condiciones de pobreza y desempleo de los países 
de origen son parte de la explicación, pero desde la complementariedad subordinada (Roldán-Dávila, 
2009, 2011, 2013).
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Partimos de la hipótesis de que la incorporación de jóvenes de origen mexicano de 
primera y segunda generación al mercado laboral del sector logístico del i e  también ha 
incentivado la construcción de más bodegas en la región, así como la reestructuración 
productiva y la cuestión geográfica de ella, debido a que dicha fuerza de trabajo sigue 
siendo mano de obra barata, precarizada y flexibilizada, lo que permite consolidar las 
ganancias de los capitales que los emplean. 

El artículo está conformado por una introducción, cuatro apartados y las conclu-
siones. En el primer apartado se describe el proceso de reestructuración económica que 
ocurrió en Estados Unidos, y en particular en California. El segundo trata tres temas: la 
importancia económica de la circulación de mercancías, la geografía económica del i e  y 
la disponibilidad de mano de obra de origen mexicano y latino en dicha región económi-
ca. El tercer apartado aborda las causas que han fomentado el crecimiento del comercio 
electrónico en Estados Unidos. Finalmente, el cuarto se refiere a las condiciones laborales 
de la fuerza de trabajo juvenil inmigrante incorporada a las actividades del capital logís-
tico en el i e . Se desarrolló una investigación documental y otra estadística, esta última 
principalmente de datos de la Oficina del Censo de Estados Unidos, que fueron interpre-
tados desde la perspectiva del pensamiento crítico. 

Reestructuración de la economía del sur de California 

Si tomamos la economía del estado de California como si fuera la de un país indepen-
diente, la suya sería la quinta economía2 más grande del mundo. Y si observamos el pro-
ducto interno bruto (p i b) real por condados californianos (véanse mapa 1 y cuadro 1), 
vemos que los que conforman el i e  están entre los que más aportan al p i b  de California.

Al observar cómo se distribuye el p i b  real de California por condados se ve que 
juntos, Riverside y San Bernardino, condados que conforman el i e , aportaron el 6.1% 
en 2023, y están entre los que más aportaron (véase cuadro 1). La ciudad de Los Ángeles 
es la que más aportó al p i b  real del estado con 24.7%. Las actividades que actualmente 
se desarrollan en su área son en su mayoría del sector terciario, aunque antes fue un área 
industrial. Esto como resultado de la reestructuración económica de Estados Unidos en 
la década de 1970, la cual consistió básicamente en «el cambio de la manufactura fordista 
de posguerra al neoliberalismo posterior» (De Lara, 2018, p. 9) o, dicho en términos del 
proceso productivo: la transición del modelo fordista al toyotista.  

2 Dato disponible en https://www.ca.gov/ (consultado el 7 de agosto de 2024).
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Desde la perspectiva del regulacionismo francés (Lipietz y Leborgne, 1999), la causa 
del agotamiento del fordismo fue su incapacidad de extraer cada vez más plusvalor por-
que le resultaba más costosa la incorporación de nueva maquinaria con desarrollo tecno-
lógico para incrementar las actividades individuales de producción —base de la división 
del trabajo— que el aporte de trabajo impago. Por lo tanto, la tasa de ganancia comenzó 
a disminuir.

En tales condiciones, la clase capitalista apostó por la promesa tecnológica para su-
perar la crisis. Coincidimos con Corsino Vela en que «las coyunturas de crisis capitalista 
han sido propicias para el desarrollo tecnológico» (2018, p. 81). Los dueños del capital 
incorporaron las tecnologías que se venían desarrollando desde principios de siglo x x , 
que en la década de 1960 pudieron constituir una nueva infraestructura necesaria para 
sostener una inédita forma de producción: en lugares diferentes y distantes, a partir de 
una demanda cada vez más diferenciada y con fábricas de cada vez menor tamaño. La 
tecnología que permitió dichos cambios estaba sustentada en las nuevas telecomunica-
ciones, la internet, los satélites y los transistores, que fueron la base de los microchips. La 
mejora en los medios de transporte fue la base material para instrumentar la estrategia 

47’853,166  a 794’412,003

16’162,088  a   47’853,165

4’002,135  a   16’162,087

1’200,152  a     4’002,134

91,250   a     1’200,151

Fuente: Departmento de Comercio de Estados Unidos, O�cina de Análisis Económico.

M APA 1. Producto interno bruto real de California por condados, 2023
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conocida como justo a tiempo, fundamental en el toyotismo. La relocalización de los pro-
cesos productivos tuvo como eje la búsqueda de países donde los mercados de trabajo les 
garantizaran una mayor rentabilidad, así como una nula defensa ante la implementación 
de formas de contratación laboral que negaban cada vez más los derechos que la clase 
trabajadora había logrado gracias a un sindicalismo combativo en los años gloriosos del 
capitalismo en los países centrales. 

Las innovaciones tecnológicas permitieron incrementar la extracción de plusvalor 
absoluto y relativo, para detener la caída de la tasa de ganancia. Sin embargo, como el 
propio capitalismo, todo es contradictorio. Los empresarios, que velaban sólo por sus ga-
nancias inmediatas, no tomaron en cuenta que la promesa tecnológica sentaba al mismo 
tiempo las bases de una crisis más profunda, que se presentaría en el futuro. El desarrollo 
tecnológico se ha dirigido a la automatización del proceso productivo y una cada vez me-

C u a d r o  1. p i b  real de California por condado (2023)

Miles de dólares de 2017

Bureau of Economic Analysis

Condado 2023 %

California 3 248 656 553 100

Alameda 150 532 046 4.6

Los Angeles 801 967 353 24.7

Orange 273 063 592 8.4

Riverside 98 880 553 3

Sacramento 102 387 018 3.1

San Bernardino 102 307 449 3.1

San Diego 261 671 687 8

San Francisco 237 017 759 7.2

San Mateo 186 334 708 5.7

Santa Clara 390 234 709 12

Riverside-San Bernardino-Ontario 

(Área Estadística Metropolitana)

201 185 094 6.2

Nota: Las áreas metropolitanas están definidas por el boletín núm. 20-01 de la Oficina de Administración y Presupues-

to, emitido el 6 de marzo de 2020.

Última actualización: 4 de diciembre de 2024; nuevas estadísticas para 2023; estadísticas revisadas para 2019-2022.

Fuente: U.S. Department of Commerce, Bureau of Economic Analysis (Dato disponible en https://www.ca.gov/ (con-

sultado el 7 de agosto de 2024).
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nor obtención de plusvalor del trabajo vivo, con lo que se constituyó en una de las causas 
de una crisis mucho mayor en la primera década del siglo x x i . 

Vela señala que la reestructuración capitalista no puede entenderse sólo como una 
cuestión técnica, sino también como toda una «ofensiva de la clase dominante para rees-
tablecer la tasa de acumulación de capital» (2018, p. 55). En la década de 1970, los costos 
de la crisis se trasladaron a la clase trabajadora, que los pagó con desempleo y la incorpo-
ración en nuevos empleos del sector terciario caracterizados por el estancamiento de los 
salarios y la flexibilidad laboral.

El condado de l a  ha sido y sigue siendo el motor económico del estado. En él estaban 
establecidas grandes industrias muy importantes de diversas ramas productivas, como la 
automotriz, la aeroespacial, la del acero y la textil, así como productoras de mercancías 
de consumo final. Con la reestructuración, algunos espacios que estaban destinados a la 
producción de mercancías han sido refuncionalizados por las empresas inmobiliarias. 

Por ejemplo, en el Fashion District del centro de Los Ángeles, donde estaban insta-
ladas las empresas textiles más importantes de California, ya quedan pocas, pues la ma-
yoría se reubicaron en países como China o Vietnam. Ahí se desarrollaron dos procesos; 
por un lado, los grandes galerones donde se situaba la producción textil se reutilizaron 
como bodegas de almacenamiento de las mercancías que se venden en lugares como el 
Santee Alley, donde ofrecen ropa y accesorios de última moda, y por el otro, las empresas 
inmobiliarias han transformado en viviendas de lujo los edificios que antes eran talleres 
textiles. Por ejemplo, con la conformación del Art District. Grandes edificios remodela-
dos, refuncionalizados y decorados con murales artísticos constituyen vivienda de muy 
alto costo que ha gentrificado la zona; se han establecido galerías de arte, restaurantes de 
lujo, boutiques. Dicha dinámica ha obligado a una gran cantidad de trabajadores a buscar 
vivienda con un costo más accesible, y esta es una de las causas por las que ha aumentado 
la población latina en el i e . 

Los trabajadores de los famosos callejones del centro de l a , cómo el Santee Alley, 
son en su gran mayoría inmigrantes hispanos jóvenes (todos los empleados hablan espa-
ñol) en condiciones laborales muy precarias: sueldos muy bajos, alta rotación de perso-
nal, poco tiempo para comer; sin seguridad social, vacaciones, horas extras ni experiencia 
organizativa. Condiciones muy diferentes de las que tenían los empleados industriales. 
La zona industrial se convirtió en comercial. 

La desindustrialización de l a  refuncionalizó todo el sur de California. El capital 
inmobiliario dio un nuevo giro hacia las industrias prestadoras de servicios; aumentaron 
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los negocios de comida rápida, turismo, casinos, administración, servicios personales y 
comercio. Esta actividad creció de tal manera, que la región se ha convertido en una zona 
estratégica para la ubicación del capital logístico, lo cual generó una demanda de personas 
que desempeñaran trabajos precarizados. 

La transformación más importante que ha sufrido el mercado de trabajo a conse-
cuencia de la reestructuración productiva es la flexibilidad laboral. Por ejemplo, la in-
dustria de la construcción se transformó en prestadora de servicios de remodelación y 
mantenimiento, que solicita una gran cantidad de trabajadores conocidos como jornale-
ros por día, quienes se concentran en esquinas de grandes ciudades o afuera de grandes 
tiendas ferreteras como Home Depot en espera de que alguien los contrate. De esta ma-
nera consiguen empleo de jardineros, plomeros, carpinteros, pintores, herreros, etcétera. 

La reconfiguración económica hizo cambiar la estructura del mercado laboral, que 
empezó a demandar trabajadores con diferentes características de edad, género y ori-
gen étnico, con falta de cultura sindical, y ha sido la presencia de los latinos, sobre todo 
mexicanos, la que ha aumentado en California. Ha surgido un mercado laboral altamente 
segmentado y estratificado. Siguiendo a Piore (1979), podemos decir que surge una de-
manda tanto de trabajadores cada vez más especializados, por el desarrollo tecnológico, 
como de contingentes importantes de mano de obra sin capacitación formal; esta última 
es cubierta con fuerza de trabajo juvenil mexicana para ahorrar en costos y extraer mayor 
plusvalor, lo que detona este flujo migratorio. Fuerza de trabajo que pueda reproducirse 
con menos de lo necesario, tenga condiciones físicas para ser más productiva y se adapte 
con facilidad a nuevos procesos de producción.

La caída de la tasa de ganancia en el sector industrial desincentivó relativamente la 
inversión en él. Se volvió atractiva, por otro lado, la dinámica del capital financiero debido 
a la especulación, y en cierta medida la desregulación, que genera ganancias a mayor velo-
cidad que el capital industrial. Esto ha tenido como resultado que sea mucho más grande 
el sector terciario que el secundario en la mayoría de las economías del mundo. 

Guillén señala que el movimiento real del capital en las últimas tres décadas se ha ca-
racterizado, grosso modo, por un incremento en la tasa de explotación de los trabajadores. 
También señala el estancamiento de los salarios reales tanto en los países centrales como 
en los periféricos, por la flexibilización laboral y el mayor peso de las utilidades de las em-
presas trasnacionales y las operaciones financieras en los países emergentes (2015, p. 23). 
Por último, subrayamos el incremento de la ganancia financiera respecto de la ganancia 
industrial. 
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La expansión de las bodegas en el sur de California

La reestructuración de los procesos productivos propiciada por el cambio tecnológico y 
en la organización interna de las fábricas también implicó su reubicación en otras latitu-
des, lo que obligó a reestructurar los mecanismos para hacer llegar las mercancías de los 
puntos de producción a los mercados de consumo final. «La financiarización neoliberal 
es, por supuesto, un rasgo muy significativo del capitalismo contemporáneo, pero es sólo 
un aspecto del mismo, otro aspecto igualmente importante es la llamada revolución lo-
gística» (Mau, 2023, p. 349).  

La expansión del capital logístico, y el consecuente aumento de bodegas en el sur 
de California en general, y el i e  en particular, se explica, desde nuestra perspectiva, por 
cuatro razones, de las cuales desarrollaremos tres en este apartado, y la cuarta, la del cre-
cimiento del comercio electrónico, será tema del siguiente. 

En cuanto a la primera causa, la importancia económica de la circulación de mercan-
cías para el proceso de la acumulación de capital, Karl Marx desarrolla teóricamente el pa-
pel de la circulación de mercancías en el proceso de reproducción ampliada de capital. En 
el tomo i i  de El capital (Marx, 2000b) plantea que su acumulación se concreta cuando 
se cumple el ciclo global del capital, el cual se desenvuelve en tres fases, una conformada 
por el proceso de producción de mercancías y otras dos, la venta y la compra, se refieren 
al proceso de circulación. Cada una de ellas tiene su importancia en el proceso, y la impo-
sibilidad de cumplir alguna impedirá que el capital se acumule en condiciones óptimas y 
hará que derive en la crisis del sistema capitalista. 

Cuando el capital transita por todo el ciclo global, entonces ha rotado. Esto significa 
que ya transitó por las tres fases mencionadas, y también pasó por sus tres formas de 
existencia: el capital productivo (que es el invertido en medios de producción y fuerza 
de trabajo), el capital dinerario (en forma de dinero) y el capital mercantil (en forma de 
mercancías).

El factor tiempo entra en escena. Recorrer el ciclo en cada vez menos tiempo permi-
te que rote más veces, lo que tiene como resultado la acumulación de capital. Tanto la fase 
productiva como las fases circulatorias son fundamentales. Pero nos preguntamos, ¿en las 
tres fases se incrementa el capital?

El proceso de producción es esencial por dos razones. Por un lado, porque es cuando 
se produce la riqueza material, que se enviará al mercado para su venta; si no hay mercan-
cías, tampoco hay que vender en el mercado. En el caso del capital productivo estadouni-
dense, debido a la reestructuración de la década de 1970, los capitalistas reubicaron gran 



C A R TA  E CO N Ó M I C A  R E G I O N A L  |  ISSN- e: 2683-2852 | A Ñ O  39 | N Ú M .  138 | J U L I O - D I C I E M B R E  D E  2026 | pp. 93-118

102 | 

parte de dicho proceso en países como China. Por otro lado, este proceso es clave porque 
es el momento en que se extrae plusvalor a los trabajadores, que es la condición material 
para el incremento del capital como resultado de la explotación. Esto quiere decir que el 
capitalista incrementa su capital porque paga a los trabajadores sólo el valor de su fuerza 
de trabajo, no el valor que generan con su trabajo vivo.

El proceso de circulación posibilita el traslado de las mercancías producidas a los 
mercados de consumo final. Por ejemplo, las elaboradas en países como China deben 
trasladarse al mercado estadounidense, y si esto se hace en el menor tiempo posible, se 
ahorran costos. Pero la clase trabajadora involucrada en la circulación ¿participa con plus-
valor? Este debate es importante porque nos interesa saber si el capital logístico genera 
nuevo valor o sólo sirve para disminuir costos.

En el contexto histórico en que Marx escribió sus notas, que posteriormente fueron 
tomadas por Federico Engels para la publicación del tomo i i  de El capital, ni el mercado 
mundial ni la fábrica global estaban tan desarrollados como hoy en día. En el siglo x i x , 
los capitalistas dueños del capital industrial tenían que realizar ellos mismos las tareas de 
distribución. Actualmente fracciones del capital se dedican únicamente a la distribución 
de mercancías, dada la distancia de los mercados de consumo final de los centros produc-
tivos y la magnitud de las mercancías comercializadas.

Marx señaló que «La ley general es que todos los costos de circulación que surgen 
sólo de la transmutación formal de la mercancía no agregan ningún valor a esta última» 
(2000b, p. 177), y más adelante agregó que «Las masas de productos no aumentan por-
que se las transporte» (2000b, p. 178). Desde esta perspectiva, las actividades relaciona-
das con la distribución de las mercancías sólo apoyan en la disminución de los costos de 
la compra y la venta.

Sin embargo, Marx agregó que «el valor de uso de las cosas sólo se efectiviza en su 
consumo, y éste puede hacer necesario su cambio de lugar y por ende el proceso adicional 
de producción que cumple la industria del transporte. El capital productivo invertido 
en ésta agrega, pues, valor a los productos transportados, en parte por transferencia de 
valor de los medios de transporte, en parte por adición de valor mediante el trabajo de 
transporte» (2000b, p. 179). Por lo tanto, en esta fase del proceso de circulación hay 
extracción de plusvalor.

Si, de acuerdo con Marx, «El producto sólo está pronto para el consumo cuando se 
ha terminado este movimiento» (2000b, p. 179), entonces la industria del transporte es 
parte del proceso productivo. Por lo tanto, aporta a la creación de nuevo valor y de plusva-
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lor. El proceso de transporte fue evolucionando, complejizándose hasta que surgió, en las 
décadas de 1960 y 1970, la llamada revolución logística. De acuerdo con Danyluk (2018), 
está íntimamente ligada a la recesión de la década de 1970, y a la reestructuración de la 
producción, como respuesta a ella.

La revolución logística alude a todos los grandes cambios que se debieron hacer para 
reducir los costos y el tiempo de distribución de mercancías, que llegaban de lugares tan 
distantes como China. El sector logístico no sólo incluye a los choferes de los diferentes 
transportes, quienes trasladan los contenedores que llegan a territorio estadounidense 
en barcos, sino también a los trabajadores de bodegas de las diversas empresas del capi-
tal logístico establecidas en dicha zona. Son mano de obra que agiliza la distribución y 
cuyo trabajo forma parte del propio proceso de transportación porque las bodegas siguen 
siendo puntos previos a la llegada de diversas mercancías al punto de venta final, indis-
pensables para que se realice el valor de uso de las mercancías;3 por lo tanto, esta mano de 
obra también es explotada, y su explotación abona a la acumulación de capital. El proceso 
productivo se continúa en el de transporte, por lo que, además de disminuir costos, esta 
actividad genera plusvalor.

Cuando se venden al consumidor final se transforma en dinero el valor de uso de 
las mercancías producidas en China, y es cuando se realiza lo que Marx llama «el salto 
mortale de las mercancías» (1994, p. 129). Con este hecho finaliza una rotación, para 
iniciar otra nueva. 

A través del desarrollo del capitalismo, las actividades que conforman todo el ciclo 
de rotación de capital se han ido complejizando cada vez más debido a muchos factores. 
Uno de ellos es que el desarrollo tecnológico, que ha permitido la mundialización del 
proceso productivo, exige que los capitalistas se especialicen en diferentes actividades; 
hay capitales que en los últimos años se han especializado en la distribución de mercan-
cías, por lo que se les ha llamado capital logístico.

La segunda explicación es la geografía económica del área en general, y específica-
mente la del i e , como centro regional de distribución de mercancías. En el sur de Ca-

2 Para Marx la realización del valor de uso de la mercancía es cuando se vende, por lo que para el vende-
dor es la transformación de su mercancía en dinero. «Por tanto, la realización del precio, o de la forma 
de valor sólo ideal de la mercancía, es a la vez, y a la inversa, realización del valor de uso sólo ideal del 
dinero; la transformación de la mercancía en dinero es, a la vez, la transformación simultánea del dine-
ro en mercancía» (1994, p. 132).
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lifornia ha habido grandes inversiones de 
capital logístico porque tiene acceso a una 
zona de puertos marítimos de la parte oc-
cidental de l a , a lo largo de la bahía de San 
Pedro, donde se encuentran los puertos de 
Los Ángeles y de Long Beach, que en con-
junto conforman la infraestructura portua-
ria más importante de Estados Unidos.3 En 
2015 manejaban entre ambos más de una 
cuarta parte del comercio total de contene-
dores de América del Norte. Y si a esto le 
agregamos el hecho de que los puertos se 

conectan con carreteras que permiten la distribución a diferentes regiones de California 
y del país, el i e  es una zona propicia para la ubicación de grandes bodegas para almacenar 
mercancías provenientes del este asiático. 

Basta con recorrer las autopistas que conectan la ciudad de l a  con Riverside o San 
Bernardino para constatar que el paisaje lo conforman grandes bodegas, con longitudes 
de más de una milla cada una; una tras otra, han sustraído tierra a otras actividades eco-
nómicas. En 1980 había 234 almacenes en el i e , y en 2023 ya había más de 4 000; los 
edificios de bodegas cubren aproximadamente 40 millas cuadradas4 (Newton, 2023). Si 
no son terrenos destinados a bodegas de empresas de distribución de mercancías como 
Amazon, FedEx, up s , Walmart o Target, son predios para estacionar las flotillas de tráile-
res que transportan los contenedores llegados de Asia y distribuidos por estas empresas. 
La revolución en la circulación de mercancías que significó el diseño de contenedores 
homologados5 se debió a que agilizó la carga, la descarga y su adaptación a diversos trans-
portes terrestres y acuáticos. Además, evita la labor de estibaje, que incrementaba los 
costos porque empleaba fuerza de trabajo para descargar los barcos y cargar los tráileres 
o trenes, por lo que también aumentaba el tiempo de traslado. Asimismo, se les puede 
mover por las vías férreas, pues no sólo se trasladan los contenedores uno tras otro, sino 

Contenedores en dos niveles sobre las vías del 
tren.

3 Información obtenida de https://dtsworldcargo.com/es/top-10-ports-in-america-for-industrial-oil-
and-gas-cargo/
4 Un área de 40 millas cuadradas equivale a 64.37 kilómetros cuadrados.
5 Malcolm McLean inventó los contenedores homologados.
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unos montados sobre otros. En la fotografía podemos observar un tren que los transporta 
en dos niveles.

Por lo anterior, el sur de California (véase mapa 2) pasó de ser una zona de pro-
ducción de la época fordista a una zona de entrada de mercancías producidas en el este 
asiático. Es decir, se convirtió en la «puerta transpacífica» (De Lara, 2018, p. 31) y 
centro fundamental en la distribución de mercancías, actividad que actualmente, como 
señala De Lara (2018), es la que ofrece empleos, aunque son más precarios que los 
industriales. 

Finalmente, la tercera causa que explica en parte el aumento del establecimiento de 
bodegas y el incremento del capital logístico en el sur de California es la disponibilidad de 
mano de obra de origen mexicano, tanto nacida en México como de segunda generación 
en Estados Unidos. Ésta es incorporada a las actividades del capital logístico y, como lo 
plantea nuestra hipótesis, es fundamental para que se establezcan en el i e  actividades 
logísticas, ya que se pagan muy bajos salarios —como veremos en el último apartado—, 
lo que no sólo les permite ahorrar en costos de distribución de mercancías, sino también 
en otras actividades, para extraerles plusvalor a los trabajadores.

Fuente: Departmento de Comercio de Estados Unidos, O�cina de Análisis Económico.

M APA 2. Regiones de California. Censo 2020

 

Superior California: Butte, Colusa, El Dorado, Glenn, Lassen, 
Modoc, Nevada, Placer, Plumas, Sacramento, Shasta, Sierra, 
Siskiyou, Sutter, Tehama, Yolo, Yuba.

North Coast: Del Norte, Humboldt, Lake, Mendocino, Napa, 
Sonoma, Trinity.

San Francisco Bay Area: Alameda, Contra Costa, Marin, San 
Francisco, San Mateo, Santa Clara, Solano.

Northern San Joaquin Valley: Alpine, Amador, Calaveras, Madera, 
Mariposa, Merced, Mono, San Joaquin, Stanislaus, Tuolumne.

Central Coast: Monterey, San Benito, San Luis Obispo, 
Santa Barbara, Santa Cruz, Ventura.

Southern San Jacinto Valley: Fresno, Inyo, Kern, 
Kings, Tulare.

Inland Empire: Riverside, San Bernardino.

        Los Angeles County: Los Angeles.    .
Orange County: Orange.

San Diego-Imperial: Imperial, 
San Diego.
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De acuerdo con la Oficina del Censo de Estados Unidos, en 20206 California tiene 
39 538 223 habitantes; de 2010 a 2020 su población creció en 6.1%, lo que equivale a 2 
284 267 personas. El condado con más población es el de Los Ángeles, con 10 014 009 
habitantes, y el segundo y tercer lugar lo ocupan los condados de San Diego y de Oran-
ge, con poco más de tres millones de personas cada uno. Por su parte, los condados que 
conforman el i e  ocupan el cuarto y quinto lugar en población; Riverside tiene 2 418 184 
habitantes y San Bernardino 2 181 654. La suma de ambos es de 4 599 838 personas.  

En 2020 la población hispana o latina de California representó el 39.4%. En el con-
dado de San Bernardino ascendió al 53.7% y sumó 1 170 913 personas, mientras que en 
el de Riverside representó el 49.7% de sus habitantes con 1 202 295. En el i e  viven 2 373 
208 personas de origen latino, que representan el 51.6% de toda su población y el 6% de 
todos los habitantes del estado (véase mapa 3).

En diez años la población latina del i e  se incrementó proporcionalmente más que la 
de California en su conjunto, pues en el estado pasó de ser el 37.6% en 2010 al 39.4% en 
2020, 1.8 puntos porcentuales más, mientras que en San Bernardino tuvo un aumento de 
4.5 puntos porcentuales, pues pasó del 49.2% en 2010 al 53.7% en el total de su población. 
En Riverside, en 2010 la población latina representó el 45.5%, y en 2020 ya era el 49.7%, 
es decir, aumentó en 4.2 puntos porcentuales. Como se observa en el mapa 3, la zona 
del i e , en el sur de California, es de las coloreadas en tonos más obscuros, lo cual hace 
referencia a que más del 50% de su población es hispana o latina. Lo anterior corrobora 
que el i e  cuenta con un mercado de mano de obra latina importante, que se incorpora al 
mercado laboral que ofrece el capital logístico. 

El comercio electrónico

Durante la pandemia de covid-19 en una gran cantidad de países se decidió parar las ac-
tividades consideradas no esenciales con la finalidad de detener el aumento de contagios 
por el virus s a r s - cov-2, hasta entonces desconocido. Estados Unidos no fue la ex-
cepción. El confinamiento social provocó el aumento de velocidad de un proceso que se 
venía gestando y desarrollando en el mundo laboral.  

Una gran cantidad de trabajadores que se quedaron sin empleo en ese entonces vie-
ron como una oportunidad incorporarse a los trabajos gestionados por aplicaciones a 

6 Datos obtenidos de https://www.census.gov/library/stories/state-by-state/california-population- 
change-between-census-decade.html
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las que se accede desde teléfonos celulares con conexión a internet. En 2018, la empresa 
Uber empleaba a tres millones de conductores en el mundo (Rosenblat, 2018, p. 5). En 
2022 ya contaba con cerca de cuatro millones (Radetich, 2022, p. 5); incluso, de acuerdo 
con Radetich, Uber es una de las empresas más grandes del planeta en cuanto a la canti-
dad de trabajadores que moviliza. Por su parte, Amazon se ha convertido en el segundo 
mayor empleador del sector privado, después de Walmart (Kassem, 2023, p. 140). 

Los trabajos gestionados por plataformas pueden ser de dos tipos: los que se hacen 
en línea y permiten a los trabajadores permanecer en sus casas conectados a internet, y los 
que desempeñan quienes se incorporaron a los sectores relacionados con la logística de 
circulación de mercancías, que sí deben salir de sus casas y hacer un trabajo físico, por su-
puesto conectados por medio de una aplicación en un teléfono celular. El confinamiento 
social aumentó la demanda de servicios de entrega a domicilio de comida y compras de 
diversos tipos de mercancías, que son prestados por empresas como Amazon (Kassem, 
2023, p. 135), eBay, Privalia, up s , FedEx y Walmart.    

Si bien durante la pandemia la crisis más importante fue la sanitaria, inmediatamente 
después la afectación más notoria fue la crisis en el mundo del trabajo. Tal fue el impac-

De  43 809 a 163 464

de  22 143 a 43 808

de  14 574  a 22 142

de  5 389 a 14 573

de  24  a  5 388

Fuente: Departmento de Comercio de Estados Unidos, O�cina de Análisis Económico.

M APA 3. Población latina en California por condado, 2020
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to, que problemáticas añejas del modo de producción capitalista como el desempleo, el 
subempleo, las largas jornadas laborales, los bajos salarios, la inestabilidad laboral, la falta 
de protección a la salud, la informalidad o la falta de seguro por desempleo y la desigual-
dad de género, por mencionar algunas, aparecieron como si fueran producto de la pan-
demia y no del capitalismo. La pandemia dejó al descubierto los dos mayores riesgos que 
vive la clase trabajadora en el sistema de producción capitalista: la muerte y el desempleo. 

La pandemia fue un punto de inflexión en la aceleración de la transformación digi-
tal que ya estaba en marcha desde hacía varios años. Coincidimos totalmente con An-
tunes-Basso y Perocco (2021), quienes señalan que 2020 fue «el año de la gran acelera-
ción»(p. 17). La subsunción real del proceso de trabajo bajo el capital nos permite tener 
claro que tarde o temprano hubiéramos llegado al mismo punto: «si la pandemia repre-
sentó en sí misma un acelerador del proceso de digitalización, esta aceleración fue a su vez 
fuertemente impulsada por el sector de capital de la economía digital» (Antunes-Basso 
y Perocco, 2021, p. 18). 

A su vez, el consumo de sectores de la clase trabajadora ocupada por medio de dis-
positivos digitales como los teléfonos celulares con acceso a internet ha transformado 
diversos aspectos de la vida social, como la socialización y el consumo, lo cual, a su vez, 
ha generado nuevos empleos presenciales para atender la demanda de dicho consumo 
digital. Nos referimos a repartidores de comida, y de mensajería mediante la cual circulan 
las mercancías compradas a través de aplicaciones. También hay trabajadores que hacen 
las compras de supermercado y las entregan a domicilio, y por supuesto los empleados de 
grandes bodegas donde se gestiona la logística dedicada a agilizar el empaque, el acomo-
do y la organización de todas estas entregas.

Repartidores, mensajeros, choferes, trabajadores en bodegas de zonas como el i e , 
mineros en países dependientes y obreros en la manufactura de dispositivos digitales,7 

todos ellos tienen en común la precariedad laboral incrementada, pues la tecnología ha 
impulsado la transformación del trabajo en dos direcciones que se pueden observar cla-
ramente: por un lado, ha aumentado la extracción de plusvalor, y por otro, ha acelerado 

7 Cómo olvidar la oleada de suicidios de jóvenes trabajadores y trabajadoras de China en la ciudad-fá-
brica de Foxconn en Shenzhen en 2010, año en que «dieciocho trabajadores de entre 17 y 25 años 
intentaron suicidarse dentro de las instalaciones de Foxconn. Catorce de ellos murieron, mientras que 
4 sobrevivieron con lesiones graves que les incapacitaron en diferentes grados» (Yang et al., 2019, p. 
20). Foxconn es la más grande productora multinacional de componentes electrónicos del mundo.
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la rotación del capital, que es el tránsito de éste desde su forma inicial como dinero hasta 
que regresa a esta misma forma, luego de pasar por las formas productiva y mercantil. 
Puesto que la totalidad de este ciclo se desarrolla cada vez más rápido, permite la acumu-
lación de capital en menos tiempo.

Las diversas formas en que se ha organizado el proceso de producción de mercancías 
a lo largo de la vigencia del capitalismo han implicado diferentes estrategias de extracción 
de plusvalor, y actualmente, debido a que es más ágil la transformación de mercancías en 
dinero promovida por el comercio digital, ha incrementado la necesidad de incorporar 
trabajadores a tales actividades. Y también los del sector logístico participan en la gene-
ración de plusvalor. 

Condiciones laborales de los jóvenes de origen mexicano en el sector logístico del i e

En las actividades del sector servicios se pagan salarios menores que en las del sector 
industrial. Además, en ellas se requiere mano de obra dispuesta a soportar jornadas de 
trabajo muy intensas; como los trabajadores jóvenes, quienes precisamente por su juven-
tud pueden resistirlas. 

El crecimiento del sector servicios en la economía estadounidense se debe, entre 
otras cosas, a que una gran cantidad de empresas del sector industrial decidieron relocali-
zarse con la finalidad de reducir sus costos, principalmente laborales. Este proceso de re-
estructuración ya lo explicamos en el primer apartado de este artículo. Algunas empresas 
se reubicaron en el mismo territorio de Estados Unidos, se mudaron de ciudades grandes 
a otras más de tipo rural. Por ejemplo, las empacadoras de carne (Kandel y Parrado, 2005, 
p. 452). Otras empresas, como las automotrices, decidieron sacar del territorio estadou-
nidense algunas de sus plantas productivas. México ha sido de los países receptores de 
ellas. Otros capitales productivos dedicados a los textiles o los aparatos electrónicos tras-
ladaron sus plantas productivas al este asiático.

En el caso de Los Ángeles, una de las ciudades más importantes de California, las 
actividades del sector terciario comenzaron a crecer en los espacios donde se habían ins-
talado en la era fordista industrias de los sectores textil, automotriz, del acero y cosmé-
ticos. Han sido ocupados sobre todo por establecimientos con actividades comerciales, 
financieras, de servicios turísticos y de capital logístico, que emplean mano de obra de 
origen mexicano.

En 2020 se registraron 11 511 561 inmigrantes nacidos en México y residiendo en 
Estados Unidos. De acuerdo con la base de datos i p u m s, 1 580 046 de ellos son jóvenes 
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de entre 15 y 29 años, y representan el 13.72% de los inmigrantes mexicanos en dicho 
país. La edad promedio de la población estadounidense en 2020 es de 39.2 años, mien-
tras que en California es de 38.2 años: la presencia de jóvenes inmigrantes ha bajado su 
promedio de edad con respecto al nacional. A esto contribuyen también los jóvenes de 
origen mexicano de segunda generación, pues el 70.3% de ellos tienen menos de 25 años 
(Gaspar-Olvera y Velázquez-Solórzano, 2018, p. 133). 

El rango de edad con más población de origen mexicano en California es el de 30 a 
34 años, seguido por el de 25 a 29. 8 De acuerdo con la base de datos i p u m s, en el estado 
se encuentra el 26.3% de los jóvenes de este rango de edad nacidos en México y que se 
encontraban en el mercado laboral estadounidense en 2020, pues concentra el más alto 
porcentaje de ellos, seguido de Texas con 23.2%, y Arizona con un muy lejano 5.2%. Por 
supuesto que hay jóvenes mexicanos en muchos otros estados de la Unión Americana, 
pero con menos del 5%.

Actualmente hay una tendencia descendente en la presencia de jóvenes nacidos en 
México incorporados en el mercado laboral de Estados Unidos, misma que también se 
observa en California, que concentraba en 1990 el 53% de ellos, pero donde en 2000 
ascendía al 44.2%, en 2010 al 34.5% y en 2020 ya sólo concentraba la mitad de los que 
tenía en la década de 1990, con 26.3%. De acuerdo con bbva  Research y Conapo (2023, 
p. 50), esta es una tendencia en toda la población migrante mexicana de primera gene-
ración, pues a partir de 2013 fue sobrepasada por las poblaciones de segunda y tercera 
generación de mexicanos en Estados Unidos.

Una posible explicación de la disminución de jóvenes nacidos en México, es decir, 
de inmigrantes de primera generación en el mercado laboral estadounidense, es justo el 
aumento de jóvenes de segunda y tercera generación,9 de ascendencia mexicana nacidos 
en California. Narváez-Jiménez (2020) señala que, así como los mexicanos constituyen 
el grupo de extranjeros más numeroso y de mayor antigüedad, su segunda generación 
también es la más numerosa. Esta última ya cuenta con el idioma inglés, lo que les per-

8 Los datos de edad de la población de California se recuperaron de la Oficina del Censo de Estados 
Unidos y están disponibles en https://data.census.gov/profile/California?g=040X X 00U S 0 6
9 De acuerdo con la clasificación de esta Oficina, se puede considerar como jóvenes mexicanos de se-
gunda generación a los nacidos en Estados Unidos con al menos uno de sus padres nacido en México. 
La tercera generación y más se refiere al nacido en Estados Unidos y con ambos padres nacidos en el 
mismo país (Narváez-Jiménez, 2020, p. 11).
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mite a los jóvenes incorporarse de mejor manera a un mercado laboral que requiere este 
conocimiento. Además, el 51.5% de los mexicanos de segunda generación son mayores 
de 16 años, edad en la que empiezan a incorporarse al mercado laboral. En 2023, la po-
blación mexicana nacida en Estados Unidos, de segunda y sucesivas generaciones, era de 
26 919 000 millones, de acuerdo con la Oficina del Censo de Estados Unidos.10 La edad 
promedio de la segunda generación es de 18 años los hombres y 19 las mujeres, es decir, 
son mucho más jóvenes. Por su parte, la edad promedio de la tercera generación es de 21 
años tanto en hombres como en mujeres (bbva  Research y Conapo, 2023, p. 51).   

La presencia de jóvenes inmigrantes mexicanos se ha incrementado en el sector que 
agrupa las actividades catalogadas como de servicios. De acuerdo con la base de datos 
i p u m s, en 1990 dicha presencia fue de 48.22%, en 2000 de 54.24%, en 2010 de 57.94% y 
en 2020 se observa un crecimiento mayor que en décadas pasadas, al concentrar a 68.96% 
(Pozos-Rivera, 2022).

En 2017, de acuerdo con Flores (2018), el 60% de los habitantes de segunda gene-
ración de origen mexicano eran parte de la población económicamente activa (p e a), y 
se insertaban principalmente en el sector terciario, sobre todo las mujeres y los jóvenes 
de 15 a 29 años, pues los hombres y los adultos tienen, en comparación con ellos, una 
presencia un poco mayor en la industria. El sector terciario incluye las actividades de dis-
tribución de mercancías, que incorpora las actividades económicas que más se han pre-
carizado. La inestabilidad laboral y el crecimiento del ejército industrial de reserva11 —en 
otras palabras, el incremento de los desempleados y semiocupados— conformaron una 
gran masa de trabajadores jóvenes dispuestos a emplearse en nuevas formas todavía más 
flexibles que en el posfordismo o el toyotismo. 

10 Oficina del Censo de Estados Unidos, Encuesta de Población Actual, Suplemento social y económico 
anual, 2023. Tabla 24. https://www.census.gov/data/tables/2023/demo/hispanic-origin/2023-cps.
html
11 Concepto utilizado por Marx para referirse a la población trabajadora no incorporada a los procesos 
laborales; por ser en apariencia supernumerarios, aunque en realidad han sido expulsados del mundo 
laboral por diversos mecanismos que obedecen a la acumulación de capital. Marx señala que todo 
obrero la integra durante un periodo en que está semiocupado o desocupado por completo (2000a, p. 
797). Soren Mau retoma el tema de la sobrepoblación relativa y comenta que «La economía capitalista 
como un todo expulsará en el largo plazo —a lo largo de múltiples ciclos comerciales— más trabajado-
res de los que va a absorber» (2023, p. 379).
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La explotación de los trabajadores es parte de la esencia del capitalismo. A medi-
da que el sistema se reproduce, se profundiza e intensifica la extracción de trabajo no 
pagado; en el capitalismo contemporáneo ésta se incrementa por dinámicas que vienen 
de años atrás, y también por cuestiones como, por ejemplo, la tecnología del momento 
actual. El neoliberalismo avanzó en la eliminación de derechos laborales que se habían 
ganado mediante las luchas sindicales de la época dorada del capitalismo. Encontramos 
lo nuevo en las formas de extracción de plusvalor, que son claramente son mucho más 
agresivas para los trabajadores que las estrategias anteriores; ahora los algoritmos son la 
base para extraer cada vez más plusvalor. En el intento de dar un nombre a esta nueva 
etapa del proceso productivo, que consideramos hasta el momento sigue en formación, 
queremos retomar el de «capitalismo de plataformas» de Radetich (2022), porque es 
a través de plataformas digitales como se está gestionando el proceso de trabajo. Por su 
parte, Mims (2021) menciona que algunos llaman a esta etapa «taylorismo digital», 
«neotaylorismo», «gestión por algoritmos» o «despotismo algorítmico». A propósito 
de su investigación en las bodegas de Amazon, él lo bautiza como bezosismo, y lo define 
como «sistemas estrechamente acoplados de máquinas y humanos, inteligencia artificial, 
robots y cuerpos» (Mims, 2021, p. 176).

En las bodegas de Amazon, las máquinas son las que imponen el ritmo de trabajo, 
eso no es nuevo. La especificidad actual consiste en que un algoritmo le dice a cada em-
pleado cuánto tiempo debe tardar en caminar hasta el estante indicado, o el que debe 
llevarle empacar cierto producto. Lo novedoso, dice Mims (2021), es que por medio de 
algoritmos se elabora un indicador de rendimiento que los trabajadores deben alcanzar. 
De Lara coincide con esta descripción, pues menciona que «Los especialistas en logís-
tica utilizaron la información de seguimiento para hacer cumplir cuotas de producción 
laboral para trabajadores individuales» (2018, p. 69). La tecnología permite hacer un 
seguimiento en tiempo real de la productividad de los trabajadores y marcarles metas que 
deben cumplir en sus jornadas laborales. El desarrollo tecnológico en el modo de pro-
ducción capitalista de ningún modo significó en sus inicios, no significa en el presente ni 
significará en el futuro una disminución en la intensificación del trabajo; por el contrario, 
se desarrollarán nuevas formas más eficientes de extracción de plusvalor. 

El Inland Empire Labor and Community Center y el Center for Social Innovation 
publicaron el Análisis del mercado laboral (Bates et al., 2024), un trabajo que analiza las 
condiciones laborales de los trabajadores del sector de transportación, distribución y 
logística en el i e , el cual incluye a los trabajadores de las bodegas no sólo de Amazon, 
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sino también de las diversas empresas que han invertido en el capital logístico de la 
región. 

Dicho informe señala que de acuerdo con la calculadora de salario digno (Living 
Wage, 2026), el salario necesario para vivir en los condados de Riverside y San Bernardi-
no —área que conforma el ie— es de 51 137 dólares anuales, sin descontar los impues-
tos. Este ingreso es para una familia de dos adultos y dos niños. El estudio señala que, 
en promedio, los trabajadores de 16 a 64 años que laboran en todo el i e  en dicho sector 
tienen un ingreso promedio anual de 37 092 dólares, que está muy por debajo del nece-
sario para cubrir todas las necesidades básicas. Es alarmante que los trabajadores menos 
remunerados del sector de la logística obtengan sólo la mitad del ingreso necesario para 
vivir en dicha área, que el 90% de ellos sean latinos o afroamericanos y que ocho de cada 
diez sean nacidos en Estados Unidos (Singh-Bainiwal et al., 2024, p. 6). Esto significa que 
son trabajadores latinos de segunda generación, que ya nacieron en Estados Unidos y se 
integran a mercados laborales precarizados como los inmigrantes de primera generación.  

Otro dato que indica el grado de precariedad laboral es que sólo quienes tienen los 
puestos más altos, a nivel gerencia, en las áreas de transportación, almacenamiento y dis-
tribución ganan por encima del salario necesario, pues reciben 53 380 dólares anuales. 
Todos los trabajadores del sector logístico ganan por debajo de esta cantidad, y los empa-
cadores son el caso más extremo, pues perciben los menores salarios. 

El estudio desglosa en ocho los tipos de trabajos incluidos en el sector de transpor-
tación, distribución y logística. Van desde gerentes de transportación, almacenamiento y 
distribución, pasan por supervisores y operadores de camiones, y llegan hasta empacado-
res y envasadores; estos últimos son los que menos ganan, pues obtienen 23 211 dólares 
anuales, salario que no llega ni a la mitad de lo que necesita un hogar promedio para vivir 
en el i e  (Inland Empire Labor and Community Center y Center for Social Innovation, 
2024, p. 8). Uno de los gastos que más le resta al salario es el costo de la vivienda, al que 
le destinan el 73.1% de su ingreso, y finalmente debemos mencionar que el 90% de los 
trabajadores que desempeñan dicha actividad son afroamericanos o latinos. El 56% de 
empacadores y envasadores son mujeres y el 43% son hombres. En términos de género, 
no vemos una preponderancia, como si la observamos en términos de su origen.

Además de los bajos salarios, las condiciones en que realizan su trabajo son alar-
mantes. Las movilizaciones de trabajadores que han logrado organizarse denuncian que 
hacen trabajos peligrosos, extenuantes y que se demanda de ellos un gran esfuerzo físico, 
e incluso se les han causado lesiones. Un ejemplo de las denuncias en el i e  es el exceso 
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de calor dentro de las bodegas de Amazon, pues la empresa se niega a gastar en sistemas 
de climatización. En épocas de calor en dicha zona fronteriza la temperatura supera los 
38 grados centígrados en el exterior, y adentro aumenta. «Trabajar en un almacén por 10 
horas te hará sudar», señala Horseman (2023) al dar seguimiento a movilizaciones de 
trabajadores de bodegas de Amazon en San Bernardino, quienes manifiestan que el calor 
excesivo en ellas les causa dolor de cabeza, hemorragias nasales, náuseas y mareos.

Dicha precariedad es la base del aumento de las ganancias de las empresas del sector 
logístico. Por ejemplo, en 2023 Amazon facturó 574 785 millones dólares, 12% más que 
en 2022. Entre sus diversos negocios, una de las ramas que más ganancias le deja son las 
ventas directas de comercio electrónico en Norteamérica, por las que obtuvo ingresos 
por 232 000 millones. Su ganancia neta fue de 30 425 millones en el mismo año ( Jimé-
nez, 2024). Las millonarias ganancias de empresas como Amazon, que no es la única del 
sector logístico, se sustentan en que pagan salarios anuales de 23 211 dólares a miles de 
trabajadores latinos y afroamericanos que empacan las mercancías del comercio electró-
nico, salarios que nos les permiten obtener lo necesario para salir adelante en su vida. Las 
millonarias ganancias se sustentan en los bajos salarios y las condiciones laborales preca-
rias de mano de obra mexicana de primera y segunda generación en el i e . 

Conclusiones

El desarrollo del capital logístico en el i e  obedece a tres aspectos: primero, la necesidad 
del capital de realizar sus rotaciones en el menor tiempo posible, para que pueda incre-
mentarse; segundo, su ubicación geográfica, y tercero, la presencia de fuerza de trabajo de 
origen mexicano ya sea inmigrante o de primera y segunda generación, aspecto que ha 
sido poco estudiado.  

Luego de hacer un repaso de la teoría de la circulación de mercancías desarrollada 
por Marx, nos quedó claro que hay tareas en las actividades logísticas que generan plus-
valor, pues el valor de uso de las mercancías estará totalmente listo para ser consumido 
cuando se ubique en el punto de venta. Por ello, el transporte es parte del proceso de 
producción de la mercancía, ya que permite que los valores de uso realmente puedan ser 
consumidos al llegar al punto de venta final. 

Puesto que la cantidad de mercancías que se deben transportar es mayor cada día 
y los lugares de producción están muy lejos de los puntos de venta, el transporte se ha 
transformado en toda una industria de gestión logística, en la que las bodegas son parte 
fundamental del sistema de circulación. Muchas bodegas no son bodegas finales, sino 
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sitios donde se realizan actividades de clasificación y empacado, para luego hacer que 
otro camión las lleve al punto de venta final. Por lo tanto, dichos trabajadores apoyan en 
la acumulación de capital con el plusvalor que les proporcionan. 

La mano de obra incorporada al capital logístico, sobre todo la que realiza los traba-
jos con menor salario, como los empacadores, es en su mayoría de origen latino o afrodes-
cendiente. Los trabajadores que nacieron en México o son mexicanos nacidos en Estados 
Unidos de segunda generación siguen cumpliendo la misma función que han desempe-
ñado los inmigrantes: ser trabajadores altamente explotados. Esto permite la acumula-
ción de capital en el país de llegada.

La mano de obra de origen mexicano en las bodegas del Inland Empire es fundamen-
tal para la acumulación de capital en el sur de California, pues genera plusvalor. Como ya 
vimos, la demografía de la región se caracteriza por contar con 51.6% de personas de 
origen latino. Y la composición de los trabajadores en las bodegas, quienes realizan las ac-
tividades más mal remuneradas en dicha zona, denota que son en un 90% de origen latino 
o afrodescendientes. En términos de edades, los trabajadores de segunda generación son 
mucho más jóvenes que los de la primera; por lo tanto, con lo que vimos en el apartado 
anterior se comprueba la hipótesis planteada en este artículo.

El i e  es una nueva región en la cual ha crecido mucho el capital logístico y que se 
está beneficiando de la presencia de trabajadores de origen mexicano dispuestos a em-
plearse en dicho sector, y por las características propias de su juventud, ellos soportan las 
condiciones laborales extenuantes, por lo cual son fundamentales para la acumulación 
de capital. 
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Resumen	 Este estudio analiza la evolución económica y el desempeño productivo de Nayarit, 
Jalisco, Colima, Michoacán, Durango y Sinaloa entre 2010 y 2021, utilizando datos 
del producto interno bruto (p i b) del Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
(Inegi). El objetivo es identificar los motores de crecimiento y las debilidades estruc-
turales, con énfasis en la posición de Nayarit en la dinámica regional. La metodología 
principal es el modelo shift-share, que analiza el crecimiento económico en efectos na-
cionales, sectoriales y de competitividad regional. Los resultados muestran una marca-
da heterogeneidad. Jalisco lidera el crecimiento y muestra una sólida competitividad. 
Por su parte, Nayarit presenta un crecimiento moderado, originado por una mezcla 
industrial desfavorable y una competitividad inconsistente. El estudio concluye con 
la necesidad de políticas públicas diferenciadas para maximizar las ventajas de cada 
estado, promoviendo la diversificación económica en Nayarit para lograr un desarrollo 
regional más equilibrado y sostenible.
P a l a b r a s  c l av e :  análisis shift-share, p i b , Jalisco, Nayarit.
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Analysis of the economic evolution 
of the Pacific-Central-Western region of Mexico, 
2010-2021: a shift-share approach and its impact 
on the dynamics of Nayarit

Abstract	 This study analyzes the economic evolution and productive performance of 
Nayarit, Jalisco, Colima, Michoacán, Durango, and Sinaloa from 2010 to 2021, 
using Inegi’s g d p  data. The goal is to identify growth drivers and structural weak-
nesses, with a focus on the position of Nayarit. The main methodology is the 
shift-share model, which breaks down economic growth into national, sectoral, 
and regional competitiveness effects. The results reveal a significant heterogene-
ity. Jalisco leads in growth, showing robust competitiveness. In contrast, Nayarit 
exhibits more moderate growth, hampered by an unfavorable industrial mix and 
fluctuating competitiveness. The study concludes that differentiated public poli-
cies are needed to maximize each state’s advantages, promoting economic diver-
sification in Nayarit to achieve a more balanced and sustainable regional develop-
ment.
K e y w o r d s :  shift-share analysis, g d p , Jalisco, Nayarit.

Introducción

La comprensión de las dinámicas de crecimiento económico a nivel subnacional es 
fundamental para el diseño de políticas de desarrollo efectivas y la promoción de un 

equilibrio territorial. En México, la disparidad económica entre las entidades federativas 
es un fenómeno bien documentado, con regiones que crecen a ritmo acelerado y otras 
que se rezagan, a menudo debido a diferencias en su estructura productiva, su falta de 
integración a cadenas de valor globales y su incapacidad de generar innovación.

La integración económica compuesta por los estados con vecindad geográfica de Naya-
rit: Jalisco, Colima, Michoacán, Durango y Sinaloa, constituye una región de gran relevancia 
económica y geográfica. Esta área es conocida por su diversidad productiva, que abarca desde 
agricultura de exportación y minería hasta industria manufacturera avanzada y turismo. Sin 
embargo, la contribución de cada estado al p i b  regional y la evolución de ésta a lo largo del 
tiempo no ha sido homogénea.

Este estudio se enfoca en el periodo 2010-2021, una década marcada por cambios sig-
nificativos en el entorno macroeconómico global y nacional, que incluye periodos de creci-
miento, los efectos residuales de la crisis financiera internacional de 2008 y la pandemia de 
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covid-19, que alteró profundamente las dinámicas productivas. En este contexto, el análisis 
de la evolución económica regional se vuelve crucial para entender la resiliencia y adaptabili-
dad de las economías locales.

El problema de investigación se centra en la identificación de los factores que explican 
las diferencias en el crecimiento económico entre los estados de la región. En particular, se 
plantean las preguntas ¿qué papel ha desempeñado la estructura sectorial de cada estado en 
su desempeño económico? y ¿cómo ha evolucionado la economía de Nayarit en relación con 
las economías de sus vecinos, y qué factores, sean estructurales o de competitividad, han in-
fluido en su crecimiento?

El objetivo de esta investigación es doble. En primer lugar, analizar la evolución general 
de las economías de Nayarit, Jalisco, Colima, Michoacán, Durango y Sinaloa en el periodo 
2010-2021, identificando los sectores y las actividades económicas clave y las tendencias de 
crecimiento. En segundo lugar, y de manera más específica, aplicar la técnica shift-share para 
analizar el crecimiento económico de Nayarit y compararlo con el de sus estados vecinos, lo 
que hará posible un diagnóstico más preciso sobre su desempeño relativo. En este esquema, 
el primero de los objetivos es de carácter contextual y comparativo para fortalecer la cons-
trucción de la región de referencia a partir del análisis de los seis estados, en tanto que el 
segundo es la parte central del trabajo, en el que Nayarit es el foco principal. La hipótesis 
subyacente es que la estructura económica de Nayarit, caracterizada por la dependencia de 
sectores y actividades económicas tradicionales, reduce su competitividad regional y podría 
haber actuado como un freno al crecimiento regional en comparación con economías más 
diversificadas, como la de Jalisco.

Localización e identificación de la región de análisis

Existen diversas regionalizaciones, definidas principalmente por la administración públi-
ca, en las que se integra a las entidades federativas en función de características específicas 
como recursos naturales, estructuras productivas, aspectos culturales, etc., con el propó-
sito de establecer marcos para el análisis, el diseño y la instrumentación de estrategias para 
la promoción del desarrollo económico y social. Entre las regionalizaciones más conoci-
das se encuentra la del i n e g i , que agrupa las entidades de la siguiente manera (2024): 
Noroeste: Baja California, Baja California Sur, Chihuahua, Durango, Sinaloa y Sonora; 
Noreste: Coahuila, Nuevo León y Tamaulipas; Occidente: Colima, Jalisco, Michoacán y 
Nayarit; Oriente: Hidalgo, Puebla, Tlaxcala y Veracruz; Centronorte: Aguascalientes, Gua-
najuato, Querétaro, San Luis Potosí y Zacatecas; Centrosur: Ciudad de México, Estado de 
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México y Morelos; Suroeste: Chiapas, Guerrero y Oaxaca, y Sureste: Campeche, Quintana 
Roo, Tabasco y Yucatán.

Para el presente estudio se toma como objeto la región conformada por seis entidades 
federativas de la República Mexicana localizadas en la franja centro-occidental y noroeste del 
país: Nayarit, Jalisco, Colima, Michoacán, Durango y Sinaloa, a la que aquí se le denomina 
región Pacífico-Centro-Occidente, integrada bajo criterios de contigüidad territorial y la exis-
tencia de vínculos económicos documentados entre ellas (véase figura 1).

En términos de localización, la mayoría de los estados considerados en esta región com-
parten colindancia con el océano Pacífico: Sinaloa, Nayarit, Jalisco, Colima y Michoacán, 
con rutas terrestres históricas que enlazan el altiplano con la costa. Las distancias entre las 
principales zonas metropolitanas son relativamente cortas, lo que genera dinámicas múltiples 
entre ellas; Tepic, Nayarit, y Guadalajara, Jalisco, se encuentran a 185 kilómetros de distancia 
en línea recta; Culiacán, Sinaloa, y Tepic se conectan por el corredor costero del Pacífico en 
alrededor de 450 kilómetros que conectan en la ruta con Mazatlán; Morelia, Michoacán, y 
Colima, Colima, se encuentran a menos de 350 kilómetros. Esta proximidad facilita los flujos 
de mercancías, trabajo y capital, en los que se fundamenta el análisis conjunto de la región.

La estructura productiva de las entidades federativas que conforman la región de estu-
dio es diferenciada. Jalisco se caracteriza por actividades manufactureras de alto valor agrega-
do como electrónica, alimentos procesados, tequila y servicios especializados en su zona me-
tropolitana principal; Sinaloa se especializa en agricultura comercial de exportación y pesca; 
Durango combina minería con silvicultura y manufactura de menor escala; Michoacán so-
bresale en agricultura de exportación (aguacate, berries), artesanías y comercio; mientras que 
Colima cuenta con el puerto de Manzanillo, que articula una economía vinculada al comercio 
exterior y los servicios portuarios. Por su parte, Nayarit apoya gran parte de su economía en el 
turismo costero, la construcción asociada a la inversión pública, la agricultura y los servicios 
de baja densidad tecnológica.

En las cadenas productivas que dinamizan la región se identifican tres vertientes prin-
cipales: 1) la cadena agroalimentaria del Pacífico, con flujos de insumos y productos entre 
los estados costeros y los mercados de Jalisco, a escala nacional y principalmente a Estados 
Unidos en el exterior; 2) la cadena manufacturera originada por la electrónica, con actividad 
central en Jalisco y efectos de proveeduría en entidades vecinas, y 3) la cadena turística cos-
tera, con la presencia de destinos como Mazatlán, la Riviera Nayarit, Puerto Vallarta, Ixta-
pa-Zihuatanejo y Manzanillo. En este contexto, considerando los planteamientos de Perroux 
(1955) en su aportación teórica sobre los polos de crecimiento, la relevancia de Jalisco es 
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Durango
PIB 2010  203’104,000
PIB 2021  243’354,000
Crecimiento 20%
Minería y manufactura

Sinaloa
PIB 2010 330’812,000
PIB 2021 410’335,000
Crecimiento 23%
Agricultura de exportación y agroindustria

Jalisco
PIB 2010 1’198,385,000
PIB 2021 1’438,123,000
Crecimiento 28%
Manufactura y servicios diversi�cados

Nayarit (Estado focal del estudio)
PIB 2010 103’374,000
PIB 2021 123’899,000
Crecimiento 18%

Colima
PIB 2010   87’650,000
PIB 2021 107’200,000
Crecimiento 22%
Actividades portuarias

Michoacán
PIB 2010 371’o55,000
PIB 2021 448’078,000
Crecimiento 21%
Agroindustria y actividades portuarias
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como polo dinamizador de la región, lo cual es el motivo para hacer el análisis comparativo 
del presente estudio (véase figura 1).

Marco conceptual del análisis de la evolución económica regional 

y el modelo shift-share

Fundamentos teóricos del desarrollo económico regional

El estudio de la evolución económica regional tiene que estar vinculado con los grandes 
paradigmas del desarrollo económico. Tradicionalmente, la economía neoclásica ha pos-
tulado que, en ausencia de barreras, los factores de producción (capital y trabajo) se mo-
verán hacia las regiones con mayores rendimientos, lo que eventualmente conduciría a 
una convergencia económica entre regiones ricas y pobres (Barro y Sala-i-Martin, 1992). 
Sin embargo, la realidad empírica ha demostrado que este proceso de convergencia no 
es automático ni universal, y en economías como la mexicana se observa la persistencia 
de marcadas brechas regionales, expresadas en disparidades crecientes (Esquivel, 1999; 
Cermeño, 2001).

Por su parte, las teorías del desarrollo endógeno (Vázquez, 2007) y de los polos de creci-
miento (Perroux, 1955) muestran coincidencias en torno al argumento de que el crecimiento 
regional es un proceso acumulativo inducido por fuerzas internas. Estas fuerzas incluyen in-
novación tecnológica, inversión en capital humano, calidad de instituciones e infraestructura, 
así como la formación de economías de aglomeración. Krugman (1991) señala que fuerzas 
centrípetas como las economías de escala, la reducción de costos de transporte y los encade-
namientos productivos tienden a concentrar la actividad económica en ciertos nodos espa-
ciales, lo que podría explicar la polarización que muestra la región de estudio entre Jalisco y 
los estados periféricos. En este mismo sentido, las teorías del crecimiento endógeno (Romer, 
1990; Lucas, 1988) señalan que la acumulación de conocimiento, capital humano y aprendi-
zaje tecnológico genera rendimientos crecientes en las regiones que ya cuentan con una base 
productiva diversificada, lo que profundiza las asimetrías regionales.

En este contexto, algunas regiones se convierten en polos de crecimiento que, a través de 
efectos de arrastre (hacia adelante y hacia atrás), pueden impulsar o inhibir el crecimiento de 
regiones periféricas. El análisis de la evolución económica, por tanto, busca identificar cuáles 
son estas fuerzas endógenas y cómo se manifiestan en la estructura productiva y el desempe-
ño de cada región.

Desde esta perspectiva, el análisis de la evolución económica regional se enfoca en pre-
guntas clave: ¿por qué algunas regiones crecen más rápido que otras?, ¿qué papel desempe-
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ñan las estructuras sectoriales en este proceso?, ¿cómo influyen las interacciones entre los 
sectores, actividades económicas y entre las regiones? y ¿de qué manera las políticas públicas 
pueden fomentar un crecimiento más equitativo y sostenible?

La importancia del análisis estructural y dinámico

El análisis de la evolución económica regional se puede abordar con dos enfoques com-
plementarios: el análisis estructural y el análisis dinámico. El primero se centra en la com-
posición de la economía en un momento dado; examina la importancia relativa de cada 
sector (agricultura, industria, servicios) en términos de su contribución al p i b , el empleo 
o el valor agregado. Herramientas como los coeficientes de especialización o los cocien-
tes de localización (location quotient) son fundamentales para identificar las fortalezas y 
debilidades de una región (Isard, 1960). El análisis dinámico, por su parte, se enfoca en 
cómo cambia esta estructura a lo largo del tiempo. Busca entender los patrones de creci-
miento, la diversificación o la especialización de la economía regional. Es en este punto 
donde el modelo shift-share cobra una relevancia fundamental, ya que permite descom-
poner y explicar las causas del crecimiento regional.

El modelo shift-share: un paradigma del análisis descriptivo 

El modelo shift-share es una de las técnicas más conocidas y utilizadas en el análisis eco-
nómico regional. Una gran cantidad de estudios realizados en el mundo y en México la 
han utilizado para hacer análisis regional abordando el comportamiento de la economía 
en general y temas más específicos, como transporte, turismo, empleo o industria maqui-
ladora, como lo consignan Félix et al. (2024). El modelo surge en la década de 1940, y con 
el propósito de otorgarle mayor solidez, se le han hecho numerosas adaptaciones y críti-
cas (Dunn, 1960). En esencia, es una técnica cuantitativa que descompone la variación 
de una variable económica (generalmente empleo o p i b) en una región específica, en 
tres componentes principales. La fortaleza del modelo radica en su capacidad de ofrecer 
un diagnóstico rápido y claro sobre las fuentes del crecimiento regional en comparación 
con una región de referencia.

Los tres componentes del modelo se pueden conceptualizar de la siguiente manera. El 
primero es el efecto de la participación nacional (national share effect, n s e), que representa 
la porción del crecimiento de la región debido simplemente a que la estructura productiva 
crece a nivel de la economía de referencia (nacional o, en nuestro caso, regional). Es un efecto 
pasivo. Esto se interpreta como que, si una región no tuviera ninguna ventaja o desventaja 
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particular, su crecimiento sectorial sería proporcional al crecimiento de la región de referen-
cia. Este componente establece el punto de referencia o el crecimiento esperado. Un resultado 
significativo de este efecto indica que la región está bien integrada en la dinámica económica 
general.

El segundo componente, que es el efecto de la mezcla industrial (industrial mix effect, 
i m e), mide si la estructura económica de la región está compuesta por sectores que crecen 
más rápido o más lento que el promedio de la región de referencia. Esto se interpreta como 
que un valor positivo para el i m e  sugiere que la región tiene una ventaja estructural, es decir, 
está especializada en industrias de alto crecimiento. Un valor negativo indica que la estructura 
económica está sesgada hacia sectores de bajo crecimiento (por ejemplo, sectores tradicio-
nales o con baja demanda). Este efecto es crucial porque revela la inercia estructural de una 
economía y su potencial inherente de crecimiento (Stimson et al., 2006).

El tercer componente es el efecto de la competitividad local o regional (regional shift 
effect, r s e), que es el residuo del modelo. Mide la parte del crecimiento que no puede expli-
carse ni por la dinámica nacional ni por la composición sectorial. Se interpreta como que un 
r s e  positivo indica que los sectores de la región crecieron más rápido de lo esperado, es de-
cir, son competitivos. Esto puede ser el resultado de factores endógenos y locales, como una 
mayor productividad laboral, mejor tecnología, economías de escala, infraestructura supe-
rior, capital humano cualificado, acceso a mercados, incentivos fiscales, programas de apoyo a 
la innovación. Un r s e  negativo, por el contrario, sugiere una desventaja competitiva, lo cual 
indica que la región tiene problemas estructurales o de gestión que le impiden capitalizar sus 
recursos al mismo nivel que sus competidores (Miller y Blair, 2009). 

Críticas y extensiones del modelo shift-share

A pesar de su utilidad, el modelo shift-share ha sido objeto de importantes críticas. Una 
de ellas es su naturaleza descriptiva, no causal, lo cual significa que describe las fuentes de 
crecimiento, pero no explica las causas que lo producen. Un r s e  positivo nos dice que 
una región es competitiva, pero no por qué lo es. También ha sido objeto de crítica la sen-
sibilidad a la agregación de datos, pues la desagregación sectorial es crucial. Un análisis 
muy agregado puede ocultar dinámicas importantes. Asimismo, se debe tomar en cuenta 
la elección de la región de referencia, ya que los resultados dependen en gran medida de 
ella. Diferentes referencias (por ejemplo, el promedio del país versus el promedio de una 
región vecina) pueden alterar la interpretación. Por último, otra crítica tiene que ver con 
la interdependencia de los efectos: se ha argumentado que los tres efectos no son total-
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mente independientes. La especialización en un sector de alto crecimiento (i m e  positi-
vo) puede estar vinculada a una mayor competitividad (r s e  positivo).

Para abordar estas limitaciones se han desarrollado extensiones del modelo, como el 
shift-share estático-dinámico, que considera el cambio de la estructura sectorial a lo largo del 
tiempo, o el shift-share en el contexto de econometría, que busca identificar los determinantes 
estadísticos de los efectos de competitividad (Stimson et al., 2006). Estas extensiones se han 
aplicado en estudios regionales del país a efecto de analizar la dinámica de entidades como 
el Estado de México, Nuevo León y la región fronteriza norte (Esteban, 2000; Félix y Parra, 
2024), que pueden ser un referente empírico para contrastar los resultados de este trabajo. 

Aplicación al caso de la región Pacífico-Centro-Occidente 

En el contexto de este documento, el modelo shift-share se convierte en una herramien-
ta relevante para comprender la complejidad del crecimiento regional. La elección de la 
suma de los seis estados como región de referencia es estratégica, pues permite comparar 
el desempeño de cada uno no con el promedio de una economía vasta y heterogénea 
como la mexicana, sino con el de sus competidores y socios directos, con los que com-
parte vecindad. Esto hace que el efecto de la competitividad local (r s e) sea una medida 
mucho más relevante de las ventajas o desventajas comparativas en el entorno regional 
inmediato.

Retomando la teoría de los polos de crecimiento, el análisis que presenta este artículo 
otorga la posibilidad de revisar en qué medida Jalisco funciona como polo dinamizador y si 
sus efectos de difusión alcanzan a Nayarit y las demás entidades que conforman la región o 
si, por el contrario, éstas permanecen como periferia económica (Bassols, 1985; Sánchez, 
2018). En resumen, el marco conceptual aquí presentado proporciona las herramientas teóri-
cas y metodológicas para ir más allá de la mera observación de las tasas de crecimiento, pues 
permite diagnosticar si un crecimiento bajo es el resultado de una economía estancada a nivel 
general (n s e), una estructura productiva obsoleta (i m e) o una falta de competitividad local 
(r s e). Esta distinción es fundamental para formular políticas públicas, ya que un problema 
de estructura requiere estrategias de diversificación, mientras que uno de competitividad exi-
ge reformas en factores como productividad, infraestructura y entorno de negocios.

Materiales y métodos

Para llevar a cabo el análisis propuesto se empleó una metodología cuantitativa basada en 
la técnica de shift-share que, como ya se mencionó, es ampliamente utilizada en el análisis 
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C u a d r o  1. Producto interno bruto por actividad económica y entidad federativa, 2010

(millones de pesos constantes a precios de 2013)

Actividad económica Nayarit Sinaloa Durango Jalisco Michoacán Colima

Agricultura, cría y explotación de animales, aprovechamien-

to forestal, pesca y caza

7 593.762 33 660.45 17,428 55 802.037 33 923.768 4 510.975

Minería 1 124.764 2 686.265 6,130 2 149.883 1 888.441 1 861.592

Minería no petrolera 1 124.764 2 686.265 6,130 2 149.883 1 888.441 1 861.592

Generación, transmisión y distribución de energía eléctrica, 

suministro de agua y de gas por ductos al consumidor final

2 499.573 7 880.059 3,521 13 774.414 6 948.164 3 323.166

Construcción 10 990.043 37 630.017 13,247 75 457.266 18 248.739 12 991.618

Industrias manufactureras 5 463.227 24 470.775 27,706 191 863.576 39 399.9489999999 3 796.476

Industria alimentaria 3 034.663 17 744.361 15,389 59 155.076 11 079.958 2 615.889

Industria de las bebidas y del tabaco 887 1 682.894 285 25 840.71 509 41

Fabricación de insumos textiles y acabado de textiles; 

fabricación de productos textiles, excepto prendas de vestir

19 160 96 1 269.788 514 23

Fabricación de prendas de vestir; curtido y acabado de cuero 

y piel, y fabricación de productos de cuero, piel y materiales 

sucedáneos

75 385 1,923 6 253.085 730 69

Industria de la madera 109 142 4,957 1 425.316 2 336.482 42

Industria del papel; ímpresión e industrias conexas 78 880 359 4 477.199 537 42

Fabricación de productos derivados del petróleo y del c

arbón; industria química; industria del plástico y del hule

722 421 683 23 354.525 3 148.048 172

Fabricación de productos a base de minerales no metálicos 263 369 589 3 026.862 612 197

Industrias metálicas básicas; fabricación de productos 

metálicos

169 1 425.43 972 12 517.469 17 867.963 285

Fabricación de maquinaria y equipo; fabricación de equipo 

de computación, comunicación, medición y de otros equi-

pos, componentes y accesorios electrónicos; fabricación de 

accesorios, aparatos eléctricos y equipo de generación de 

energía eléctrica; fabricación de equipo de transporte

9 816 2,044 48 725.458 503 215

Fabricación de muebles, colchones y persianas 67 323 328 3 459.719 722 56

Otras industrias manufactureras 31 122 80 2 358.369 840 38

Comercio al por mayor 5 786.426 32 517.9 15,483 88 338.568 30 964.317 6 092.52

Comercio al por menor 10 382.466 35 791.144 12,704 107 044.869 36 535.579 8 654.165

Transportes, correos y almacenamiento 4 074.898 19 190.249 12,493 45 115.212 23 304.744 7 563.311

Información en medios masivos 434 2 240.345 917 11 745.883 1 992.821 644
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de la economía regional para descomponer las dife-
rencias en el crecimiento del empleo o el p i b  de una 
región en comparación con una región de referencia, 
en este caso la región conformada por Nayarit y cin-
co estados vecinos, con el propósito de hacer el aná-
lisis particular de éste en el contexto de la influencia 
de las economías circundantes.

Fuentes de datos

Los datos primarios para este estudio provienen de 
las bases de datos proporcionadas por el i n e g i , que 
contienen el p i b  sectorial de los estados de Naya-
rit, Jalisco, Colima, Michoacán, Durango y Sinaloa 
en los años 2010 y 2021, mismos que se muestran 
en los cuadros 1 y 2. Los valores se expresan en mi-
llones de pesos a precios constantes de 2013, lo que 
permite hacer un análisis comparativo sin los efectos 
distorsionadores de la inflación. La desagregación 
sectorial abarca las principales actividades económi-
cas, lo cual posibilita una visión detallada de la es-
tructura productiva.

El modelo shift-share  

El modelo shift-share descompone la variación en 
una variable económica —en este caso el p i b — de 
una región específica en tres componentes principa-
les. La variación del p i b  de un sector i en el estado j 
entre el año inicial (t0) y el año final (t1), denotada 
como ​, puede ser expresada de la siguiente manera:  

Δ Yij   =  Yij(t1)  –  (t0)

Esta variación se descompone en tres efectos. El 
primero de ellos es el efecto de la participación nacio-

C u a d r o  1. Producto interno bruto por actividad económica y entidad federativa, 2010

(millones de pesos constantes a precios de 2013)

Actividad económica Nayarit Sinaloa Durango Jalisco Michoacán Colima

Agricultura, cría y explotación de animales, aprovechamien-

to forestal, pesca y caza

7 593.762 33 660.45 17,428 55 802.037 33 923.768 4 510.975

Minería 1 124.764 2 686.265 6,130 2 149.883 1 888.441 1 861.592

Minería no petrolera 1 124.764 2 686.265 6,130 2 149.883 1 888.441 1 861.592

Generación, transmisión y distribución de energía eléctrica, 

suministro de agua y de gas por ductos al consumidor final

2 499.573 7 880.059 3,521 13 774.414 6 948.164 3 323.166

Construcción 10 990.043 37 630.017 13,247 75 457.266 18 248.739 12 991.618

Industrias manufactureras 5 463.227 24 470.775 27,706 191 863.576 39 399.9489999999 3 796.476

Industria alimentaria 3 034.663 17 744.361 15,389 59 155.076 11 079.958 2 615.889

Industria de las bebidas y del tabaco 887 1 682.894 285 25 840.71 509 41

Fabricación de insumos textiles y acabado de textiles; 

fabricación de productos textiles, excepto prendas de vestir

19 160 96 1 269.788 514 23

Fabricación de prendas de vestir; curtido y acabado de cuero 

y piel, y fabricación de productos de cuero, piel y materiales 

sucedáneos

75 385 1,923 6 253.085 730 69

Industria de la madera 109 142 4,957 1 425.316 2 336.482 42

Industria del papel; ímpresión e industrias conexas 78 880 359 4 477.199 537 42

Fabricación de productos derivados del petróleo y del c

arbón; industria química; industria del plástico y del hule

722 421 683 23 354.525 3 148.048 172

Fabricación de productos a base de minerales no metálicos 263 369 589 3 026.862 612 197

Industrias metálicas básicas; fabricación de productos 

metálicos

169 1 425.43 972 12 517.469 17 867.963 285

Fabricación de maquinaria y equipo; fabricación de equipo 

de computación, comunicación, medición y de otros equi-

pos, componentes y accesorios electrónicos; fabricación de 

accesorios, aparatos eléctricos y equipo de generación de 

energía eléctrica; fabricación de equipo de transporte

9 816 2,044 48 725.458 503 215

Fabricación de muebles, colchones y persianas 67 323 328 3 459.719 722 56

Otras industrias manufactureras 31 122 80 2 358.369 840 38

Comercio al por mayor 5 786.426 32 517.9 15,483 88 338.568 30 964.317 6 092.52

Comercio al por menor 10 382.466 35 791.144 12,704 107 044.869 36 535.579 8 654.165

Transportes, correos y almacenamiento 4 074.898 19 190.249 12,493 45 115.212 23 304.744 7 563.311

Información en medios masivos 434 2 240.345 917 11 745.883 1 992.821 644
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nal (national share effect, n s e ), que mide el crecimiento que la economía del estado j habría 
experimentado si todos sus sectores hubieran crecido a la misma tasa que el total de la econo-
mía de referencia, en este caso la región conformada por los seis estados seleccionados. Este 
efecto representa el crecimiento que la región experimenta simplemente por su pertenencia a 
un entorno económico dinámico.

Donde YT ​ es el p i b  total de la región de referencia.
El segundo es el efecto de la mezcla industrial (industrial mix effect, i m e). Este com-

ponente mide si la estructura económica del estado j está especializada en sectores de creci-
miento rápido o lento a nivel regional. Un valor positivo indica que el estado está especializa-
do en sectores con tasas de crecimiento por encima del promedio regional, mientras que un 
valor negativo sugiere una concentración en sectores de bajo crecimiento.

Actividad económica Nayarit Sinaloa Durango Jalisco Michoacán Colima

Servicios financieros y de seguros 1 872.989 7 898.062 2,889 24 325.141 7 379.985 1 548.202

Servicios inmobiliarios y de alquiler de bienes muebles 

e intangibles

15 199.592 39 523.621 21,387 127 833.348 50 132.433 10 685.624

Servicios profesionales, científicos y técnicos 699 2 865.716 2,111 16 645.916 2 350.546 786

Corporativos 8 2 946.999 827 1,000 252 0

Servicios de apoyo a los negocios y manejo de residuos y 

desechos, y servicios de remediación

1 786.77 4 179.394 2,983 25 869.55 4 965.787 1 630.053

Servicios educativos 6 691.865 18 083.182 10,111 37 869.074 26 313.419 4 690.026

Servicios de salud y de asistencia social 2 968.622 7 594.564 4,622 20 762.199 8 266.261 2 730.634

Servicios de esparcimiento culturales y deportivos, y otros 

servicios recreativos

398 1 477.469 224 4 454.281 1 592.486 236

Servicios de alojamiento temporal y de preparación de 

alimentos y bebidas

10 144.167 9 371.723 2,345 22 724.65 7 457.483 3 081.683

Otros servicios excepto actividades gubernamentales 2 273.914 9 786.825 2,845 20 814.163 9 651.053 1 900.472

Actividades legislativas, gubernamentales, de impartición de 

justicia y de organismos internacionales y extraterritoriales

7 394.722 12 860.354 9,294 31 782.065 18 199.499 5 265.933

Total 10 4374.125 33 9812.153 203 104.315 1 119 385.296 371 055.65 87 650.246

Fuente: Elaboración propia con datos de i n e g i  (2022).
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Donde YiT es el p i b  del sector i en la región de re-
ferencia.

El tercero es el efecto de la competitividad local 
(regional shift effect, r s e). Este es el componente más 
interesante desde la perspectiva de la política pública. 
Mide la competitividad del sector i en el estado j en re-
lación con el mismo sector a nivel regional. Un valor 
positivo indica que el sector i en el estado j creció a un 
ritmo superior al promedio regional para ese sector, lo 
que puede ser atribuido a factores locales como la pro-
ductividad, la inversión, la innovación o la eficiencia. 
Un valor negativo sugiere lo contrario.

La suma de estos tres efectos para todos los secto-
res de un estado j equivale a la variación total del p i b 

de ese estado:

Para este estudio, la región de referencia (nacional) se definió como la suma de las eco-
nomías de los seis estados citados. El análisis se realizó para cada una de las entidades, pero se 
puso un énfasis particular en la descomposición del crecimiento de Nayarit para entender su 
desempeño en contraste con los estados vecinos.

Resultados

El análisis de la evolución económica regional entre 2010 y 2021 revela una notable diver-
gencia en las trayectorias de crecimiento de los distintos estados.

Evolución del p i b  regional, 2010-2021

Como se observa en el cuadro 3, la región en su conjunto experimentó un crecimiento 

Actividad económica Nayarit Sinaloa Durango Jalisco Michoacán Colima

Servicios financieros y de seguros 1 872.989 7 898.062 2,889 24 325.141 7 379.985 1 548.202

Servicios inmobiliarios y de alquiler de bienes muebles 

e intangibles

15 199.592 39 523.621 21,387 127 833.348 50 132.433 10 685.624

Servicios profesionales, científicos y técnicos 699 2 865.716 2,111 16 645.916 2 350.546 786

Corporativos 8 2 946.999 827 1,000 252 0

Servicios de apoyo a los negocios y manejo de residuos y 

desechos, y servicios de remediación

1 786.77 4 179.394 2,983 25 869.55 4 965.787 1 630.053

Servicios educativos 6 691.865 18 083.182 10,111 37 869.074 26 313.419 4 690.026

Servicios de salud y de asistencia social 2 968.622 7 594.564 4,622 20 762.199 8 266.261 2 730.634

Servicios de esparcimiento culturales y deportivos, y otros 

servicios recreativos

398 1 477.469 224 4 454.281 1 592.486 236

Servicios de alojamiento temporal y de preparación de 

alimentos y bebidas

10 144.167 9 371.723 2,345 22 724.65 7 457.483 3 081.683

Otros servicios excepto actividades gubernamentales 2 273.914 9 786.825 2,845 20 814.163 9 651.053 1 900.472

Actividades legislativas, gubernamentales, de impartición de 

justicia y de organismos internacionales y extraterritoriales

7 394.722 12 860.354 9,294 31 782.065 18 199.499 5 265.933

Total 10 4374.125 33 9812.153 203 104.315 1 119 385.296 371 055.65 87 650.246

Fuente: Elaboración propia con datos de i n e g i  (2022).
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C u a d r o  2. Producto interno bruto por actividad económica y entidad federativa, 2021

(millones de pesos constantes a precios de 2013)

Actividad económica Nayarit Sinaloa Durango Jalisco Michoacán Colima

Agricultura, cría y explotación de animales, aprovecha-

miento forestal, pesca y caza

8 670.162 43 180.254 20 922.914 73 488.856 57 526.451 5 263.935

Minería 1 380.807 2 426.34 10 577.363 2 128.944 1 772.357 1 849.77

Minería no petrolera 1 380.807 2 426.34 10 577.363 2 128.944 1 772.357 1 849.77

Generación, transmisión y distribución de energía eléctrica, 

suministro de agua y de gas por ductos al consumidor final

3 995.07 6 989.667 2 659.966 14 788.697 6 131.934 4 731.649

Construcción 10 777.306 29 000.489 13 689.395 80 273.58 13 782.246 10 701.672

Industrias manufactureras 6 315.979 33 843.279 33 409.994 24 9075.726 39 363.76 4 080.152

Industria alimentaria 3 569.329 25 677.096 17 663.273 73 663.6 13 725.098 3 027.648

Industria de las bebidas y del tabaco 1 177.506 1 915.493 495 38 726.251 1 133.912 50

Fabricación de insumos textiles y acabado de textiles; fabri-

cación de productos textiles, excepto prendas de vestir

19 174 128 1 099.201 658 26

Fabricación de prendas de vestir; curtido y acabado de 

cuero y piel, y fabricación de productos de cuero, piel y 

materiales sucedáneos

77 331 2 735.968 2 863.358 537 61

Industria de la madera 198 351 5 802.366 1 058.667 2 321.881 36

Industria del papel; impresión e industrias conexas 40 713 378 4 914.021 578 30

Fabricación de productos derivados del petróleo y del 

carbón; industria química; industria del plástico y del hule

744 711 864 34 728.1079999999 3 459.697 218

Fabricación de productos a base de minerales no metálicos 194 722 464 3 437.579 515 155

Industrias metálicas básicas; fabricación de productos 

metálicos

118 1 357.603 964 13 657.222 14 610.3159999999 141

Fabricación de maquinaria y equipo; fabricación de equipo 

de computación, comunicación, medición y de otros equi-

pos, componentes y accesorios electrónicos; fabricación de 

accesorios, aparatos eléctricos y equipo de generación de 

energía eléctrica; fabricación de equipo de transporte

64 1 357.364 3 230.26199999999 69 187.196 529 231

Fabricación de muebles, colchones y persianas 60 331 525 2 902.841 495 56

Otras industrias manufactureras 54 204 162 2 837.682 800 49

Comercio al por mayor 8 306.562 48 028.493 16 902.685 141 971.444 45 564.283 9 522.104

Comercio al por menor 13 307.594 45 420.979 17 513.638 123 364.121 49 633.603 1 2907.101

Transportes, correos y almacenamiento 4 125.436 23 191.575 13 398.41 58 361.404 25 751.918 13 109.029

Información en medios masivos 1 160.937 5 036.931 2 860.562 29 128.171 4 540.947 1 629.296
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del p i b  de 24.97%. Este crecimiento fue 
liderado por Jalisco, que registró un in-
cremento del 28.47% y superó significa-
tivamente el promedio regional. Nayarit, 
aunque tuvo un crecimiento positivo del 
18.70%, se ubicó por debajo del prome-
dio, lo mismo que Durango (20.32%) y 
Michoacán (20.76%). Colima y Sinaloa 
mostraron tasas de crecimiento más cer-
canas a la media regional, aunque tam-
bién por debajo de ésta. 

Respecto a esta tendencia, es impor-
tante señalar que las divergencias en el creci-
miento económico entre estados tienen un 
origen multifactorial; sin embargo, la con-
formación de la estructura de la economía 
de cada entidad federativa es determinante.

Así, se puede observar que Jalisco 
muestra una dinámica económica basada 
en las industrias manufactureras, las cuales 
tanto en 2010 como en 2021 fueron las acti-
vidades que más aportaron a la producción 
estatal, mientras que en Nayarit, Michoacán 
y Sinaloa las actividades económicas de ma-
yor producción fueron las relacionadas con 
los servicios inmobiliarios y de alquiler de 
bienes muebles e intangibles, lo cual hace 
una gran diferencia en cuanto a los efectos 
en el crecimiento de la economía.

La economía de Durango, al igual que 
la de Jalisco, tuvo mayor producción en las 
industrias manufactureras; pero el nivel de 
producción es menor quizá por el tipo de 
giros de las industrias, su tamaño y su diná-

C u a d r o  2. Producto interno bruto por actividad económica y entidad federativa, 2021

(millones de pesos constantes a precios de 2013)

Actividad económica Nayarit Sinaloa Durango Jalisco Michoacán Colima

Agricultura, cría y explotación de animales, aprovecha-

miento forestal, pesca y caza

8 670.162 43 180.254 20 922.914 73 488.856 57 526.451 5 263.935

Minería 1 380.807 2 426.34 10 577.363 2 128.944 1 772.357 1 849.77

Minería no petrolera 1 380.807 2 426.34 10 577.363 2 128.944 1 772.357 1 849.77

Generación, transmisión y distribución de energía eléctrica, 

suministro de agua y de gas por ductos al consumidor final

3 995.07 6 989.667 2 659.966 14 788.697 6 131.934 4 731.649

Construcción 10 777.306 29 000.489 13 689.395 80 273.58 13 782.246 10 701.672

Industrias manufactureras 6 315.979 33 843.279 33 409.994 24 9075.726 39 363.76 4 080.152

Industria alimentaria 3 569.329 25 677.096 17 663.273 73 663.6 13 725.098 3 027.648

Industria de las bebidas y del tabaco 1 177.506 1 915.493 495 38 726.251 1 133.912 50

Fabricación de insumos textiles y acabado de textiles; fabri-

cación de productos textiles, excepto prendas de vestir

19 174 128 1 099.201 658 26

Fabricación de prendas de vestir; curtido y acabado de 

cuero y piel, y fabricación de productos de cuero, piel y 

materiales sucedáneos

77 331 2 735.968 2 863.358 537 61

Industria de la madera 198 351 5 802.366 1 058.667 2 321.881 36

Industria del papel; impresión e industrias conexas 40 713 378 4 914.021 578 30

Fabricación de productos derivados del petróleo y del 

carbón; industria química; industria del plástico y del hule

744 711 864 34 728.1079999999 3 459.697 218

Fabricación de productos a base de minerales no metálicos 194 722 464 3 437.579 515 155

Industrias metálicas básicas; fabricación de productos 

metálicos

118 1 357.603 964 13 657.222 14 610.3159999999 141

Fabricación de maquinaria y equipo; fabricación de equipo 

de computación, comunicación, medición y de otros equi-

pos, componentes y accesorios electrónicos; fabricación de 

accesorios, aparatos eléctricos y equipo de generación de 

energía eléctrica; fabricación de equipo de transporte

64 1 357.364 3 230.26199999999 69 187.196 529 231

Fabricación de muebles, colchones y persianas 60 331 525 2 902.841 495 56

Otras industrias manufactureras 54 204 162 2 837.682 800 49

Comercio al por mayor 8 306.562 48 028.493 16 902.685 141 971.444 45 564.283 9 522.104

Comercio al por menor 13 307.594 45 420.979 17 513.638 123 364.121 49 633.603 1 2907.101

Transportes, correos y almacenamiento 4 125.436 23 191.575 13 398.41 58 361.404 25 751.918 13 109.029

Información en medios masivos 1 160.937 5 036.931 2 860.562 29 128.171 4 540.947 1 629.296
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Actividad económica Nayarit Sinaloa Durango Jalisco Michoacán Colima

Servicios financieros y de seguros 3 770.314 17 992.018 5 793.97 51 982.111 18 032.696 3 301.125

Servicios inmobiliarios y de alquiler de bienes muebles e 

intangibles

18 373.954 47 543.343 25 812.175 160 434.69 58 057.287 13 611.07

Servicios profesionales, científicos y técnicos 1 003.176 4 017.916 2 844.486 25 297.326 3 169.909 1 108.9

Corporativos 12 4 479.991 1 222.697 1 514.514 343 0

Servicios de apoyo a los negocios y manejo de residuos y 

desechos, y servicios de remediación

1 942.542 4 701.383 2 899.222 23 528.851 5 139.649 1 699.225

Servicios educativos 7 318.48 19 813.035 10 130.565 36 472.643 27 268.482 4 830.401

Servicios de salud y de asistencia social 3 653.213 8 110.532 4 620.702 27 209.506 10 807.258 2 655.566

Servicios de esparcimiento culturales y deportivos, y otros 

servicios recreativos

212 1 179.685 169 3 677.855 1 359.756 192

Servicios de alojamiento temporal y de preparación de ali-

mentos y bebidas

10 582.671 14 415.93 2 284.331 28 017.908 7 447.188 2 726.725

Otros servicios excepto actividades gubernamentales 2 641.222 9 619.277 2 987.413 20 769.771 10 180.103 2 004.395

Actividades legislativas, gubernamentales, de impartición 

de justicia y de organismos internacionales y extraterrito-

riales

8 642.994 14 074.871 9 697.929 35 432.846 21 069.351 5 436.508

Total 123 889.136 419 335.607 244 384.336 1 438 123.634 448 078.766 107 290.591

Fuente: Elaboración propia con datos de i n e g i  (2022).

C u a d r o  3. Crecimiento del producto interno bruto por entidad federativa, 2010-2021

(millones de pesos constantes a precios de 2013)

Estado PIB  2010 PIB  2021 Crecimiento 

absoluto

Tasa de crecimiento

Nayarit 104 374.125 123 889.136 19 515.011 18.7%

Sinaloa 339 812.153 419 335.607 79 523.454 23.4%

Durango 203 104.315 244 384.336 41 280.021 20.3%

Jalisco 1 119 385.296 1 438 123.634 318 738.338 28.5%

Michoacán 371 055.65 448 078.766 77 023.116 20.8%

Colima 87 650.246 107 290.591 19 640.345 22.4%

Total región 2 225 381.785 2 781 102.07 555 720.285 25.0%

Fuente: Elaboración propia con base en datos de i n e g i  (2022).

mica. Colima, por su parte, en 2010 registró mayor producción en la construcción; pero en 
2021, como en el resto de los estados, las actividades más importantes fueron las de servicios 
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inmobiliarios y de alquiler de bienes mue-
bles e intangibles.

Al revisar la participación porcentual 
de Nayarit en la producción en cada una 
de las actividades económicas en 2010 y 
2021 y la diferencia entre la de un año y la 
de otro —que se observa en el cuadro 4—, 
se puede ver que las tres actividades que 
mostraron una diferencia porcentual posi-
tiva fueron las de servicios financieros y de 
seguros (1.25%), comercio al por mayor 
(1.16%) y la generación, transmisión y dis-
tribución de energía eléctrica, suministro 
de agua y de gas por ductos al consumidor 
final (0.83%). Estas actividades, por lo de-
más, no muestran una diferencia positiva 
significativa, lo cual sugiere que la entidad 
tiene una dinámica económica débil y una 
estructura terciaria. Y aunque aparece la ge-
neración de electricidad como actividad in-

dustrial, es importante mencionar que la electricidad producida por las tres presas hidroeléc-
tricas que operan en el estado no representa un beneficio real para la economía nayarita ya 
que se destina al consumo nacional y en Nayarit no hay una industria que aproveche una 
mayor parte de ella para generar riqueza local. 

Por otro lado, al analizar esta misma participación porcentual en las actividades eco-
nómicas que mostraron diferencias negativas en Nayarit se encuentra que son las relaciona-
das con la construcción (-1.83%), los servicios de alojamiento temporal y de preparación de 
alimentos y bebidas (-1.18%), y transportes, correos y almacenamiento (-0.57%), como se 
observa en el cuadro 4.

En este sentido, es muy relevante hacer notar que tradicionalmente la economía nayarita 
ha dependido en gran medida de la construcción derivada de la inversión pública. En este 
aspecto, el resultado negativo llevaría a revisar el comportamiento de la aplicación de los re-
cursos públicos durante el periodo de análisis para precisar la problemática que ha implicado 
esta reducción y explicar con mayor detalle la dinámica económica de la entidad.

Actividad económica Nayarit Sinaloa Durango Jalisco Michoacán Colima

Servicios financieros y de seguros 3 770.314 17 992.018 5 793.97 51 982.111 18 032.696 3 301.125

Servicios inmobiliarios y de alquiler de bienes muebles e 

intangibles

18 373.954 47 543.343 25 812.175 160 434.69 58 057.287 13 611.07

Servicios profesionales, científicos y técnicos 1 003.176 4 017.916 2 844.486 25 297.326 3 169.909 1 108.9

Corporativos 12 4 479.991 1 222.697 1 514.514 343 0

Servicios de apoyo a los negocios y manejo de residuos y 

desechos, y servicios de remediación

1 942.542 4 701.383 2 899.222 23 528.851 5 139.649 1 699.225

Servicios educativos 7 318.48 19 813.035 10 130.565 36 472.643 27 268.482 4 830.401

Servicios de salud y de asistencia social 3 653.213 8 110.532 4 620.702 27 209.506 10 807.258 2 655.566

Servicios de esparcimiento culturales y deportivos, y otros 

servicios recreativos

212 1 179.685 169 3 677.855 1 359.756 192

Servicios de alojamiento temporal y de preparación de ali-

mentos y bebidas

10 582.671 14 415.93 2 284.331 28 017.908 7 447.188 2 726.725

Otros servicios excepto actividades gubernamentales 2 641.222 9 619.277 2 987.413 20 769.771 10 180.103 2 004.395

Actividades legislativas, gubernamentales, de impartición 

de justicia y de organismos internacionales y extraterrito-

riales

8 642.994 14 074.871 9 697.929 35 432.846 21 069.351 5 436.508

Total 123 889.136 419 335.607 244 384.336 1 438 123.634 448 078.766 107 290.591

Fuente: Elaboración propia con datos de i n e g i  (2022).
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C u a d r o  4. Diferencia en la participación porcentual 

de las actividades económicas en el p i b  de Nayarit, 2010-2021

(ordenada de mayor a menor diferencia)

Actividad económica Participación 

porcentual 2010

Participación

porcentual 2021

Diferencia

Servicios financieros y de seguros 1.79 3.04 1.25

Comercio al por mayor 5.54 6.70 1.16

Generación, transmisión y distribución de 

energía eléctrica, suministro de agua y de gas 

por ductos al consumidor final

2.39 3.22 0.83

Comercio al por menor 9.95 10.74 0.79

Información en medios masivos 0.42 0.94 0.52

Servicios inmobiliarios y de alquiler de bienes 

muebles e intangibles

14.56 14.83 0.27

Servicios profesionales, científicos y técnicos 0.67 0.81 0.14

Servicios de salud y de asistencia social 2.84 2.95 0.10

Industria de las bebidas y del tabaco 0.85 0.95 0.10

Industria de la madera 0.10 0.16 0.06

Fabricación de maquinaria y equipo; fabrica-

ción de equipo de computación, comunica-

ción, medición y de otros equipos, compo-

nentes y accesorios electrónicos; fabricación 

de accesorios, aparatos eléctricos y equipo de 

generación de energía eléctrica; fabricación 

de equipo de transporte

0.01 0.05 0.04

Minería 1.08 1.11 0.04

Minería no petrolera 1.08 1.11 0.04

Otras industrias manufactureras 0.03 0.04 0.01

Corporativos 0.01 0.01 0.00

Fabricación de insumos textiles y acabado 

de textiles; fabricación de productos textiles, 

excepto prendas de vestir

0.02 0.02 0.00

Fabricación de prendas de vestir; curtido y 

acabado de cuero y piel, y fabricación de pro-

ductos de cuero, piel y materiales sucedáneos

0.07 0.06 -0.01

Fabricación de muebles, colchones y persia-

nas

0.06 0.05 -0.02
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Industria alimentaria 2.91 2.88 -0.03

Industria del papel; impresión e industrias 

conexas

0.07 0.03 -0.04

Otros servicios excepto actividades guberna-

mentales

2.18 2.13 -0.05

Industrias metálicas básicas; fabricación de 

productos metálicos

0.16 0.10 -0.07

Fabricación de productos derivados del 

petróleo y del carbón; industria química; 

industria del plástico y del hule

0.69 0.60 -0.09

Fabricación de productos a base de minerales 

no metálicos

0.25 0.16 -0.10

Actividades legislativas, gubernamentales, 

de impartición de justicia y de organismos 

internacionales y extraterritoriales

7.08 6.98 -0.11

Industrias manufactureras 5.23 5.10 -0.14

Servicios de apoyo a los negocios y manejo 

de residuos y desechos, y servicios de reme-

diación

1.71 1.57 -0.14

Servicios de esparcimiento culturales y de-

portivos, y otros servicios recreativos

0.38 0.17 -0.21

Agricultura, cría y explotación de animales, 

aprovechamiento forestal, pesca y caza

7.28 7.00 -0.28

Servicios educativos 6.41 5.91 -0.50

Transportes, correos y almacenamiento 3.90 3.33 -0.57

Servicios de alojamiento temporal y de prepa-

ración de alimentos y bebidas

9.72 8.54 -1.18

Construcción 10.53 8.70 -1.83

Fuente: Elaboración propia con base en datos de i n e g i  (2022).

Adicionalmente, el turismo, un generador de actividad económica y riqueza en Nayarit, 
fue afectado por la pandemia del covid-19, lo cual se refleja en la diferencia negativa de la par-
ticipación porcentual de los servicios de alojamiento temporal y de preparación de alimentos 
y bebidas, y del transporte. Este aspecto muestra la vulnerabilidad de la economía nayarita 
por su dependencia de actividades sensibles a condiciones climáticas y de salud —como lo 
fue la pandemia—, sobre las que no es posible tener control y que es muy probable que apa-
rezcan con mayor frecuencia y más fuerza debido al cambio climático global.
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La diferencia en el desarrollo regional es clara. En este caso concreto y en el contexto 
temporal que se toma para el análisis, es manifiesto que la economía de Jalisco se alza con un 
liderazgo sólido, apoyado en una estructura basada en actividades industriales de desarrollo 
tecnológico e innovación con amplia generación de valor agregado y riqueza, en tanto que 
las demás economías estatales de la región se sustentan en actividades terciarias, con escasa 
generación de valor agregado. La excepción es Durango, que aun cuando también registra la 
presencia de industria manufacturera, ésta no se compara con la de Jalisco.

Una forma de observar el comportamiento de la dinámica económica de la región a 
partir del encadenamiento de la estructura productiva entre las entidades federativas que la 
integran, bajo el supuesto de que la economía de Jalisco podría producir un efecto de arrastre 
sobre las economías de los demás estados, es revisando la correlación que existe entre las eco-
nomías en cuestión. La de Jalisco en 2010 tuvo un índice de correlación de 79% con Sinaloa, 
76% con Nayarit, 75% con Michoacán y Colima, mientras que con Durango fue de sólo 70% 
(véase cuadro 5).

Nayarit, por su parte, en el mismo año mostró una correlación de 93% con Colima, 90% 
con Sinaloa, 87% con Michoacán, 81% con Durango y sólo 76% con Jalisco. Como dato so-
bresaliente, aparece que la correlación más alta entre las economías de la región en 2010 fue 
entre Nayarit y Colima, aun cuando Jalisco y Colima tienen una gran dinámica conjunta por 
lo que significa el puerto de Manzanillo para la región.

En 2021 el comportamiento es similar: la mayor correlación de la economía de Jalisco 
es con Sinaloa con 81%, luego 77% con Colima, 75% con Michoacán, 74% con Nayarit y sólo 
66% con Durango, mientras que en el caso de Nayarit su mayor índice de correlación con-
tinuó siendo con Colima con 94%, casi similar con Sinaloa con 89% y Michoacán con 88%, 
con Durango 76% y con Jalisco sólo 74% (véase cuadro 6). En principio, se podría pensar que, 
dada la cercanía geográfica entre las economías de Jalisco y Nayarit, la correlación debería ser 
mayor; sin embargo, no es así, lo que denota una falta de encadenamiento productivo entre 
estas dos entidades, lo cual dificulta un efecto de arrastre en el crecimiento económico y qui-
zás incremente la influencia periférica para Nayarit.

Análisis shift-share para la región, 2010-2021

Para desglosar las fuentes del crecimiento heterogéneo entre las seis entidades que con-
forman la región, se aplicó el modelo shift-share a cada una de ellas, tomando la suma de 
las seis como la región de referencia.

El análisis del cuadro 7 revela hallazgos clave. En el caso de Jalisco, su crecimiento total 
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C u a d r o  5. Matriz de correlación entre las economías estatales, 2010

Estado Nayarit Jalisco Sinaloa Michoacán Colima Durango

Nayarit 1.00 0.76 0.90 0.87 0.93 0.81

Jalisco 0.76 1.00 0.79 0.75 0.75 0.70

Sinaloa 0.90 0.79 1.00 0.83 0.91 0.84

Michoacán 0.87 0.75 0.83 1.00 0.88 0.83

Colima 0.93 0.75 0.91 0.88 1.00 0.86

Durango 0.81 0.70 0.84 0.83 0.86 1.00

Fuente: Elaboración propia con datos de i n e g i  (2022). 

C u a d r o  6. Matriz de correlación entre las economías estatales, 2021

Estado Nayarit Jalisco Sinaloa Michoacán Colima Durango

Nayarit 1.00 0.74 0.89 0.88 0.94 0.76

Jalisco 0.74 1.00 0.81 0.75 0.77 0.66

Sinaloa 0.89 0.81 1.00 0.86 0.90 0.82

Michoacán 0.88 0.75 0.86 1.00 0.87 0.75

Colima 0.94 0.77 0.90 0.87 1.00 0.80

Durango 0.76 0.66 0.82 0.75 0.80 1.00

Fuente: Elaboración propia con datos de i n e g i  (2022).

de 318 738 millones de pesos se explica en gran medida por la dinámica general de la región 
(279 532 millones). Sin embargo, lo más notable es que su crecimiento haya sido impulsado 
por un efecto de mezcla industrial positivo (18 944 millones), lo cual sugiere que su econo-
mía está concentrada en sectores de alto crecimiento. Aún más significativo es el efecto de 
competitividad local (20 263 millones), lo cual indica que los sectores de Jalisco crecieron 
a un ritmo superior al promedio regional, lo que evidencia una ventaja competitiva que co-
rrobora la posición de polo dinamizador que la teoría de los polos de crecimiento atribuye a 
economías de esta naturaleza.

El crecimiento de Nayarit (19 515 millones de pesos) fue inferior a lo que sería de es-
perar si hubiera crecido sólo a la tasa regional, y sería de 26 064 millones. Esto se debe a dos 
factores: un efecto de mezcla industrial negativo (-3 924 millones), que indica una especiali-
zación en sectores de crecimiento lento, y un efecto de competitividad local también negativo 
(-2 625 millones), lo cual denota que sus sectores no lograron crecer tan rápido como sus 
contrapartes en la región.

Sinaloa registra un efecto de mezcla industrial negativo, consecuente con su economía 
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C u a d r o  7. Descomposición shift-share del crecimiento del p i b  por entidad federativa, 2010-2021

(millones de pesos constantes a precios de 2013)

Estado Crecimiento total

(millones de pesos 2013)

Efecto de la 

participación

nacional (n s e )*

Efecto de la mezcla

Industrial (i m e )

Efecto de la 

competitividad

local (r s e )

Nayarit 19 515 26 064 -3 924 -2 625

Sinaloa 79 523 84 858 -2 082 -3 252

Durango 41 280 50 719 -2 178 -7 261

Jalisco 318 738 279 532 18 944 20 263

Michoacán 77 023 92 660 -6 960 -8 676

Colima 19 640 21 888 -3 800 1 552

Fuente: Elaboración propia con base en datos de i n e g i  (2022).

* Nota Para los efectos de este análisis, el efecto de participación nacional (n s e ) se refiere al total del contexto regional, 

conformado por las seis entidades federativas.

centrada en actividades primarias de exportación, cuyo ritmo de crecimiento fue menor que 
el promedio regional durante el período analizado. Su efecto de competitividad local también 
resultó negativo, aunque en menor medida que el de Nayarit, lo cual expresa la existencia de 
algunos sectores competitivos en su estructura productiva.

Por su parte, Durango muestra un comportamiento similar al de Sinaloa. En este esta-
do, aunque la industria manufacturera tiene presencia en su economía, la escala y el tipo de 
manufacturas (principalmente metálicas y de madera) no tuvieron el arrastre suficiente para 
superar el promedio regional. Tanto su efecto de mezcla industrial como el de competitividad 
local resultaron negativos.

En el caso de Michoacán, tanto el efecto de mezcla industrial como el de competitividad 
local resultaron negativos. La economía michoacana, apoyada en la agricultura de exporta-
ción y el comercio, evidencia una estructura productiva que, aunque es dinámica por su vo-
lumen, produce un valor agregado menor en comparación con las manufacturas jaliscienses. 

Por último, en el caso de Colima se observa, de manera interesante, que a pesar de un 
efecto de mezcla industrial negativo logró un efecto de competitividad local positivo, aun-
que moderado. Esto podría indicar la existencia de nichos competitivos relacionados con las 
actividades portuarias y logísticas del puerto de Manzanillo, que pudo haber permitido el 
crecimiento de ciertos sectores por encima del promedio regional pese a que la economía co-
limense no está especializada en los sectores más dinámicos, lo cual demuestra la importancia 
de la dinámica económica que origina su infraestructura marítima.
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Descomposición del crecimiento de Nayarit: un acercamiento detallado

Para profundizar en el caso de Nayarit, es crucial analizar la descomposición shift-share 
por sectores y actividades económicas.

El cuadro 8 arroja varios elementos. En cuanto al efecto de la participación nacional 
(n s e), esta parte conceptual del análisis shift-share no es aplicable a escala estatal porque no 
habría elementos de comparación espacial; la comparación sería a nivel de actividades econó-
micas, lo que no es compatible. Por ello, en la cabeza de columna del cuadro 8 aparece como 
efecto de la participación estatal.

En cuanto al efecto de la mezcla industrial (i m e), en el caso de Nayarit es negativo total, 
lo que se explica principalmente por su especialización en sectores de crecimiento lento a 
nivel regional, como los servicios inmobiliarios y otros servicios. Si bien la agricultura, cría y 
explotación de animales, el aprovechamiento forestal, pesca y caza, el comercio al por mayor 
y los servicios financieros y de seguros tuvieron un efecto de mezcla industrial positivo, el 
peso de las actividades económicas de bajo crecimiento superó al de los sectores dinámicos. 
Esto confirma la hipótesis inicial de que la estructura económica de Nayarit es menos favo-
rable para el crecimiento que la de sus estados vecinos más industrializados y diversificados.

Respecto al efecto de la competitividad local (r s e), la competitividad de Nayarit es 
mixta y, en general, desfavorable. Aunque las actividades económicas de generación, trans-
misión y distribución de energía eléctrica, suministro de agua y gas por ductos al consumi-
dor final, la construcción, el comercio al por menor, los servicios educativos y las actividades 
legislativas, gubernamentales, de impartición de justicia y de organismos internacionales y 
extraterritoriales, mostraron una competitividad local positiva, lo cual significa que crecieron 
más rápido en Nayarit que en la región en general, otros sectores de gran peso, como la agri-
cultura, cría y explotación de animales, aprovechamiento forestal, pesca y caza, el comercio al 
por mayor y los servicios de alojamiento temporal y de preparación de alimentos y bebidas, 
mostraron una competitividad negativa. Esto es particularmente preocupante porque estas 
actividades son los pilares de la economía local. El r s e  negativo total sugiere que las venta-
jas comparativas de Nayarit no se están traduciendo en un crecimiento superior al promedio 
regional, posiblemente debido a deficiencias en infraestructura, capital humano o políticas 
de fomento.

Discusión

Los resultados del análisis shift-share para la región analizada corroboran la realidad de un 
crecimiento regional heterogéneo en el que Jalisco aparece como el motor de la econo-
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C u a d r o  8. Descomposición shift-share del producto interno bruto de Nayarit por actividad económica, 2010-2021

(millones de pesos constantes a precios de 2013)

Actividad económica Crecimiento

total

Efecto de la participa-

ción estatal (n s e )*

Efecto de la

mezcla industrial 

(i m e )

Efecto de la

competitividad 

local (r s e )

Agricultura, cría y explotación de animales, aprovechamiento forestal, 

pesca y caza

1,076 1,896 891 -1,711

Minería 256 281 24 -49

Minería no petrolera 256 281 24 -49

Generación, transmisión y distribución de energía eléctrica, suministro 

de agua y de gas por ductos al consumidor final

1,495 624 -535 1,407

Construcción -213 2,744 -3,419 461

Industrias manufactureras 853 1,364 6 -517

Industria alimentaria 535 758 30 -253

Industria de las bebidas y del tabaco 290 222 211 -142

Fabricación de insumos textiles y acabado de textiles; fabricación de 

productos textiles, excepto prendas de vestir

1 5 -5 0

Fabricación de prendas de vestir; curtido y acabado de cuero y piel, y 

fabricación de productos de cuero, piel y materiales sucedáneos

2 19 -41 25

Industria de la madera 90 27 -18 80

Industria del papel; impresión e industrias conexas -38 19 -16 -41

Fabricación de productos derivados del petróleo y del carbón; indus-

tria química; industria del plástico y del hule

22 180 129 -288

Fabricación de productos a base de minerales no metálicos -69 66 -43 -91

Industrias metálicas básicas; fabricación de productos metálicos -51 42 -54 -39

Fabricación de maquinaria y equipo; fabricación de equipo de com-

putación, comunicación, medición y de otros equipos, componentes y 

accesorios electrónicos; fabricación de accesorios, aparatos eléctricos 

y equipo de generación de energía eléctrica; fabricación de equipo de 

transporte

55 2 2 51

Fabricación de muebles, colchones y persianas -7 17 -25 1

Otras industrias manufactureras 23 8 -2 18

Comercio al por mayor 2,520 1,445 1,497 -422

Comercio al por menor 2,925 2,593 -83 415

Transportes, correos y almacenamiento 51 1,018 -62 -905

Información en medios masivos 727 108 528 91
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mía regional. El desempeño de este estado es notable 
porque su crecimiento no sólo es impulsado por la 
dinámica de la región, sino también por una estruc-
tura productiva favorable y una alta competitividad. 
Esto demuestra la consolidación de un polo de desa-
rrollo económico con una base industrial diversifica-
da y presumiblemente una fuerte capacidad de inno-
vación y atracción de inversiones, en concordancia 
con los preceptos contenidos en la teoría de los polos 
de crecimiento (Perroux, 1995) y la nueva geografía 
económica (Krugman, 1991).

En contraste, en el caso de Nayarit destacan las 
limitaciones de las economías con estructuras produc-
tivas menos diversificadas. La dependencia de secto-
res tradicionales y de crecimiento lento, reflejada en 
el efecto de mezcla industrial negativo, ha limitado su 
capacidad de capitalizar las oportunidades de desarro-
llo que ofrece la región. Más alarmante aún es el efecto 
de competitividad local negativo en varios sectores y 
actividades económicas clave, lo cual indica que Na-
yarit no ha logrado desarrollar ventajas competitivas 
sostenibles que le permitan superar el desempeño de 
sus vecinos. Estudios sobre disparidades regionales en 
México han señalado patrones similares en entidades 
con estructuras terciarias y baja densidad industrial 
(Esquivel, 1999; Sánchez, 2018).  

La carencia de un efecto de arrastre significativo 
de la economía de Jalisco hacia Nayarit, al menos en tér-
minos de una mejora generalizada de competitividad, 
podría ser un área de futura investigación con mayor 
desagregación de datos respecto de flujos interregio-
nales en la que se incorpore al análisis el potencial de 
la estructura productiva nayarita para insertarse en las 
cadenas de valor articuladas en la economía jalisciense, 

C u a d r o  8. Descomposición shift-share del producto interno bruto de Nayarit por actividad económica, 2010-2021

(millones de pesos constantes a precios de 2013)

Actividad económica Crecimiento

total

Efecto de la participa-

ción estatal (n s e )*

Efecto de la

mezcla industrial 

(i m e )

Efecto de la

competitividad 

local (r s e )

Agricultura, cría y explotación de animales, aprovechamiento forestal, 

pesca y caza

1,076 1,896 891 -1,711

Minería 256 281 24 -49

Minería no petrolera 256 281 24 -49

Generación, transmisión y distribución de energía eléctrica, suministro 

de agua y de gas por ductos al consumidor final

1,495 624 -535 1,407

Construcción -213 2,744 -3,419 461

Industrias manufactureras 853 1,364 6 -517

Industria alimentaria 535 758 30 -253

Industria de las bebidas y del tabaco 290 222 211 -142

Fabricación de insumos textiles y acabado de textiles; fabricación de 

productos textiles, excepto prendas de vestir

1 5 -5 0

Fabricación de prendas de vestir; curtido y acabado de cuero y piel, y 

fabricación de productos de cuero, piel y materiales sucedáneos

2 19 -41 25

Industria de la madera 90 27 -18 80

Industria del papel; impresión e industrias conexas -38 19 -16 -41

Fabricación de productos derivados del petróleo y del carbón; indus-

tria química; industria del plástico y del hule

22 180 129 -288

Fabricación de productos a base de minerales no metálicos -69 66 -43 -91

Industrias metálicas básicas; fabricación de productos metálicos -51 42 -54 -39

Fabricación de maquinaria y equipo; fabricación de equipo de com-

putación, comunicación, medición y de otros equipos, componentes y 

accesorios electrónicos; fabricación de accesorios, aparatos eléctricos 

y equipo de generación de energía eléctrica; fabricación de equipo de 

transporte

55 2 2 51

Fabricación de muebles, colchones y persianas -7 17 -25 1

Otras industrias manufactureras 23 8 -2 18

Comercio al por mayor 2,520 1,445 1,497 -422

Comercio al por menor 2,925 2,593 -83 415

Transportes, correos y almacenamiento 51 1,018 -62 -905

Información en medios masivos 727 108 528 91
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Actividad económica Crecimiento

total

Efecto de la participa-

ción estatal (n s e )*

Efecto de la

mezcla industrial 

(i m e )

Efecto de la

competitividad 

local (r s e )

Servicios financieros y de seguros 1,897 468 1,774 -345

Servicios inmobiliarios y de alquiler de bienes muebles e intangibles 3,174 3,796 -404 -217

Servicios profesionales, científicos y técnicos 304 175 154 -25

Corporativos 4 2 2 0

Servicios de apoyo a los negocios y manejo de residuos y desechos, y 

servicios de remediación

156 446 -511 221

Servicios educativos 627 1,671 -1,537 493

Servicios de salud y de asistencia social 685 741 -102 45

Servicios de esparcimiento culturales y deportivos, y otros servicios 

recreativos

-186 99 -175 -110

Servicios de alojamiento temporal y de preparación de alimentos y 

bebidas

439 2,533 -629 -1,466

Otros servicios excepto actividades gubernamentales 367 568 -523 323

Actividades legislativas, gubernamentales, de impartición de justicia y 

de organismos internacionales y extraterritoriales

1,248 1,847 -1,013 415

Total 19,515 26,064 -3,924 -2,625

Fuente: Elaboración propia con base en datos de i n e g i  (2022).

*Nota: Para efectos de este análisis, el efecto de participación estatal se refiere al total del estado de Nayarit exclusivamente.

puesto que desde la perspectiva teórica de los encadenamientos productivos hacia atrás y ha-
cia delante (Hirschman, 1958) sería de esperar que el dinamismo industrial de Jalisco gene-
rara demandas de insumos y servicios en los estados que conforman la región; sin embargo, 
los resultados de este análisis sugieren que tales efectos de difusión no se han materializado; 
especialmente, esto no ha ocurrido en Nayarit, lo que permite suponer que esta economía 
no cuenta con una base industrial y de servicios avanzados capaz de facilitar la integración a 
la dinámica productiva de Jalisco, lo que la mantiene en un nivel periférico (Bassols, 1985). 
Es posible que los beneficios del dinamismo de Jalisco se concentren en sus áreas metropo-
litanas y deje, además de Nayarit, al resto de los estados vecinos en una posición de periferia 
económica.

Las limitaciones de este estudio radican en la propia naturaleza del modelo shift-share. 
Aunque es una herramienta poderosa para la descomposición del crecimiento, no explica las 
causas subyacentes de la competitividad o la falta de ella. Las razones que están detrás de un 
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Actividad económica Crecimiento

total

Efecto de la participa-

ción estatal (n s e )*

Efecto de la

mezcla industrial 

(i m e )

Efecto de la

competitividad 

local (r s e )

Servicios financieros y de seguros 1,897 468 1,774 -345

Servicios inmobiliarios y de alquiler de bienes muebles e intangibles 3,174 3,796 -404 -217

Servicios profesionales, científicos y técnicos 304 175 154 -25

Corporativos 4 2 2 0

Servicios de apoyo a los negocios y manejo de residuos y desechos, y 

servicios de remediación

156 446 -511 221

Servicios educativos 627 1,671 -1,537 493

Servicios de salud y de asistencia social 685 741 -102 45

Servicios de esparcimiento culturales y deportivos, y otros servicios 

recreativos

-186 99 -175 -110

Servicios de alojamiento temporal y de preparación de alimentos y 

bebidas

439 2,533 -629 -1,466

Otros servicios excepto actividades gubernamentales 367 568 -523 323

Actividades legislativas, gubernamentales, de impartición de justicia y 

de organismos internacionales y extraterritoriales

1,248 1,847 -1,013 415

Total 19,515 26,064 -3,924 -2,625

Fuente: Elaboración propia con base en datos de i n e g i  (2022).

*Nota: Para efectos de este análisis, el efecto de participación estatal se refiere al total del estado de Nayarit exclusivamente.

efecto de competitividad positivo como en Jalisco o ne-
gativo como en Nayarit pueden ser múltiples y comple-
jas, incluyendo la calidad de la gobernanza, la inversión 
en capital humano, la disponibilidad de infraestructura, 
la seguridad jurídica y las políticas de desarrollo indus-
trial. Un análisis más profundo requeriría un estudio 
cualitativo o un modelo econométrico que incorpore 
variables socioeconómicas adicionales.

Conclusiones

El análisis evolutivo entre 2010 y 2021 de las econo-
mías estatales que conforman la región Pacífico-Cen-
tro-Occidente revela una dinámica de crecimiento 
desigual, con Jalisco como un claro líder y otros esta-
dos, como Nayarit, que luchan por seguir el ritmo. La 
descomposición shift-share ha sido fundamental para 
identificar que el rezago nayarita no se debe sólo a 
la dinámica general de la región, sino también a dos 
factores cruciales: una estructura económica anclada 
en sectores de crecimiento lento y una falta de com-
petitividad sectorial generalizada.

En cuanto a estructura productiva y crecimiento, en el caso de Nayarit, una concentra-
ción significativa en actividades como el comercio y los servicios inmobiliarios, que a nivel 
regional no fueron los más dinámicos durante el período de análisis, ha sido un lastre para su 
crecimiento. En contraste, Jalisco ha sabido orientar su economía hacia sectores y actividades 
económicas de mayor valor añadido y dinamismo, lo que le ha permitido superar la media 
regional y confirmar su papel de polo de crecimiento para la región.

Respecto a la competitividad y política pública, el efecto de competitividad local nega-
tivo de Nayarit es una señal de alerta para los diseñadores de políticas públicas. Sugiere que, 
aun cuando cuenta con ventajas geográficas y de recursos, la economía del estado no está 
aprovechando plenamente su potencial. Las políticas públicas deben enfocarse no sólo en 
atraer inversión, sino también en mejorar las condiciones de productividad, el desarrollo del 
capital humano y la eficiencia de los mercados locales.

Para Nayarit, las recomendaciones se centran en la diversificación y el fomento de la 
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competitividad. Se debe impulsar la inversión en sectores con potencial de alto crecimiento, 
como el turismo de lujo y la agroindustria de valor añadido, para capitalizar el efecto de com-
petitividad positiva ya observado en estos sectores. Además, es crucial subsanar las deficien-
cias en la competitividad de los sectores de gran peso, como el comercio, mediante programas 
de apoyo a las pequeñas y medianas empresas, capacitación y mejora regulatoria.

En cuanto a los demás estados que integran la región, los resultados del estudio pro-
porcionan señales para el diseño y la instrumentación de una política diferenciada. Entre las 
sugerencias para Sinaloa y Michoacán se podría señalar que elevar el valor agregado de sus 
cadenas agroexportadoras en la agroindustria y los servicios logísticos podría favorecer su 
posición en la dinámica regional. Durango, con una experiencia manufacturera incipiente, 
podría explorar programas de vinculación con la industria jalisciense. Para Colima, la activi-
dad portuaria y logística se podría consolidar como nicho y eje de su estrategia de desarrollo 
económico.

En última instancia, este estudio enfatiza que el crecimiento económico regional no es 
un fenómeno homogéneo. Las estrategias de desarrollo deben ser específicas en cada estado 
si desean capitalizar sus fortalezas particulares y subsanar sus debilidades estructurales, para 
así construir una región más fuerte, equilibrada y resiliente. Estos resultados pueden contri-
buir al debate sobre el desarrollo regional, la iniciativa de mayor estudio e investigación en 
campos más específicos y proveer a los tomadores de decisiones una base empírica sólida 
para la formulación de políticas.
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Resumen	 El turismo médico se refiere al desplazamiento internacional con fines de atención 
en salud. Con los avances recientes en biotecnología e inteligencia artificial (i a), 
la oferta de servicios se ha ampliado hacia procedimientos orientados a la mejo-
ra de la condición humana, tales como implantes cibernéticos, edición genética y 
terapias regenerativas. El objetivo de este artículo es analizar, a partir de un estu-
dio documental, el debate actual en torno a la incorporación de tecnologías trans-
humanistas en el turismo médico. Para ello se examinan el marco conceptual del 
transhumanismo, sus principales tecnologías y clasificaciones, así como su vincula-
ción con los principios de autonomía y consentimiento informado. Los resultados 
sistematizan casos documentados de procedimientos transhumanistas en diversas 
categorías de turismo médico y describen su nomenclatura, objetivos y riesgos. Se 
concluye que la expansión de estas prácticas plantea desafíos éticos y regulatorios 
que requieren mayor atención en la agenda académica y de salud pública.
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P a l a b r a s  c l av e :  turismo médico, tecnologías transhumanistas, autonomía, consenti-

miento informado.

Autonomy, informed consent, and medical tourism: a transhu-
manist perspective

Abstract	 Medical tourism refers to international travel for the purpose of receiving health-
care. With recent advances in biotechnology and Artificial Intelligence (a i), the 
range of services has expanded to include procedures aimed at enhancing the 
human condition, such as cybernetic implants, genetic editing, and regenerative 
therapies. The objective of this article is to analyze, through a documentary study, 
the current debate surrounding the incorporation of transhumanist technologies 
into medical tourism. To this end, the article examines the conceptual framework 
of transhumanism, its main technologies and classifications, as well as its connec-
tion to the principles of autonomy and informed consent. The findings systematize 
documented cases of transhumanist procedures within various categories of med-
ical tourism, describing their nomenclature, objectives, and risks. It is concluded 
that the expansion of these practices raises ethical and regulatory challenges that 
demand greater attention within the academic and public health agendas.
K e y w o r d s :  medical tourism, transhumanist technologies, autonomy, informed consent.

Introducción 

El transhumanismo es un movimiento filosófico y científico que propone la trans-
formación de la condición humana mediante el desarrollo y la fabricación de tec-

nologías capaces de mejorar las capacidades físicas, intelectuales y psicológicas del ser 
humano. En salud, esto incluye el uso de tecnologías transhumanistas para prevenir en-
fermedades, mejorar la capacidad cognitiva y física, lograr una longevidad saludable y 
prolongar la vida.

En el ámbito del turismo médico, las tecnologías transhumanistas están presentes, pero 
reciben poca atención. Al respecto, Luc Ferry advierte que el turismo tecnológico en ma-
teria de cirugía estética está practicándose en diversos destinos, y vislumbra un auge en la 
ingeniería genética, dado que el proteccionismo en cierto país no soluciona que cualquier 
prohibición del «perfeccionamiento» de lo humano sea accesible y realizable en otra nación.

Ferry (2017) sostiene que la búsqueda de mejoras transhumanistas puede comprome-



Autonomía, consentimiento informado y turismo médico… | | Julieta Guzmán Flores

| 151

ter la dignidad humana al tratar al cuerpo como un objeto en modificación continua. Argu-
menta que esta dignidad radica en la aceptación de nuestras limitaciones y el reconocimiento 
de nuestra condición natural. Desafortunadamente, se propicia una obsesión por la mejora 
tecnológica, y esto convierte el cuerpo humano en un proyecto siempre inacabado. Para los 
bioconservadores Leon Kass y Francis Fukuyama, el problema de las mejoras transhumanis-
tas se centra en la deshumanización cuando se merma la dignidad humana, y en cómo el uso 
indiscriminado hacia lo poshumano la sume en un estado perjudicial (Kass, 2002; Fukuya-
ma, 2002). 

En el contexto del turismo médico, la preocupación del transhumanismo es la conver-
sión de las modificaciones y mejoras del cuerpo humano en productos de consumo, más allá 
de que ostente un propósito ético el uso de medicina avanzada (Cohen, 2017). Cohen advier-
te que urgen marcos regulatorios para la seguridad del viajero médico que puedan garantizar-
le autonomía plena y la absoluta comprensión de los riesgos que corre. Aunque se reconoce 
que el turismo médico «alivia» las fallas de los sistemas de salud, el enfoque en tratamientos 
avanzados que utilizan tecnologías transhumanistas puede exacerbar las desigualdades socia-
les y en la salud. Sobre todo, la equidad de acceso de la población a la tecnomedicina, produc-
to del mercantilismo, la autonomía y el solucionismo tecnológico.

En la primera sección de este artículo se define el transhumanismo y se revisa su evolu-
ción mediante una línea de tiempo; en la segunda se definen los grupos destacados, pioneros 
y seguidores del transhumanismo. En la tercera se describe su relación con las tecnologías, los 
objetivos y las aplicaciones transhumanistas. En la cuarta se clasifican las tecnologías transhu-
manistas, y en la quinta se describen la autonomía y el consentimiento informado en el ám-
bito de las tecnologías transhumanistas. La sexta sección distingue la equidad y la regulación 
como dos preocupaciones en cuanto a la disponibilidad de las tecnologías transhumanistas 
en los destinos médicos internacionales y el acceso a ellas. Posteriormente se describen los 
casos documentados, y al final se presentan unas reflexiones.

¿Qué es el transhumanismo?

El transhumanismo es una extensión del humanismo derivada parcialmente de sustentar 
que el ser humano importa pues, aunque no sea perfecto, tiene el potencial de serlo si pro-
mueve el pensamiento racional, la libertad, la tolerancia, la democracia y la preocupación 
por sus semejantes (Bostrom, 2003). En este sentido, se plantea que el transhumanismo 
ocurre si usa medios tecnológicos para mejorarse a sí mismo, a su organismo, en lugar de 
utilizar métodos humanísticos tradicionales como la educación y el desarrollo cultural 
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(Bostrom, 2003). El destacado Nick Bostrom se refiere a las tecnologías transhumanistas 
como aquellas que se centran en la superación de limitaciones humanas fundamentales 
como la esperanza de vida humana, que ha evolucionado hasta alcanzar siete u ocho dé-
cadas con un carácter humano interrumpido por el envejecimiento y la muerte. Otras li-
mitaciones humanas son la capacidad intelectual como barrera del desarrollo humano, la 
funcionalidad corporal, el estado de ánimo, la energía y el autocontrol (Bostrom, 2003).

Algunas de las definiciones formales del transhumanismo propuestas por Bostrom han 
sido las siguientes:

El transhumanismo es un enfoque interdisciplinario para comprender y evaluar las cuestiones éti-
cas, sociales y estratégicas que plantean las tecnologías actuales y futuras previstas. Se centra espe-
cialmente en aquellas tecnologías que plantean una amenaza a la supervivencia de la civilización 
humana o, por el contrario, prometen crear oportunidades para superar las limitaciones humanas 
fundamentales (Bostrom, 2001, p. 1).

El movimiento intelectual y cultural que afirma la posibilidad y conveniencia de mejorar funda-
mentalmente la condición humana a través de la razón aplicada, especialmente desarrollando y 
poniendo ampliamente a disposición tecnologías para eliminar el envejecimiento y mejorar en 
gran medida las capacidades intelectuales, físicas y psicológicas humanas (Bostrom, 2014, p. 1).

El transhumanismo surge del pensamiento humanista secular, una filosofía ética que 
pone énfasis en la relevancia de los seres humanos y sus habilidades, sin depender de la re-
ligión o de lo sobrenatural. Este enfoque se basa en la razón, la ética y la justicia, y valora la 
autonomía y la dignidad humana. Sin embargo, para Bostrom (2005) el transhumanismo es 
una filosofía ética que pone en el centro al ser humano y sus capacidades. Para mejorar la 
condición humana, el transhumanismo se apoya tanto en métodos tradicionales como en la 
educación y el desarrollo cultural, y en un extremo, fomenta la superación de límites biológi-
cos básicos mediante el uso directo de la medicina y la tecnología.

Protagonistas del transhumanismo
Los protagonistas del transhumanismo se concentran en tres categorías: transhumanis-

tas filosóficos, transhumanistas tecnológicos y transhumanistas ideológicos (Goundrey, 2023). En 
el primer grupo de ellos destacan las figuras de Max More y Nick Bostrom, para quienes el 
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C u a d r o  1. Línea de tiempo con hitos clave en la historia del transhumanismo

Período Evento/persona Descripción

Principios del siglo x x Fiódorov (n. d.) Aboga por usar la razón y la moralidad para moldear 

la evolución futura, superando la mortalidad y restau-

rando a todos los fallecidos en una forma inmortal au-

tocreadora.

Jean Finot 

(1856-1922)

Promueve el uso de la ciencia para fabricar vida en su 

libro La filosofía de la larga vida.

Décadas de 1920 

y 1930

J. B. S. Haldane 

(1924)

En su libro Daedalus; or, science and the future, ima-

gina avances científicos como la fertilización in vitro 

y un mundo donde los humanos dirigen su propia 

evolución.

J. D. Bernal (1929) En The world, the flesh and the devil, desarrolla ideas 

sobre la colonización del espacio y la mejora de la in-

teligencia humana y la longevidad.

Charles Stephens y 

Alexander Bogdanov

Otros pensadores prototranshumanistas influyentes.

Décadas de 1960 

y 1970

Robert Ettinger 

(1964, 1972)

Publica The prospect of immortality, propone la 

criopreservación como una oportunidad para la vida 

futura, y en Man into superman explora otras posibili-

dades transformadoras.

Saul Kent (1974) Escribe Future sex, en el que aborda la extensión de la 

vida y otras posibilidades.

F. M. Esfandiary 

(FM-2030)

Desde 1966, desarrolla una visión del futuro trans-

humano y forma el grupo Up Wingers. En Are you a 

transhuman? (1989), define al transhumano como un 

«humano transicional».

Décadas de 1980 

y 1990

Marvin Minsky 

(1970, 1994)

Realiza pronósticos optimistas sobre la inteligencia 

artificial (i a ) superinteligente y sugiere la necesidad 

de reemplazar cerebros biológicos con dispositivos 

computacionales.

Stanislaw Ulam y 

John von Neumann 

(1958)

Discuten la «singularidad tecnológica», una acelera-

ción drástica del progreso tecnológico.

I. J. Good (1965) Argumenta que el desarrollo de i a  llevará a una explo-

sión de inteligencia.

Natasha Vita-More 

(1982, 1992, 2002)

Publica el Manifiesto transhumano y el Transhuman 

arts statement.
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transhumanismo es una filosofía de vida que favorece y enriquece la experiencia y el modelo 
de vida del ser humano. El segundo grupo de transhumanistas son los académicos con forma-
ción en campos como la informática y la cibernética, que analizan el transhumanismo desde 
el punto de vista de los efectos tecnológicos en la vida humana y los beneficios potenciales. 
En este grupo destacan Ray Kurzweil y Hans Moravec, quienes debaten sobre el progreso 
constante de la tecnología y que estos avances beneficien a la humanidad. El tercer grupo son 
los transhumanistas ideológicos, quienes estudian el impacto de la tecnología transhumanista 
en la sociedad de manera neutral respecto a la tecnología, que usan principalmente como 
una herramienta para explorar cuestiones culturales e ideológicas. Por ejemplo, Katherine 
Hayles utiliza el concepto del cyborg en la literatura para investigar la corporeidad como un 
componente de la identidad de género, y Donna Haraway presenta el cyborg para desafiar las 
tendencias patriarcales y antiliberacionistas en el pensamiento científico occidental.

Transhumanistas filosóficos

Bostrom es filósofo, y adopta un enfoque cuyo ámbito no limita al movimiento transhu-
manista «a los aparatos y la medicina, sino que abarca los diseños económicos, sociales 
e institucionales, el desarrollo cultural y las habilidades y técnicas psicológicas» (2005, 
pp. 4-5). 

Para Bostrom, «Los transhumanistas esperan que, mediante el uso responsable de la 

Período Evento/persona Descripción

Finales de las décadas 

de 1980 y 1990

Extropy Institute 

(ExI, 1988-1991)

Fundado por Max More y Tom W. Bell, publica la revista 

Extropy, y organiza conferencias sobre el transhuma-

nismo.

Transhumanist 

Declaration (1998)

Redactada por un grupo internacional, con el sur-

gimiento de organizaciones transhumanistas como 

Aleph, De y Transcedo.

World Transhumanist 

Association (1998)

Fundada como organización transhumanista general. 

Tras el cierre del ExI, la w ta , renombrada Humanity+, 

se convierte en la organización central del movimien-

to.

Siglo x x i Nick Bostrom Filósofo sueco autor del libro Superintelligence: paths, 

dangers, strategies (2014), que analiza los posibles fu-

turos con i a  avanzada.

Fuente: Elaboración propia.
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ciencia, de la tecnología y de otros medios racionales, podamos llegar a convertirnos en pos-
humanos, seres con capacidades mucho mayores que los seres humanos actuales» (2019, p. 
3). Las opciones de mejora, para este autor, incluyen: 1) extensión radical del tiempo de vida 
saludable; 2) erradicación de enfermedades; 3) eliminación del sufrimiento innecesario, y 4) 
ampliación de las capacidades intelectuales, físicas y emocionales humanas.

Según Bostrom (2003, 2019), los transhumanistas reconocen los siguientes valores:
•	 El progreso ocurre cuando más personas se vuelven más capaces de moldearse a sí 

mismas, sus vidas y las formas en que se relacionan con los demás, de acuerdo con 
sus propios valores (más profundos).

• 	 La creación de un mundo en el que los individuos autónomos puedan elegir perma-
necer sin mejoras o elegir ser mejorados, y en el que esas decisiones sean respetadas.

• 	 El valor transhumanista central se basa en la exploración de los dominios del poshu-
mano, buscando nuevas formas de existencia y nuevas capacidades humanas.

• 	 La conjetura de que existen valores mayores de los que actualmente podemos com-
prender no implica que no se hallen definidos de acuerdo con nuestros rasgos actua-
les.

• 	 La existencia de valores que actualmente no deseamos porque no estamos familiari-
zados con ellos o porque no somos muy reflexivos.

• 	 La visión transhumanista de que debemos explorar el universo de los valores poshu-
manos no implica que debamos renunciar a nuestros valores actuales.

• 	 La superación de las limitaciones biológicas humanas a través de la tecnología y la 
ciencia avanzada.

• 	 Las preocupaciones acerca de las limitaciones humanas vinculadas con las discusio-
nes teológicas de la vida futura, especialmente en la teología cristiana.

• 	 La posibilidad de imaginar múltiples mejoras que no imposibilitarían que alguien 
posterior a la transformación sea la misma persona que la anterior a ella.

• 	 La preservación de la identidad personal no lo es todo, especialmente si a esta no-
ción se le da una interpretación estrecha.

• 	 Los poshumanos gozarán de vidas más provechosas que los humanos, por lo que se 
debería promover que las personas futuras sean pohumanas.

• 	 El transhumanismo promueve la búsqueda de un mayor desarrollo para que poda-
mos explorar realidades valiosas a las que hoy no podemos acceder.
Bostrom (2020) señala que, a diferencia de otras perspectivas éticas, que tienden a ser 

reaccionarias ante nuevas tecnologías, el transhumanismo adopta una visión evolutiva y pro-
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mueve un enfoque activo en la política tecnológica. Según este autor, el movimiento trans-
humanista se enfoca en tecnologías como la ingeniería genética y la tecnología de la informa-
ción, así como en la nanotecnología molecular y la i a .

Max More, en cambio, define el transhumanismo extropiano, que ofrece una filosofía de 
vida optimista, vital y dinámica (More, 2023). Para More (2013), el de extropía no es un tér-
mino técnico opuesto al de entropía, sino una metáfora. La extropía fue definida como «el 
grado de inteligencia, orden funcional, vitalidad y capacidad y deseo de mejora de un sistema 
vivo u organizacional» (More, 1990).  

Los principios transhumanistas fue la primera formulación explícita desarrollada por el 
Extropy Institute, y el término extropianismo se adjudica a Max More. Los principios de ex-
tropía fueron creados con el propósito de «usar la comprensión científica actual junto con el 
pensamiento crítico y creativo para definir un pequeño conjunto de principios o valores que 
pudieran ayudar a dar sentido a las capacidades confusas pero potencialmente liberadoras y 
enriquecedoras existencialmente que se están abriendo a la humanidad» (More, 2003).

Para More (2003), los principios de extropía son «un marco evolutivo de actitudes, va-
lores y normas —y como un vocabulario compartido— para dar sentido a nuestras respues-
tas no convencionales, seculares y promotoras de la vida a la cambiante condición humana». 
Los principios de extropía son los siguientes:   
• 	 Progreso perpetuo. Buscar más inteligencia, sabiduría y eficacia; una vida sin límites 

y la eliminación de los límites políticos, culturales, biológicos y psicológicos que li-
mitan el desarrollo continuo. Superar permanentemente las limitaciones a nuestro 
progreso y las posibilidades que tenemos como individuos, organizaciones y espe-
cie. Crecer en direcciones saludables sin límites.  

• 	 Autotransformación. Afirmar la autosuperación ética, intelectual y física continua a 
través del pensamiento crítico y creativo, el aprendizaje permanente, la responsa-
bilidad personal, la proactividad y la experimentación. Utilizar la tecnología, en el 
sentido más amplio, para buscar el aumento fisiológico y neurológico, junto con el 
refinamiento emocional y psicológico.

• 	 Optimismo práctico. Impulsar la acción con expectativas positivas: individuos y orga-
nizaciones que son incansablemente proactivos. Adoptar un optimismo racional ba-
sado en la acción o «proacción», en lugar de una fe ciega y un pesimismo estancado.

• 	 Tecnología inteligente. Diseñar y gestionar tecnologías no como fines en sí mismas 
sino como medios eficaces para mejorar la vida. Aplicar la ciencia y la tecnología de 
manera creativa y valiente para trascender las cualidades «naturales» pero nocivas y 
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restrictivas derivadas de nuestro patrimonio biológico, la cultura y el medio ambien-
te.

• 	 Sociedad abierta — información y democracia. Apoyar órdenes sociales que fomenten 
la libertad de comunicación y de acción, la experimentación, la innovación, el cues-
tionamiento y el aprendizaje. 

• 	 Autodirección. Extropía significa valorar el pensamiento independiente, la libertad 
individual, la responsabilidad personal, la autodirección, el respeto por uno mismo y 
un respeto paralelo por los demás.

• 	 Pensamiento racional. La extropía significa privilegiar la razón por encima de la fe cie-
ga y el cuestionamiento por encima del dogma. Significa comprender, experimentar, 
aprender, desafiar e innovar en lugar de aferrarse a creencias.
Los conceptos fundamentales del pensamiento transhumanista son aportación de More 

(2013, pp. 4-6). Según este autor, además de mejoras en capacidades físicas, cognitivas y una 
vida más prolongada, el poshumano podría disfrutar de una libertad morfológica, es decir, no 
estaría limitado a una forma corporal humanoide. Por ejemplo, el poshumano podría mani-
festarse como un cyborg, que es una combinación de ser humano y robot, e incluso podría 
estar desprovisto de cuerpo físico, como en el caso de la transferencia de mente. More (1993) 
cree que las tecnologías de mejora humana deben estar ampliamente disponibles, y los indi-
viduos deben tener una amplia discreción sobre cuáles de ellas aplicarse a sí mismo (libertad 
morfológica).

De acuerdo con More (2010), el transhumanismo se trata de una mejora continua, no 
de perfección o paraíso; de mejorar el «diseño» sin sentido de la naturaleza, no de garantizar 
soluciones tecnológicas perfectas. En cambio, la libertad morfológica son los cambios en el 
moldeado futuro mejorado, no precisamente la predicción de futuros específicos. 

Transhumanistas tecnológicos

Kurzweil se centra en cómo la tecnología transformará la humanidad (Kurzweil, 2005, 
p. 16). Adopta la idea de la singularidad tecnológica, que se refiere a «un período futuro 
durante el cual el ritmo del cambio tecnológico será tan rápido, su impacto tan profundo, 
que la vida humana será irreversiblemente transformada». Según él, la aceleración tecno-
lógica y su crecimiento exponencial son las ideas clave detrás de la singularidad. La noción 
de singularidad se remonta a varias décadas tras el aceleramiento del avance tecnológico 
mediante la superinteligencia de las máquinas, según Goundrey (2023). De acuerdo con 
este autor, el concepto de «singularidad» fue discutido en 1958 por Stanislaw Ulam y 
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John von Neumann. Este fenómeno se refería al rápido progreso de la tecnología y los 
cambios en la vida humana, que parecían acercarse a un punto crítico en la historia, más 
allá del cual los asuntos humanos no podrían continuar de la misma manera. Para Kur-
zweil esta época no será utópica ni distópica, más bien transformará los conceptos en que 
nos basamos para darle sentido a nuestra vida, desde nuestros modelos de negocio hasta 
el ciclo de la vida humana, incluida la propia muerte (Kurzweil, 2005, p. 16). 

Transhumanistas ideológicos

El transhumanismo ideológico explora cómo la tecnología puede transformar no sólo 
el cuerpo humano, sino también las estructuras sociales e ideológicas. Este enfoque se 
distancia del transhumanismo convencional, pues se enfoca en cuestiones sociales y cul-
turales, como el feminismo y la identidad. Los transhumanistas ideológicos enfatizan en 
particular las perspectivas de Donna Haraway y Nancy Katherine Hayles, cuya propuesta 
se centra en cómo la tecnología liga las cuestiones de identidad, género y poder. Haraway 
utiliza el término cyborg para desafiar las nociones tradicionales de identidad y de gé-
nero, y su presencia como entidades híbridas de la biología y la tecnología. Según ella 
los cyborgs son entes situados entre lo natural y lo artificial, lo humano y lo no humano, 
categorías binarias que dejan fuera a grupos oprimidos como las mujeres y otros grupos 
marginalizados. Su propuesta permite una reconfiguración de la identidad y el poder y da 
paso a una mayor inclusión y dinámica del ser humano en esta era tecnológica. Un estado 
poshumano implica la integración de la tecnología en el cuerpo, y la transformación de la 
cognición y la identidad (Hayles, 1999).

Tecnologías transhumanistas

El término «transhumanista» se refiere al proceso o a las tecnologías que posibilitan la 
mejora o cambios en el ser humano. El término «poshumano», como sustantivo, es el re-
sultado final del transhumanismo o la entidad humana transformada (Goundrey, 2023). 
Es decir, según More (2013), las tecnologías transhumanistas convierten a los humanos 
en poshumanos. Sin embargo, aunque las tecnologías transhumanistas sean biomédicas, 
su propósito es transformar la vida humana de maneras más radicales y diferentes de las 
tecnologías médicas actuales; transforman la vida de humana y logran una mayor expec-
tativa de vida, eliminación de enfermedades y sufrimientos innecesarios y mejoran las 
capacidades físicas y cognitivas (Bostrom, 2003). 

Bostrom (2020) indica que el transhumanismo se centra en el desarrollo de tecnologías 
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actuales, como la ingeniería genética (medicina personalizada, terapias génicas) y la tecno-
logía de la información (cyborgs), y futuras, como el caso de la nanotecnología molecular 
(nanorrobots médicos, nanopartículas para la entrega dirigida de medicamentos) y la inteli-
gencia artificial (modelos predictivos para diagnóstico médico, sistemas de apoyo a la toma 
de decisiones clínica). Además, se incluyen tecnologías emergentes, como la realidad virtual 
y aumentada, que integran experiencias inmersivas para mejorar la cognición, la memoria 
y las habilidades sensoriales; la biología sintética, que permite la creación o el rediseño de 
organismos para potenciar capacidades humanas o combatir enfermedades; y las interfaces 
cerebro-computadora (b ci , por sus siglas en inglés), que facilitan la interacción directa entre 
el cerebro y dispositivos electrónicos, lo cual potencia habilidades cognitivas (Azuma, 1997; 
Guerreiro et al., 2022; Cavalcanti et al., 2008; Davis et al., 2008; Esteva et al., 2019; Oberme-
yer y Emanuel, 2016).

C u a d r o  2. Tecnologías, objetivos y aplicaciones transhumanistas

Objetivos 

transhumanistas

Descripción Autores Ejemplos de tecnología

Extensión 

de la vida.  

– Medicina 

   regenerativa.

– Prevención de

   enfermedades.

– De Grey y Rae (2007)

– Sinclair y LaPlante (2020).

– Terapias génicas para revertir  

   el envejecimiento.

– Investigación en células

   madre para regenerar tejidos

   dañados.

Medicina 

de precisión.

– Medicina 

   personalizada.

– Intervención

   temprana.

– Integración

   de datos.

– Price et al. (2009).

– Church y Regis (2014).

– Topol (2019).

– Tratamientos personalizados

   basados en datos genómicos.

– Uso de big data para predecir

   y prevenir enfermedades

   crónicas.

– Desarrollo de terapias especí-

   ficas para enfermedades raras.

Imperativo 

hedonista.

– Abolición del

   sufrimiento.

– Utilización de la

   biotecnología.

– Maximización

   del bienestar

   y felicidad

   subjetiva.

– Pearce (2011). – Uso de intervenciones farma- 

   cológicas para eliminar el

   dolor y el sufrimiento.

– Desarrollo de tecnologías

   que incrementen el bienestar

   psicológico y emocional.

Fuente: Elaboración propia.
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No obstante, cuando la distinción entre una mejora y una terapia no es clara en la apli-
cación práctica de una tecnología médica, la posición ética más justa para una sociedad sería 
usar una tecnología biomédica para asegurar un acceso igual para todos los ciudadanos, sin 
importar si se clasifica como terapia o como mejora. Los gobiernos serían los responsables 
morales de ofrecer tecnologías biomédicas de mejora para garantizar que todos los ciudada-
nos alcancen los mismos niveles de funcionamiento y bienestar. 

Tecnologías transhumanistas: criterios de clasificación  

De acuerdo con Goundrey (2023), existe una amplia gama de tecnologías biomédicas 
que podrían clasificarse como transhumanistas. Propone considerarlas de acuerdo con 
cuatro criterios: 1) que sea una tecnología, es decir, un medio material para llevar a cabo 
una tarea o un proceso (More, 2013, p. 13), por ejemplo cualquier efecto o intervención 
física o química, incluyendo procesos, políticas y métodos organizacionales; 2) que la 
tecnología se aplique a una persona de alguna manera, por ejemplo mediante la transfor-
mación de su vida y experiencia humana, y la mejora de la sociedad; 3) que la tecnología 
se aplique a la persona para mejorar la función humana, aumentar la longevidad o pro-
mover el florecimiento humano, y 4) que la persona humana tenga autonomía en el uso de 
la tecnología, es decir, de manera autodeterminada y no de forma coercitiva (More, 2013, 
p. 13), así como apelando a la libertad individual y la elección en el uso de las tecnologías 
de mejora (Bostrom, 2005). 

Otra forma de clasificar las tecnologías biomédicas como transhumanistas depende de 
su alineamiento con objetivos y principios del transhumanismo. Se ubican en siete catego-
rías: 1) mejora humana; incluye tecnologías que no sólo tratan enfermedades, sino también 
buscan mejorar el rendimiento o la longevidad (Bostrom, 2005); 2) autonomía y libertad de 
elección personal, como modificaciones genéticas o implantes; son vistas como transhuma-
nistas si promueven la autonomía personal y la capacidad de elegir cómo desean modificar sus 
cuerpos (Sandel, 2007, p. 3) extensión de la vida; las tecnologías que buscan extender la vida 
humana o retrasar el envejecimiento también se consideran transhumanistas, pues la prolon-
gación de la vida y la búsqueda de la inmortalidad son objetivos centrales del transhumanis-
mo (De Grey y Rae, 2007); 4) interacción con la i a  y la biología humana, como las interfaces 
cerebro-computadora; se consideran transhumanistas por su potencial para ampliar la cog-
nición y la percepción humana —se discute cómo la integración de i a  y biología es funda-
mental para la visión transhumanista de una singularidad tecnológica (Kurzweil, 2005)—; 5) 
creación de nuevas capacidades o mejora de ellas; la visión mejorada y la fuerza aumentada se 
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consideran transhumanistas si promueven la expansión de las capacidades humanas más allá 
de los límites naturales; como los cyborgs, que se alinean con los ideales transhumanistas de 
expansión y transformación (Haraway, 1991); 6) superación de limitaciones humanas como 
las deficiencias físicas o mentales, que son transhumanistas si están orientadas a la mejora y 
superación de las limitaciones biológicas tradicionales, y 7) ética de la modificación, criterio 
que se refiere a cómo las tecnologías biomédicas abordan las cuestiones éticas relacionadas 
con la modificación humana (Harris, 2007).

Autonomía, consentimiento informado y uso de tecnologías transhumanistas

Autonomía

El término autonomía, en el contexto del turismo médico, se refiere a la capacidad de los 
pacientes de tomar decisiones informadas y tener el control sobre sus tratamientos. Sin 
embargo, el análisis revela que en muchos casos la autonomía del paciente es socavada 
por la influencia de los prestadores de servicios médicos y la mercadotecnia que promue-
ve tratamientos como mejoras en la calidad de vida, sin una comprensión completa de 
los riesgos asociados. Esto es especialmente problemático en destinos donde el acceso a 
la información es limitado o los pacientes no dominan el idioma local, lo que dificulta la 
toma de decisiones verdaderamente autónomas. Es decir, no es posible considerar que 
los turistas médicos apelan a una «morfología libre» y al ejercicio auténtico de autono-
mía, según los discursos transhumanistas, cuando en realidad sus elecciones son condi-
cionadas muchas veces por factores económicos y socioculturales.

En el contexto del transhumanismo, la autonomía es la capacidad de autogobierno. Es 
decir, las consideraciones, los deseos, las condiciones y características forman parte de lo que 
de algún modo puede considerarse el «yo auténtico» (Christman, 2015).

En el transhumanismo, la autonomía personal que define Christman (2015) es clave para 
la adopción y el uso de tecnologías de mejora biológica. La autonomía personal se materializa 
cuando, sin coacción externa, la persona toma decisiones informadas y libres sobre su vida y 
su cuerpo. En el campo de la medicina, la manifestación de la autonomía se lleva a cabo por 
medio del consentimiento informado y no coaccionado para intervenciones médicas (Saad, 
2018). 

Por ello, las tecnologías transhumanistas no deberían alterar este principio en la toma 
de decisiones con respecto a los tratamientos ofertados en el turismo médico, ni los deseos y 
valores del individuo (Bublitz y Merkel, 2009). En el transhumanismo, los tipos de libertades 
son:
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•	 Libertad morfológica. Capacidad de los individuos de modificar su cuerpo y su biolo-
gía por medio de tecnologías como implantes y modificaciones genéticas. Refleja el 
derecho a decidir cómo debe ser el propio cuerpo (More, 2013).

• 	 Libertad reproductiva. Capacidad de tomar decisiones sobre la reproducción y el uso 
de tecnologías reproductivas, características genéticas y la modificación del a d n 
(Robertson, 2003).

• 	 Libertad cognitiva. Capacidad de mejorar o expandir las capacidades cognitivas con 
tecnologías como interfaces cerebro-computadora y la i a  integrada (Kurzweil, 
2005).

• 	 Libertad temporal. Capacidad de controlar el envejecimiento y la extensión de la vida 
con tecnologías de mejora (De Grey, 2007).

• 	 Libertad social. Capacidad de modificar su interacción social y las estructuras socia-
les (Haraway, 1991).

Consentimiento informado 

En la práctica médica el consentimiento informado es un pilar ético básico. Implica, sobre 
todo en el contexto de la oferta de tratamientos avanzados en el extranjero que utilizan 
tecnologías transhumanistas, recibir información suficiente, sin sesgos y enfocada en los 
beneficios, y que los riesgos sean mínimos. En el caso de tecnologías complejas, como la 
edición genética o los implantes cibernéticos, los pacientes pueden no tener la capacidad 
de comprender completamente las implicaciones de los procedimientos, lo que plantea 
preguntas sobre la validez del consentimiento informado. Además, el idioma y la asime-
tría en la información entre proveedores y pacientes agrava las desigualdades, pues quie-
nes tienen menos recursos o educación tienden a estar menos informados, por lo que son 
más vulnerables a procedimientos que pueden no ser adecuados para ellos.

Tecnologías transhumanistas: preocupaciones actuales 

en los destinos médicos internacionales

La equidad es un tema recurrente en los discursos sobre turismo médico, pero el análisis 
revela que en la práctica existe una brecha significativa entre los pacientes de diferentes 
orígenes socioeconómicos y geográficos en cuanto al acceso a tecnologías transhuma-
nistas. Destinos como México, India y Tailandia se promocionan como accesibles para 
tratamientos avanzados, pero en realidad sólo un segmento privilegiado de la población 
global puede acceder a ellos. La falta de marcos regulatorios adecuados en estos destinos 
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también contribuye a perpetuar desigualdades, ya que los pacientes con menos recursos 
suelen recibir tratamientos de menor calidad o con menos garantías de seguridad. Los 
discursos que promueven el turismo médico como una oportunidad para la «mejora hu-
mana» ignoran las profundas disparidades que existen en el acceso a estas tecnologías y 
las consecuencias de tales desigualdades en la salud global.

En Tailandia, las regulaciones del Medical Device Act (No. 2) B .E .  2562 (2019) buscan 
equilibrar la calidad y seguridad con el crecimiento económico del turismo de fertilidad, pero 
enfrentan desafíos en la instrumentación y supervisión efectiva. India, por su parte, ha desa-
rrollado directrices específicas para el turismo de cirugías estéticas avanzadas, pero carece de 
una regulación robusta que aborde las nuevas complejidades éticas y tecnológicas. La dispa-
ridad en los marcos regulatorios y su aplicación efectiva refuerza las desigualdades y plantea 
preguntas sobre la capacidad de estos destinos para proteger adecuadamente los derechos de 
los pacientes. Por ejemplo, existen preocupaciones por la escasa información de las creden-
ciales académicas y falta de evidencias de legitimidad científica en las plataformas en línea de 
clínicas de medicina regenerativa en Tijuana, México. Estas situaciones demuestran el riesgo 
de desinformación y publicidad de este tipo de tratamientos, que no están debidamente re-
gulados (Chavez et al., 2021).

Estados Unidos, China, India, Tailandia y México son líderes en turismo médico con 
células madre, de acuerdo con Lyons et al. (2022). Sin embargo, estos autores advierten que 
son los pacientes desesperados por sus enfermedades debilitantes (por ejemplo, Parkinson, 
esclerosis múltiple, accidente cerebrovascular y lesión de la médula espinal) quienes recurren 
a estas terapias no reguladas en el mercado internacional de turismo médico. Determinan que 
la sobreestimación terapéutica en la que caen urge «a médicos, investigadores, organismos 
reguladores, grupos de apoyo y educadores médicos a colaborar para mejorar la educación 
de pacientes y médicos y abordar las deficiencias legislativas actuales» (Lyons et al., 2022, p. 
132). 

En los destinos médicos los marcos regulatorios son distintos, y varían en su enfoque y 
rigurosidad. En México, por ejemplo, la Ley General de Salud aborda aspectos del consenti-
miento informado, pero no necesariamente en el contexto de tecnologías transhumanistas 
avanzadas (cuadro 4). 

Casos documentados  

El turismo médico se refiere a los viajes de pacientes para recibir tratamientos médicos en 
el extranjero que no están disponibles o resultan demasiado costosos en el país de origen 
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C u a d r o  3. Vinculación con la autonomía y el consentimiento informado en tecnologías transhumanistas

Dimensión Descripción Cumple con 

los criterios

Autores Vinculación 

Extensión de vida. Tecnologías que buscan mejorar las capacidades humanas con medios tecnológicos 

y biológicos, como implantes y edición genética.

– Tecnología. Incluye dispositivos y técnicas avanzadas. 

– Aplicación a humanos. Se aplica para transformar y

   mejorar la condición humana.

– Mejora de la función. Aumenta capacidades y longe-

   vidad.

– Autonomía. Se espera que el uso sea libre y voluntario.

More (2013). Plantea preocupaciones sobre 

equidad de acceso, consenti-

miento informado y autonomía 

personal en el uso de estas 

tecnologías.

Terapias genéticas. Tratamientos que implican modificar genes para tratar o prevenir enfermedades. – Tecnología. Utiliza herramientas como clonación con

   repeticiones palindrómicas cortas agrupadas y regu-

   larmente interespaciadas (c r i s p r ) para modificar a d n . 

– Aplicación a humanos. Se usa para cambiar la infor-

   mación genética en humanos.

– Mejora de la función. Busca curar enfermedades y

   potencialmente mejorar capacidades.

– Autonomía. El tratamiento debe ser elegido por el

   paciente con información completa.

Brokowski y 

Adli (2019).

Presenta dilemas sobre la ma-

nipulación genética, consenti-

miento informado y el impacto 

en futuras generaciones.

Terapias regenerativas. Técnicas que buscan regenerar tejidos u órganos dañados mediante células madre y 

otros métodos biológicos.

– Tecnología. Utiliza células madre e ingeniería de

   tejidos. 

– Aplicación a humanos. Regenera tejidos y órganos

   dañados.

– Mejora de la función. Restaura funciones biológicas y

   mejora la calidad de vida.

– Autonomía. El paciente decide someterse a trata-

   mientos regenerativos.

Harrison, St-Pierre 

y Stevens (2014).

Involucra debates sobre la ética 

del uso de células madre y el 

derecho a elegir tratamientos 

experimentales.

Implantes cibernéticos. Dispositivos electrónicos implantados en el cuerpo para mejorar o reemplazar fun-

ciones biológicas.

– Tecnología. Incluye dispositivos electrónicos y ciber-

   néticos. 

– Aplicación a humanos. Se implanta en el cuerpo para

   mejorar funciones.

– Mejora de la función. Restaura o amplifica capacida-

   des biológicas.

– Autonomía. El individuo elige usar los implantes

   según sus preferencias.

Warwick (2003). Afecta la privacidad, la integri-

dad personal y plantea cuestio-

nes sobre el acceso equitativo a 

la tecnología.

Fuente: Elaboración propia.
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C u a d r o  3. Vinculación con la autonomía y el consentimiento informado en tecnologías transhumanistas

Dimensión Descripción Cumple con 

los criterios

Autores Vinculación 

Extensión de vida. Tecnologías que buscan mejorar las capacidades humanas con medios tecnológicos 

y biológicos, como implantes y edición genética.

– Tecnología. Incluye dispositivos y técnicas avanzadas. 

– Aplicación a humanos. Se aplica para transformar y

   mejorar la condición humana.

– Mejora de la función. Aumenta capacidades y longe-

   vidad.

– Autonomía. Se espera que el uso sea libre y voluntario.

More (2013). Plantea preocupaciones sobre 

equidad de acceso, consenti-

miento informado y autonomía 

personal en el uso de estas 

tecnologías.

Terapias genéticas. Tratamientos que implican modificar genes para tratar o prevenir enfermedades. – Tecnología. Utiliza herramientas como clonación con

   repeticiones palindrómicas cortas agrupadas y regu-

   larmente interespaciadas (c r i s p r ) para modificar a d n . 

– Aplicación a humanos. Se usa para cambiar la infor-

   mación genética en humanos.

– Mejora de la función. Busca curar enfermedades y

   potencialmente mejorar capacidades.

– Autonomía. El tratamiento debe ser elegido por el

   paciente con información completa.

Brokowski y 

Adli (2019).

Presenta dilemas sobre la ma-

nipulación genética, consenti-

miento informado y el impacto 

en futuras generaciones.

Terapias regenerativas. Técnicas que buscan regenerar tejidos u órganos dañados mediante células madre y 

otros métodos biológicos.

– Tecnología. Utiliza células madre e ingeniería de

   tejidos. 

– Aplicación a humanos. Regenera tejidos y órganos

   dañados.

– Mejora de la función. Restaura funciones biológicas y

   mejora la calidad de vida.

– Autonomía. El paciente decide someterse a trata-

   mientos regenerativos.

Harrison, St-Pierre 

y Stevens (2014).

Involucra debates sobre la ética 

del uso de células madre y el 

derecho a elegir tratamientos 

experimentales.

Implantes cibernéticos. Dispositivos electrónicos implantados en el cuerpo para mejorar o reemplazar fun-

ciones biológicas.

– Tecnología. Incluye dispositivos electrónicos y ciber-

   néticos. 

– Aplicación a humanos. Se implanta en el cuerpo para

   mejorar funciones.

– Mejora de la función. Restaura o amplifica capacida-

   des biológicas.

– Autonomía. El individuo elige usar los implantes

   según sus preferencias.

Warwick (2003). Afecta la privacidad, la integri-

dad personal y plantea cuestio-

nes sobre el acceso equitativo a 

la tecnología.

Fuente: Elaboración propia.



C A R TA  E CO N Ó M I C A  R E G I O N A L  |  ISSN- e: 2683-2852 | A Ñ O  39 | N Ú M .  138 | J U L I O - D I C I E M B R E  D E  2026 | pp. 119-174

166 | 

(Connell, 2013). Estados Unidos, Canadá, Reino Unido y los de Europa Occidental son 
las principales naciones de origen de los turistas médicos, y los países de destino que 
encabezan la lista son México, Costa Rica, Tailandia, India, Malasia, Turquía y Singapur, 
según Trishita Deb (2026). De acuerdo con este reporte, la tasa estimada de crecimiento 
anual oscila entre el 15% y el 25%.

El flujo global de personas que califican cada año como turistas médicos pasó de un 
estimado de 8.3 millones en 2020 a 10.5 millones en 2025 (DeMicco et al., 2022). Los des-
tinos médicos destacados de América del Norte son Estados Unidos y México; se estima 
que el primer país recibe anualmente 1.9 millones de turistas médicos para su atención en 
cardiología y oncología, mientras que al segundo viajan entre 1.4 y tres millones, de los cuales 
entre el 40% y el 60% provienen de Estados Unidos (International Market Analysis Research 
and Consulting Group, 2025). En tanto, en los países asiáticos el flujo global anual de turistas 
médicos se presenta de la siguiente forma: Tailandia 2.5 millones, Malasia un millón, India 
500 mil y Singapur 500 mil (Trishita Deb, 2026).

Gran parte del crecimiento de este mercado ha sido impulsado por la búsqueda de me-
nores costos, disponibilidad e inmediatez en los tratamientos o para preservar la vida. Sin 
embargo, existe un mercado de pacientes enfocado en intervenciones estéticas electivas para 
evitar el envejecimiento, entre los que se encuentran los llamados millennials (generación na-
cida entre 1981 y 1996) (Wang et al., 2020). 

Otros segmentos del mercado que recurren a mejoras biotecnológicas son los relacio-
nados con las tecnologías de reproducción asistida, cuya cifra estimada de bebés nacidos en 
los últimos cuarenta años a nivel global es de ocho millones (Reigstad y Storeng, 2019). Adi-

C u a d r o  4. Regulaciones de tecnologías transhumanistas

País Tratamiento avanzado Regulaciones 

México. Cirugía estética. Ley General de Salud, Normas Oficiales Mexicanas 

(n o m ).

Estados Unidos. Edición genética. U.S. Food and Drug Administration (f d a ), Office of 

Tissues and Advanced Therapies, Center for Biolo-

gics Evaluation and Research (CBER).

India. Fertilización in vitro (i v f ). The Assisted Reproductive Technology (Regula-

tion) Act, 2021

Tailandia. Cirugía estética. Medical Device Act (No. 2), B.E. 2562 (2019).

Singapur. Biotecnología. Bioethics Advisory Committee Guidelines.

Fuente: Elaboración propia.
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cionalmente, se reconocen segmentos ampliamente populares, como terapias de reemplazo 
hormonal, crioimplantación, cirugía de cataratas, reemplazos de rodilla y cadera, marcapasos 
y dispositivos protésicos avanzados, entre otros (Takhar et al., 2022).

Es decir, con el auge de las tecnologías transhumanistas, que buscan mejorar las capaci-
dades humanas por medio de la tecnología, el turismo médico ha comenzado a incorporar 
tratamientos y procedimientos que van más allá de las prácticas médicas tradicionales. Las 
tecnologías transhumanistas han encontrado una interseccionalidad significativa con el turis-
mo médico. Este fenómeno se observa por varias razones:
•	 Acceso a tecnologías avanzadas. En países con regulaciones más flexibles o desarrollos 

tecnológicos avanzados, como México o Brasil, los pacientes buscan acceder a trata-
mientos que no están disponibles en sus países de origen. Tecnologías transhuma-
nistas como los implantes cibernéticos y la ingeniería genética son áreas de interés 
creciente.

• 	 Costos y disponibilidad. Los tratamientos avanzados, especialmente los asociados a la 
transhumanización, pueden tener costos prohibitivos en algunos países. El turismo 
médico ofrece una alternativa viable para acceder a estos tratamientos a un costo 
menor en destinos especializados.

• 	 Desarrollo global y disparidades. Las disparidades entre países en cuanto a desarro-
llo tecnológico propician la expansión de tecnologías transhumanistas en destinos 
de turismo médico. Países con menos restricciones regulatorias y costos más bajos 
atraen a pacientes internacionales que busca mejoras tecnológicas que no están dis-
ponibles en sus países.
Para una comprensión más clara del turismo médico en el contexto de las tecnologías 

transhumanistas es esencial clasificarlo en distintas categorías y diferentes motivos del viaje. 
A continuación, se presentan las principales categorías identificadas en la literatura, junto con 
sus referencias disciplinarias o interdisciplinarias: 
• 	 Turismo de cirugía estética. Procedimientos estéticos, como cirugía plástica, que a me-

nudo buscan costos más bajos o técnicas más avanzadas (Nassab et al., 2010).
• 	 Turismo genético y biotecnológico. Tratamientos de ingeniería genética, terapia génica 

o biotecnología avanzada (Charo, 2016). 
• 	 Turismo de fertilidad y de reproducción. Tratamientos de fertilidad y tecnologías re-

productivas avanzadas (Strickland y Ratten, 2023; Ikemoto, 2009). 
• 	 Turismo de transición de género. Procedimientos médicos relacionados con la transi-

ción de género, como cirugía de reasignación sexual (Aizura, 2010). 
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C u a d r o  5. Categoría de turismo médico, tecnologías transhumanistas, 

nomenclatura del tratamiento, principios y objetivos transhumanistas y riesgos

Transhumanismo Riesgos

Categoría de turismo 

médico tecnológico

Tecnología 

transhumanista

Nomenclatura 

del tratamiento

Principios Objetivos Autonomía Consentimiento infor-

mado

Equidad

Turismo de fertilidad.

Turismo de gestión 

subrogada.

Terapias génicas (Bos-

trom, 2003).

Selección genética (Vita, 

2002).

Eugenesia positiva.

Reproducción asistida 

con selección genética

Superación de las limita-

ciones biológicas.

Diseño y perfecciona-

miento humano.

Libertad reproductiva.

Inmortalidad, extensión 

de la vida.

Control biológico de la 

reproducción.

Compromiso de la 

autonomía del paciente 

si no se comprenden los 

riesgos.

Complejidad en la expli-

cación técnica de riesgos.

Acceso limitado a seg-

mentos de población con 

ingresos altos.

Turismo de cirugía 

plástica.

Cirugía estética avanzada 

(Vita, 2013).

Biocosmética, tecnocos-

mética.

Hedonismo, libertad 

morfológica.

Maximización del bienes-

tar subjetivo.

Estándares de belleza 

impuestos culturalmente.

Consentimiento influen-

ciado por estándares 

sociales.

Segmentación de mer-

cado según capacidad 

económica.

Turismo genómico. Edición genética (c r i p p r )

(Church y Regis, 2014).

Genómica clínica, bioin-

geniería.

Mejoramiento humano a 

nivel genético.

Control biológico de la 

evolución, longevidad.

Manipulación genética 

sin suficiente compren-

sión de consecuencias.

Dificultad para explicar 

las implicaciones gené-

ticas.

Diferencias de acceso a 

tecnología avanzada.

Turismo de aumento de la 

capacidad humana.

Interfaces cerebro-com-

putadora (b c i ) (Kurzweil, 

2005).

Neurotecnología, cibor-

gización.

Fusión de biología y 

tecnología.

Potenciación cognitiva. Potencial interferencia en 

la autonomía mental.

Complejidad en explicar 

riesgos neurológicos.

Exclusión de poblaciones 

sin recursos económicos.

Turismo de medicina 

regenerativa.

Turismo de medicina 

personalizada.

Biotecnología para la lon-

gevidad (Sinclair, 2020).

Células madre (De Grey, 

2007).

Terapias de rejuveneci-

miento y regenerativas

Senescencia negligible 

(envejecimiento insigni-

ficante).

Prolongación de la salud 

y juventud.

Reparación de los efectos 

del envejecimiento.

Extensión radical de la 

vida.

Reparación y regenera-

ción del cuerpo, extensión 

de la vida saludable.

Reducción de la autono-

mía en pacientes que de-

penden de la tecnología 

para vivir.

Complicaciones en la 

comprensión de longevi-

dad asistida.

Disponibilidad para 

grupos de población con 

ingresos altos.

• 	 Turismo para cyborgs y tecnologías de interfaz cerebro-computadora. Implantes ciber-
néticos, tecnologías de interfaz cerebro-computadora (b ci) u otros avances en inte-
gración humano-tecnología (Pio, 2021; Hunt, 2015). 

• 	 Turismo en medicina regenerativa. Búsqueda de tratamientos en el extranjero que in-
volucran terapias con células madre, ingeniería de tejidos y otros enfoques de medi-
cina regenerativa (Lyons et al., 2022).
Los avances en las diversas tecnologías transhumanistas, como las terapias genéticas y la 

medicina personalizada, prometen mejoras significativas en la salud humana, pero su costo 
elevado limita el acceso a ellas a una minoría privilegiada (Smith y Jones, 2021). Incluso, 
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C u a d r o  5. Categoría de turismo médico, tecnologías transhumanistas, 

nomenclatura del tratamiento, principios y objetivos transhumanistas y riesgos

Transhumanismo Riesgos

Categoría de turismo 

médico tecnológico

Tecnología 

transhumanista

Nomenclatura 

del tratamiento

Principios Objetivos Autonomía Consentimiento infor-

mado

Equidad

Turismo de fertilidad.

Turismo de gestión 

subrogada.

Terapias génicas (Bos-

trom, 2003).

Selección genética (Vita, 

2002).

Eugenesia positiva.

Reproducción asistida 

con selección genética

Superación de las limita-

ciones biológicas.

Diseño y perfecciona-

miento humano.

Libertad reproductiva.

Inmortalidad, extensión 

de la vida.

Control biológico de la 

reproducción.

Compromiso de la 

autonomía del paciente 

si no se comprenden los 

riesgos.

Complejidad en la expli-

cación técnica de riesgos.

Acceso limitado a seg-

mentos de población con 

ingresos altos.

Turismo de cirugía 

plástica.

Cirugía estética avanzada 

(Vita, 2013).

Biocosmética, tecnocos-

mética.

Hedonismo, libertad 

morfológica.

Maximización del bienes-

tar subjetivo.

Estándares de belleza 

impuestos culturalmente.

Consentimiento influen-

ciado por estándares 

sociales.

Segmentación de mer-

cado según capacidad 

económica.

Turismo genómico. Edición genética (c r i p p r )

(Church y Regis, 2014).

Genómica clínica, bioin-

geniería.

Mejoramiento humano a 

nivel genético.

Control biológico de la 

evolución, longevidad.

Manipulación genética 

sin suficiente compren-

sión de consecuencias.

Dificultad para explicar 

las implicaciones gené-

ticas.

Diferencias de acceso a 

tecnología avanzada.

Turismo de aumento de la 

capacidad humana.

Interfaces cerebro-com-

putadora (b c i ) (Kurzweil, 

2005).

Neurotecnología, cibor-

gización.

Fusión de biología y 

tecnología.

Potenciación cognitiva. Potencial interferencia en 

la autonomía mental.

Complejidad en explicar 

riesgos neurológicos.

Exclusión de poblaciones 

sin recursos económicos.

Turismo de medicina 

regenerativa.

Turismo de medicina 

personalizada.

Biotecnología para la lon-

gevidad (Sinclair, 2020).

Células madre (De Grey, 

2007).

Terapias de rejuveneci-

miento y regenerativas

Senescencia negligible 

(envejecimiento insigni-

ficante).

Prolongación de la salud 

y juventud.

Reparación de los efectos 

del envejecimiento.

Extensión radical de la 

vida.

Reparación y regenera-

ción del cuerpo, extensión 

de la vida saludable.

Reducción de la autono-

mía en pacientes que de-

penden de la tecnología 

para vivir.

Complicaciones en la 

comprensión de longevi-

dad asistida.

Disponibilidad para 

grupos de población con 

ingresos altos.

la disponibilidad desigual de tecnologías avanzadas podría dar como resultado una división 
clara entre los «mejorados» y los «no mejorados». Es decir, no únicamente por las ventajas 
en salud, además se diferenciarán por las oportunidades socioeconómicas y calidad de vida.

Reflexiones finales

En el ámbito del turismo médico, el uso de las tecnologías transhumanistas plantea desa-
fíos regulatorios que exigen la cooperación internacional para estandarizar la regulación 
y frenar las prácticas inseguras y los tratamientos no regulados. Se necesita empoderar de 
forma sostenida a los viajeros médicos mediante educación basada en evidencia médica 
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que los alerte de los riesgos clínicos y del estatus regulatorio de este tipo de tratamientos. 
El turista médico no debería estar expuesto a engaños ni a daños irreparables o imprevi-
sibles. Es urgente que se mejore la corresponsabilidad por medio de normas y regulacio-
nes, con vigilancia en la web efectiva y obligatoriedad en los mecanismos de rendición 
de cuentas para los proveedores de servicios médicos. El consentimiento informado es 
una de las consideraciones bioéticas del transhumanismo, por lo que es importante que 
la atención sea confiable, precisa y científica. El consentimiento informado para la aten-
ción médica es la salvaguarda de la autonomía del turista médico durante y después del 
tratamiento. 

En general, los responsables de las políticas y regulaciones deben asegurar que los be-
neficios del transhumanismo se distribuyan de manera justa y equitativa, poniendo por enci-
ma los valores humanistas fundamentales y la dignidad. Como línea de investigación futura, 
se revela la urgente necesidad de desarrollar políticas éticas que guíen el uso de tecnologías 
transhumanistas en el turismo médico. 
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Resumen	 Este artículo presenta el caso de la creación de tres empresas comunitarias en el muni-
cipio indígena de Guelatao de Juárez, Oaxaca, un ejemplo de cómo las decisiones co-
munitarias pueden orientar la inversión pública hacia proyectos que generan bienestar 
y riqueza compartidos. El artículo tiene el objetivo de analizar cómo a partir de una 
posición simbólica de privilegio frente al Estado, Guelatao obtuvo recursos públicos 
que utilizó para crear tres cooperativas, las cuales al tiempo que están alineadas a leyes 
y regulaciones nacionales, son respaldadas y vigiladas por la asamblea, que es el actor 
colectivo que determina el rumbo de la comunidad con principios y objetivos diferen-
ciados. Mediante una metodología cualitativa basada en revisión documental, análisis 
de información financiera y entrevistas, se presenta la trayectoria de la comunidad y 
cómo ha logrado presentar una institucionalidad híbrida para generar un desarrollo 
que combina la estructura del gobierno con la potencia comunitaria.
Pal abras cl ave:  Comunidad, autonomía, cooperativa, presupuesto, asamblea. 
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Community enterprises: 
development guided by the assembly, 
the case of Guelatao de Juárez, Oaxaca

Abstract	 This article presents the case of the creation of three community companies in the in-
digenous municipality of Guelatao de Juárez, Oaxaca, an example of how community 
decisions can guide public investment towards projects that generate shared well-be-
ing and wealth. The article aims to analyze how, from a symbolic position of privi-
lege vis-à-vis the state, Guelatao obtained public resources that it used to create three 
cooperatives, which, while being aligned with national laws and regulations, are sup-
ported and monitored by the assembly, which is the collective actor that determines 
the direction of the community with differentiated principles and objectives. Through 
a qualitative methodology based on documentary review, analysis of financial infor-
mation and interviews, the trajectory of the community is presented and how it has 
managed to present a hybrid institutionality to generate a development that combines 
the government structure with communal power.
K e y wo r d s :  Community, autonomy, cooperative, budget, assembly.

Introducción  

El objetivo de este artículo es analizar cómo comunidades indígenas pueden transfor-
mar recursos públicos en procesos de desarrollo propios a partir de la articulación 

de capacidades comunitarias con instituciones locales. Utilizando el caso de Guelatao 
de Juárez, Oaxaca, se argumenta que la creación de empresas comunitarias no depende 
únicamente del acceso a financiamiento, sino también de que existan estructuras orga-
nizativas, como la asamblea, que permiten gestionar, adaptar y orientar dichos recursos 
hacia objetivos colectivos, lo cual permite entender el desarrollo comunitario como un 
proceso relacional en que interactúan recursos disponibles, capacidades organizativas e 
instituciones locales.

A partir del estudio de caso del municipio de Guelatao de Juárez, se emplea una me-
todología cualitativa basada en revisión documental, análisis de información financiera 
y entrevistas. Los resultados muestran que el acceso a recursos públicos, si bien es una 
condición relevante, no es suficiente por sí misma; su impacto depende de que existan 
instituciones comunitarias —particularmente la asamblea— y capacidades colectivas 
que permiten gestionar, adaptar y orientar dichos recursos hacia objetivos comunitarios. 
El estudio contribuye a la discusión sobre el desarrollo local, pues evidencia el papel cen-
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tral de la institucionalidad comunitaria en la transformación de recursos en procesos de 
desarrollo.

En este contexto, la pregunta que guía el presente artículo es ¿cómo las instituciones 
comunitarias y las capacidades organizativas permiten orientar recursos públicos hacia 
proyectos que generan bienestar y riqueza compartida en comunidades indígenas?

Específicamente, el artículo examina las condiciones estructurales que limitan la 
capacidad de los municipios de generar ingresos propios, en particular en el ámbito fis-
cal; analizar el papel de las instituciones comunitarias, especialmente la asamblea, en la 
gestión y orientación de recursos públicos; explorar cómo la generación de capacidades 
colectivas permite implementar proyectos productivos bajo esquemas de organización 
comunitaria.

Este trabajo se inscribe en la discusión sobre el papel que desempeñan las institu-
ciones y las capacidades en los procesos de desarrollo. Desde el enfoque institucional, 
el desarrollo no depende de la disponibilidad de recursos, sino de las reglas, normas y 
organizaciones que estructuran su uso (North, 1990). En contextos locales, estas insti-
tuciones pueden adquirir formas específicas que combinan normas formales con otras 
informales (Helmke y Levitsky, 2004).

Por otro lado, el enfoque de capacidades plantea que el desarrollo no debe entender-
se únicamente como crecimiento económico, sino también como el aumento de las capa-
cidades de los actores para decidir sobre su vida y entorno (Sen, 1999). En este sentido, 
las comunidades no son receptoras pasivas de recursos, sino agentes capaces de transfor-
marlos a partir de sus propias estructuras organizativas.

En los casos de comunidades indígenas, estas dimensiones se articulan en torno a 
formas de organización como la comunalidad, que permiten la generación de capacida-
des colectivas y la gestión de recursos bajo principios propios. Así, el desarrollo comuni-
tario puede entenderse como el resultado de la interacción entre recursos, capacidades e 
instituciones.

Este trabajo articula tres enfoques complementarios: el enfoque de capacidades, el 
institucional y el de economía social, con el fin de analizar cómo las comunidades pueden 
incidir en la orientación de los recursos públicos hacia proyectos productivos.

Camino de autonomía de la mano del gobierno

Guelatao de Juárez es un municipio de la región Sierra Norte del estado de Oaxaca con 
657 pobladores contabilizados por el i n e g i  en 2020, y uno de los 70 con menos habi-
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tantes del estado. En la entidad, donde el 28.4% de sus pobladores viven en condición de 
pobreza (Coneval, 2020), es el décimo tercer municipio con menor porcentaje de po-
blación en esta situación y el que menos habitantes en pobreza extrema presenta en las 
mediciones del extinto Coneval, con 1%. El Programa de las Naciones Unidas para el De-
sarrollo (p n ud)1 ubicó en 2020 el ingreso per cápita de este municipio en 2 877.37 pe-
sos. Su índice de intensidad migratoria es muy bajo, y los indicadores de Conapo (2020) 
muestran que en 2020 sólo cuatro casas recibieron remesas.   

Este municipio tiene un simbolismo trascendental para el nacionalismo mexicano, 
forjado durante el siglo x x . Por ser el lugar donde nació el Benemérito de las Américas, 
Benito Juárez, cada 21 de marzo, desde el gobierno de Lázaro Cárdenas, los presidentes 
del país acuden a Guelatao a conmemorar el natalicio del presidente oaxaqueño. Por este 
simbolismo, diversos gobiernos lo han tomado como el lugar desde donde buscan mos-
trar el desarrollo que pretenden para la nación y sus pueblos. En la plaza central aún hoy 
se encuentra el sabino que plantó Cárdenas en 1938, año en que inauguró el internado 
que sirvió como uno de los centros de estudios públicos más importantes de la región. 
Martínez-Luna (2006) apunta que desde 1938 Guelatao se convirtió en sede del desarro-
llo que el Estado mexicano diseñó para sí mismo. Sin embargo, tal desarrollo no ha estado 
exento de confrontaciones entre los intereses de la comunidad y los del gobierno. 

Durante el periodo 1956-1985 hubo un proceso en que el gobierno federal conce-
sionó, sin consulta ni conocimiento de las comunidades, 114 000 hectáreas de bosques 
de municipios de Oaxaca, muchos de ellos de la región Sierra Norte. En este proceso, 
en que ocurrió una explotación de recursos naturales y de los propios pobladores, las 
comunidades comenzaron a organizarse para detener la imposición del gobierno y en 
1980 conformaron la Organización para la Defensa de los Recursos Naturales y Desa-
rrollo Social de la Sierra Juárez (Odrenasij),2 que utilizando estrategias de lucha social y 
jurídica ha frenado la continuidad automática que el gobierno federal pretendió dar a la 
concesión de bosques. 

Aunque Guelatao es uno de los municipios más pequeños de la región y de Oaxaca 
(su extensión territorial es de 442.5 hectáreas), su importancia en la organización y el de-
sarrollo de la Odrenasij fue decisiva. La visita del presidente José López Portillo en 1980 

1 Anexos de p n ud  (2023).
2 Sobre la historia de esta organización y el proceso de concesiones forestales en Oaxaca se pueden 
consultar Martínez-Luna (2013) y Pérez-Avendaño (2022).
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para conmemorar el natalicio de Benito Juárez sirvió para que el presidente municipal de 
Guelatao, Víctor García, presentara las preocupaciones de la comunidad en torno a la ex-
plotación forestal con base en reclamos de 26 comunidades forestales, a cuyas autorida-
des convocó previamente para conocer su opinión sobre el tema. La lucha de la Odrenasij 
sirvió para fortalecer diversas empresas comunitarias forestales, que hasta hoy continúan 
trabajando en la región (Chapela, 2004; Bray y Merino, 2004). 

Aunque hasta ahora no ha desarrollado ninguna actividad forestal, desde la creación 
de la Odrenasij Guelatao se consolidó como una de las comunidades que más han impul-
sado proyectos artísticos y de comunicación en la Sierra Norte. Una de sus principales 
estrategias para recibir atención y respuesta de las autoridades a propuestas que requieren 
inversión es la petición directa al presidente de la República en turno. Este mecanismo se 
ha utilizado en diversas ocasiones. En 1989, pobladores de Guelatao integrantes del gru-
po musical Trova Serrana (entre ellos el antropólogo Jaime Martínez Luna, impulsor de la 
Odrenasij), aprovecharon una gira del presidente Carlos Salinas de Gortari por Tlaxiaco, 
Oaxaca, para solicitarle su apoyo para instalar una estación de radio —x e g l o, La Voz de 
la Sierra—, que operó de forma continua desde noviembre de 1991, aunque su primera 
emisión oficial fue el 21 de marzo de dicho año con una entrevista de Martínez Luna al 
titular del ejecutivo federal. 

Aunque se ha criticado que el tipo de desarrollo que generan estas relaciones comu-
nidad-gobierno causan una fuerte dependencia de la disposición política y financiera que 
el gobierno federal tenga para con las comunidades, en el contexto indígena serrano y 
oaxaqueño se propone una perspectiva diferenciada, desde la cual se enfatiza que, como 
resultado, aun cuando se utilicen recursos oficiales, se propicia un mayor control sobre el 
territorio y los productos culturales. 

Cuando mayor es el control de un sistema o sujeto autonómico sobre un determina-
do territorio, menor es el peligro de una destrucción masiva de los recursos naturales y, 
por lo tanto, más grande la sostenibilidad del sistema. Los factores más importantes que 
conducen a la apropiación del territorio por el sujeto autonómico son: a) conocimientos 
específicos sobre la utilización de los recursos naturales («conocimiento local»); b) la 
cohesión social sobre la base de un bien común culturalmente definido («capital local»), 
y c) la autonomía política en los procesos de decisión (López y Rivas, 2010). 

En este sentido, tanto en la lucha de la Odrenasij como en la de la radio comunitaria, 
la comunidad de Guelatao se ha mostrado como un actor determinante en su desarrollo 
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local y regional, aun cuando la realización de proyectos educativos, productivos y de co-
municación ha dependido en buena medida de la participación del gobierno federal, y en 
particular del presidente en turno. Este es uno de los argumentos principales del presente 
artículo, el hecho de que los proyectos de la comunidad con recursos otorgados por el 
gobierno federal han servido más para fortalecer su autonomía y generar bienestar que 
para profundizar los mecanismos clientelares, paternalistas o de dependencia cultural, 
económica o política. El simbolismo histórico determinado por ser la cuna de Benito 
Juárez se ha utilizado para obtener recursos, y éstos, a su vez, se han empleado para dar 
más fuerza a la comunidad. 

Una nueva petición

La estrategia de hacer peticiones se utilizó de nuevo durante el periodo de gobierno 2018-
2024, en el mandato del presidente Andrés Manuel López Obrador. En su visita de marzo 
de 2020 a Guelatao, las autoridades le demandaron recursos para la creación de proyectos 
comunitarios planeados desde hacía más de diez años: una sociedad de préstamo y aho-
rro, una de consumo y una más de producción. La petición pronto tuvo resultados, pues 
en julio de 2020 el Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado (Indep) anunció la firma 
de un acuerdo de transferencia de recursos presupuestales federales por 56.7 millones 
de pesos al Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas (i n p i), que serían entregados al 
municipio.  

En un comunicado oficial (i n p i , 2020), el Indep precisó que este sería el primer 
caso de adjudicación directa de recursos a un municipio indígena. Este punto, como co-
mentaremos más adelante, puede ser el origen de una ruta diferenciada de consecución 
de recursos orientados explícitamente a la creación de empresas comunitarias que gene-
ren riqueza y beneficios puntuales a pobladores de otras comunidades. Para ello, como se 
verá más adelante, hacen falta reglas claras, transparentes e igualitarias. 

Simbolismo presupuestal ante la fiscalidad vigente

Para comprender el alcance de estas experiencias es necesario considerar las restricciones 
estructurales que enfrentan los municipios, particularmente en materia fiscal, que limitan 
su capacidad de generar ingresos propios. Si bien el caso de Guelatao sirve para ejempli-
ficar lo que podríamos llamar simbolismo presupuestal —entrega de recursos por causas 
culturales, históricas o sociales relevantes para el Estado y no por criterios que atiendan 
la Ley de Coordinación Fiscal (l f c)—, en este artículo interesa resaltar que este meca-
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nismo es una alternativa legítima ante una estructura fiscal —el pacto federal— que hace 
prácticamente imposible que un municipio como el de Guelatao y la gran mayoría de los 
oaxaqueños obtenga recursos libres para la creación de empresas comunitarias o proyec-
tos que fortalezcan la economía local y la generación de ingresos comunitarios.   

La entrega de recursos provenientes de fondos diferentes a los etiquetados como 
aportaciones o participaciones federales permite plantear la pregunta: ¿qué otras alter-
nativas tienen los municipios para obtener recursos que pudieran destinar a la inversión 
productiva, con la mira puesta en superar el esquema de generación de riqueza indirecta 
a través de la creación de infraestructura pública? 

Unda (2019) abre su investigación sobre los factores que hacen que unos munici-
pios dispongan de más ingresos propios que otros con una premisa que es básica para 
comprender un panorama general del actuar de los municipios del país: «“En México 
el municipio promedio se ha hecho más dependiente de las transferencias fiscales y no 
ha aumentado sus niveles de inversión» (Unda, 2019, p. i i). Las estadísticas son con-
tundentes: en promedio, el 83% de los recursos de las entidades federativas provienen 
de la federación, mientras que el promedio para los municipios es del 73%; aunque en 
casos como Oaxaca, tanto a nivel municipal como estatal, la dependencia supera el 90%. 
La autora agrega que los municipios «capaces de complementar las transferencias con 
ingresos propios cuantiosos están en mejor posición para dar respuesta a las demandas 
ciudadanas de bienes y servicios públicos» (Unda, 2019, p. 1). En el panorama de su 
estudio señala tres tipos de municipios: los que han incrementado su recaudación a par-
tir de impuestos inmobiliarios (San Pedro Garza García, Querétaro y Huixquilucan), 
aquellos que han optado por la deuda pública (Tonalá, Cuernavaca o Tepic) y los que 
dependen prácticamente en su totalidad de las transferencias (Tlaxcala, Campeche… 
y Oaxaca). 

El panorama que conforman las capitales de los estados puede encuadrar en el 
marco de eficaz/ineficaz, innovador/rezagado pues, pese a sus diferencias geográficas, 
su dinamismo económico y su número de habitantes, cuentan con factores que pueden 
determinar el crecimiento económico, que van desde suficientes vías de comunicación e 
instituciones educativas hasta recursos públicos (administrativos, presupuestales, jurídi-
cos) para cumplir tareas como incentivar la creación o atracción de empresas y la amplia-
ción de su base tributaria, aun cuando ésta esté basada principalmente en la recaudación 
por servicio de agua potable y el impuesto predial. Pero en qué situación quedan los mu-
nicipios localizados en geografías desiguales (Smith, 2008), donde la base gravable y el 
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impuesto predial son bajos o muy bajos —como es el caso de Guelatao— porque su número 
de pobladores también es bajo o muy bajo, y su capacidad de atraer o crear empresas a 
las cuales cobrar impuestos es también baja o muy baja. Lo que importa resaltar aquí es 
que resulta imposible equiparar la dependencia del municipio de Garza García o el de 
Oaxaca de Juárez con el de municipios de la región Sierra Norte debido a que unos son 
dependiente aunque cuentan con un exceso de recursos para no serlo a su alcance y otros 
son dependientes porque sus alternativas son escasas o sumamente limitadas. Esta con-
sideración, no obstante, está ausente de la manera en que se establecen las fórmulas que 
determinan la participación de recursos federales, dependientes en gran medida de las 
variables número de habitantes e impuestos cobrados, lo cual dificulta que los municipios 
pequeños obtengan más recursos.

En este contexto de desigualdad estructural es importante matizar que la incorpo-
ración de criterios de productividad o de eficiencia recaudatoria en la asignación de re-
cursos no está exenta de tensiones. Si bien estos criterios pueden incentivar una mayor 
capacidad fiscal en ciertos municipios, también pueden profundizar los desequilibrios 
territoriales al favorecer a aquellos con mejores condiciones estructurales para generar 
ingresos. En contextos como el oaxaqueño, donde hay profundas desigualdades en térmi-
nos de base gravable, infraestructura y dinamismo económico, un énfasis exclusivo en la 
productividad podría ampliar las brechas existentes, lo que limitaría aún más las posibili-
dades de desarrollo de municipios con menos capacidades iniciales.

Conviene distinguir entre los distintos indicadores que intervienen en la distribu-
ción de recursos. Por un lado, las aportaciones y la recaudación local refieren a la capa-
cidad de los municipios de generar ingresos propios o contribuir a la recaudación; por 
otro, las participaciones federales son los recursos que reciben con base en fórmulas de 
distribución definidas a nivel nacional. Esta distinción es relevante porque cada uno de 
estos indicadores responde a una lógica distinta: mientras que el primero mide esfuerzo o 
capacidad fiscal, el segundo refleja criterios de asignación que combinan variables como 
población, crecimiento económico y recaudación previa.

En este sentido, se observa una tensión en el sistema: municipios que contribuyen 
relativamente más en términos de recaudación no necesariamente reciben más recursos, 
mientras que otros con menor capacidad contributiva pueden tener niveles de financia-
miento similares o incluso superiores. Esto evidencia que el diseño de las fórmulas de 
distribución no opera como un mecanismo directo de compensación al esfuerzo fiscal, 
sino como un sistema híbrido que combina criterios redistributivos e inerciales.
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C u a d r o  1. Restricciones fiscales y alternativas de financiamiento en municipios de Oaxaca

Dimensión Evidencia del caso Implicaciones para el desarrollo

Dependencia fiscal. Municipios: 73% de sus ingresos 

provienen de la federación; en 

Oaxaca supera el 90%.

Alta dependencia que limita la 

autonomía financiera.

Capacidad de recaudación. El 91.6% del predial se concentra 

en 40 municipios; 187 no repor-

tan ingresos.

Baja base gravable en la mayoría 

de los municipios.

Criterios de distribución (f g p ). El 52.7% del fondo determinado 

por monto base; población como 

factor principal.

Efecto inercial que reproduce 

desigualdades.

Distribución estatal (f m p ). El 85.9% basado en monto de 

garantía; 50% población y 50% 

recaudación.

Penaliza a municipios pequeños 

con baja recaudación.

Esfuerzo recaudatorio local. Guelatao aumentó sus ingresos 

de 3 000 a 5 636 pesos, pero con 

límites estructurales.

Los incrementos locales no 

cambian significativamente la 

posición fiscal.

Comparación territorial. Pago promedio por vivienda en 

Guelatao superior al de Oaxaca 

de Juárez, pero con menor acceso 

a recursos.

El esfuerzo no se traduce en 

mayor asignación.

Participaciones municipales. 208 municipios recibirán menos 

de 2.5 millones de pesos; 82.28% 

recibirán menos de diez millones.

Recursos insuficientes para inver-

sión productiva.

Alternativas fiscales reales. fa i s  y fa i s p i a m  etiquetados para 

infraestructura; Probipi con mon-

tos limitados.

Escasas opciones para financiar 

proyectos productivos.

Recursos extraordinarios. Transferencia del Indep superior a 

las participaciones ordinarias.

Caso excepcional: simbolismo 

presupuestal.

Tiempo de acumulación. Los municipios tardarían hasta 23 

años en igualar los recursos ex-

traordinarios.

Imposibilidad de replicar proyec-

tos vía esquema fiscal ordinario.

Fuente: Elaboración propia con datos recaudatorios del Gobierno del Estado de Oaxaca y de la Auditoría Superior de 

la Federación.

La Auditoría Superior de la Federación (a s f) ha expuesto en diversos análisis (a s f, 
2018) que el Fondo General de Participaciones (f g p) se establece con base en criterios 
de asignación en los cuales tienen un peso muy fuerte variables ajenas a toda norma de 
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competitividad y eficacia administrativa y recaudatoria, como el número de pobladores 
de una entidad. Aunque en primera instancia se plantea que el 60% del fondo se determi-
na por un mayor dinamismo en el producto interno bruto (p i b) (a s f, 2018) y el 40% 
por el incremento de la recaudación estatal y el porcentaje que aporta la entidad al pib 
nacional, un acercamiento más detallado permite observar cómo el elemento poblacional 
interviene en esta asignación.

En la fórmula utilizada para asignar los recursos, el primer factor es el monto base 
o de garantía, establecido a partir de la distribución que el fgp observó en 2007 y que 
determinó, para 2016, el 52.7% de los recursos. La asf señala que en la conformación del 
45.17% de esta base influyó el factor número de habitantes de cada entidad. La a s f  es 
aún más explícita al señalar que en realidad «es el elemento principal», «así como los 
coeficientes de distribución del año inmediato anterior» (a s f, 2018, p. 17).  

Dado el comportamiento de las asignaciones respecto a la recaudación y a la población, se aprecia 
que bajo la actual construcción de la fórmula de distribución, los factores considerados dentro del 
monto de garantía del f g p  (principalmente la población) generan un efecto inercial, el cual no 
permite que los cambios en el crecimiento del p i b  y la recaudación local de impuestos se refleje 
en modificaciones sustanciales en la distribución del f g p  (a s f, 2018, p. 17). 

La a s f  generó una proyección de acuerdo con la cual, con un crecimiento prome-
dio anual del 7.6% en la recaudación federal participable (r f p), en 2024 el factor del 
crecimiento económico de cada entidad determinaría un monto mayor para distribuir 
que el monto base.

La forma en la que la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de Oaxaca 
mantiene el peso que se da a ambos factores y profundiza más la dificultad de municipios 
con pocos habitantes y baja recaudación es como sigue. En la entidad, el Fondo Munici-
pal de Participaciones (f m p) está compuesto por los ingresos provenientes del cobro de 
cinco impuestos.3 Del Fondo Municipal, el 85.9% de los recursos calculados se otorgaron 
con base en el monto de garantía, que equivale al importe que el municipio recibió por 

3 Fondo General de Participaciones (f g p), Fondo de Fiscalización y Recaudación (Fofir), Impuesto 
Especial sobre Producción y Servicios (i e p s), Impuesto Sobre Automóviles Nuevos a los munici-
pios a través del Fondo de Compensación (f o co -i s a n) y el Impuesto Sobre Automóviles Nuevos 
(i s a n).



Empresas comunitarias: desarrollo guiado por la asamblea… | | José Alonso Pérez Avendaño

| 185

ese mismo fondo en 2013 (a s f, 2018). De estos recursos, reporta la a s f, el «50.0% 
correspondió a la variable población municipal, en tanto que a la recaudación municipal 
el otro 50.0%» (a s f, 2018, p. 204). 

En Oaxaca el factor recaudación municipal es un elemento que distorsiona fuerte-
mente los resultados de la fórmula, ya que existe una concentración muy alta de los ingre-
sos generados por impuestos. En 2015, la Secretaría de Hacienda reportó que en el estado 
se cobraron 516.1 millones de pesos por impuesto predial y el 91.6% provino de 40 mu-
nicipios; adicionalmente, 187 municipios no reportaron ingresos por este concepto. «Lo 
anterior refleja disparidad al momento de distribuir las participaciones a municipios, ya 
que, en los coeficientes de las fórmulas descritas, la variable recaudación está presente en 
la distribución del Fondo Municipal de Participaciones, Fondo de Fomento Municipal e 
Incentivo a la Venta final de gasolinas y diésel» (a s f, 2018, p. 207).  

Además de esta distorsión, la a s f  detectó inconsistencias en dos vías principalmen-
te: municipios que cobran más impuestos reciben menos participaciones y municipios 
con mayor cantidad de habitantes cobran menos que otros. Más allá de estas distorsio-
nes, importa señalar aquí que aun si hubiera la capacidad y los municipios hicieran un 
esfuerzo importante por generar un sistema de cálculo y cobranza del impuesto predial, 
los resultados serían mínimos si se contabiliza, como ahora, más una cantidad neta que 
un coeficiente. 

Existe una discusión más amplia acerca de si la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público (s h cp) y los gobiernos estatales deben mantener un esquema de distribución 
de recursos que establece un elemento como el cobro de impuestos como determinan-
te y niega la evidente desigualdad económica basada en la geografía de las poblaciones. 
Guelatao, por ejemplo, mejoró su recaudación por cobro del servicio de agua potable y el 
impuesto predial entre 2022 y 2023, pues pasó de 3 000 a 5 636 pesos por casa (Gobier-
no del Estado de Oaxaca, 2025). Plantearlo en términos de incremento porcentual sería 
fatuo; no obstante, al considerar el número de viviendas del municipio —165 en 2020 
(i n e g i , 2020), se obtiene un pago promedio de 3 416 pesos por cada casa, cifra que su-
pera los 2 509.7 pesos promedio de la ciudad de Oaxaca de Juárez (con 74 526 viviendas) 
en 2023, cuando recaudó 187 millones de pesos por estos dos servicios (i n e g i , 2020). 
Si se dividen los recursos del f g p  entre el número de habitantes, el resultado también re-
sulta discordante: en promedio, a cada vivienda de Oaxaca de Juárez le corresponderían 
4 426 pesos del f g p, y a las de Guelatao, 3 483. Bajo este comparativo, basta resaltar un 
punto que interesa en esta discusión: aun con un esfuerzo grande, como el hecho entre 
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2022 y 2023, las limitaciones de un municipio como Guelatao para obtener mayores re-
cursos propios son insalvables. En la siguiente sección se revisa a detalle esta situación. 

Sin alternativas 

En el estado de Oaxaca únicamente 12 de los 570 municipios4 reciben del Fondo General 
de Participaciones recursos superiores a los que el Indep transfirió a Guelatao a través del 
i n p i . De acuerdo con las estimaciones de montos por entregar por parte del Gobierno 
de Oaxaca por concepto de participaciones en 2025, Guelatao recibió 1.38 millones de 
pesos. Adicionalmente, del Fondo de Fomento Municipal recibió 820 000 pesos, y de los 
fondos de Impuestos Especiales de Producción y Servicios y sobre Automóviles Nuevos, 
27 mil pesos en conjunto.

Puesto que el gobierno estatal se queda con el 79.73% del presupuesto federalizado 
que se canaliza a través del Ramo 28, en 2025 se distribuyeron entre los municipios de 
Oaxaca 5 842 millones de pesos. Una vez aplicadas las fórmulas de la l f c, 208 munici-
pios recibirán del f g p  menos de 2.5 millones de pesos. 

Si se destinara el total de las participaciones de este fondo a la creación de empresas 
cooperativas, se tardarían 23 años en alcanzar el monto que entregó el Indep a los guela-
tenses. De acuerdo con estimaciones del gobierno estatal, 261 municipios recibirán entre 
2.5 y 10 millones de pesos del f g p  y, en el mejor de los escenarios, tardarían casi un se-
xenio en obtener 57.6 millones de pesos. Los dos grupos de municipios, los que reciben 
menos de 2.5 millones y los que reciben menos de 10 millones, representan el 82.28% del 
total de la entidad.  

Si bien la federación modificó la Ley Hacendaria para incrementar los ingresos par-
ticipables de municipios indígenas y afromexicanos, el principal de estos incrementos se 
dio en los rubros de aportaciones, por lo que se encuentran etiquetados para fines fijos. 
Esta modificación fue la extensión del Fondo de Aportaciones a la Infraestructura Social 

4 Corresponden, evidentemente, a los municipios con mayor cantidad de pobladores y mayor cantidad 
de unidades económicas. Están en esta lista la capital del estado, Oaxaca de Juárez, y sus dos principales 
municipios conurbados, Santa Lucía del Camino y Santa Cruz Xoxocotlán. En estos tres municipios 
habita el 10% de los 4.1 millones de habitantes del estado. Se incluyen en esta lista los municipios que 
mayor cantidad de turistas reciben, Santa María Huatulco y San Pedro Mixtepec distrito de Juquila, 
localizados en la región Costa. Los datos de esta sección están en el acuerdo de entrega de participacio-
nes publicado en el Periódico Oficial del Estado el 12 de febrero de 2025.
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(fa i s) para atender a Población Indígena y Afromexicana (fa i s p i a m). 
Con este cambio, el fa i s , que es entregado a estados (el 0.3% de las recaudaciones 

federales participables) y municipios (el 2.2% de las recaudaciones federales participa-
bles) que presentan más altos niveles de rezago social y pobreza extrema, destinaría el 
10% (Gobierno de México, 2025, 13 de marzo) del fondo a comunidades indígenas y 
afromexicanas reconocidas en el Catálogo Nacional de Pueblos y Comunidades Indíge-
nas y Afromexicanas del Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas (i n p i). 

El 13% de las aportaciones federales de 2026 corresponderá al fa i s , con un monto 
de 135 060.7 millones de pesos, 5.5% superior al aprobado en 2025. Estos recursos, sin 
embargo, están etiquetados para utilizarlos únicamente en ocho rubros de obra pública: 
agua potable, alcantarillado, drenaje y letrinas, urbanización, electrificación rural y de co-
lonias pobres, infraestructura básica del sector salud y educativo y mejoramiento de vi-
vienda. Guelatao obtuvo del fa i s  7.2 millones de pesos (Gobierno del Estado de Oaxa-
ca, 2025, 27 de febrero), y de la extensión fa i s p i a m , 582 500 (Secretaría de Bienestar, 
2025). Aunque el fa i s  es uno de los fondos más relevantes para la inversión pública de 
los municipios (58.8% de este gasto provino de dicho fondo en 2020), aun con la mo-
dificación y extensión, tampoco se abre la opción de la inversión productiva que genere 
ingresos propios para los municipios. De este fondo, por ejemplo, no podría generarse la 
inversión que se utilizó en las tres cooperativas mencionadas. 

El i n p i  está ensayando una tercera alternativa para dar un trato diferenciado en 
cuanto a la entrega de presupuesto con el Programa para el Bienestar Integral de los Pue-
blos Indígenas (Probipi), que tiene entre sus objetivos apoyar la implementación de pro-
yectos para fortalecer las economías indígenas y afromexicanas mediante el apoyo a la 
producción primaria o la transformación de ésta. Este componente cuenta con un techo 
presupuestal de un millón de pesos por proyecto y 1.5 millones para proyectos regiona-
les, es decir, que atiendan a dos o más comunidades. En 2 0 2 2 , el i n p i  reportó que en la 
Sierra Juárez, región donde se localiza Guelatao, apoyó 47 proyectos con una inversión de 
11.6 millones de pesos (i n p i , 2022), para un promedio de 246 000 pesos por proyecto. 
Los montos de recursos de este programa parecen también alejados de los que obtuvo el 
municipio de Guelatao del Indep. 

Lo anterior evidencia que, bajo el diseño actual del sistema fiscal, los municipios con 
menos capacidades estructurales enfrentan límites prácticamente insalvables para gene-
rar inversión productiva, lo que refuerza la relevancia de explorar mecanismos alternati-
vos como los analizados en este trabajo.
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C u a d r o  2. Instancias de desarrollo productivo y sus capacidades institucionales

Nivel de gobierno Instancia Competencias Instrumentos y recurso

Federal. Instituto Nacional de los 

Pueblos Indígenas.

Impulso al desarrollo 

integral de pueblos 

indígenas.

Programas como Probipi, 

financiamiento a proyec-

tos productivos.

Federal. Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público.

Diseño del sistema de 

coordinación fiscal.

Transferencias (Ramo 28, 

Ramo 33), reglas de distri-

bución.

Estatal. Gobierno del Estado de 

Oaxaca (Secretaría de 

Finanzas).

Distribución de participa-

ciones y aportaciones.

Fondo Municipal de 

Participaciones, criterios 

de asignación.

Estatal. Instancias de desarrollo 

económico estatal.

Promoción económica 

regional.

Programas de apoyo 

productivo (limitados en 

municipios pequeños).

Local. Municipio. Administración de recur-

sos y servicios públicos.

Presupuesto municipal, 

cobro de impuesto pre-

dial y servicios.

Comunitario. Asamblea comunitaria. Toma de decisiones y 

gestión colectiva.

Organización social, 

legitimidad, control de 

proyectos.

Fuente: Elaboración propia.

Desarrollo, comunalidad y organización económica

El concepto de comunalidad permite comprender las formas específicas de organización 
social, política y económica de las comunidades indígenas de Oaxaca, en particular de las 
que se rigen por sistemas normativos internos. De acuerdo con Martínez-Luna (2003, 
2010), la comunalidad se sustenta en cuatro elementos centrales: la asamblea como espa-
cio de toma de decisiones, el sistema de cargos, el trabajo colectivo (tequio) y el territorio 
como base material y simbólica de la vida comunitaria.

A diferencia de los modelos de gobernanza propios de la democracia liberal, en los 
que predomina la lógica de la representación y la competencia electoral, la comunalidad 
se basa en procesos deliberativos orientados al consenso. Este mecanismo no sólo fortale-
ce la cohesión social, también otorga altos niveles de legitimidad a la toma de decisiones, 
lo que es fundamental para la implementación de proyectos colectivos. En este sentido, 
la asamblea no es únicamente un órgano político, sino también una institución de gober-
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nanza que regula tanto la vida pública como las actividades económicas de la comunidad.
Este tipo de organización encuentra correspondencia con los planteamientos de Os-

trom (1990), quien ha demostrado que las comunidades pueden gestionar eficientemen-
te recursos cuando cuentan con reglas claras, mecanismos de monitoreo y sistemas de 
sanción social. En el caso de las comunidades indígenas de Oaxaca estos elementos están 
profundamente arraigados en prácticas como el tequio y el sistema de cargos, que no sólo 
distribuyen responsabilidades, también generan pertenencia y reconocimiento social. De 
este modo, la participación en el trabajo colectivo se convierte en un mecanismo de inte-
gración comunitaria y una forma de acceso a derechos.

En particular, el tequio es una de las expresiones más claras de esta lógica. Se trata 
de trabajo no remunerado para el beneficio colectivo, y su realización no depende de 
incentivos económicos, sino de una ética de reciprocidad y responsabilidad compartida. 
Como señala Martínez-Luna (2010), este tipo de organización permite realizar tareas 
que bajo esquemas estatales o de mercado tendrían costos significativamente mayores o 
no serían viables. Desde una perspectiva institucional, el tequio puede entenderse como 
un mecanismo que reduce costos de transacción y facilita la provisión de bienes públi-
cos a nivel local. Juan-Martínez expone cómo hasta la década de 1990 en la mayoría de 
los municipios oaxaqueños, principalmente aquellos gobernados por usos y costumbres, 
hoy sistemas normativos internos, el tequio fue la única manera de construir obra pública 
y cómo ha habido intentos de diversas comunidades oaxaqueñas de que los tequios sean 
considerados contribuciones internas «que forman parte de los ‹ingresos propios› del 
ayuntamiento» ( Juan-Martínez, 2022, p. 303). La afirmación de Martínez-Luna (2010) 
es contundente: el trabajo que han realizado históricamente los pobladores de comuni-
dades indígenas por medio del tequio tiene un valor tan alto que, si «estos cargos fueran 
remunerados por el Estado, éste no tendría facultad ni la suficiencia para realizarlo tanto 
por su precio, como por su calidad» (Martínez-Luna, 2010, p. 48).

En el ámbito económico, la comunalidad no implica el rechazo de las relaciones de 
mercado, sino su subordinación a los principios de la vida comunitaria. Las comunida-
des establecen vínculos comerciales y productivos con actores externos, pero éstos se en-
cuentran regulados por la asamblea y orientados a fortalecer la autonomía colectiva. Esta 
característica permite entender las empresas comunitarias no como unidades aisladas de 
producción, sino como extensiones de la organización social.

Desde la perspectiva de la economía social, este tipo de experiencias puede interpre-
tarse a partir de la noción de economía incrustada propuesta por Polanyi (2003), según la 
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cual las actividades económicas están integradas en estructuras sociales y culturales más 
amplias. En este sentido, la generación de ingresos no constituye un fin en sí misma, sino 
un medio para garantizar la reproducción de la vida comunitaria. Como señala Coraggio 
(2011), las formas de economía social priorizan el bienestar colectivo sobre la acumula-
ción de capital, lo que coincide con los principios observados en las comunidades indíge-
nas de la Sierra Norte de Oaxaca.

En este marco, las empresas comunitarias —incluyendo cooperativas de ahorro, 
producción o servicios como las gasolineras— se insertan en una lógica organizativa en 
que la toma de decisiones, la distribución de beneficios y la supervisión de las actividades 
económicas dependen de la asamblea. Esto implica que, aunque estas empresas operen 
bajo marcos legales nacionales, su funcionamiento es determinado en gran medida por 
normas y valores comunitarios.

Esta articulación da lugar a formas de institucionalidad híbrida, en las que convergen 
reglas formales e informales (Helmke y Levitsky, 2004). Por un lado, las empresas deben 
cumplir con regulaciones estatales; por otro, su legitimidad y eficacia dependen del con-
trol social ejercido por la comunidad. Uphoff y Buck (2006) señalan que este tipo de arre-
glos institucionales pueden resultar particularmente eficaces, ya que combinan la capaci-
dad normativa del Estado con la legitimidad y el conocimiento local de las comunidades.

En consecuencia, la comunalidad no sólo configura una forma de organización so-
cial, también constituye la base sobre la cual se desarrollan estrategias económicas que 
buscan fortalecer la autodeterminación. Las actividades productivas no están orientadas 
exclusivamente a generar ganancias, sino a consolidar la comunidad como sujeto colecti-
vo capaz de decidir sobre su territorio, sus recursos y su futuro.

Aunque estos elementos se desarrollarán más adelante, es importante resaltar que la 
creación y operación de empresas comunitarias ha implicado, además, un proceso signifi-
cativo de generación de competencias técnicas e institucionales. La necesidad de cumplir 
con marcos regulatorios, gestionar recursos financieros y operar infraestructura especia-
lizada ha llevado a la comunidad a desarrollar capacidades que antes no formaban parte 
de su experiencia organizativa.

Este proceso puede entenderse como una forma de aprendizaje situado, en que las 
capacidades no se desarrollan en espacios formales de formación, sino en la práctica co-
tidiana de la vida comunitaria (Lave y Wenger, 1991; Brown et al., 1989). La rotación de 
cargos, por ejemplo, implica que los miembros de la comunidad transiten por distintas 
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funciones, lo que favorece la construcción de capacidades organizativas, administrativas 
y políticas. En este sentido, la comunalidad no sólo reproduce la cohesión social, también 
genera una base de capital comunitario (Bourdieu, 1986) que resulta fundamental para 
la implementación de proyectos colectivos.

Desde esta perspectiva, las empresas comunitarias no sólo generan ingresos, tam-
bién funcionan como espacios de formación y consolidación de capacidades, lo que for-
talece la autonomía de la comunidad en el largo plazo. La adquisición de competencias 
en áreas como la gestión financiera, el cumplimiento normativo o la administración de 
proyectos permite reducir la dependencia de actores externos y ampliar el margen de ac-
ción de la comunidad.

Nuevos alcances institucionales

El desarrollo de empresas comunitarias en contextos indígenas no puede entenderse úni-
camente como un proceso económico, sino también como una extensión de formas de 
organización social que estructuran la vida comunitaria. En el caso analizado, la creación 
de cooperativas de ahorro, producción y servicios responde a decisiones colectivas toma-
das en la asamblea, lo que permite situarlas en el marco más amplio de la comunalidad.

A diferencia de las empresas convencionales, cuyo objetivo central es la maximiza-
ción de ganancias, las empresas comunitarias se orientan a la generación de beneficios 
colectivos y la reproducción de la vida social. Esta característica las vincula con el campo 
de la economía social y solidaria, donde la actividad económica se subordina a objetivos 
sociales y comunitarios (Coraggio, 2011). En este sentido, la rentabilidad no desaparece, 
se redefine en función de su contribución al bienestar de la comunidad.

Las cooperativas observadas en Guelatao han logrado en cuatro años de operación 
muchos de los aspectos que Uphoff y Buck (2006) refieren como positivos respecto a las 
instituciones locales, desde la movilización de recursos hasta la legitimidad y confianza 
de los nuevos proyectos. La asamblea, por ejemplo, tiene la capacidad de movilizar a las 
personas y los recursos para crear estas nuevas empresas. En los casos de las tres coopera-
tivas ha elegido a hombres y mujeres jóvenes, muchos de ellos con estudios universitarios 
y reconocimiento suficiente de la comunidad para ser parte de los consejos de adminis-
tración de las empresas.

El conocimiento local, tanto de la población como de la historia de la comunidad, el 
territorio y las relaciones favorece también la confianza y la posibilidad de obtener mejo-
res resultados en menos tiempo. Aunque las empresas han requerido conocimientos téc-
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nicos y planeación estratégica que superan los conocimientos actuales de los pobladores 
de la comunidad, un elemento que consideran decisivo es la toma de decisiones dirigida 
mediante determinaciones de la asamblea. En el caso de la caja de ahorro, por ejemplo, 
entre sus retos más importantes se encontró la construcción de los planes y programas 
iniciales solicitados a este tipo de empresas de acuerdo con la Ley de Ahorro y Crédito 
Popular.5 

En el caso de la gasolinera, el inpi, dentro del ya citado Probipi y los planes de justi-
cia para las comunidades Wixárika, Náa’ayeri, O’dam/Au’dam y Mexikan, ha establecido 
los procedimientos para la planeación, construcción y operación de la infraestructura ne-
cesaria para su funcionamiento. En el anexo 6 de las reglas de operación (i n p i , s.f.) del 
Probipi se establece que, para los proyectos de gasolineras, de los planes de justicia, para 
estudios y el pago de derechos previos a la instalación de la gasolinera, se destine un mon-
to de cinco millones de pesos, lo cual permite que la comunidad contrate especialistas 
técnicos con experiencia comprobable en proyectos similares. La de Guelatao, por ser la 
primera gasolinera Bienestar del país, implicó también fuertes retos para las autoridades 
comunitarias, pues para su desarrollo se requiere la interacción directa con agencias del 
gobierno que hasta entonces desconocían los actores locales, como la Agencia de Seguri-
dad, Energía y Ambiente de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Se-
marnat) y la Comisión Reguladora de Energía (cr e). 

Aunque los planes y estudios fueron realizados con asesoría externa, quienes debían 
cumplir con las audiencias, reuniones, recepción de información, realización de trámites 
y difusión de información en la comunidad eran las autoridades y los representantes de 
las cooperativas, que estaban inmersos en procesos complejos de administración y ejecu-
ción de recursos públicos.

La planeación implicó, además, hacer estudios de impacto ambiental, solicitudes de 
cambio de uso de suelo y el establecimiento de las estaciones de servicio, entre otros 
procesos.      

5 Entre los elementos que pide esta ley se encuentran listados en el artículo 10 el programa general de 
operación, que permita a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (cn bv) evaluar si la sociedad 
podrá cumplir con su objeto. Este programa debe incluir, entre otros elementos, los programas de cap-
tación de recursos y otorgamiento de créditos en los que se refleje la diversificación de operaciones 
pasivas y activas; el estudio de viabilidad financiera; las previsiones de cobertura geográfica, y las bases 
para aplicar utilidades.  
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Después del convenio que suscribió el Indep con el Instituto Nacional de Pueblos 
Indígenas (i n p i), para la entrega de los recursos financieros, la autoridad municipal hizo 
la gestión directa con las dos dependencias para obtener los permisos de cambio de uso 
de suelo, de construcción de la gasolinera y de venta de los combustibles (n v i  Noticias, 
2022, marzo 11). 

Para estas tareas, tanto el reconocimiento de las condiciones en que se encuentran 
las comunidades al momento de requerir apoyo técnico externo como la capacidad de 
buscar apoyo fuera de los contextos local y estatal son muestras de un aprendizaje indis-
pensable para concretar proyectos de inversión. 

Gustavo López Mendoza, presidente del consejo de administración de la caja de 
ahorro y crédito Kualani, señala que la comunidad estaba alerta sobre cómo operan otras 
empresas, vinculadas principalmente con la construcción de obra pública, que hacen pre-
supuestos demasiado elevados — y que los pobladores consideran injustificados— para 
obtener la mayor cantidad de los recursos de que dispone la comunidad. En esta ocasión, 
aun cuando se sabía que se necesitaba asesoría externa, también era conocido que contar 
con recursos no era motivo para derrochar ni, mucho menos, para permitir abusos. 

Otra muestra del grado de madurez de la comunidad fue la búsqueda del apoyo fue-
ra de la lógica clientelar que permea en la mayoría de los municipios de Oaxaca, por lo 
que la búsqueda de una empresa que apoyara a las tres cooperativas se hizo siguiendo dos 
directrices: primera, mediante una convocatoria pública; segunda, aceptando participan-
tes de otra entidad. Al final se encontró un despacho con sede en Veracruz que ofreció a 
un precio mucho menor los trabajos de planeación. 

El momento de búsqueda de apoyo técnico, instruido por las normas o por decisión 
de los integrantes del consejo de administración de las empresas, quedó superado y se 
instrumentalizaron la operación cotidiana y la participación en las tres empresas. Ope-
raciones que no eran conocidas en su totalidad, como el cálculo de intereses, el cumpli-
miento de la normatividad de Petróleos Mexicanos o la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, y otras que se conocían únicamente por observación o por prácticas aisladas de 
un proceso productivo, como la carga de combustibles en un vehículo, se han vuelto parte 
del trabajo que realiza la comunidad. Un análisis detallado de los procesos de aprendizaje 
individual que implican estas empresas requerirá un estudio pormenorizado posterior.  

De igual forma, las normas bajo las que se rige la comunidad, que refieren ya a un 
consenso prolongado y reconocido, funcionan también para vincularse con estas nuevas 
instituciones. Se observa cómo éstas adquieren la legitimidad de la asamblea; son tan 
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legítimas como la asamblea porque son parte de ella; sin embargo, asumen las posibilida-
des que les presta la institucionalidad del gobierno, bajo la cual también ellas se rigen. La 
asamblea, por ejemplo, debe aprobar los mecanismos mediante los cuales se repartirán 
las utilidades de cada una de las empresas, pero se sigue la ley que rige las cajas de ahorro. 

Las nuevas institucionalidades observadas pueden entenderse como procesos de 
«bricolaje institucional» (Cleaver, 2012), en los que las comunidades no adoptan pasi-
vamente marcos normativos externos, sino que los reinterpretan y adaptan a partir de sus 
propias prácticas organizativas. En este sentido, las empresas comunitarias no representan 
una simple incorporación al orden institucional estatal, sino la construcción de arreglos 
híbridos que combinan normas formales con estructuras comunitarias preexistentes.

A este proceso hay que agregarle un elemento muy importante: los resultados. La 
caja de ahorro, que inició con 25 socios en 2022, cuenta en 2025 con más de 600. Si se 
requiere un indicador externo que muestre los resultados de esta caja, se puede observar 
la revisión que hace el Fideicomiso Fondo de Supervisión Auxiliar de Sociedades Coo-
perativas, un fondo de protección que reporta semestralmente el estado de riesgo en que 
se encuentran las cooperativas de ahorro. A través del Nicap —nivel de capitalización—, 
que se calcula dividiendo el capital propio de la institución entre los activos de riesgo que 
maneja, se observa que Kualani cuenta con un porcentaje de 8866 al término del primer 
semestre de 2025, cuando se espera que una institución cuente con un nivel de 131% para 
considerarse saludable. El plan de negocios que se estableció como parte de la planeación 
indicaba que hasta 2026 se alcanzaría un punto de equilibrio entre la inversión, los gastos 
de operación, los rendimientos y el capital; sin embargo, esto se logró en tan sólo dos 
años de operación. Hoy su capital alcanza los 27 millones de pesos y genera intereses de 
entre 120 000 y 130 000 pesos mensuales, con gastos de operación de entre 45 000 y 55 
000 pesos al mes.  

En las tres empresas comunitarias se observa, además, un reforzamiento de los pro-
cesos de operación, pues se complementan la legitimidad y la representatividad que da el 
formar parte de la comunidad con el hecho de contar con los mecanismos de seguimien-
to y control que brindan las leyes que regulan a cada una.   

Con la cooperativa de producción, los pobladores tienen la garantía de que las obras 
se van a realizar en tiempo y forma, y de que los recursos serán para el municipio. Con 

6 Los reportes se encuentran disponibles en la página de internet del Fondo: https://acortar.link/zBP -
N B R
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la caja de ahorro, al hacer los cobros, las personas se ven obligadas a pagar en primera 
instancia porque reconocen la deuda, pero también porque saben que fallarle a una insti-
tución respaldada por la asamblea afecta su prestigio comunitario. En un tercer momento, 
saben también que las leyes y normas de las cajas de ahorro establecen sanciones, a las 
que se pueden hacer acreedoras. La confianza en esta institución llega a tal grado, que su 
operación se ha extendido a pobladores de más de diez municipios de la región, e incluso 
de la ciudad de Oaxaca. Respecto a la constructora, el problema de no concluir una obra 
o que la realizada resulte de mala calidad conllevaría afectaciones fuertes también para la 
empresa.   

Respecto a temas institucionales comunitarios que permiten tener una vigilancia 
que conlleva el cumplimiento de las normas tanto por compromiso social como por 
las normas institucionales, Juan-Martínez (2022) expone diversos casos originados en 
Oaxaca que implican innovaciones enraizadas en el poder comunitario. Dos de ellos se 
ubican en los municipios de Ixtlán de Juárez y San Pedro el Alto, que cuentan con dos de 
las principales empresas forestales comunitarias de Oaxaca. Ambos municipios crearon 
figuras innovadoras como los comités de contraloría, que además de auditar los recursos 
orientan el gasto público de toda la comunidad. 

Sobre los beneficios para la población, la asamblea opera diversos mecanismos de 
innovación y proyección de futuro. El consejo de administración de la caja de ahorro, 
por ejemplo, después de los tres años en los que, de acuerdo con la ley de ahorro, no se 
pueden distribuir dividendos entre los socios, estudia propuestas como la creación de la 
entrega de vales de despensa a los pobladores del municipio. 

Se pretende que sea una especie de moneda de la comunidad, en la cual se distribu-
yen entre los socios los excedentes. Estos vales se pueden usar en las diferentes cooperati-
vas, en la gasolinera, para pagar el internet comunitario, contratar el módulo de maquina-
ria, para la compra de materiales pétreos o en las tiendas del pueblo. Al final las tiendas y 
las cooperativas entregan sus vales a la caja de ahorro y se les pagan. Así se logra una eco-
nomía circular dentro de la comunidad y el excedente no sale de ella. Porque había una 
idea de que se compraran cosas, paneles solares o tejas o tinacos, cosas de ese tipo, pero 
eso sería que toda la ganancia que generaste en un año en un dos por tres un tercero se la 
lleve y la ganancia se salga de la comunidad (entrevista con Gustavo López Mendoza).

La cooperativa de producción, dedicada a la construcción, representa otro avance 
significativo, pues con su operación se presta un servicio tanto a los pobladores como al 
propio municipio, que realiza las obras públicas del ayuntamiento, y también hace que la 
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derrama económica se mantenga y sea reapropiada por los pobladores. Para la gasolinera 
se estableció desde el principio que las ganancias se guardarían en una cuenta mancomu-
nada para generar un nuevo proyecto comunitario. 

En este nivel, la asamblea también se erige como rectora del cumplimiento de las 
tareas y metas de las nuevas instituciones, pues la rendición de cuentas es un elemento 
principal tanto de las autoridades como de cualquier empresa vinculada con ellas. 

El surgimiento de estas formas de organización se puede analizar también desde la 
perspectiva de la gobernanza multinivel, en la que distintos niveles de autoridad —co-
munitario, estatal y federal— interactúan en la definición e implementación de proyectos 
(Hooghe y Marks, 2003). En este esquema la comunidad no actúa como un actor su-
bordinado, sino como un nivel de gobierno con capacidad efectiva de decisión sobre la 
orientación de los recursos.

Estas experiencias pueden interpretarse como formas de coproducción institucio-
nal, en las que el Estado y la comunidad participan conjuntamente en la provisión de 
bienes y prestación de servicios (Ostrom, 1996). Lejos de ser un modelo en que el Estado 
actúa de manera unilateral, la implementación de proyectos comunitarios depende de la 
articulación entre recursos públicos y capacidades organizativas locales.

Desde esta perspectiva, el Estado no debe entenderse como una entidad homogé-
nea, sino como un conjunto de prácticas que se materializan de manera diferenciada en el 
territorio (Migdal, 2001). En el caso analizado la acción estatal es mediada por la estruc-
tura comunitaria, lo que da lugar a formas específicas de implementación en las cuales la 
comunidad redefine los alcances de la intervención pública.  

Conclusión

La estrategia de la comunidad de Guelatao de hacer peticiones a los presidentes de la 
República basadas en su posición simbólica ha tenido diversos resultados. No obstante, 
en el marco del fortalecimiento de los ingresos municipales orientados al desarrollo y la 
generación de riqueza, es importante señalar que este simbolismo es muy difícil que se re-
pita en los más de 2 400 municipios de México. Esto plantea una pregunta esencial: ¿qué 
alternativas existen para otros municipios, particularmente indígenas y afromexicanos, 
para recibir la atención de las autoridades federales con el objetivo de que les proporcio-
nen recursos para la creación de empresas con las cuales consolidar un desarrollo propio?

Aunque es importante resaltar que Guelatao tiene ahora la responsabilidad de de-
mostrar que una ruta de entrega de fondos públicos extraordinarios puede ayudar a sol-
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ventar las dificultades de los ayuntamientos, tanto para generar ingresos propios como 
para obtener recursos para la inversión más allá de la infraestructura pública, también es 
importante señalar que este caso debe servir para fortalecer las estructuras institucionales 
y evitar así que los apoyos, los recursos extraordinarios con montos relevantes, se vuelvan 
excepcionales, aleatorios o fortuitos.

Primero, la relativa libertad facultativa del Indep de transferir recursos al inpi u otras 
instituciones vinculadas con el desarrollo de proyectos comunitarios de producción o 
con cooperativas como el Instituto Nacional de la Economía Social (Inaes) se puede ins-
trumentalizar y fijar jurídica y presupuestalmente para beneficiar a otros municipios cada 
año. El presupuesto anual de esta dependencia debe estar sometido a reglas claras. Por 
supuesto, los principios, ejes rectores, programas presupuestales, reglas y montos deben 
ser accesibles en condiciones de igualdad. No todas las comunidades tienen la suerte de 
haber sido la cuna de un personaje tan trascendente para la historia del país como Beni-
to Juárez, pero ese acto azaroso —pudo haber nacido en el municipio vecino, Ixtlán de 
Juárez— no debe hacer una diferencia injusta para otras comunidades, sino una diferen-
cia a favor de municipios que reciben pocos o muy pocos recursos del Ramo 28 ya sea por 
su pequeño número de habitantes o por la posibilidad escasa de tener ingresos impor-
tantes por el cobro de impuestos locales. No se trata sólo de fijar criterios que entiendan 
las diferencias drásticas que existen entre municipios con un alto número de pobladores 
y aquellos con poblaciones pequeñas en los que la recaudación de impuestos encuentra 
graves obstáculos para crecer, sino también de que existan vías abiertas para que los mu-
nicipios puedan invertir en organización comunitaria productiva.  

En estas consideraciones resulta indispensable observar los impuestos como un ele-
mento determinante para generar ciudadanía y un desarrollo diferenciado, orientado des-
de la comunidad. Además, como se vio en este artículo, es importante señalar que el tipo 
de recursos que se invierten en empresas comunitarias se integran a la economía formal 
y, evidentemente, modifican la tendencia a no generar impuestos ni ingresos por parte 
de comunidades pequeñas por su número de habitantes. Al crear estas vías alternativas, 
el gobierno fortalece su propósito original de generar más ingresos desde los tres niveles 
de gobierno. 

El trato diferenciado a las comunidades se puede instrumentar desde el gobierno 
federal; pero para que tenga un mayor impacto se requieren determinaciones que dismi-
nuyan la arbitrariedad, la aleatoriedad y el azar que marcaron el caso del simbolismo pre-
supuestal observado en Guelatao de Juárez. El desarrollo puede llegar por diferentes vías 
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y aprovechar los recursos presentes en comunidades indígenas y afromexicanas, como la 
legitimidad y el prestigio de sus asambleas. Sin embargo, como se muestra en este caso, el 
acceso a recursos por sí mismo no es suficiente: su impacto depende de la existencia de 
capacidades comunitarias e instituciones locales que permitan gestionarlos y orientarlos 
hacia el logro de objetivos colectivos. Trasladado a la operación de proyectos que generen 
riqueza, este modelo puede resonar con fuerza en un marco de transformación profunda 
de las condiciones de dependencia del país y de reforzamiento de la autodeterminación 
de las comunidades.
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Desde su planteamiento teórico, el li-
bro nos invita a repensar la proble-

mática del agua, para lo cual propone un 
enfoque que trasciende la mirada técnica y 
una pretendida neutralidad. Lo que busca 
es la repolitización de la investigación para 
revelar las relaciones de poder que confi-
guran los territorios hidrosociales.

La obra se centra en la región cen-
tro-norte del estado de Zacatecas, que 
abarca nueve municipios, y presenta el hi-
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droextractivismo  no sólo como concepto 
sino tambien como proceso histórico. Para 
esclarecerlo, el autor y la autora parten de 
preguntas cruciales como ¿qué originó 
este fenómeno?, ¿cuál ha sido su trayecto-
ria? y ¿quiénes han sido los protagonistas? 
Además, proponen un marco analítico en 
el que se identifican tres momentos:

La desposesión inicial (acumulación 
por desposesión). Este primer momento 
se refiere a la privatización y el acapara-
miento de aguas que eran del dominio pú-
blico y han pasado a manos del capital, en 
detrimento de las comunidades locales, ya 
sea bajo formas lentas o violentas.

Apropiación del valor y ruptura meta-
bólica. El segundo momento es caracteri-
zado por la intensificación en las tasas de 
extracción para una producción mercantil 
que, a través de la expansión de las fronte-
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ras extractivistas, ha permitido la aparición 
de una fractura entre los ciclos naturales y 
la lógica productiva capitalista.

El hidroextractivismo propiamen-
te dicho. El tercer momento se identifica 
como el proceso continuo de apropiación 
de valor impulsado por la demanda de re-
curso hídrico por los sectores agrícola, in-
dustrial y minero, gobernado por fuerzas 
político-económicas específicas.

En este marco, se presenta un recorri-
do histórico  por el territorio hidrosocial 
zacatecano en el que destaca el impacto 
indudable de la minería desde la época co-
lonial, con efectos como la deforestación, 
el uso intensivo del líquido y la contamina-
ción en suelo y cuerpos de agua. Se exami-
na cómo durante el siglo x x  la perforación 
de pozos, la construcción de presas y el 
fomento de la agricultura de riego conso-
lidaron una visión del agua como mercan-
cía y motor de un progreso aparentemente 
inevitable. Si bien el riego proporcionó 
certeza productiva por un tiempo, la so-
breexplotación descontrolada del agua 
subterránea (sólo 11% de los pozos cuen-
tan con medidor) y sin vigilancia (hay sólo 
seis inspectores para todo el estado) ha te-
nido consecuencias severas: deterioro de 
su calidad, aumento en costos de energía y 
pérdida de suelo, entre otros.

La obra es particularmente valiosa 
por su análisis crítico de los discursos gu-
bernamentales  y por recoger los testimo-

nios de productores agrícolas. Estos últi-
mos revelan que la tecnificación del riego, 
una de las principales estrategias oficiales, 
no ha logrado su objetivo de reducir la ex-
tracción de agua. El problema no radica en 
la tecnología en sí, sino en su interpreta-
ción y aplicación en un marco económico 
específico. El supuesto ahorro hídrico y la 
consiguiente recuperación de los acuífe-
ros, que se emplean para justificar la mo-
dernización, han sido interpretados por 
los productores como una oportunidad 
para irrigar más superficie o sembrar cul-
tivos de mayor demanda hídrica, lo que 
ha favorecido la expansión de la frontera 
agrícola. Como se documenta en el libro, 
la evidencia de la «pérdida de presión» en 
los pozos refuerza entre ellos la percepción 
de que el agua se está agotando, lo cual los 
impulsa a aprovechar intensivamente el re-
curso mientras aún esté disponible. Impera 
de esta manera una lógica economicista y 
no una de desarrollo sostenible. 

Puesto que el sector agrícola es el 
principal consumidor de agua subterránea 
en la región, se analiza la huella hídrica y 
se rastrean los flujos de agua de los prin-
cipales cultivos en la zona de estudio. Los 
hallazgos revelan una dinámica de expor-
tación indirecta. La producción local es 
canalizada a través de intermediarios a des-
tinos primarios como los estados de Jalisco 
y Sinaloa, para ser exportada bajo un sello 
agroindustrial. De esta manera, la produc-
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ción zacatecana termina dejando amplias 
ganancias a los grandes intermediarios 
y un beneficio mínimo a los agricultores 
locales, así como pasivos ambientales y 
sociales en los territorios de siembra por 
la intensificación de los procesos produc-
tivos.  

Tras presentar el panorama de crisis 
hídrica del centro de Zacatecas, los autores 
analizan de manera crítica si la propuesta 
de construir la presa Milpillas tiene la ca-
pacidad de resolver la problemática del 
abasto de agua en la región. Señalan las 
deficiencias y omisiones del proyecto en 
cuestiones técnicas, financieras y energé-
ticas; pero también y, sobre todo, las di-
námicas político-económicas que buscan 
profundizar la mercantilización del agua 
para consumo humano.

Frente a este panorama, el libro pro-
pone, como alternativa al modelo de la 
megainfraestructura hídrica, «el camino 

suave del agua», que apuesta por solucio-
nes basadas en las condiciones sociales, 
ecológicas y culturales locales, que pro-
muevan obras descentralizadas, tecnolo-
gías de pequeña escala y la implicación 
directa de la ciudadanía en la toma de de-
cisiones. Esta propuesta se estructura en 
torno a los siguientes ejes: 1) ordenamien-
to y vigilancia del sistema de concesiones; 
2) transición agroecológica hacia cultivos 
de menor demanda hídrica; 3) recarga de 
acuíferos y restauración de ecosistemas; 4) 
uso eficiente del agua y aprovechamiento 
de fuentes alternativas; 5) priorización del 
agua de mejor calidad para el consumo hu-
mano, y 6) participación ciudadana y co-
munitaria en la gestión hídrica.

La invitación final de los autores, a tra-
vés de su riguroso análisis, es avanzar hacia 
la construcción del agua como un bien co-
mún, con la participación activa y real de la 
población.
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La historia económica de México, particu-
larmente la de los siglos x i x  y x x , ha sido 
narrada con frecuencia desde las grandes 
cifras, las políticas de Estado o los ciclos 
de auge y de crisis de sus principales pro-
ductos de exportación. Sin embargo, el en-
tramado de actores que hicieron posible la 
circulación del crédito, la transformación 
de la plata en moneda y la gestión cotidia-
na del sistema monetario ha permanecido 
hasta hace poco en una penumbra. La obra 
colectiva Intermediarios e intermediación fi-
nanciera y monetaria en México, siglos x i x -
x x , 1 coordinada por Mario Contreras 
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micos pasivos o políticamente neutrales, 
estos intermediarios fueron protagonistas 
clave cuyas acciones, legales o ilegales, in-
cidieron directamente en la estabilidad 
monetaria, la configuración del poder re-
gional y en episodios de tensión social.

De la plata al peso: 

el entramado de la intermediación 

La primera parte del libro, referente al si-
glo x i x , examina con minuciosidad los 
mecanismos de la intermediación en un 
contexto dominado por la plata y el patrón 
bimetálico. El capítulo inicial, de Ricardo 
Fernández Castillo, centrado en la produc-
ción de moneda menuda2 en Guanajuato 
entre 1813 y 1835, es paradigmático. Fer-
nández no sólo documenta la transición 
de una «moneda imaginaria» (unidades 
de cuenta) a una acuñación oficial de frac-
ciones, también disecciona la red de in-
tereses en disputa: autoridades federales 
y estatales, mineros poderosos como los 

descendientes del conde de la Valenciana y 
la compañía británica Anglo Mexican Mi-
ning Association, arrendataria de la ceca.2 
Su análisis muestra que la escasez de mo-
neda fraccionaria era un problema crónico 
para el comercio minorista y el pago de 
salarios, y un campo de batalla donde los 
intermediarios privados buscaron maxi-
mizar ganancias acuñando de preferencia 
pesos fuertes para la exportación, mientras 
que las autoridades locales presionaban 
por una amonedación menuda que aliviara 
la circulación interna. El estudio no sólo 
ilumina la compleja transición monetaria 
en un contexto de guerra e independencia, 
también cuestiona narrativas historiográ-
ficas previas al mostrar cómo la necesidad 
estratégica de moneda menuda fue un mo-
tor clave en la creación y permanencia de la 
ceca guanajuatense, más allá de la tradicio-

2 El concepto de moneda menuda se refiere a las 
piezas de plata de bajo valor nominal (dos rea-
les, un real, medio real, cuartilla y octavo) que 
circulaban para facilitar transacciones cotidianas 
como el pago de salarios, la compra de alimentos 
básicos y el comercio al menudeo. Su importan-
cia radicaba en solventar la escasez de circulante 
fraccionario, un problema que afectaba especial-
mente a la población de menores ingresos y gene-
raba tensiones económicas y sociales.

2 La ceca, también conocida como casa de mone-
da, era una institución fiscal y productiva estraté-
gica establecida para acuñar moneda metálica y 
centralizar el valor de metales preciosos. Más allá 
de su función técnica, operaba como un nodo de 
poder en el que convergían intereses públicos y 
privados: el Estado buscaba controlar la circu-
lación monetaria y obtener recursos mediante 
arrendamientos, mientras que actores privados 
como comerciantes, mineros y compañías ex-
tranjeras pugnaban por su administración para 
monopolizar la compra de plata, gestionar cré-
ditos y canalizar la exportación de pesos fuertes.
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nal explicación centrada en la exportación 
de plata.

Este juego de tensiones entre lo local 
y lo global, y entre el interés privado y la 
necesidad pública, se repite en el magní-
fico estudio de Mario Contreras Valdez 
sobre los introductores de plata en el no-
roeste mexicano (1822-1872). Mediante 
un exhaustivo trabajo en los libros de car-
go y data de las casas de moneda de Gua-
dalajara y Durango, y de las oficinas de 
ensaye de El Rosario y Cosalá, Contreras 
reconstruye un mapa de poder económico 
regional. Figuras como Ignacio Fletes en 
Sinaloa, los Almada en Sonora o los Re-
mus y Vallarta en Jalisco no se limitaban 
a comprar y vender metal, eran nodos de 
una red que integraba el habilitamiento de 
mineros, el control del transporte, la in-
fluencia sobre los ensayadores y directores 
de cecas y el acceso al crédito. Su actividad 
era el lubricante del sistema, pero también 
creaba cuellos de botella y dependencias. 
Contreras demuestra cómo estas redes fa-
miliares y comerciales sobrevivieron a los 
cambios políticos, se adaptaron y perpe-
tuaron su influencia incluso ante la llegada 
de capitales británicos que, como muestra, 
prefirieron asociarse y prestar a estos gru-
pos antes que enfrentarlos; convirtieron la 
intermediación de la plata en un pilar del 
poder regional.

La figura del arrendatario de casas de 
moneda es analizada por Omar Velasco 

Herrera como un caso de «doble interme-
diación»: financiera (adelantaba fondos a 
gobiernos necesitados) y monetaria (con-
trolaba la acuñación). Velasco traza la evo-
lución desde empresarios británicos como 
Ewen Mackintosh, en la primera mitad del 
siglo, hasta personajes como Robert Sy-
mon, ya vinculado a intereses estadouni-
denses y proyectos como los ferrocarriles 
en la segunda mitad. Estos arrendatarios 
no eran meros rentistas; eran negociadores 
audaces con el Estado, gestores políticos 
y, en última instancia, financiadores de la 
endeble hacienda pública nacional. Su pa-
pel evidenciaba cómo estos intermediarios 
articularon la política monetaria con la fis-
cal aprovechando su posición privilegiada 
en la cadena de la plata hasta que el sur-
gimiento de la banca institucionalizada, a 
finales del siglo x i x , volvió obsoleto este 
mecanismo de financiamiento. El autor 
ofrece así una contribución sólida para 
comprender la intersección entre econo-
mía, política y poder en la formación del 
Estado nacional mexicano.

El capítulo de Javier Torres Medina 
cierra esta primera parte con un recordato-
rio de los límites de la intermediación y sus 
consecuencias sociales. Al estudiar el caóti-
co episodio de la moneda de cobre (1836-
1842), muestra cómo la falsificación y la 
especulación con este circulante moneta-
rio, a menudo amparada por conexiones 
políticas, generó inflación, afectó brutal-
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mente el consumo popular y derivó en 
violencia urbana. Aquí, la intermediación 
ilegal se revela como un factor de desesta-
bilización política y descontento social, lo 
que contradice la visión idílica del interme-
diario como mero facilitador del mercado.

Bancos, Estado y Revolución: 

la complejización del sistema

La segunda parte del libro aborda la tran-
sición hacia un sistema financiero más 
complejo, marcado por la aparición de la 
banca moderna, la creciente intervención 
estatal y los cataclismos de la Revolución 
Mexicana. Javier Encabo González propo-
ne una mirada cuantitativa al surgimiento 
del sistema bancario, y utiliza el indicador 
de financial development para medir su im-
pacto en la masa monetaria durante el por-
firiato. Su análisis sugiere que el crecimien-
to bancario no fue lineal, sino que sufrió 
contracciones vinculadas a crisis globales 
y cambios regulatorios, y destaca la vulne-
rabilidad de un sistema en formación ante 
los vaivenes internacionales.  

Dos capítulos complementarios ilu-
minan la creciente ambición reguladora 
del Estado porfiriano. César Duarte Rivera 
analiza la difícil introducción de la mone-
da fraccionaria estatal (níquel y cobre) a 
partir de 1881, proceso en que el gobierno 
tuvo que vencer la desconfianza pública y 
depender, irónicamente, de intermediarios 
como las casas de moneda y las oficinas 

hacendarias para su distribución. Por su 
parte, Iliana Quintanar Zárate disecciona 
el papel del intelectual y diplomático Joa-
quín D. Casasús como intermediario de la 
política monetaria en el escenario interna-
cional, quien fue el autor intelectual de la 
reforma monetaria de 1905 que, ante la de-
preciación mundial de la plata, intentó an-
clar el peso al oro. Su labor en conferencias 
panamericanas muestra que la política mo-
netaria mexicana se diseñaba en una ten-
sión constante entre las presiones globales 
(el patrón oro) y las realidades domésticas.   

La Revolución Mexicana fracturó to-
dos los sistemas, y el financiero no fue la 
excepción. Los textos de Luis Anaya Mer-
chant y Paulina Segovia exploran este pe-
riodo. Anaya describe el prolongado y tor-
tuoso proceso de liquidación de la banca 
porfiriana, en la que los antiguos banque-
ros desplegaron todo tipo de estrategias le-
gales y extralegales para resistir, negociar y 
sobrevivir en el nuevo marco impuesto por 
la Comisión Liquidadora. Son historias de 
adaptación, resistencia y aprovechamiento 
de las lagunas legales por parte de inter-
mediarios expertos. Segovia, en cambio, 
se centra en el esfuerzo constitucionalista 
por unificar la caótica circulación de bille-
tes revolucionarios mediante mecanismos 
de canje. Descubre que incluso en este 
proyecto estatista el gobierno de Carranza 
dependió de agentes comerciales y despa-
chos privados para ejecutar la recompra del 
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papel moneda, lo que evidenció los límites 
de la capacidad estatal y la persistencia de 
la intermediación privada incluso en con-
textos de refundación política.

Isabel Avella Alaminos traslada la 
mirada al exterior y analiza la Agencia Fi-
nanciera de México en Nueva York (1916-
1928). Esta agencia, dirigida por agentes 
con un perfil técnico y de confianza, se 
convirtió en un canal crucial para mane-
jar las transacciones en dólares, respaldar 
operaciones comerciales e incluso regular 
la aceptación de moneda extranjera de oro 
en México. Su historia demuestra que, en 
medio del aislamiento y la inestabilidad 
revolucionaria, la intermediación especia-
lizada y confiable en los centros financieros 
globales fue un pilar para mantener la co-
nexión económica del país con el mundo.  

Aportes, límites y vigencia de una 

mirada centrada en los intermediarios

El principal mérito de esta obra colectiva 
es su coherencia temática y metodológica. 
Pese a la diversidad de autores y de enfo-
ques (cuantitativos, cualitativos, estudios 
de caso y biografías), todos los capítulos 
convergen en desentrañar la lógica concre-
ta de la intermediación. El uso sistemático 
de fuentes primarias, especialmente los 
fondos del Archivo General de la Nación, 
permite a los autores bajar del nivel de las 
declaraciones políticas al mundo de los 
contratos, los libros de contabilidad y las 

cartas personales, entre otros documentos. 
Esto enriquece la narrativa histórica.

La tesis de la no neutralidad política 
de los intermediarios queda sólidamente 
demostrada. El libro muestra que estos ac-
tores moldeaban las reglas en su beneficio, 
explotaban las asimetrías de información, 
financiaban a facciones políticas, y en mo-
mentos de crisis su especulación podía in-
cendiar la plaza pública. Esta perspectiva 
corrige visiones puramente económicas, 
que ven la intermediación como un sim-
ple mecanismo de reducción de costos de 
transacción.

Sin embargo, un posible punto ciego 
de la obra es su enfoque, comprensible, 
en los intermediarios poderosos. Se ha-
bla menos de los intermediarios de abajo, 
de los pequeños prestamistas locales o de 
cómo estas redes excluían a ciertos grupos 
sociales o regiones. Asimismo, mientras 
que se analiza a profundidad la interme-
diación «hacia arriba» (la conexión con 
el mercado global), la intermediación «ha-
cia abajo», como el crédito al consumo y 
las prácticas informales en las economías 
campesinas, queda más en sombras, aun-
que es mencionada en relación con los tla-
cos4 y la moneda menuda.

4 Los tlacos eran seudomonedas o fichas de carác-
ter local, generalmente emitidas por hacendados, 
tenderos o comerciantes minoristas y fabricadas 
con materiales como cobre, latón o madera. Su
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En términos de estilo, el libro es aca-
démico y riguroso, lo cual es una virtud; 
pero algunos capítulos podrían resultar 
densos para lectores no especializados. La 
riqueza del detalle archivístico a veces opa-
ca un poco las líneas argumentales mayo-
res, que son brillantemente sintetizadas en 
la introducción de los coordinadores.

Más que facilitadores, agentes ocultos

La obra es una contribución fundamen-
tal para entender la historia económica 
mexicana desde una perspectiva renovada. 
Lejos de ser meros conductos pasivos, los 
intermediarios retratados en ella fueron 
agentes ocultos del sistema monetario, 

agentes con agendas propias que aprove-
charon su posición estratégica para acu-
mular poder, influir en la política y mediar 
entre el México profundo y las finanzas 
globales.

Su lectura es pertinente no sólo para 
historiadores, sino también para econo-
mistas y politólogos interesados en los 
procesos de construcción institucional, los 
conflictos entre el centro y las regiones y el 
siempre complejo (des)equilibrio entre el 
Estado y los actores privados en la gestión 
de lo público. El libro demuestra que la es-
tabilidad monetaria y financiera nunca ha 
sido un asunto meramente técnico; ante 
todo, es el resultado frágil y contingente de 
negociaciones, conflictos y acuerdos entre 
una multitud de intermediarios cuyos inte-
reses rara vez coincidían plenamente con 
el bien común. En un presente donde la 
intermediación financiera se ha vuelto más 
abstracta y digital, pero no menos podero-
sa, las lecciones de esta historia siguen más 
vigentes que nunca.

gieron como respuesta a la crónica escasez de mo-
neda menuda oficial de plata, en especial duran-
te el virreinato y la primera mitad del siglo x i x ; 
funcionaron como medio de cambio obligado en 
transacciones cotidianas y en el pago de salarios, 
sobre todo en economías regionales o aisladas. 
Aunque atendían una necesidad práctica en el 
comercio al menudeo, los tlacos representaban 
un sistema monetario paralelo y descentralizado 
que reflejaba la incapacidad del Estado de pro-
veer suficiente circulante fraccionario, además de 
reforzar relaciones de dependencia económica 
local, ya que su valor y aceptación dependían con 
frecuencia de la autoridad del emisor. Pese a su 
carácter informal, fueron componentes estructu-
rales de la economía popular que coexistieron, y a 
veces compitieron, con la moneda oficial.
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•	 Tesis. Apellido(s), nombre(s) (año de 
impresión). Título de la tesis en cur-
sivas. Tesis de licenciatura, maestría o 
doctorado, institución educativa. Ciu-
dad donde se encuentra la institución.

•	 Ponencias. Apellido(s), inicial(es) del 
(los) nombre(s) (año de presentación). 
Título de la ponencia. Ponencia presen-
tada en nombre del evento, ciudad o 
país, páginas o sección consultadas.

•	 Latinismos. Salvo la abreviatura latina et 

initial(s) of first name(s) (year of pub-
lication). Title of the chapter. In author, 
book title in italics (pp. xx-xx). Publish-
er(s) or institution(s) issuing the work.

•	 Articles in journals. Author’s last name, 
initial(s) of first name(s) (year of pub-
lication). Title of article. Name of the 
journal in italics, number of volume in 
italics # (issue number #), xx-xx to show 
pages or section(s) where the article is 
published.

•	 Web pages. Will be recorded as a peri-
odical publication. Date consulted, on 
no account to be omitted, in brackets, 
after the internet address. Simple link 
to a web page will not be considered a 
reference.

•	 Interviews. Start with the words inter-
view with name(s) and surname(s) of 
the person interviewed, position held 
or activity pursued, city or country 
where the interview took place, com-
plete date.

•	 Thesis. Surname(s), first names(s) (year 
printed). Title of thesis in italics. First 
degree, masters or doctorate, educa-
tional institution. City where the insti-
tution is based.

•	 Presentations. Surname(s), initial(s) of 
first name(s) (year of conference). Ti-
tle of presentation. Paper presented at 
(name of) event, city or country, pages 
or section consulted.

•	 Latin terms. With the exception of the 



al., Carta Económica Regional no utiliza 
op. cit., id., ibíd., ni su forma desatada ibí-
dem, por lo cual, cuando sea necesario, 
deberá repetirse la referencia. Tampoco 
debe usarse cf. ni cfr., sino la forma cas-
tellana véase.
 

Proceso de evaluación por pares

La recepción de artículos está sujeta al cum-
plimiento de los lineamientos de la revista. 
El Comité Editorial es un primer filtro; si 
considera que cumplen con la totalidad de 
los requisitos, los somete a un proceso de 
evaluación por pares bajo un esquema de 
anonimato o doble ciego: dos expertos en el 
tema emiten el dictamen respectivo antes de 
la publicación. El resultado de la evaluación 
puede ser:
•	 Publicable dejando al autor en liber-

tad de atender las sugerencias que se 
le hacen.

•	 Publicable sólo si se llevan a cabo las re-
visiones de fondo que se señalan en las 
sugerencias.

•	 No publicable.
El Comité Editorial informará al autor, 

la autora o los autores del dictamen respecti-
vo. Si es positivo, el artículo se someterá a la 
corrección de estilo y se publicará en función 
de nuestros criterios editoriales. Asimismo, 
cuando el artículo se acepte para ser publi-
cado en la revista, se cederán los derechos de 
autor a la Universidad de Guadalajara.

 

expression et al., Carta Económica Re-
gional does not use terms such as op. 
cit., id., ibid. or ibidem, so it may be 
necessary to repeat the reference. Also 
instead of cf., use see.

Peer reviewing

Only articles respecting the journal’s guide-
lines can be accepted. The first step is for the 
Editorial Committee to decide if an article 
meets all the established requirements, and 
then it is submitted to peer review, by two 
anonymous reviewers. The two reviewers, 
experts in the subject, will give their opinion 
before the article can be accepted for publi-
cation.

Authors should not know who is re-
viewing their work and the reviewers of an 
article should not know who wrote it. The re-
viewer’s decision may be one of three types:
•	 Accepted for publication leaving the au-

thor free to adopt or ignore suggestions 
made.

•	 Not accepted for publication unless the 
author undertakes to make important 
changes suggested.

•	 Not accepted for publication.
The Editorial Committee will inform 

the author or authors of the opinions of the 
reviewers.

If the article is accepted for publication 
it will be copy-edited and published accord-
ing to the criteria of the publisher. Once it has 
been accepted for publication in the journal, 



Open Journal Systems (o j s )

Esta revista tiene como política el acceso 
abierto a la información científica a través de 
la plataforma Open Journal Systems (O J S) 
con la finalidad de producir un mayor inter-
cambio global de conocimiento. Disponible 
en www.cartaeconomicaregional.cucea.udg.
mx

the author of the article will be asked to cede 
copyright to the University of Guadalajara.

Open Journal Systems (o j s )

It is a policy of the journal to provide open 
access to scientific information through the 
platform of Open Journal Systems (O J S) for 
the purpose of furthering the exchange of 
knowledge in the world.
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